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C
on gran orgullo y entusiasmo, la Universi-
dad Autónoma de Ciudad Juárez presenta la 
edición anual número 3, 2024 del Anuario de 
Derecho, Comercio Internacional, Seguridad y 
Políticas Públicas. Este compendio digital es 

el resultado de un año de arduo trabajo, investigación 
y colaboración entre académicos y profesionales, todos 
comprometidos con el avance del conocimiento en estas 
áreas vitales para la sociedad actual. 

En un mundo globalizado y en constante cambio, la in-
tersección entre el derecho, el comercio internacional, 
la seguridad y las políticas públicas adquieren una re-
levancia sin precedentes. La revista se dedica a explorar 
estos temas con profundidad y rigor académico, ofre-
ciendo una plataforma para el intercambio de ideas in-
novadoras y perspectivas diversas que buscan responder 
a los desafíos contemporáneos.

El estudio del derecho es fundamental para la cons-
trucción de sociedades justas y equitativas. En esta re-
vista encontrará artículos que abordan una variedad 
de temas de importancia, desde la complejidad de la 
tributación de las criptomonedas hasta los desafíos en 

Dra. María Teresa Martínez Almanza
Editora en Jefe
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la redacción de leyes y reformas. También 
se exploran cuestiones vitales como los 
derechos humanos de las personas sordo-
mudas, la tensión entre la libertad religio-
sa y la libertad de expresión en contextos 
electorales, y el concepto de reparación 
integral del daño. Además, se analiza la 
conciliación laboral en México, el nuevo 
paradigma de la justicia cívica y el papel 
del policía de proximidad. No podemos ig-
norar la importancia del derecho a la filo-
sofía como una lucha en México, ni pasar 
por alto la problemática de la violencia de 
género y la violencia vicaria, y cómo apli-
car estándares internacionales en dere-
chos humanos de manera efectiva.

En el ámbito del comercio internacio-
nal, se analizan el efecto económico de 
la certificación de IVA e IEPS en el sector 
maquilador en Ciudad Juárez, así como la 
clasificación arancelaria de máquinas 3D 
y los cambios en la TIGIE por la Séptima 
Enmienda. También se explora la tasa del 
IEPS aplicable al pago extemporáneo de 
pedimentos consolidados de hidrocarbu-
ros, examinando cómo estas cuestiones 
impactan en el comercio y la economía 
global.

En cuanto a seguridad y políticas públi-
cas, se reflexiona sobre la impartición de 
justicia con perspectiva de género en el 
amparo, así como la adopción de legisla-
ciones internacionales y los incentivos 
perversos locales. También se analiza la 
intervención de las fuerzas armadas en 

problemáticas de seguridad interior y su 
relación con la memoria histórica en Amé-
rica Latina. Se cuestiona por qué algunos 
mercados de cocaína son más violentos 
que otros, y se estudia el desarrollo social, 
la producción agrícola y la economía en la 
sierra de Guerrero ante un estado captu-
rado.

Nuestro compromiso es ser un referente 
académico y profesional, proporcionando 
contenidos de alta calidad que contribu-
yan al debate y la evolución de problemas 
complejos en nuestras disciplinas. Agra-
decemos a todos nuestros colaboradores 
por su valiosa contribución y a nuestros 
lectores por su continuo apoyo.

Esperamos que esta edición del Anuario 
inspire nuevas ideas, fomente el diálogo 
constructivo y fortalezca nuestro compro-
miso compartido con la justicia, la prospe-
ridad y la seguridad global.

Con gratitud 
Dra. María Teresa Martínez Almanza

Editora en Jefe
Universidad Autónoma de Ciudad Juárez



D
ER

EC
H

O



A l d o  r A f A e l  m e n e S e S  P A d r ó n 1

fechA de recePción: 27 de agosto de 2023
fechA de AcePtAción: 8 de marzo de 2024

CRIPTOMONEDAS: UNA ANOMIA TRIBUTARIA

Cryptocurrencies: A Tax Anomie

RESUMEN
El avance tecnológico y la inquietud económica del hombre dieron paso a las criptomonedas, un fenómeno 

muy amplio y en constante evolución. Ante esto, el Derecho, funcionando como un vehículo para sistemati-

zar fenómenos sociales, se ha quedado corto al regular las actividades que las rodean. En la revisión jurídica 

se han tomado distintos frentes, siendo el derecho penal uno de los más estudiados, pero otras ramas están 

relegadas, es el caso del Derecho Tributario, donde pulula la incertidumbre sobre el tratamiento fiscal de las 

criptomonedas, provocando una justicia tributaria vacilante.

En este estudio se pone de manifiesto la pertinencia de una obligación tributaria que emane de las cripto-

monedas y la anomia en la que se encuentran, como consecuencia se violan principios rectores que son base 

para encuadrar cualquier sistema jurídico dentro de un espectro de justicia tributaria, entendida esta última 

como el constructor de principios que le conforman.

Palabras clave: impuestos, criptomonedas, anomia.

ABSTRACT
Technological progress and the economic restlessness of mankind gave way to cryptocurrencies, a very 

broad and constantly evolving phenomenon. In view of this, law, functioning as a vehicle to systematize 

social phenomena, has fallen short in regulating the activities surrounding cryptocurrencies. In the legal 

study, different fronts have been taken, being criminal law one of the most studied, however, other branches 

are relegated, such is the case of tax law, where uncertainty swarms about the tax treatment of cryptocu-

rrencies, resulting in a hesitant tax justice.

1 Aldo Rafael Meneses Padron, Universidad Nacional Autónoma de México, México, 417114871@pcpuma.acatlan.
unam.mx, ORCID: 0009-0009-7330-579X.

https://doi.org/10.20983/anuariocicj.2024.01 



11

A N UA R I O  D E  D E R E C H O ,  C O M E R C I O  I N T E R N A C I O N A L , 
S E G U R I D A D  Y  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

Criptomonedas: Una anomia tributaria
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My study highlights the relevance of a tax liability emanating from 

cryptocurrencies and the tax anomie in which they are found, as a 

result of which guiding principles that are the basis for framing any 

legal system within a spectrum of tax justice are violated, the latter 

being understood as the construct of principles that make it up.

Key words: taxes, cryptocurrencies, anomie.

INTRODUCCIÓN

E
n el presente ensayo busco rastrear y eviden-
ciar que ciertamente existe una anomia tri-
butaria de activos virtuales en nuestro país, 
para lo cual me apoyaré en cuatro tareas 
principales:

-Rastrear a los activos virtuales en el corpus iuris de 
México.
-Revisar la normatividad del concepto de tributo.
-Señalar los aspectos tributarios de los activos vir-
tuales en la actualidad.
-Confrontar nuestros hallazgos ante la Justicia Tri-
butaria que nos garantiza la Constitución.

A fin de manifestar la insuficiencia de la ley para nor-
mar a los activos virtuales de manera específica cuando 
se habla de la rama tributaria y de señalar cómo cuerpos 
internacionales han emitido recomendaciones a consi-
derar al abordar legalmente la recaudación fiscal en ma-
teria de criptomonedas.

METODOLOGÍA

Siendo el objetivo principal de mi investigación, deducir 
la naturaleza jurídica de las criptomonedas, a través del 
estudio de la justicia tributaria, a fin de proponer su tra-
tamiento fiscal idóneo, me valgo del método de análisis, 
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de síntesis, fenomenológico, sistémico y 
de inferencia para su diseño, y para reali-
zar el estudio con la rigurosidad metodo-
lógica debida.

Rastreo jurídico de activos virtuales
Los activos virtuales o criptomonedas im-
pactaron globalmente en el mundo finan-
ciero y, debido a su constante evolución, 
ha resultado una tarea exigente regular-
las. México, como muchos otros países, 
ha realizado esfuerzos por integrarlas al 
constructo normativo acción imperante 
puesto que en el estudio Fintech Adoption 
Index 2017, resultamos la septima nación 
con más usuarios de criptomonedas, he-
cho que no pasó desapercibido y comenzó 
a trabajarse en lo que sería su introduc-
ción en el marco regulatorio mexicano.

Aceptando su Existencia. Ley FINTECH
La Ley para Regular las Instituciones de 
Tecnología Financiera fue promulgada el 
9 de marzo de 2018 y con ésta las cripto-
monedas fueron introducidas en el marco 
regulatorio mexicano, con el nombre de 
activos virtuales como se dicta en su artí-
culo 30:

se considera activo virtual la represen-
tación de valor registrada electrónica-
mente y utilizada entre el público como 
medio de pago para todo tipo de actos ju-
rídicos y cuya transferencia únicamente 
puede llevarse a cabo a través de medios 

electrónicos. En ningún caso se entende-
rá como activo virtual la moneda de cur-
so legal en territorio nacional, las divisas 
ni cualquier otro activo denominado en 
moneda de curso legal o en divisas.

Si bien no menciona criptomoneda o 
criptoactivo, tal definición pone de mani-
fiesto que estamos ante el fenómeno que 
ha sido objeto de estudio y vale la pena po-
ner especial atención en dos aspectos:

El primero es la exigencia por escapar 
de la posible confusión entre los activos 
virtuales y, las monedas de curso legal 
y las divisas. Esto no es novedoso, como 
se ha estudiado tal confusión ha estado 
presente durante toda la existencia de 
las criptomonedas, y ha merecido aten-
ción por parte de estudiosos al abordar 
el tema. Sin embargo, la misma ley en su 
artículo 16,2 equipara a los activos virtua-
les con las monedas extranjeras y con la 
misma moneda nacional, poniendo en 
evidencia que, aunque es importante la 
distinción, cuando se habla de estas tres 
figuras se está frente análogos. 
El segundo aspecto es el del uso que se 
les finca a los activos virtuales: medio de 
pago. Que si bien a lo largo de la ley se 
amplía este medio de pago a enajenación 

2 Las Operaciones a que se refiere se denominarán 
en moneda nacional. Asimismo, las instituciones 
de financiamiento colectivo podrán realizar las re-
feridas Operaciones en moneda extranjera o con 
activos virtuales. Ley para Regular las Instituciones 
de Tecnología Financiera, Artículo 16.
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de activos virtuales, en el artículo 213 la 
ley añade custodia y control de activos 
virtuales como momentos especiales y 
singulares que existen en el accionar de 
las criptomonedas. Custodia y control 
encuadran en la actividad de criptomo-
nedas: almacenamiento, el cual también 
se añade en el artículo 30 como “el uso 
que el público dé a las unidades digita-
les como medio de cambio y almacena-
miento de valor”.

De lo anterior se obtiene como prime-
ra conclusión que la Ley FINTECH quedó 
corta a la hora de normar a las criptomo-
nedas, no por eso se derriba la hazaña que 
logró con éxito: admitir su existencia e in-
troducirlas al espectro jurídico mexicano 
bajo el nombre de activos virtuales.

Normas tributarias sobre activos virtuales
El recorrido normativo que han tenido los 
activos virtuales es: su introducción en la 
Ley FINTECH, su restricción por el Banco 
de México y no mucho más. Sin embargo, 
el crecimiento del uso de criptomonedas 
mundialmente y en nuestro país, provocó 
que la necesidad de certidumbre creciera, 
en específico alrededor de su tratamiento 
fiscal, por tal motivo la Procuraduría de 
la Defensa del Contribuyente y el Consejo 

3 Se entenderá por custodia y control de activos vir-
tuales a la posesión de las firmas, claves o autoriza-
ciones que sean suficientes para ejecutar las Opera-
ciones a que se refiere esta Ley. Ley Para Regular las 
Instituciones de Tecnología Financiera, Artículo 21.

Mexicano de Normas de Información Fi-
nanciera dieron un paso al frente al pro-
nunciarse, lo que hizo que la perspectiva 
comenzara a tomar rumbo y se reflejara la 
importancia de avanzar en la regulación 
para ampliarla y así brindar mayor segu-
ridad. Pero quedan cortos y no prevén as-
pectos imprescindibles que organismos in-
ternacionales como la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) y el Centro Interamericano de Ad-
ministraciones Tributarias han señalado 
en distintas recomendaciones publicadas 
para orientar a las legislaciones.

Avances Nacionales
Si bien los avances en cuanto a la regula-
ción fiscal en México no han sido vinculan-
tes ni han logrado un impacto relevante, 
resulta importante observar los esfuerzos 
y sobre todo el progreso en cuanto a la 
toma de un posicionamiento más amplio 
y, por tanto, más apegado a la realidad; 
aunque estos esfuerzos no llegaran a buen 
puerto y crearan más incertidumbre aun 
cuando su objetivo era lo contrario.

PRODECON

La Procuraduría de la Defensa del Con-
tribuyente (PRODECON) en 2021 emitió 
un estudio preliminar sobre la naturaleza 
fiscal de las criptomonedas (PRODECON, 
2021), de donde se pueden rescatar varios 
puntos interesantes. Uno de ellos es de 



14 UACJ - Anuario de derecho, comercio internacional, seguridad y políticas públicas Año 3, Número 3, 2024, 
No. de Reserva: 04-2022-101412422200-102

A N UA R I O  D E  D E R E C H O ,  C O M E R C I O  I N T E R N A C I O N A L , 
S E G U R I D A D  Y  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

tipo terminológico, la primera norma que 
llama a las criptomonedas como tal, inclu-
so se entendería que las coloca como una 
especie del género de activos virtuales.

No obstante es contradictorio ya que en 
el mismo documento existen tres momen-
tos distintos sobre la concepción de las 
criptomonedas:

Rebate el concepto dado por la Ley 
FINTECH, asegurando que sirven 
para mucho más que como medio de 
pago, incluso menciona que este uso 
no es ni siquiera el principal.

Afirma categóricamente que la figura 
más parecida es la divisa, sin embar-
go, respeta la distinción que hace el 
Banco de México en cuanto a ésta.

Afirma que las criptomonedas encua-
dran en las características dictadas 
por el Banco de México, para ser con-
sideras activos virtuales.

En adelante, el estudio acepta el apremio 
que existe en el país por regular esta figura, 
expone el gran uso que se le da a las cripto-
monedas en México y asegura que esto es 
debido a su naturaleza especulativa, inclu-
so advierte que la autoridad fiscal debe re-
flexionar en su posición ante las mismas. 
Y aunque antes ampliaba el término de la 
idea de su uso como medio de pago, el tex-
to termina limitándose igualmente, pero 
en otro aspecto: la compra-venta.

De nuevo con una sola de las activida-
des como protagonista, la PRODECON 
considera que las criptomonedas deben 
tributar únicamente cuando le generen 
ganancias a los usuarios producto de la 
compra-venta, y remite al Código Fiscal de 
la Federación en su artículo 14 fracción I 
en donde la encuadra con la figura de ena-
jenación de bienes: “toda transmisión de 
propiedad, aun en la que el enajenante se 
reserve el dominio del bien enajenado”, lo 
que a su vez remitiría al artículo 126 párra-
fos cuarto y quinto de la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta y su Reglamento, lo que ló-
gicamente y considerando los hallazgos 
que al momento ha brindado este estudio, 
no es suficiente, por tomar en cuenta solo 
una fracción de todo el alcance que tienen 
las criptomonedas.

NIF

Anteriormente, en el 2019 el Consejo 
Mexicano de Normas de Información Fi-
nanciera emitió la Norma de Información 
Financiera (NIF C-22), en la cual a pesar de 
tener fines principalmente contables, vale 
la pena tomar en cuenta algunos aspectos 
que no hemos observado en ninguna otra 
norma. Aunque también con problemas 
de terminología, ya que utiliza criptomo-
neda y criptodivisa invariablemente, espe-
cifica que se refiere a los activos virtuales 
enunciados en la Ley FINTECH, y en su 
concepción resulta casi idéntica.
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Sin embargo, la NIF-22 abona brindando 
características de la criptomoneda (Conse-
jo Mexicano de Información Financiera, 
2019):

No es efectivo.
No es equivalente de efectivo.
No es un instrumento financiero.
No es inventario.
No es propiedad de inversión.
No es un activo intangible.

Esto aporta mucho en cuanto a su con-
cepto y características en la normatividad, 
ya que fuera de ésta solo encontrábamos 
información en la doctrina. La misma si-
tuación en cuanto a las operaciones con 
criptomonedas, pues antes se vacilaba 
entre medio de pago y compraventa, pero 
la NIF C-22 introduce y define otras ope-
raciones con criptomonedas y que tienen 
que ver en su aspecto tributario, como mi-
nería, transferencia y servicios de custo-
dia (que aquí se han definido como alma-
cenamiento), por eso la norma financiera 
resulta relevante y un precedente de aper-
tura ante el fenómeno en sentido amplio.

Justicia tributaria
Referente a justicia tributaria, se suele 
pensar en los medios que tiene el contri-
buyente para defenderse del Estado, pero 
hablar de esta abarca más, incluyendo la 
justa repartición de cargas, que será el 
punto central. 

Cuando se busca la justicia tributaria en 
legislaciones o en la propia constitución, 
no se encuentra nada concreto, ya que 
hay que interpretar el texto normativo y 
entender que la está configurada por un 
cúmulo de principios tributarios, enten-
didos estos de acuerdo con Burgoa (2012) 
como normas que obedecen a un postula-
do de justicia y que tienen aplicación en 
diversos ámbitos del derecho tributario, 
desde la legislación en la aplicación de 
normas, hasta en la resolución de conflic-
tos con los contribuyentes.

Se puede entender a la justicia tributaria 
como el compuesto de diversos principios 
que hacen las veces de ejes normativos de 
los dispositivos legales (Calderón, 2017), 
con esto se esclarece que esta búsqueda no 
va acerca de un solo precepto, sino de un 
constructo. Estos principios pueden variar 
de jurisdicción a jurisdicción, pero siem-
pre tendrán características en común, de 
las que resalto las siguientes:

-Son la afirmación de un ideal: la distri-
bución justa de la carga tributaria.

-Todos velan por un fin común: justicia.
-Son indivisibles y solo pueden enten-

derse de forma conjunta.
 
A continuación pondré de manifiesto 

cómo la situación que estudiamos de los 
activos virtuales infringe con estos prin-
cipios aun innominados. Para entender la 
justicia tributaria desde dos perspectivas, 
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me valdré de un punto de vista interna-
cional, el de la OCDE, y del nacional, que 
resulta vinculante para este caso, con el 
estudio de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.
Perspectiva internacional

La Organización de las Naciones Unidas 
mediante el Comité de Derechos Económi-
cos y Sociales ya se ha pronunciado al res-
pecto de la justicia tributaria (Uprimmy, 
2022), incluso dándole un vínculo con los 
Derechos Humanos, puesto que una inco-
rrecta tributación estaría impidiendo que 
las naciones cumplieran con compromi-
sos4 expresos en la Carta de las Naciones 
Unidas, a la letra:

Artículo 5. Con el propósito de crear las 
condiciones de estabilidad y bienestar 
necesarias para las relaciones pacíficas y 
amistosas entre las naciones, basadas en 
el respeto al principio de la igualdad de 
derechos y al de la libre determinación 
de los pueblos, la Organización promo-
verá:

niveles de vida más elevados, trabajo 
permanente para todos, y condicio-
nes de progreso y desarrollo econó-
mico y social;

4 Todos los Miembros se comprometen a tomar medi-
das conjunta o separadamente, en cooperación con 
la Organización, para la realización de los propósi-
tos consignados en el Artículo 55.
Carta de las Naciones Unidas, Capítulo IX: Coopera-
ción internacional económica y social, Artículo 56.

la solución de problemas internacio-
nales de carácter económico, social y 
sanitario, y de otros problemas cone-
xos; y la cooperación internacional en 
el orden cultural y educativo; y

el respeto universal a los derechos hu-
manos y a las libertades fundamen-
tales de todos, sin hacer distinción 
por motivos de raza, sexo, idioma o 
religión, y la efectividad de tales dere-
chos y libertades. (Carta de las Nacio-
nes Unidas, s/f)

Tomando en cuenta lo anterior como 
una contemporánea perspectiva de los 
problemas que acarrea una inoperante 
justicia tributaria, es prudente remitir al 
Marco Tributario de la Conferencia de Ot-
tawa, el cual ya comenzaba a encontrar 
convergencia entre la tributación y el co-
mercio electrónico o equivalentes, en este 
existen enunciados que expresan cinco 
principios que deberían ser respetados a 
fin de alcanzar una tributación justa:

Neutralidad: la tributación debe ser neu-
tral y equitativa, 

Eficiencia: se deben reducir al máximo 
los costos de cumplimiento,

Certeza: las reglas fiscales deben ser cla-
ras y fáciles de entender para los suje-
tos pasivos, 

Efectividad: la tributación deberá produ-
cir la cantidad correcta de impuestos 
en el momento adecuado, reduciendo 
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al mínimo la oportunidad de evasión y 
de evitación, y

Flexibilidad: los sistemas tributarios de-
berán ser flexibles y dinámicos para 
asegurar su evolución paralela a los 
avances tecnológicos y comerciales. 
(OCDE, 2002)

En el mismo documento la OCDE refren-
da la soberanía nacional de cada país, pero 
hace hincapié en valorar los principios, 
subrayando su utilidad y aplicabilidad ya 
sea en reglas tributarias existentes, cam-
bios en las mismas, o creación de nuevas 
(OCDE, 2002).

Así la justicia tributaria diseñada y pro-
puesta por la OCDE queda relegada a una 
simple recomendación hacia los países en 
particular, sirviendo de guía para la crea-
ción de las propias normas, remarcando 
la importancia de cumplir con lo que ellos 
llamaron principios de tributación fiscal. 
Finalmente se encuentra en el máximo 
ordenamiento jurídico mexicano, la Cons-
titución, en donde se encuentra una pro-
pia configuración de justicia tributaria.

Principios Tributarios en la Constitu-
ción Mexicana

En la Constitución para encontrar cómo 
se configura la justicia tributaria, y qué 
principios toma en cuenta la máxima 
norma en materia fiscal, es necesario re-
mitir al artículo 31 que, si bien habla de 
obligaciones de los mexicanos en sentido 
más amplio, en su fracción IV introduce 

específicamente a las obligaciones tribu-
tarias, como dice a la letra: “Artículo 31.- 
Son obligaciones de los mexicanos: … IV.- 
Contribuir para los gastos públicos, así de 
la Federación, como del Distrito Federal o 
del Estado y Municipio en que residan, de 
la manera proporcional y equitativa que 
dispongan las leyes”.

De este precepto constitucional se des-
prenden seis principios que colegiada-
mente formarán lo que se entenderá por 
justicia tributaria de acuerdo con la Cons-
titución, y por tal, todas las leyes tributa-
rias que se desprendan en México debe-
rán respetar este constructo de justicia en 
la materia.

En primer lugar está el principio de ge-
neralidad, el precepto inicial del artículo 
indica que las contribuciones serán obli-
gación de todos los mexicanos; lo que de 
acuerdo con Pitten (2010), exige que las 
personas físicas y jurídicas capaces de 
contribuir a los gastos públicos lo hagan, 
con independencia de los grupos sociales 
que lo integren. El mismo precepto intro-
duce al segundo principio, el de obliga-
toriedad, el cual indica que toda persona 
que se encuentre dentro de los preceptos 
específicos automáticamente tiene la obli-
gación de cubrir el correspondiente crédi-
to fiscal (Arrioja, 2002).

En un tercer momento está el principio 
de vinculación al gasto público, este ma-
nifiesta la finalidad de las contribuciones, 
que según Arrioja (2002), es costear los 
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servicios públicos que el Estado presta, 
por lo que deben resultar para el particu-
lar un beneficio equivalente a las contri-
buciones efectuadas.

De manera más literal se encuentran los 
principios de proporcionalidad y de equi-
dad, al enunciarlas como características 
sine qua non de la obligación tributaria. 
Sobre el principio de proporcionalidad, 
Villaseñor (Curiel, 2002) indica que las 
cargas tributarias se deben distribuir con-
siderando la capacidad de pago individual 
de los contribuyentes, es decir, que sea en 
proporción de sus ingresos.  En cuanto al 
principio de equidad, la Suprema Corte de 
Justicia en jurisprudencia (Seminario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, 2000) 
se ha pronunciado sobre la situación idén-
tica que deben guardar los contribuyentes 
frente a la norma jurídica que regula sus 
actividades tributables, de esta forma las 
disposiciones en materia deben tratar de 
manera igual a quienes se encuentren en 
una misma hipótesis de causación.

Finalmente, el artículo analizado inte-
gra a las contribuciones el principio de 
legalidad, al respecto Zagrebelsky (2005) 
comenta que este expresa la idea de la ley 
como acto normativo supremo e irresis-
tible, al que no es oponible ningún dere-
cho más fuerte. Es posible concluir que la 
construcción de la justicia tributaria varía 
entre la visión de la OCDE y de la Cons-
titución mexicana, que aunque similares 
en general, guardan diferencias puntuales 

y muy importantes que repercutirán en el 
objeto de estudio.

Al respecto, la anomia estudiada hasta 
aquí hace mella en solo uno de los prin-
cipios que la constitución nos brinda, el 
de proporcionalidad, mientras que ignora 
cuatro de los principios expuestos por la 
OCDE. Estos no se respetan por neutrali-
dad equiparable al de proporcionalidad, 
ya que tienen los mismos objetivos, pues 
mantienen la desigualdad al tributar con 
respecto a los usuarios de criptomonedas, 
mientras que no tienen certidumbre jurí-
dica lo que falta al principio de certeza. En 
cuanto al de efectividad, tampoco es res-
petado, ya que la recaudación podría ser 
mejor si todos los que tienen capacidad 
contributiva lo hicieran, de lo contrario 
representan incluso un gasto público, lo 
contrario a los objetivos que enmarca el 
principio de efectividad. Finalmente, y 
subrayo su importancia, el principio de 
flexibilidad, ya que este exige dinamicidad 
a la ley tributaria, con esto la OCDE pone 
de manifiesto la necesidad de seguirle el 
paso a los avances tecnológicos y prevé los 
problemas tributarios que éstos puedan 
traer consigo.

RESULTADOS

1. La investigación arroja como resul-
tado que ciertamente existe una ano-
mia tributaria en México en lo que 
respecta a los activos virtuales. Esto 
se debe a que la legislación vigente no 
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es lo suficientemente clara y precisa 
para regular a las criptomonedas.

2. La Ley para Regular las Instituciones 
de Tecnología Financiera fue un pri-
mer paso importante para reconocer 
la existencia de los activos virtuales 
en el sistema legal mexicano. Sin em-
bargo, la ley no define claramente qué 
son los activos virtuales ni cómo de-
ben ser tratados a efectos fiscales.

3. La Procuraduría de la Defensa del 
Contribuyente-PRODECON y el Con-
sejo Mexicano de Normas de Infor-
mación Financiera han emitido direc-
trices sobre el tratamiento fiscal de 
los activos virtuales, pero estas direc-
trices no son vinculantes y no brin-
dan una guía clara y completa para 
los contribuyentes.

4. Como resultado de esta anomia tri-
butaria, hay mucha incertidumbre 
sobre cómo deben tributar los activos 
virtuales en México. Esto ha llevado a 
la evasión fiscal y a la falta de recau-
dación de impuestos.

CONCLUSIONES

Es evidente que existe una anomia tri-
butaria respecto a los activos virtuales, 
ya que sus características denotan mani-
festación de riqueza por parte del posee-
dor, particularidad suficiente para que se 
configuren obligaciones tributarias que 
emanen de éstos. Las regulaciones presen-
tadas en materia fiscal son insuficientes 

que faltan a los principios sin qua non de 
la justicia tributaria.

Es necesario que el gobierno mexicano 
tome medidas para abordar la anomia tri-
butaria en la que se encuentran los activos 
virtuales. Esto se debe hacer mediante la 
promulgación de una legislación específi-
ca que defina claramente qué son los acti-
vos virtuales y cómo deben ser tratados a 
efectos fiscales.

También debe proporcionar orientación 
y educación a los contribuyentes sobre 
cómo cumplir con las normas fiscales so-
bre activos virtuales. Al tomar estas me-
didas se podría garantizar que los activos 
virtuales sean tratados de manera justa y 
equitativa en el sistema fiscal. Esto ayuda-
rá a aumentar los ingresos fiscales, redu-
cir la evasión fiscal y promover la transpa-
rencia en la economía.
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INTRODUCCIÓN

E
n este escrito se describen aspectos básicos 
para la composición de una técnica legisla-
tiva en un proyecto de ley con la finalidad 
de estudiar distintas opiniones de los requi-
sitos a considerar. Para ello será importan-

te identificar los elementos que debe tener un proyecto 
de ley. El proceso legislativo sin duda es relevante para 
el conocimiento de la ciencia jurídica y la función del 
poder legislativo, pero también es importante que el ju-
rista comprenda qué aspectos componen la creación de 
una norma, describir su composición textual y sus jerar-
quías dentro de una ley, así como comprender la función 
de la técnica jurídica dentro de esta ciencia. Es relevante, 
además, analizar los elementos técnicos necesarios para 
crear una norma, pues el estudio de dicho proceso se li-
mita a conocer los procedimientos que sigue y no toma 
en cuenta los aspectos relacionados con de la creación 
de la norma.

Para ello, se busca conocer los elementos de la técnica 
jurídica legislativa para la enseñanza y aprendizaje de 
esta rama del derecho constitucional y la profesionaliza-
ción de las personas formadas en las ciencias jurídicas, 
para contribuir en la doctrina en la materia. Al respecto 
Gris-Legorreta (2017) afirma que distintos autores seña-
lan lo siguiente “al aludir a la evaluación del desempeño 
legislativo, el trabajo académico dedicado a este tema se 
ha centrado en dos elementos principales: capacidad y 
especialización” (p. 3), desempeño que en las institucio-
nes debe preverse en la formación de los juristas a través 
de estos elementos. También se busca identificar una 
metodología para la creación o modificación legislativa, 
a través de la función que tiene la norma. Por último, se EL
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describen los elementos de un proyecto de 
ley y los conceptos y reglas con las que se 
ordenan.

IMPORTANCIA DE LA PROFESIONA-
LIZACIÓN LEGISLATIVA Y LA ENSE-
ÑANZA Y APRENDIZAJE DE LA TÉCNI-
CA LEGISLATIVA

La doctrina referente a los estudios cons-
titucionales y parlamentarios es menor 
a la de otras materias, es recurrente res-
pecto al proceso legislativo, pero la técni-
ca ha tenido poca relevancia, ésta es im-
portante porque constituye la forma que 
tiene una ley. Por ello, su estudio no solo 
es necesario para la profesionalización de 
los estudiantes, sino para la comprensión 
del orden normativo y la vigencia de la ley 
de todas las áreas, debido a que estos pro-
cesos regulan al conjunto de las materias 
jurídicas.

Si bien, resolver problemas por medio de 
normas legislativas no es siempre el mejor 
método, es relevante que se comprenda 
la funcionalidad que estas tienen. Eliseo 
Muro Ruiz (2011) señala que es importante 
profundizar en la enseñanza de la técnica 
legislativa, relacionada con la ciencia y la 
técnica jurídica. Su moderna enseñanza 
universitaria implica imprimir el nivel 
científico necesario, pues si la analizamos 
como conjunto normativo y como ciencia, 
sus principios metodológicos han de des-
cubrirse a través de la investigación. De 

ahí que resulte importante describir ele-
mentos para una adecuada técnica legis-
lativa, que como veremos más adelante, 
no solo es fundamental para la argumen-
tación en el proyecto de ley, sino para su 
posterior dictamen y su aplicación en la 
realidad.

Este proceso legislativo enseñado en las 
materias constitucionales parte de la pre-
sentación de la iniciativa en las comisio-
nes, pero no describe la metodología que 
se lleva a cabo para lograrlo. En este sen-
tido, tal vez no se ha puntualizado sobre 
esta área de la técnica jurídica por la fal-
ta de profesionalización, su importancia 
dentro del poder legislativo se señala en el 
siguiente fragmento de María López Bono:

Debe promoverse la importancia de que 
los legisladores y sus asesores dominen 
las técnicas de redacción jurídica, lo que 
no puede dejar de destacarse, por el he-
cho de que necesariamente esta técnica 
debe aplicarse en la fase propiamente 
legislativa de la formación de las leyes. 
(2014, p. 167)

En este sentido debemos incorporar una 
adecuada técnica jurídica en nuestro mo-
delo legislativo y en la doctrina. El proceso 
legislativo es el carácter formal que tiene 
un proyecto para convertirse en ley, en 
este contexto, debemos de estudiar otros 
aspectos prelegislativos que logren una 
mayor comprensión de la norma jurídica 
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hecha ley y buscar una técnica jurídica 
plausible para la creación de normas. 

NORMA JURÍDICA Y METODOLOGÍA 
DE LA TÉCNICA LEGISLATIVA

La norma jurídica es un término que se uti-
liza para generalizar o individualizar una 
norma, usualmente tomamos en cuenta 
el término cuando lo empleamos como 
arquetipo para referirnos a un artículo, a 
una ley, o al conjunto de normas. Resulta 
importante precisar sobre lo que requie-
re una norma jurídica al momento de su 
construcción como hipótesis de la con-
ducta que se espera regular. Esto requiere 
identificar una metodología con la que el 
jurista pueda comprender qué elementos 
deben seguirse para la elaboración de una 
ley. Según los Lineamientos para la elabora-
ción de proyectos parlamentarios de la Cá-
mara de Diputados (2020), un proyecto de 
ley debe tomar en cuenta principios para 
la composición de éste: racionalidad lin-
güística, racionalidad jurídico-formal, ra-
cionalidad pragmática, racionalidad eco-
nómica y racionalidad teleológica.

Además de lo anterior, las normas son “el 
contenido de enunciados que expresan lo 
que es obligatorio, prohibido o permitido” 
(Sieckmann, 2015, p. 896). También pueden 
definirse como los “contenidos de enun-
ciados normativos” (Sieckmann, 2015, p. 
896). Pero estas afirmaciones para definir 
la función de tales enunciados sintetizan, 
junto con los lineamientos mencionados, 

la metodología que debe emplearse cuan-
do se presenta un problema que pretende 
resolverse mediante la legislación.

Una vez que se considera a la norma ju-
rídica como un enunciado normativo, se 
puede decir que la idea del contenido “es 
comportamiento humano imputativa-
mente vinculante” (Tamayo y Salmorán, 
2019, p. 37). Estos enunciados contienen 
prescripciones de conducta, por lo que re-
sulta importante aplicar estos elementos 
al proceso con el fin de determinar las ra-
zones y los objetivos para crear normas de 
conducta.

Entonces, las bases para el contenido 
de estos enunciados deben tener un fin, 
para ello podemos considerar las siguien-
tes ideas: “En la técnica legislativa pueden 
considerarse tres ángulos: el ontológico 
(bilateralidad, heteronomía, externas y 
coercibles), teleológico (persigue la armo-
nía social) y axiológico (realizar valores)” 
(Muro Ruiz, 2011), aunque la cuestión fun-
damental de la norma jurídica es el carác-
ter jurídico sobre las conductas.

Las normas tienen distintas funciones 
según su contenido, si las consideraremos 
como parte de enunciados normativos 
debemos de tomar en cuenta la coheren-
cia que requiere determinar su forma y 
su carácter. Hay normas adjetivas y nor-
mas sustantivas, este referente al ámbito 
de aplicación debe ser una clasificación 
inicial que se tome en cuenta para la for-
ma de las leyes; así como las normas que 
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emanan de un poder y pueden tener rele-
vancia jurídica al momento de una nue-
va creación normativa. Además, existen 
algunas secundarias que pueden verse 
como el “proceso de creación y aplicación 
de las normas primarias” (Huerta Ochoa, 
2001), consideradas dentro del contenido 
de una iniciativa. Las primeras modifican 
el contenido de una materia determinada 
y las segundas, como los artículos transi-
torios, declaran la vigencia de una norma, 
ordenan a otros órganos a aplicar la nueva 
norma modificada, o establecen una me-
todología para su cumplimiento.

En nuestro sistema esta fuente del de-
recho, es decir, la ley, es la más utilizada, 
por ello la relevancia de discutir sobre las 
decisiones que toma el legislador al mo-
mento de crear una propuesta legislativa. 
Esto resulta importante no solo para ex-
poner por medio de la ciencia jurídica sus 
razones sobre la emisión, derogación o re-
forma de una ley, sino por la revisión que 
hace la comisión legislativa correspon-
diente, primer órgano revisor por medio 
de un dictamen que “debe constar de una 
parte expositiva, que … equivale a la expo-
sición de motivos que acompaña a una ley, 
y debe terminar con la parte propositiva, 
sobre la cual, el pleno de la comisión vo-
tará posteriormente.’’ (Morineau, 2001, p. 
283). Por eso, al argumentar las razones 
para plantear ese problema en la exposi-
ción de motivos, es necesario que tengan 
relevancia suficiente para asegurar que la 

solución sea adecuada y la justificación 
tenga validez jurídica y social adecuada 
que lo resuelva mediante normas legislati-
vas o la modificación de las existentes.

Antes de pensar en una argumentación 
para la exposición de motivos deben rea-
lizarse distintos cuestionamientos y, a mi 
parecer, el principal sería: ¿Es oportuno 
que este problema se resuelva por medio 
de la legislación? Pues como establece Eli-
seo Muro Ruiz (2007) “se piensa que cam-
biarlas –a las normas jurídicas– resuelve 
los problemas que plantea la regulación 
de una determinada materia. La realidad 
demuestra que, las transformaciones pue-
den perturbar y originar cierta inseguri-
dad y desconocimiento sobre el derecho 
vigente” (p. 121). Por ello es importante 
realizar una revisión de todos los factores 
que constituyen, crean o modifican una 
norma.

Una vez que se señaló la importancia 
de la ciencia jurídica en la iniciativa de 
ley hay que tomar en cuenta los elemen-
tos que contribuyen a su origen: juristas y 
abogados, académicos, organizaciones de 
la sociedad civil, entre otros actores; para 
determinar la estructura y la función que 
debe darse a esta norma. En su formación 
“se debe procurar que el significado atri-
buido se incorpore racional y congruente-
mente al sistema jurídico. La forma de la 
norma es dada en primera instancia por 
el redactor, en segundo lugar, por el in-
térprete y finalmente por quien se aplica” 
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(Huerta, 2018, p. 295). Por ello es importan-
te realizar una revisión prelegislativa de 
los grupos civiles o académicos que propo-
nen un cambio en la norma, de los sujetos 
a los que va dirigida la norma en específi-
co y a los jueces que la aplican.

Respecto a la técnica legislativa refe-
rente a la correcta descripción de la hi-
pótesis normativa para la aplicación de 
los órganos jurisdiccionales se describe 
lo siguiente “la técnica que deben seguir 
los legisladores al momento de redactar 
tipos penales debe evitar ambigüedades, 
con el objetivo de que el Poder Judicial no 
los integre” (Serrano Guevara y Heriberto 
Román, 2021, p. 6-7), según el mismo autor 
esto se logra adecuando los tipos penales 
correctamente. Cuando se legisla y para 
que la norma sea efectiva es importante 
pensar cómo se plantea la materia que se 
regulará, su función y su estructura. Res-
pecto a las estructuras y funciones que 
el legislador debe tomar en cuenta Eliseo 
Muro Ruiz (2011) plantea lo siguiente:

Al momento en que el legislador produce la 
disposición jurídica se enfrenta a cuestiones 
políticas y técnico-jurídicas. Los asuntos po-
líticos incluyen aspectos valorativos, como el 
de política legislativa, que plantea cuándo y 
bajo qué circunstancias deben resolverse los 
conflictos sociales a través de las normas jurí-
dicas, y cuándo debe solucionarse por los ór-
ganos jurisdiccionales. (p. )

Por ello, el trabajo prelegislativo debe 
estudiarse desde la ciencia jurídica, con el 

fin de identificar los elementos necesarios 
en la técnica legislativa.

ELEMENTOS TÉCNICO-LEGISLATI-
VOS QUE COMPONEN UNA INICIATI-
VA DE LEY O REFORMA

Son varios componentes de la iniciativa 
de ley. Aun cuando un documento tenga 
distintas funciones legislativas, es decir, 
crear normas o buscar su aplicación, ge-
neralmente todos estos documentos con-
tienen los mismos requisitos, a excepción 
de los instrumentos de control político o 
parlamentario como los exhortos, compa-
recencias o los posicionamientos, que en 
lugar de una norma jurídica tienen una 
disposición a la que se le denomina punto 
de acuerdo.

Según los Lineamientos para la elabora-
ción de proyectos parlamentarios del Con-
greso Federal deben ser:

1. Destinatario: Cámara de origen federal 
o estatal.

2. Proemio: En este apartado se señala a 
quien suscribe la iniciativa, se estable-
ce su carácter jurídico y se enuncia la 
legislatura correspondiente, el grupo 
parlamentario del iniciante o propo-
nente, se fundamenta legalmente y se 
formula la ley a crear o modificar.

3. Exposición de motivos: En esta parte se 
expresan los antecedentes histórico-le-
gislativos y las consideraciones del 
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proyecto, por lo que se pueden subdivi-
dir en las partes siguientes:

• Antecedentes. Se exponen las razones 
del problema tanto materiales como 
formales.

• Consideraciones. Se establecen argu-
mentos de carácter científico, jurídico, 
etc.

• Conclusiones. Se realiza una argumen-
tación final sobre lo expuesto.

4. Como se comentó con anterioridad, en 
esta parte se pone el tipo de proyecto 
que puede ser de Punto de Acuerdo o 
de Decreto. Por lo general los proyectos 
de Decreto crean, adicionan, modifi-
can, derogan y/o abrogan la ley. Los de 
Punto de Acuerdo suelen ser mecanis-
mos de control hacia los otros poderes.

 En esta parte se describe el sentido del 
Decreto y se realizan los cambios co-
rrespondientes. Un ejemplo de esa mo-
dificación es el enunciado ‘’Proyecto 
de Decreto a fin de (adicionar, derogar, 
reformar), para quedar de la siguien-
te manera”, Con esta fórmula el autor 
procede a presentar la antigua norma 
y contrastarla con el proyecto que pre-
tende establecer.

5. Transitorios. Una vez que se han estu-
diado las razones, decidido adicionar, 
abrogar, derogar y reformar del apar-
tado anterior, hay que tomar en cuen-
ta la importancia de los artículos tran-
sitorios, estos sirven para modificar 
las normas principales, Carla Huerta 
Ochoa (2021) establece que “la función 
de estos artículos es, en principio, tem-
poral y sirve para regular los procesos 
de cambio en el sistema jurídico” (p. ). 
Fijan la entrada en vigor del proyecto 
y las condiciones necesarias para su 
realización.

 6. Lugar, fecha y firma

Se turna a comisión e inicia el proceso le-
gislativo.

Si bien los requisitos no limitan la forma 
en la que se puede crear este tipo de docu-
mentos, se enuncian los siguientes ejem-
plos ficticios con el objetivo de fortalecer 
los puntos estudiados con anterioridad:
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Ejemplo de una iniciativa de ley o reforma

1.Destinatario. H. Congreso de Chihuahua.

2.Proemio. La presente, Dip.______________ de la Sexagésima Primera Legislatura, miembro del grupo parlamentar-
io______________, con fundamento en los artículos 23 y 24 de la Ley Orgánica del Poder legislativo de Chihuahua y los 
artículos 76 y 78 de la Constitución política de Chihuahua, acudo a esta asamblea legislativa para someter a consideración a 
este pleno el siguiente proyecto con carácter de Decreto para reformar los artículos 24 y 25 de la ley de Salud Fisca y Deporte 
del Estado de Chihuahua, al tenor de la siguiente:

O bien:

Quien suscribe la presente iniciativa________________, Miembro del grupo parlamentario_____________, de la Sexagé-
sima Primera Legislatura del H. Congreso de Baja California, comparezco ante esta Honorable Representación Popular con 
fundamento en los artículos 23 y 24 de la Ley Orgánica del Poder legislativo de Baja California y los artículos 76 y 78 de la 
Constitución política de Baja California para someter a su consideración Iniciativa con carácter de Decreto con el propósito de 
Adicionar el artículo 13 bis de la Ley de Régimen Municipal del Estado de Baja California, con la finalidad de poder presentar 
documentos digitales en los procesos administrativos del municipio.

Lo anterior con la siguiente:

3. Exposición de motivos. En la era digital, es importante contar con una legislación que corresponda a un gobierno digital de 
manera eficaz, por ello es importante…

4. Tipo de acuerdo.

La base del acuerdo se centra en el siguiente enunciado ‘’Proyecto de Decreto a fin de (adicionar, derogar, reformar) de la 
ley X, para quedar de la siguiente manera:’’

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PARRAFO AL ARTICULO 14 DE LA LEY DE DESARROL-
LO ESTATAL DE NAYARIT

Artículo Único: Se adiciona un párrafo a el artículo 14 de la ley de Desarrollo Estatal de Desarrollo de Nayarit, para quedar 
como sigue:

Artículo 13. El gobierno estatal, a través de la Secretaría de Gobierno, coordinará las políticas de desarrollo social y económico 
en Nayarit, junto con los municipios.

‘’La Secretaría de Turismo coadyuvará a establecer el dialogo entre los entes privados para promover la inversión en sectores 
estratégicos para el Desarrollo Social.’’

5. Transitorios.

Primero. El presente Decreto entra en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial del Estado.

Segundo. Dentro del plazo de 180 días siguientes a la entrada en vigor de este Decreto, los municipios del Estado deben armo-
nizar el marco jurídico en la materia para adecuarlo al contenido del presente Decreto.

6. Lugar, fecha y firma: Se establece el texto de manera centrada ‘Atentamente’, en conjunto con nombre y firma. Además del 
día y municipio en que se dará lectura en el pleno a la iniciativa.

Fuente: elaboración propia.
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Regresando a la parte más compleja, 
que es el cuarto punto de los estudiados 
con anterioridad, se enuncia la jerarquía 
de los elementos que conforman un texto 

jurídico de carácter legislativo para la co-
rrecta comprensión y aplicación de la re-
dacción del acuerdo propuesto y la lectura 
de estos:

Nombre Descripción Ejemplo

Leyes o 
Reglamentos

Nombre del ordenamiento. -Ley General de Salud.
-Código Penal Federal.
-Reglamento Interior y de Prácticas Parlamenta-
rias del Poder Legislativo.

Libros Miguel López Ruiz, señala que generalmente 
solo las normas de temas importantes a regular 
contienen Libros (por la extensión de estas).

Se expresa solo con palabras en mayúsculas.

LIBRO SEGUNDO
PARTE ESPECIAL

Títulos Estos títulos se emplean en normas con las 
mismas características que las que llevan 
‘Libros’, sin embargo, señala Miguel López 
Ruiz, que deben emplearse solo de manera 
extensa y no sustituirá a la agrupación pri-
maria de los artículos en capítulos.

TÍTULO TERCERO
CONSECUENCIAS JURÍDICAS DEL DELITO.

Capítulos El capitulado es el conjunto de artículos que 
busca abarcar un tema determinado que esa 
ley regula.

Simbolizados con letras mayúsculas y números 
romanos. Debajo se anota el nombre. Estas de-
ben tener según López Ruiz un contenido uni-
tario.

Ley general de Responsabilidad Administrativa.

Capítulo II
Principios y directrices que rigen la actuación de 
los Servidores Públicos

Capítulo III
 Autoridades competentes para aplicar la presen-
te Ley

Secciones y 
subsecciones

Se usa para describir mejor el objeto de un capí-
tulo mediante artículos.

Se expresan con letra mayúscula inicial, tanto 
en el nombre de la sección, como en el número 
ordinal que le corresponde.

Ley General de Instituciones y procedimientos 
electorales.
TÍTULO TERCERO
CAPÍTULO I 
Sección Primera 
De los Representantes ante los Órganos del Ins-
tituto

Artículos y pá-
rrafos

El artículo es un enunciado normativo y esta-
blece la unidad lógica y central de una ley.

El Párrafo según Miguel López Ruiz, constituye 
una unidad funcional secundaria o parcial de 
la primera unidad normativa, que es el artículo.

Artículo 8o. Los funcionarios y empleados pú-
blicos respetarán el ejercicio del derecho de peti-
ción…

 (Párrafo 2) A toda petición deberá recaer un 
acuerdo escrito de la autoridad a quien se dirigió, 
que debe conocer pronto al peticionario.
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Fuente: cuadro de elaboración propia, con información de los ‘Lineamientos para la elaboración de pro-

yectos parlamentarios’ del Congreso Federal, y el libro ‘Redacción Legislativa’ de Miguel López Ruiz (2002).

Apartados 1 Apartados. - Se simbolizan con una letra en ma-
yúscula, sin paréntesis y progresivamente

Art 2 Constitucional.
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el dere-
cho de los pueblos y las comunidades indígenas a 
la libre determinación …

Fracciones Corresponden a los artículos, separadas del 
cuerpo del párrafo, y se van numerando suce-
sivamente con caracteres romanos, sin parén-

tesis.

Código Civil del Estado de Chihuahua.
Artículo 1006.- El usufructuario, antes de entrar 

en el goce de los bienes, está obligado: 
I. A formar a sus expensas, con citación del due-

ño, un inventario …
II. A dar la correspondiente fianza de que disfru-

tará de las cosas …

Incisos -Incisos. -Se separan del cuerpo de la fracción 
y se numeran con caracteres arábigos o letra 
minúscula, acompañados de un paréntesis.

Contienen, al igual que las fracciones, simples 
condiciones o requisitos.

Art 3 Constitucional.
IX

b) Determinar indicadores de resultados de la 
mejora continua de la educación;

1 Los siguientes elementos corresponden al artículo.

CONCLUSIÓN

La importancia de la técnica legislativa 
se centra en la aplicación de una correcta 
ciencia jurídica que delimite no solo el es-
tudio de la norma, sino también el recono-
cimiento de los elementos que componen la 
realidad jurídica en la aplicación y cumpli-
miento de la hipótesis normativa. Por ello 
se describen los elementos que componen 
la creación y modificación de una ley, en 
el contexto de la enseñanza del derecho y 
la profesionalización del jurista, más allá 
de estudiar el procedimiento legislativo, la 
técnica legislativa le sirve para reconocer 
y comprender los elementos de la realidad 
jurídica.

En el contexto de la enseñanza del dere-
cho y la formación del jurista, resulta im-

perativo desglosar los elementos que con-
forman la creación y modificación de una 
ley. El estudio a través de estos elementos 
básicos ofrece una estructura esencial para 
comprender y evaluar un proyecto de ley 
o reforma, estableciendo un marco para el 
análisis crítico y la toma de decisiones in-
formadas.

Además, con esta revisión se establece una 
guía para determinar las bases que se deben 
conocer respecto a un proyecto de iniciativa 
de ley o reforma. También se realiza una je-
rarquización de los elementos textuales que 
componen una norma legislativa para com-
prender el orden formal que debe seguir un 
proyecto de ley. Con esto podemos identifi-
car los componentes necesarios que contie-
ne y los elementos metodológicos para su 
formulación.
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RESUMEN
Frente a la creciente protección de los derechos humanos, entre los grupos de personas con algún grado de 

discapacidad que todavía no reciben adecuada tutela están las personas sordomudas, cuyas necesidades 

aún no aparecen como un punto de preocupación en las políticas públicas en México. Aunado a lo anterior, 

encontramos una regulación determinada por los códigos civiles cuya composición inapropiada les impi-

de ejercer sus derechos mínimos, este es el caso del artículo 427 fracción III del Código Civil del Estado de 

Chihuahua que les incapacita legal y naturalmente según se desprende de su desafortunada redacción. El 

objetivo de este trabajo es presentar una propuesta para reformar la fracción III del numeral para contener 

aspectos acordes al respeto de sus derechos humanos, partiendo de la hipótesis de que la versión actual nu-

lifica totalmente los derechos humanos de las personas sordomudas.
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Los derechos humanos de las personas sordomudas y su discapacidad. redacción del artículo 427 del 
Código Civil del estado de Chihuahua

ABSTRACT
In the face of the growing protection of human rights among groups 

of people with some degree of disability who still do not receive 

adequate protection, we find deaf-mutes, whose needs have not yet 

appeared as a point of concern in public policies in Mexico. In addi-

tion, we find a regulation determined by the civil codes whose ina-

ppropriate composition prevents them from exercising their most 

minimal rights, this is the case of article 427 section III of the Civil 

Code of the State of Chihuahua, which absurdly incapacitates them 

not only legally but naturally, as can be seen from its unfortunate 

wording. The intention of this work is to present a proposal for the 

reform of section III of the article in question to contain a phrasing 

in accordance with respect for the human rights of deaf-mutes; Ba-

sed on the hypothesis that the current version totally nullifies the 

human rights of deaf-mute people.

Keywords: human rights, incapacity, deaf-mute.

INTRODUCCIÓN

L
as personas sordomudas se encuentran den-
tro del rubro de personas con algún grado 
de discapacidad que todavía no reciben una 
adecuada atención para el legítimo ejercicio 
de sus derechos. Si bien existe una creciente 

tutela jurídica para quienes tienen alguna discapacidad, 
las personas sordomudas no aparecen como objetivo de 
protección y desarrollo dentro de las políticas públicas 
en nuestro país. Un ejemplo de ello es la redacción del 
artículo 427 del Código Civil vigente en el estado de Chi-
huahua, numeral que durante el año 2011, sufrió una re-
forma en su redacción de la fracción segunda en cuanto 
a la denominación francamente discriminatoria e inclu-
so ofensiva de las personas con una discapacidad men-
tal, pero ninguna con relación a la fracción III, donde se 
menciona a las personas sordomudas que no saben leer LO
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ni escribir como incapaces natural y legal, 
sin ningún tipo de gradación.

En este tenor, consideramos que la com-
posición inapropiada de la redacción del 
artículo en cita les impide el ejercicio de 
sus derechos fundamentales. Así, la pre-
sente investigación, de corte teórico con-
ceptual, tiene por objetivo presentar una 
propuesta para la reforma de la fracción 
III del numeral en comento a efecto de su-
jetarla a una redacción acorde al respeto 
de los derechos humanos de las personas 
sordomudas, se parte de la hipótesis de 
que la actual los nulifica totalmente. Para 
ello, se utilizarán como métodos principa-
les el derecho comparado, la hermenéuti-
ca y la epistemología jurídica y como téc-
nica la revisión de literatura; idóneas para 
realizar la propuesta.

También se analiza el precepto legal 
cuya modificación se pretende y del dere-
cho comparado en cuanto a su tratamien-
to. Finalmente emitiremos nuestras con-
clusiones y la propuesta para la reforma 
del artículo en cuestión.

1. LAS PERSONAS SORDOMUDAS Y 
SU DISCAPACIDAD: UNA APROXIMA-
CIÓN CONCEPTUAL

Resulta imperativo determinar cuál es la 
distinción entre personas sordas, perso-
nas mudas y personas sordomudas. Real-
mente las personas no son sordomudas, 
el porcentaje de individuos cuya discapa-
cidad sensorial incluye ambos sentidos es 

mínima (Aurisen, 2022), lo que ocurre es 
que tienen una discapacidad auditiva y 
no han desarrollado un lenguaje oral, esto 
por falta de habilitación y oportunidades, 
tanto por descuido, desidia o incuria por 
parte de su familia como por necesidad de 
infraestructura y políticas públicas que 
faciliten su acceso a espacios educativos 
inclusivos, donde puedan ser educadas 
dependiendo de su nivel de discapacidad 
auditiva, en el lenguaje oral y/o en la len-
gua de señas o en cualquier otra forma de 
comunicación que resulte viable.

De acuerdo con la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, 
ésta se define como

la consecuencia de la presencia de una 
deficiencia o limitación en una persona, 
que al interactuar con las barreras que le 
impone el entorno social, pueda impedir 
su inclusión plena y efectiva en la socie-
dad, en igualdad de condiciones con los 
demás. (2011)

Y discapacidad sensorial, se entenderá 
como

la deficiencia estructural o funcional de 
los órganos de la visión, audición, tacto, 
olfato y gusto, así como de las estructu-
ras y funciones asociadas a cada uno de 
ellos, y que al interactuar con las barre-
ras que le impone el entorno social, pue-
da impedir su inclusión plena y efectiva 
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en la sociedad, en igualdad de condicio-
nes con los demás. (2011)

La discapacidad auditiva según Aguilar 
(2020) es 

la pérdida o anormalidad de la función 
anatómica y/o fisiológica del sistema au-
ditivo, y tiene su consecuencia inmedia-
ta en una discapacidad para oír, lo que 
implica un déficit en el acceso al lengua-
je oral (p. 7).

De acuerdo con el Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de la Familia 
la discapacidad auditiva se define como 
“la falta, disminución o pérdida de la ca-
pacidad para oír en algún lugar del apara-
to auditivo y no se aprecia porque carece 
de características físicas que la eviden-
cien” (DIF, 2023). Podemos decir que una 
persona es sorda cuando padece una pér-
dida auditiva que le genera barreras de 
comunicación en su vida cotidiana, como 
un entorno limitante que le impide desa-
rrollar sus capacidades y participar social-
mente en igualdad de condiciones (Con-
federación Estatal de Personas Sordas, 
s.f.). En cuanto a las personas mudas, son 
aquellas cuya discapacidad física consiste 
en tener alterada la función del habla, por 
lo que se encuentran incapacitadas para 
emitir sonido alguno, debido a una lesión 
en las cuerdas bucales o incluso a una al-
teración psicológica o del desarrollo, las 

cuales pueden ser generadas por diversas 
circunstancias.

Para Corominas (1946) 

sordomudo es aquel que no habla por-
que no oye, a diferencia del mudo oyen-
te, quién a pesar de la integridad de su 
función auditiva, llega a la edad normal 
del desarrollo del lenguaje y sigue sin 
hablar, el niño oye, e incluso entiende, 
pero no habla (p. 18).

De este análisis encontramos el primer 
problema en cuanto a la acepción de per-
sona sordomuda, pues realmente la gran 
mayoría no tiene afectados ambos senti-
dos, en el caso de las personas sordas, no 
tienen una discapacidad sensorial que les 
impida hablar, de lo que carecen es de la 
posibilidad de obtener una instrucción 
adecuada para desarrollar formas de co-
municación eficientes y efectivas, exclu-
yéndolas socialmente, por ello el término 
correcto no es sordomudo sino simple-
mente sordo. Esta es una discusión que 
viene desde la mitad del siglo pasado, por 
lo que resulta increíble es que aún no haya 
sido superada, pues encontramos en nues-
tras legislaciones términos como el que 
pretendemos sea modificado.

La palabra sordomudo comenzó a con-
siderarse incorrecta a partir de los años 
sesenta del siglo pasado, cuando la cues-
tión de las personas sordas dejó de ser sólo 
educativa y comenzó a ser médica, enton-
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ces fue progresivamente reemplazada por 
deficiente auditivo y luego por hipoacúsico, 
o bien, anacúsico para las personas con 
pérdida total de la audición (Herrero, s/d). 
Sin embargo, los defensores de una visión 
cultural basada en los movimientos igua-
litarios de los años setenta, pugnaron por 
la defensa del término persona sorda, esto 
se extendió por todo el mundo hasta que-
dar únicamente como sordo, buscando a 
toda costa no usar la palabra sordomudo 
que, paradójicamente, sigue siendo utili-
zada (Herrero, s/d).

Existe una profunda discusión entre la 
propia comunidad sorda sobre las formas 
de comunicación adecuadas, hay quie-
nes se decantan por la oralidad y el uso 
de implantes que permitan una audición 
limitada, frente a quienes defienden su 
identidad como comunidad sorda y esta-
blecen una defensa en el lenguaje signan-
te, pero en ambos casos el discurso se diri-
ge a abandonar la tendencia paternalista 
de considerar a las personas sordas como 
discapacitadas que requieren de una tute-
la total por parte del Estado, sin permitir 
que accedan a la toma de las decisiones 
que les competen y afectan su vida (Bece-
rra, 2020).

En cuanto a aquellas cuya discapaci-
dad sensorial consiste en no poder emi-
tir sonidos, la mayoría pueden escuchar, 
esto les permite aprender a comunicarse 
e interactuar socialmente por cualquiera 
de los medios de comunicación existen-

tes. Así, las personas sordas y mudas con 
discapacidad sensorial son un porcentaje 
muy pequeño de la sociedad, pero padecer 
de ambas no implica que puedan acceder 
mediante programas sociales, a atención 
educativa y al aprendizaje de medios de 
comunicación efectivos que interactúen 
en sociedad.

Dentro del bagaje conceptual a analizar 
resulta imperante examinar los conceptos 
de discriminación e inclusión. De acuerdo 
con la Ley Federal para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación, se entenderá por 
discriminación:

toda distinción, exclusión, restricción o 
preferencia que, por acción u omisión, 
con intención o sin ella, no sea objetiva, 
racional ni proporcional y tenga por ob-
jeto o resultado obstaculizar, restringir, 
impedir, menoscabar o anular el recono-
cimiento, goce o ejercicio de los derechos 
humanos y libertades, cuando se base en 
uno o más de los siguientes motivos: el 
origen étnico o nacional, el color de piel, 
la cultura, el sexo, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, eco-
nómica, de salud física o mental, jurí-
dica, la religión, la apariencia física, las 
características genéticas, la situación 
migratoria, el embarazo, la lengua, las 
opiniones, las preferencias sexuales, la 
identidad o filiación política, el estado ci-
vil, la situación familiar, las responsabi-
lidades familiares, el idioma, los antece-
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dentes penales o cualquier otro motivo.  
(Congreso de la Unión, 2003)

Así, toda conducta tendiente a la distin-
ción, exclusión, restricción o preferencia 
que, por acción u omisión, con intención 
o sin ella, tenga por objeto obstaculizar, 
restringir, impedir, menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos humanos y libertades de una 
persona que padece una discapacidad, se 
considera un acto de discriminación que, 
como ya dijimos, puede ser por acción o 
por omisión.

De acuerdo con la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, 
la discriminación por discapacidad se en-
tenderá como:

cualquier distinción, exclusión o restric-
ción por motivos de discapacidad que 
tenga el propósito o el efecto de obsta-
culizar, menoscabar o dejar sin efecto 
el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
igualdad de condiciones, de todos los de-
rechos humanos y libertades fundamen-
tales en los ámbitos político, económico, 
social, cultural, civil o de otro tipo. Inclu-
ye todas las formas de discriminación, 
entre ellas, la denegación de ajustes ra-
zonables. (Congreso de la Unión, 2011)

En cuanto a la definición de inclusión, 
no podemos negar que este concepto va 
ligado al de diversidad. El Diccionario de 

la Lengua Española define la diversidad 
como “variedad, desemejanza, diferencia” 
(2022), inclusión como “acción o efecto de 
incluir” (2022) y a incluir de la siguiente 
forma: “poner algo o a alguien dentro de 
una cosa o de un conjunto, o dentro de 
sus límites” (2022). Para Cedeño (2008) 
el término inclusión implica una actitud 
que engloba escuchar, dialogar, partici-
par, cooperar, preguntar, confiar, aceptar 
y acoger las necesidades de la diversidad. 
Esta última tiene que ver concretamente 
con las personas con discapacidad, pero 
se refiere a las personas en toda su diver-
sidad. Continúa diciéndonos esta autora 
que el incluir “implica el dejar participar 
y decidir a otros que no han sido tomados 
en cuenta” (2008).

2. LAS PERSONAS SORDAS Y SUS      
DERECHOS HUMANOS

De acuerdo con el artículo 7 de la Decla-
ración Universal de los Derechos Huma-
nos (ONU, 1948): “todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y dere-
chos” y el artículo 2 dice que “toda persona 
tiene todos los derechos y libertades pro-
clamados en esta Declaración, sin distin-
ción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, po-
sición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición”, estableciendo además en 
el artículo 7 que son iguales ante la ley y 
tienen, sin distinción, derecho a igual pro-
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tección de la misma, contra toda discrimi-
nación.

En cuanto a la Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad 
(ONU, 2016) el artículo primero establece 
que su propósito será “promover, proteger 
y asegurar el goce pleno y en condiciones 
de igualdad de todos los derechos huma-
nos y libertades fundamentales por todas 
las personas con discapacidad, y promo-
ver el respeto de su dignidad inherente”. 
Estableciendo una enumeración de las 
personas que son consideradas con disca-
pacidad, a “todas aquellas que tengan de-
ficiencias físicas, mentales, intelectuales 
o sensoriales a largo plazo que, al interac-
tuar con diversas barreras, puedan impe-
dir su participación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de condiciones con 
las demás”.

En cuanto al Estado mexicano, el artícu-
lo 1 constitucional reconoce plenamente 
los derechos humanos, su obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos y el principio por 
persona, estableciendo además la prohibi-
ción de cualquier tipo de discriminación.

La Ley General para la Inclusión de Per-
sonas con Discapacidad (Congreso de la 
Unión, 2011) establece en su artículo 4 que

las personas con discapacidad gozarán 
de todos los derechos que establece el 
orden jurídico mexicano, sin distinción 
de origen étnico, nacional, género, edad, 

o un trastorno de talla, condición social, 
económica o de salud, religión, opinio-
nes, estado civil, preferencias sexuales, 
embarazo, identidad política, lengua, 
situación migratoria o cualquier otro 
motivo u otra característica propia de 
la condición humana o que atente con-
tra su dignidad. Las medidas contra la 
discriminación tienen como finalidad 
prevenir o corregir que una persona con 
discapacidad sea tratada de una manera 
directa o indirecta menos favorable que 
otra que no lo sea, en una situación com-
parable.

Las medidas contra la discriminación 
consisten en la prohibición de conductas 
que tengan como objetivo o consecuencia 
atentar contra la dignidad de una perso-
na, crear un entorno intimidatorio, hostil, 
degradante u ofensivo, debido a la disca-
pacidad que ésta posee.

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar 
la Discriminación (Congreso de la Unión, 
2003) dice que su objeto es “prevenir y eli-
minar todas las formas de discriminación 
que se ejerzan contra cualquier persona en 
los términos del Artículo 1 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como promover la igualdad de 
oportunidades y de trato”. También, en el 
artículo 4 prevé la obligación del Estado 
de promover las condiciones para que la 
libertad y la igualdad de las personas sean 
reales y efectivas, eliminando los obstácu-
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los que limiten su ejercicio e impidan el 
pleno desarrollo de las personas y su par-
ticipación en la vida política, económica, 
cultural y social del país.

3. LA DESAFORTUNADA REDACCIÓN 
DEL ARTÍCULO 427 DEL CÓDIGO CIVIL 
PARA EL ESTADO DE CHIHUAHUA, 
MÉXICO

El Código Civil para el Estado de Chi-
huahua (Congreso Estatal de Chihuahua, 
1974), establece textualmente:

Tienen incapacidad natural y legal: I. Los 
menores de edad; II. Los mayores de edad 
privados de inteligencia por discapaci-
dad mental o intelectiva, aun cuando 
tengan intervalos lúcidos; III. Los sordo-
mudos que no saben leer ni escribir; IV. 
Los ebrios consuetudinarios, y los que 
habitualmente hacen uso inmoderado 
de drogas enervantes.

Como lo habíamos anticipado, esta re-
dacción resulta vulneratoria de la digni-
dad y derechos humanos de las personas 
sordas, en primer término, por llamarlas 
sordomudas, cuando su discapacidad sen-
sorial es únicamente la pérdida de la audi-
ción, término que, además, la comunidad 
sorda considera ofensivo. 

Sin embargo, eso no es lo más discrimi-
natorio del artículo en análisis, ya que se 
está estableciendo no solo su incapacidad 

natural, sino también la legal, razón por 
la cual se violan los derechos de las per-
sonas sordas, principalmente de quienes 
carecen de posibilidades económicas y 
culturales, igualmente, de aquellas que 
no cuentan en su lugar de residencia con 
los mecanismos adecuados para acceder 
al derecho a la educación y por lo mismo 
no saben “leer ni escribir”, limitando su 
comunicación con personas que no vi-
ven con esta discapacidad, situación que 
excluye de entrada el lenguaje señante, 
vía de comunicación utilizada por la gran 
mayoría de personas sordas, que no optan 
por la oralidad al no poder escuchar; sin 
embargo, pueden comunicarse por otros 
medios efectivos, mismos que en la gene-
ralidad son aceptados en su comunidad. 

Ello restringe incluso su derecho a de-
cidir sobre el tipo de lenguaje que desean 
utilizar, violentando sus derechos de 
igualdad, libertad y no discriminación, 
ya que en su mayoría la comunidad sorda 
no quiere emitir sonidos, aun teniendo un 
implante coclear, por lo que no se les debe 
obligar a decidirse por la oralidad, pues si 
lo hacen por un lenguaje señante, aunque 
no sepan leer ni escribir, con el intérprete 
adecuado pueden comunicarse. Por lo que 
la redacción del artículo citado evidencia 
el desconocimiento total de la inclusión y 
diversidad.

Aunado a lo anterior al considerar que 
estas personas tienen una incapacidad 
natural y legal se les condiciona a actuar 
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mediante una persona tutora, lo que vio-
lenta su dignidad y derechos humanos nue-
vamente, pues si tienen plena capacidad y 
pueden comunicarse mediante un lenguaje, 
ya sea señante o hablante, no deben limitar-
se en la toma de decisiones de vida, pues 
esto atenta contra sus derechos humanos y 
su dignidad, razón por la cual la redacción 
de este artículo debe cambiar para presen-
tar una más acorde con la situación actual 
de respeto a los derechos humanos.

CONCLUSIONES

Todos los seres humanos nacen libres en 
igualdad de oportunidades y derechos y la 
discapacidad sensorial no imposibilita a 
ninguno para acceder a ellos. Las personas 
sordas, a través de los mecanismos adecua-
dos, pueden aprender lenguajes diversos, 
no basados en la oralidad que les permitan 
comunicarse y dar a entender su opinión y 
puntos de vista.

El hecho de que una persona sea sorda no 
le genera mutismo por lo que el término 
sordomudo es ofensivo y discriminatorio. 
Exigir a una persona con una discapacidad 
auditiva que sepa leer y escribir un lenguaje 
basado en la oralidad para considerarlo ca-
paz natural y legalmente, resulta discrimi-
natorio. El artículo 427 del Código Civil para 
el Estado de Chihuahua lo es en su redac-
ción, por ello se requiere una modificación 
a efecto de adecuarlo a la condición de res-
peto de derechos humanos y a las normas, 

tanto nacionales como internacionales, re-
lativas a las personas con discapacidad. 

PROPUESTA

Artículo 427. Tienen incapacidad natural 
y legal:

… 
III. Aquellas personas que padezcan algu-

na discapacidad sensorial siempre y cuando 
debido a esa limitación, no tengan la posi-
bilidad de obligarse por sí mismas o mani-
festar su voluntad por cualquier medio. En 
todo caso, las autoridades están obligadas a 
contar con intérpretes de los diversos len-
guajes y medios de comunicación existen-
tes.
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TENSIÓN ENTRE LA LIBERTAD RELIGIOSA Y LA LIBERTAD 
DE EXPRESIÓN EN EL CONTEXTO ELECTORAL

RESUMEN
El presente trabajo de investigación aborda la problemática existente entre la libertad religiosa y la libertad 

de expresión, desde el contexto jurídico mexicano y fundamentos internacionales.

Bajo esta premisa, se analizará de primer momento el derecho fundamental de la libertad religiosa, sus al-

cances y limitantes; de la misma manera, será abordado el derecho a la libertad de expresión, para instaurar 

luego una interrelación y el conflicto existente entre estas libertades.

Se analizarán además actos cometidos por ministros religiosos y por candidatos a elección popular, lo que 

dará pie a la discusión en relación con la problemática: ¿puede limitarse la liberta de expresión, en razón de 

la religión?

Palabras clave: libertad religiosa, libertad de expresión, derechos humanos. 

ABSTRACT
This research work addresses the existing problem between religious freedom and freedom of expression, 

from the Mexican legal context and international foundations.

Under this premise, the fundamental right of religious freedom, its scope, and limitations, will be analyzed 

at first; in the same way, the right to freedom of expression will be addressed, to establish an interrelations-

hip and the existing conflict between these liberties.

In addition, acts committed by religious ministers and by candidates for popular election will be analyzed, 

which will give rise to discussion, in relation to the problem: Can freedom of expression be limited, due to 

religion?

Keywords: Freedom of expression, human rights, and religious freedom.
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METODOLOGÍA
Esta investigación fue desarrollada desde un enfoque cualitativo, el 

cual incluye un análisis dogmático, teórico y legislativo pertinente 

al objeto de estudio.

INTRODUCCIÓN

L
a necesidad del ser humano de expresar su 
pensar y sus ideales, tanto de manera parti-
cular como de manera pública, es latente, y 
se configura en la relación de manifestar su 
relación con la divinidad y con los otros hom-

bres. Varios documentos de índole internacional hacen 
mención de ello, pero los primeros en hacerlo fueron la 
Declaración del Buen Pueblo de Virginia (1776), la Cons-
titución de los Estados Unidos de América (1787), y la De-
claración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
(1789).

Sin embargo, los conflictos de derechos fundamenta-
les entre la libertad religiosa y la libertad de expresión, 
no son un tema nuevo en el ámbito internacional con-
temporáneo. A manera de ejemplo, podemos mencionar 
las caricaturas de Mahoma del año 2005, que atentan 
contra el profeta del Islam; o bien, el video promocio-
nal de “Cómo cocinar a Cristo” del año 2004, realizado 
en España. Como ejemplos más locales están la obra de 
teatro “Jesucristo Superestrella”, puesta en escena des-
de 1971 y hasta su última presentación en México en el 
2001; o también la famosa obra del dramaturgo Óscar 
Liera, “Cúcara y Mácara”, solo por mencionar algunas.

Dentro del contexto mexicano e internacional, distin-
tas formas de expresión cultural-religiosa se han vertido 
sin ningún problema, ejemplo de ello son “Adán y Eva”, 
“Caín y Abel” y “Reyes Magos”. Desde el contexto guada-
lupano de México han estado obras como “Los moros 
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y los cristianos”, “Los matachines” y “Los 
comanches”, únicamente por mencionar 
algunas.

Ineludiblemente, al hablar del fenóme-
no socioreligioso mexicano se debe hacer 
desde el concepto de laicidad, generado 
desde la separación iglesia-estado a partir 
de 1917. Sin embargo, al hablar de religión 
en México se alude a la religión católica, 
como la asociación religiosa que represen-
ta a la mayoría de los mexicanos, siendo 
de algún modo la religión “oficial” (Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, 
2020).

Por lo anterior, en las siguientes líneas 
se esbozan unas pinceladas de lo comple-
jo de las materias ubicadas entre libertad 
de expresión y libertad religiosa, motiva-
do principalmente por lo que representa 
esta relación para los mexicanos. Además, 
este trabajo versa sobre la protección de 
ambos derechos en la normatividad, y la 
disidencia que existe en casos específicos.

LIBERTAD RELIGIOSA Y LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN

El derecho a la libertad religiosa se en-
cuentra constituido en diversas normas 
internacionales. La Declaración Universal 
de Derechos Humanos (1948), establece 
en su artículo 18 que “toda persona tiene 
derecho a la libertad de pensamiento, de 
conciencia y de religión”;  adoptando así 
la universalidad del derecho a la libertad 
religiosa. Esto generó la adopción indivi-

dual intrínseca, salvo en los casos previs-
tos por la ley señalados por la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en 
su “Pacto de San José” (1969), artículo 12, 
párrafo 3. Además, la Corte Interamerica-
na de los Derechos Humanos (2012), en su 
artículo 12 “permite que las personas con-
serven, cambien, profesen y divulguen su 
religión o sus creencias”.

Por su parte, el derecho de la libertad de 
expresión está consagrado en el artículo 
19 de la citada Declaración Universal de 
Derechos Humanos, que dice: “todo indivi-
duo tiene derecho a la libertad de opinión y 
de expresión”, y como todo derecho funda-
mental, cuenta con sus limitantes previs-
tas por la ley. Asimismo, ambos derechos 
se encuentran en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (1917): la 
libertad religiosa en su artículo 24, y la li-
bertad de expresión en su artículo 7.

Si bien, hasta cierto punto son compati-
bles ambos derechos, el conflicto emerge 
cuando en el ejercicio de la libertad reli-
giosa se realizan actos de proselitismo 
electoral. En el caso de los ministros de 
culto, la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público (2015) establece en su artícu-
lo 14 que tampoco podrán los ministros de 
culto asociarse con fines políticos ni realizar 
proselitismo a favor o en contra de candida-
to, partido o asociación política alguna. 

De la misma manera sucede con las y los 
candidatos regulados por la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Elec-
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torales (2014), quienes deben abstenerse de 
utilizar símbolos religiosos, así como expre-
siones, alusiones o fundamentaciones de ca-
rácter religioso en su propaganda (artículo 
394).

CONFLICTOS EN MÉXICO

A pesar de lo establecido, sin embargo, son 
fuertes los señalamientos hacia la religión 
católica en México en casos de proselitis-
mo electoral. Mencionemos el caso SUP-
JRC-069/2003 del Tribunal Electoral del 
Estado de México, que tuvo como contexto 
una elección electoral para el municipio 
de Tepotzotlán, Estado de México. En ese 
momento el candidato del Partido Acción 
Nacional (PAN), en su derecho a la liber-
tad de expresión, difundió propaganda en 
donde hacía referencia a la cruz católica 
del convento del municipio. Esto ocurrió 
en dos ocasiones: en una se mostraba solo 
la cruz y en la otra aparecía junto al con-
templativo candidato. Aunque este obtuvo 
la constancia de mayoría fue impugnado, 
y todo concluyó en la anulación de la elec-
ción. 

Los argumentos del Tribunal fueron con 
base a la violación al entonces vigente Có-
digo Electoral del Estado de México (2011), 
artículo 52, fracción XIX, por no “abstener-
se de utilizar símbolos de carácter religioso 
en su propaganda”, y por considerarse la 
fuerte expresión socioreligiosa del símbo-
lo que se representó, lo cual influyó en la 
decisión de los votantes. 

 Otro caso emblemático fue el del 
Partido Acción Nacional en Zamora, Mi-
choacán, en 2003, cuando hizo en medios 
de difusión masiva promoción de su can-
didato, resaltando que era el  presidente 
del patronato proconstrucción del san-
tuario guadalupano. También se repartió 
propaganda que contenía iconografía reli-
giosa (iglesia y cruz católica). Ante ello se 
interpuso el recurso de reconsideración 
SUP-REC-034/2003, por vulnerar el princi-
pio de laicidad e influenciar con símbolos 
religiosos a la población, y luego se decla-
ró nula la elección. 

Ahora bien, otro caso, el ST-JRC-15/2008 
del Tribunal Electoral del Estado de Hi-
dalgo, versa sobre la controversia de la li-
bertad religiosa y la libertad de expresión 
de dos ministros de culto, quienes en el 
ejercicio de culto propio, realizaron pro-
selitismo electoral al enfatizar frases ex-
presadas por el candidato de la coalición 
“Más por Hidalgo”. Esta situación provocó 
la nulidad de la elección, bajo el argumen-
to del artículo 130 de la Constitución Po-
lítica: “Los ministros no podrán asociarse 
con fines políticos ni realizar proselitismo 
a favor o en contra de candidato, partido o 
asociación política alguna”. Se comprobó 
de manera fehaciente el proselitismo co-
metido por los ministros religiosos, quie-
nes no mencionaron al candidato, pero 
sí hicieron alusión a sus frases y sus pro-
puestas.
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Similar fue el caso SUP-JRC-005/2002 de 
Zacatelco, Tlaxcala, donde se aludió apoyo 
al candidato del Partido Alianza Social por 
parte la iglesia católica, la cual hizo propa-
ganda en su favor. El Tribunal Superior de 
Tlaxcala emitió la anulación del proceso 
electoral, debido a la incidencia de dicha 
asociación religiosa en el mismo.

CONCLUSIONES

Las características generales de la disiden-
cia entre estas dos libertades son conoci-
das, por lo que este trabajo solo un reflejo 
de una forma muy resumida, que invita a 
los lectores a realizar un análisis más pro-
fundo del tema. 

La disidencia entre la libertad religiosa y 
la libertad de expresión es un tema actual 
en México y en el mundo. El asunto elec-
toral sirvió para realizar un enfoque prác-
tico a dicho conflicto, en donde la libertad 
de expresión es limitada debido a la reli-
gión; en ambos casos desde la perspectiva 
jurídico-electoral. 

Analizando ambas posturas, vemos por 
un lado la del ministro religioso, quien 
tiene un rol y con dolo busca influenciar 
al gran número de seguidores; y por otro 
lado, está el actor político que busca sim-
patizar con los votantes en la jornada 
electoral. Asumiendo un papel imparcial, 
ambos tribunales actuaron conforme a la 
normatividad nacional e internacional, 
preservando y limitando así ambos dere-
chos.
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EL CONCEPTO DE REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO COMO BASE 
PARA DETERMINAR UNA INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD 

PATRIMONIAL DEL ESTADO EN MÉXICO

The concept of comprehensive damage repair as a basis for determining
compensation for property liability of the State in Mexico. 

RESUMEN
La figura de la responsabilidad patrimonial del Estado, contemplada en el último párrafo del artículo 109 de 

la Constitución mexicana2, reconoce a los particulares el derecho a una indemnización cuando se causen 

daños con motivo de una actuación administrativa irregular3; sin embargo, al establecer la Constitución que 

la indemnización respectiva tendrá las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes federal y 

de las entidades federativas, ha provocado la existencia de parámetros diversos que violentan los derechos 

humanos de los gobernados, y en específico, el relativo a una indemnización en términos del concepto repa-

ración integral del daño.   

La investigación implica un análisis de la figura de la “reparación integral del daño” generada de los criterios 

adoptados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la forma en que los tribunales mexicanos 

los han incorporado a la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado a través de la jurispru-

dencia. Para su realización se utilizaron técnicas documentales basadas en doctrina sobre responsabilidad 

1 Doctor en Derecho por la Universidad Autónoma de Nayarit. Está dentro del Doctorado Interinstitucional en Dere-
cho (DID) de la Región Centro Occidente de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Enseñanza 
Superior (ANUIES). Es profesor e investigador del Departamento de Derecho de la Universidad Autónoma de Aguas-
calientes, y miembro del Sistema Nacional de Investigadores, nivel I, https://orcid.org/0000-0001-8369-0032, correo 
electrónico: angel.veloz@edu.uaa.mx

2 Esta figura establece el derecho que tienen los particulares para exigir el pago de una indemnización, cuando al-
guna actividad administrativa del Estado se realiza de manera irregular por sus funcionarios y causa daños; su 
reclamación se hace directamente al Estado, sin necesidad de demandar previamente al funcionario y sin tener que 
demostrar la culpa en su actuación.

3 Se considera que existe una actuación administrativa irregular cuando con la actuación del funcionario se causa un 
daño al particular, que no tenía el deber de soportar, porque no existe una norma que lo justifique. 

https://doi.org/10.20983/anuariocicj.2024.05
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patrimonial del Estado y reparación integral, así como las normas jurídi-

cas legales y jurisprudenciales que en México y en el ámbito internacional 

se contemplan al respecto. 

Con ella se puede concluir que en México, independientemente de la for-

ma en que se encuentra regulada la indemnización por responsabilidad 

patrimonial del Estado en la ley federal o en las leyes estatales, las auto-

ridades administrativas o jurisdiccionales encargadas de darle contenido 

en una resolución, deberán tomar en cuenta los criterios internacionales 

generados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a fin de 

otorgar no solo una indemnización en los términos constitucionales, sino 

una indemnización que tenga como base los parámetros del concepto de 

reparación integral del daño.  

Palabras clave: indemnización, responsabilidad patrimonial del Estado y 

reparación integral del daño.

ABSTRACT 

The figure of the patrimonial responsibility of the State, contemplated in 

the last paragraph of article 109 of the Mexican Constitution, recognizes 

individuals the right to compensation when damages are caused due to an 

irregular administrative action; however, by establishing the Constitution 

that the respective compensation will have the bases, limits and procedu-

res established by the federal laws and the federal entities, it has caused 

the existence of various parameters that violate the human rights of the 

governed, and specifically, the relating to compensation in terms of the 

concept of comprehensive repair of damage.

The investigation involves an analysis of the figure of “comprehensive 

reparation of damage” generated from the criteria adopted by the In-

ter-American Court of Human Rights, and the way in which the Mexican 

courts have incorporated them into the compensation for patrimonial 

responsibility of the State through of jurisprudence; to carry it out, docu-

mentary techniques were used based on doctrine on the State’s patrimo-

nial responsibility and comprehensive reparation, as well as the legal and 

jurisprudential norms that are contemplated in Mexico and internationa-

lly in this regard.

With it, it can be concluded that, in Mexico, regardless of the way in which 

compensation for patrimonial liability of the State is regulated in fede-

ral law or in state laws, the administrative or jurisdictional authorities 

in charge of giving it content in a resolution, must take into account the 

international criteria generated by the Inter-American Court of Human EL
 C
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Rights, in order to grant not only compensation 

in constitutional terms, but compensation that is 

based on the parameters of the concept of compre-

hensive reparation of damage.

Keywords: Compensation, patrimonial responsi-

bility of the State and comprehensive reparation 

of damage. 

INTRODUCCIÓN

L
a responsabilidad patrimonial 
del Estado apareció en Méxi-
co en el año 2002, mediante la 
reforma al artículo 113 consti-
tucional4, la cual contempla el 

derecho de los particulares a una indem-
nización cuando sufran daños a sus bie-
nes o derechos por una actuación admi-
nistrativa irregular; sin embargo, el texto 
constitucional no establece las bases, lími-
tes y procedimientos para su obtención, 
sino que deja la libertad a la federación y 
a los estados para que a través de sus órga-
nos legislativos, regulen de la manera que 
consideren adecuada dichos aspectos. 

Derivado de la reforma constitucional 
llevada a cabo el 10 de junio del 2011 en 
materia de derechos humanos, se gene-
ró un reconocimiento de estos derechos 

4 Debido al decreto por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
en materia de combate a la corrupción, que fue pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 
mayo de 2015, se decidió reubicarla, encontrándose 
actualmente en el último párrafo del artículo 109 
constitucional.

no solo en lo establecido dentro del texto 
constitucional, sino también en los trata-
dos internacionales de los que México es 
parte5, debiendo las autoridades en su ám-
bito competencial analizar tanto las nor-
mas internas como las internacionales, 
para aplicar la que genere una protección 
más amplia del gobernado. Con ello se ha 
generado un fenómeno de incorporación 
de normas al sistema jurídico mexicano, 
sobre todo la jurisprudencia emitida por 
la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, por ser la interpretación del con-
tenido de los derechos contemplados en la 
Convención Americana de Derechos Hu-
manos, tratado del cual México es Estado 
firmante (Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, 2014).

A partir del artículo 63.1 de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, 
se ha creado a través de la jurisprudencia 
internacional el concepto de reparación 
integral del daño para el caso de afectacio-
nes a derechos humanos, el cual implica 
otorgar una justa indemnización, que se 
traduce no solo en el pago de los daños 
materiales e inmateriales, sino que se 
obliga a los Estados a generar las medidas 
que sean necesarias para evitar una futu-

5 Cabe precisar que independientemente de la re-
forma en materia de derechos humanos, el Estado 
mexicano ya se encontraba obligado al cumplimien-
to de los tratados en materia de derechos humanos, 
pues en la Convención de Viena sobre el derecho de 
los tratados de 1969, se establece el principio pacta 
sunt servanda, que obliga al cumplimiento de los 
tratados vigentes en base a la buena fe.
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ra violación de derecho humano afectado. 
En México, a través de la integración de 
esta jurisprudencia como fuente interna-
cional, se ha aplicado el concepto de repa-
ración integral del daño, y se le ha recono-
cido como un derecho fundamental que 
permite no solo dejar sin efectos el acto ju-
rídico ilícito o irregular, sino que en caso 
de que no sea posible, contempla el pago 
de una justa indemnización como resar-
cimiento del daño, tomando en cuenta su 
naturaleza, a fin de no enriquecer a la víc-
tima (Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, 2017). 

En esta investigación se analizará la re-
paración integral del daño, para determi-
nar en qué consiste, los supuestos en que 
se aplica, la manera en que se ha integra-
do al sistema jurídico mexicano, y final-
mente, la repercusión que tiene para el 
caso de la responsabilidad patrimonial del 
Estado. Todo ello con base en la forma en 
que se regula la indemnización correspon-
diente en la Ley Federal de Responsabili-
dad Patrimonial del Estado, al convertirse 
en el parámetro para resarcir el daño que 
se cause por la actuación administrativa 
irregular de los entes públicos que violen 
derechos humanos, esto derivado del de-
ber de las autoridades de aplicar la norma 
con la protección más amplia.

LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL 
DAÑO

La reparación del daño surge como parte 
de la figura de la responsabilidad civil, en-
tendida como la necesidad de resarcir un 
daño causado. En un inicio solo se habla-
ba de la existencia de un daño de carácter 
material, pero a través de la evolución de 
la figura, se consideró que también era po-
sible generar una afectación en el ámbito 
inmaterial de una persona, y se incorporó 
lo que se denomina daño moral, entendido 
como cualquier afectación que se tenga 
en aspectos como los sentimientos, afec-
to, decoro, honor, reputación, percepción 
propia y percepción de las demás perso-
nas hacia uno mismo.

Posteriormente, con el reconocimien-
to de la responsabilidad en que pueden 
incurrir los Estados en el ejercicio de sus 
funciones, se fue replanteando de nue-
vo el concepto de reparación del daño, 
al considerar que el mismo no generaba 
una completa satisfacción de la manera 
en que se otorgaba el resarcimiento, sobre 
todo en aquellos casos en que la conduc-
ta implicaba una violación de un derecho 
humano. Así, el concepto de reparación se 
ha ampliado para reconocer la posibilidad 
de existencia de otro tipo de daños, y en 
atención al sujeto que realiza la conducta 
(funcionario del Estado), y para establecer 
medidas que permitan resarcir de manera 
adecuada esa violación. Es la Corte Intera-
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mericana de Derechos Humanos la que a 
través de su jurisprudencia ha creado un 
nuevo concepto como base en la responsa-
bilidad de los Estados, al que ha denomi-
nado reparación integral.

Para establecer el sentido y alcance de 
este nuevo concepto de reparación del 
daño, la Corte Interamericana de los De-
rechos Humanos interpreta lo establecido 
en el artículo 63.1 de la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos6, al conside-
rar que la acreditación de los daños pue-
den generarse tanto en la esfera material, 
existiendo el daño emergente, el perjuicio 
y el patrimonio familiar, como en la esfe-
ra inmaterial, generándose aquí los daños 
de tipo psicológico, los daños morales, al 
proyecto de vida y colectivos (Calderón 
Gamboa, 2013, p.15). Por lo tanto, esta nue-
va concepción de la forma de reparar un 
daño, implica el análisis de las circuns-
tancias en que ocurrieron los hechos y las 
afectaciones sufridas en el ámbito mate-
rial e inmaterial, pero también considera 
la afectación de las personas cercanas a 
las víctimas, y la afectación del entorno 
social, al ser el causante del daño un fun-
cionario público. Esta concepción obliga a 

6  “Cuando decida que hubo violación de un derecho 
o libertad protegidos en esta Convención, la Corte 
dispondrá que se garantice al lesionado en el goce 
de su derecho o libertad conculcados.  Dispondrá, 
asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen 
las consecuencias de la medida o situación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el 
pago de una justa indemnización a la parte lesiona-
da” (Convención Americana de Derechos Humanos, 
art. 63.1).

ir más allá de volver las cosas al estado en 
que se encontraban, o a solo obtener una 
compensación pecuniaria del daño o per-
juicio causado, como se daba con anterio-
ridad.

En el Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos, el concepto de reparación 
integral generado por la Corte es un im-
perativo que se considera norma de ius 
cogens, ya que los Estados tienen la obli-
gación de garantizar los derechos de las 
víctimas. Entre estos derechos está el obte-
ner una reparación integral, siendo nulo 
de pleno derecho cualquier acuerdo en 
contra, bajo pena en incurrir en una res-
ponsabilidad internacional para el Estado 
(Barrera, 2017, p.71). Esta figura ha genera-
do un impacto interno en los Estados fir-
mantes de la Convención, quienes al tener 
el deber de generar los mecanismos ade-
cuados para la protección de los derechos 
humanos, han incorporado en diversas 
formas el concepto de reparación integral 
del daño, a fin de generar una protección 
no solo  en el aspecto individual de la víc-
tima, sino también en el aspecto social y 
colectivo, con medidas que van más allá 
del pago de una indemnización, en aras 
de lograr un verdadero Estado de derecho.

En el caso de México, fue publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 9 de fe-
brero de 2013, la Ley General de Víctimas, 
a través de la cual se busca reconocer y 
garantizar los derechos de las víctimas de 
delitos, pero también a las personas que 
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han sufrido violaciones de derechos hu-
manos. Por ello se generan mecanismos 
para prevenir, investigar y sancionar con-
ductas que causen afectaciones en los de-
rechos humanos, contemplando la figura 
de la reparación integral en su artículo 1°, 
como aquella que comprende medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, 
satisfacción y garantías de no repetición, 
en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica7 (Congreso de 
la Unión, 2013).

A pesar de que esta ley establece dere-
chos para víctimas de violaciones de dere-
chos humanos, así como las obligaciones 
de las autoridades para hacerlos efecti-
vos, en México no existe un mecanismo 
creado expresamente para reclamar una 
reparación integral del daño, sino que se 
utilizan otros mecanismos creados para 
fines distintos. Uno de ellos es la respon-
sabilidad patrimonial del Estado, lo que 

7 El artículo 27 de la Ley General de Víctimas esta-
blece que la reparación integral comprenderá lo 
siguiente: restitución, que busca devolver a la si-
tuación anterior; rehabilitación, para facilitar a la 
víctima hacer frente a los efectos sufridos; compen-
sación, apropiada y proporcional a la gravedad del 
hecho y las circunstancias de cada caso, compren-
diendo perjuicios, sufrimientos y pérdidas econó-
micamente evaluables; satisfacción, para reconocer 
y restablecer la dignidad de las víctimas; medidas 
de no repetición, a fin de que la violación no vuel-
va a ocurrir; reparación colectiva, para grupos, co-
munidades u organizaciones sociales afectados por 
violación de derechos individuales a sus miembros, 
o por daños con un impacto colectivo, a fin de lograr 
la reconstrucción del tejido social y cultural colecti-
vo; declaración, para restablecer la dignidad y la re-
putación de la víctima u ofendido, y de las personas 
vinculadas a ella; y disculpa pública, para recono-
cer los hechos y aceptar la responsabilidad en caso 
de servidores públicos o agentes de autoridad.    

no garantiza su obtención, pues se deben 
cumplir ciertos requisitos, e inclusive, su 
naturaleza impide la obtención de todas 
las medidas contempladas dentro de esta 
figura (Veloz Romo, 2021, p. 143); la propia 
Ley General de Víctimas remite en su ar-
tículo 27 al ámbito de la responsabilidad 
patrimonial del Estado, para que sea este 
quien resarza los daños en casos de deli-
tos que contempla la propia ley, cometidos 
por servidores o agentes del Estado ac-
tuando a título oficial, pero conforme a la 
legislación en esa materia (Congreso de la 
Unión, 2013).

La figura de la responsabilidad patrimo-
nial del Estado fue creada en México para 
generar una mejor calidad en la presta-
ción de los servicios públicos, por lo que 
se le vincula con el derecho fundamental 
a una buena administración de justicia, 
pero al comprender la actuación adminis-
trativa irregular de cualquier autoridad, 
permite una reclamación por afectación a 
diversos derechos humanos; sin embargo, 
la legislación creada para regularla a nivel 
federal, como en los estados que cuentan 
con ella, contempla de forma limitada la 
indemnización que pueden obtener los 
gobernados. Esta limitación es lo que hace 
cuestionar la validez de esos preceptos, al 
existir una normativa internacional que 
genera el concepto de reparación integral 
del daño, el cual determina otros criterios 
a considerar para fijar el importe de una 
indemnización, por lo que debe servir de 
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base en todos aquellos casos en que la ac-
tuación administrativa irregular del Esta-
do violente un derecho humano, tal como 
se analizará en el apartado siguiente.     

LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL 
DAÑO COMO PARÁMETRO PARA UNA 
JUSTA INDEMNIZACIÓN POR 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 
DEL ESTADO EN MÉXICO

El último párrafo del artículo 109 cons-
titucional contempla la responsabilidad 
patrimonial del Estado, y reconoce el de-
recho de los particulares a una indemni-
zación, la cual tendrá como base límites 
y procedimientos, los que determinen las 
leyes reglamentarias respectivas (Congre-
so Constituyente, 1917). A nivel federal se 
creó la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado, y a nivel local la 
mayoría de las legislaturas de los esta-
dos han hecho lo propio8. Estas normas, 
en cuanto al pago de la indemnización, 
han sido tema de discusión desde su na-
cimiento, pues pareciera que con ellas se 
busca evitar a toda costa que el particular 
afectado pueda hacer válido su derecho de 
una manera pronta y completa, ya que se 
establecen limitaciones que van en contra 
de una justa indemnización con base en el 

8 Para más información consúltese Veloz Romo, M. 
A. (2022). Consecuencias jurídicas ante la falta de 
regulación de la responsabilidad patrimonial del 
Estado en el ámbito local, en Granados Macías, C. A. 
(coord.). Estudios en torno a la administración y pro-
curación de justicia en las entidades federativas. Uni-
versidad Autónoma de Aguascalientes.   

concepto de reparación integral del daño 
analizado.

En la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado, la primera limi-
tación en cuanto a la indemnización es el 
hecho de que su pago se supedite a la capa-
cidad presupuestaria del ente público co-
rrespondiente, pudiendo este cubrirla en 
parcialidades en ejercicios subsecuentes, 
registrando la sentencia que determine la 
condena, a fin de llevar un orden cronoló-
gico para el pago (Congreso de la Unión, 
2004). Una segunda limitación es el tope 
para el pago de la indemnización por daño 
moral, ya que su monto no podrá exceder 
el equivalente a 20,000 veces el salario mí-
nimo general diario vigente en el Distrito 
Federal, por cada reclamante afectado9. 
Finalmente, la indemnización por caso de 
muerte remite al Código Civil Federal en 
su artículo 191510, mismo a su vez remite a 
la Ley Federal del Trabajo, la cual contem-
pla una indemnización de 5,000 días11.

9 El salario mínimo 2023 es de $207.44; si se multipli-
ca por las 20,000 veces que señala el precepto, nos 
da un total de $4,148,800.00 como cantidad máxi-
ma a cubrir por daño moral causado a una persona. 

10 “Cuando el daño se cause a las personas y produzca 
la muerte, … el grado de la reparación se determina-
rá atendiendo a lo dispuesto por la Ley Federal del 
Trabajo. Para calcular la indemnización que corres-
ponda se tomará como base la Unidad de Medida y 
Actualización y se extenderá al número de unida-
des que para cada una de las incapacidades men-
cionadas señala la Ley Federal del Trabajo” (Diario 
Oficial de la Federación, 19 de enero 2018. Decreto 
por el que se reforma el artículo 1915 del Código Ci-
vil Federal).  

11 De conformidad con el Código Civil Federal, se tiene 
que tomar como base para determinar el importe 
de la indemnización la Unidad de Medida de Actua-
lización (UMA), misma que al año 2023 corresponde 
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Estas limitaciones han sido objeto de 
análisis a través de mecanismos de con-
trol constitucional, como el juicio de am-
paro, y los tribunales federales han gene-
rado criterios que permiten la aplicación 
del concepto de reparación integral del 
daño dentro de la normativa interna, de-
jando de lado a las leyes que impidan que 
pueda hacerse efectivo, entre ellas las rela-
tivas a la responsabilidad patrimonial del 
Estado cuando la actividad administrativa 
irregular de un funcionario público afecte 
un derecho humano. Algunos parámetros 
que derivan de las interpretaciones rea-
lizadas por los tribunales, y que deberán 
considerarse para determinar el importe 
de la indemnización por responsabilidad 
patrimonial del Estado, son los siguientes:

a) Las autoridades a quienes corres-
ponde resolver sobre la reparación 
del daño causado por la actividad 
irregular del Estado, deben observar 
dos principios fundamentales para 
determinar el monto del pago res-
pectivo: 1) la indemnización debe co-
rresponder a la reparación integral 
del daño; 2) no tasar el daño causado 
conforme a la pobreza o riqueza de la 
víctima (Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, 2015). 

a la cantidad de $103.74; si se multiplica esa canti-
dad por 5,000 veces que señala la Ley Federal del 
Trabajo, se obtiene $518,700.00 como cantidad que 
se debe cubrir en caso de muerte de una persona.

b) Para cuantificar la indemnización 
por daño material derivada de la res-
ponsabilidad patrimonial del Estado, 
deben considerarse el lucro cesante 
(pérdida de ingresos de la víctima 
directa o indirecta) y el daño emer-
gente (pago de gastos realizados por 
la víctima o sus familiares), ya que 
el concepto de reparación integral 
establecido por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, implica 
el restablecimiento a la situación an-
terior, la eliminación de los efectos 
de la violación del derecho y el pago 
de una indemnización por los daños 
causados (Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Pri-
mer Circuito, 2017). 

c) La reparación integral del daño en 
casos de violaciones a derechos hu-
manos debe partir de la indivisibili-
dad de derechos, pues para la com-
prensión de la magnitud del hecho 
no se debe revisar solo su gravedad, 
sino también su impacto en otros de-
rechos; por ello, las indemnizaciones 
solo serán justas cuando se calculen 
con base en la coexistencia de dos 
principios: 1) reparación del daño; 
2) individualización de la condena 
según las particularidades del caso 
(Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, 2018).

d) Las particularidades del caso que se 
deben tomar en cuenta para fijar 
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una indemnización justa incluyen: 
1) extensión de los daños causados 
y su naturaleza (físicos, mentales o 
psicoemocionales); 2) posibilidad de 
rehabilitación; 3) pérdida de opor-
tunidades, (empleo, educación y 
prestaciones sociales); 4) daños ma-
teriales (ingresos y el lucro cesante); 
5) daños inmateriales; 6) gastos de 
asistencia jurídica, de expertos, me-
dicamentos, servicios médicos, psi-
cológicos y sociales; 7) nivel o grado 
de responsabilidad de las partes; 8) 
situación económica; 9) las demás 
características particulares (Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2018).

e) El proceso para obtener la reparación 
de un daño cuando implique una 
violación de derechos humanos, in-
dependientemente de la materia en 
que se reclame, deberá contemplar 
reglas compatibles con el derecho 
a una justa indemnización, siendo 
contrario a ello el establecimiento de 
topes o límites a los montos indemni-
zatorios (Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, 2018).

f) Al ser un derecho fundamental la bue-
na administración pública, procede 
una reparación integral y el pago de 
una indemnización por responsabi-
lidad patrimonial del Estado, cuan-
do no se generan acciones y políticas 
públicas de apertura gubernamental 

para solucionar los problemas pú-
blicos, mediante instrumentos ciu-
dadanos participativos, efectivos y 
transversales, y la obligación de re-
gularidad, funcionalidad, eficacia y 
eficiencia para los ciudadanos (Cuar-
to Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, 
2022).

g) No es posible que la cuantificación 
del daño moral tome como base el 
daño material, ni que se determine 
con base en un porcentaje de este, 
ya que aun y cuando los dos pue-
dan provenir del mismo hecho, se 
refieren a cuestiones completamen-
te distintas, y hacerlo de esa forma 
implicaría una violación del derecho 
a una reparación integral (Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2023).

Estos criterios reflejan la incorporación 
de la figura de la reparación integral del 
daño, creada por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, también al ámbito 
de la responsabilidad patrimonial del Es-
tado, por lo que la indemnización que en 
su caso se otorgue a los gobernados afec-
tados en sus derechos humanos por una 
actuación administrativa irregular de las 
autoridades mexicanas, deberá conside-
rarlos independientemente de las reglas 
que se contemplen en la ley reglamentaria 
correspondiente a nivel federal o estatal, 
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por existir el deber de aplicar las normas 
que generen la protección más amplia.  

CONCLUSIÓN

La reparación integral del daño surge a 
través de la interpretación de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 
como un concepto que reconoce la afec-
tación del ámbito material e inmaterial 
de las víctimas de violación de derechos 
humanos, pero también la posibilidad de 
existencia de una afectación social y co-
lectiva. Por esto es indispensable el esta-
blecimiento de medidas que permitan una 
completa satisfacción, y no solo volver las 
cosas al estado en que se encontraban, o 
en caso de que ello no sea posible, el pago 
de una compensación pecuniaria.

 Este nuevo concepto de reparación 
ha sido incorporado en México por los tri-
bunales federales, para aplicarse en afec-
taciones a los derechos humanos indepen-
dientemente del mecanismo que se utilice 
para reclamar su resarcimiento, incluida 
la responsabilidad patrimonial del Esta-
do. Por lo tanto, se vuelve indispensable 
que las autoridades encargadas de esta-
blecer el monto de la indemnización por 
la actividad administrativa irregular del 
Estado, contemplada en el último párra-
fo del artículo 109 constitucional, revisen 
los criterios generados a nivel nacional e 
internacional, y los apliquen cuando estos 
generen una protección más amplia a las 
víctimas de violación de derechos huma-

nos, pues solo de esa forma es posible lo-
grar una justa indemnización.
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INCOMPATIBILIDAD DE LOS TÉRMINOS DE LA CONCILIACIÓN 
LABORAL EN MÉXICO CON EL PROPÓSITO Y NATURALEZA DEL 

MECANISMO

The incompatibility of labor conciliation terms with the essence and objectives of the 
mechanism

RESUMEN
En este artículo se hace una descripción general de los mecanismos alternativos de solución de controver-

sias y de la conciliación, para analizar el propósito de su incorporación en materia laboral como etapa pre-

judicial obligatoria. En conjunto, se revisa cómo se encuentra regulado el procedimiento de dicha etapa en 

la Ley Federal del Trabajo, según la reforma del 2 de mayo de 2019, derivada de la anterior reforma consti-

tucional laboral de 2017. Se enfatiza lo relativo al planteamiento de diversos términos obligatorios dentro 

del procedimiento de conciliación prejudicial, ya que las consecuencias de su inclusión son perjudiciales o 

pueden ser una limitante para conseguir el propósito de perseguir los mecanismos extrajudiciales, y para el 

que fue contemplado desde antes de la reforma laboral.

Palabras clave: mecanismos alternativos de solución de controversias, conciliación, etapa prejudicial labo-

ral, términos obligatorios.

ABSTRACT
This article offers a general description of the concept of alternative dispute resolution mechanisms, with 

particular emphasis on dispute settlement/conciliation, for the express purpose of scrutinizing its integra-

tion into labor affairs as an obligatory pre-trial stage. Also, it examines the procedural framework governing 

said phase in accordance with the Federal Labor Law, post the reform enacted on May 2, 2019, which emana-
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ted from the antecedent constitutional labor reform of 2017. Special 

attention is directed towards incorporating various compulsory ter-

ms within the pre-judicial conciliation procedure. It is posited that 

the inclusion of such terms may engender prejudicial repercussions 

or serve as a constraint on the attainment of the overarching ob-

jectives inherent in extrajudicial mechanisms, and more pointedly, 

within the framework in question, which had been conceived and 

contemplated prior to the labor reform.

Keywords: Alternative dispute resolution mechanisms, dispute se-

ttlement, prejudicial labor stage, mandatory terms.

INTRODUCCIÓN

E
n la actualidad, los mecanismos alternativos 
de solución de controversias (MASC), aun-
que no son algo nuevo, han adquirido una 
vital importancia, ya que desde la propia 
Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (2022) en su artículo 17 se establece que las le-
yes prevean dichos mecanismos, así como que “las auto-
ridades deberán privilegiar la solución del conflicto so-
bre los formalismos procedimentales”, poniendo como 
condiciones que no se afecte la igualdad de las partes, el 
debido proceso, entre otras. 

Aunque la incorporación de los MASC se ha dado en 
varias materias y en cada una tiene sus particularida-
des e incluso diversas las legislaciones que los regulan, 
en este trabajo enfocaremos nuestra atención a su im-
plementación en materia laboral, ya que antes de la re-
forma laboral constitucional de 2017 y la de la ley regla-
mentaria en 2019, se consideraba a la conciliación como 
parte del proceso judicial, y en la actualidad se mantiene 
el mecanismo, pero como una etapa prejudicial obliga-
toria que se lleva a cabo ante una autoridad distinta a la 
que antes lo hacía.
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En el proceso conciliatorio laboral pre-
vio y posterior a la reforma, hay dife-
rencias además del cambio de autoridad 
mencionado y de considerarse etapa ju-
dicial o prejudicial, por lo que merece la 
pena analizar estos aspectos. Uno de estos 
aspectos es el de la limitación de algunas 
fases del procedimiento a términos que 
deben cumplirse de forma categórica, im-
posibilitando que el proceso de diálogo y 
obtención conciliatorio sigan un trans-
curso natural y flexible y que pueda adap-
tarse a cada caso concreto.

Aunque pueda entenderse que la fina-
lidad de la incorporación de términos es 
para evitar que el procedimiento conci-
liatorio se convierta en una herramienta 
dilatoria que afecte la impartición de jus-
ticia, es crucial comprender que los MASC 
y entre ellos la conciliación, aunque pue-
den requerir intermediarios para la co-
municación y construcción de acuerdos, 
deben permitir a las partes controlar la re-
solución del conflicto, lo cual se interfiere 
cuando se les limita con plazos que deben 
cumplirse, en vez de en el diálogo, donde 
las personas resuelven a su ritmo la con-
troversia.

MECANISMOS ALTERNATIVOS DE 
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

De acuerdo con Cobos Campos (2019), los 
MASC “surgen como una disyuntiva a las 
deficiencias e insuficiencia del poder judi-
cial para resolver todos los conflictos” (p. 

118), lo cual es compresible y resulta bas-
tante beneficioso si tomamos en cuenta 
los costos, tiempos y demás complicacio-
nes que se pueden presentar al llevar a 
cabo el proceso jurisdiccional.

Expuesto lo anterior, es convenien-
te abordar qué es lo que se entiende por 
MASC, que según Cuadra Ramírez (s. f.) 
“son aquellos mecanismos encaminados a 
solucionar las controversias entre las par-
tes, ya sea de manera directa entre ellas, 
o bien, a través del nombramiento de me-
diadores, conciliadores o árbitros que co-
adyuven en la solución alterna a los con-
flictos” (p. 10). Se incluye a la negociación 
dentro de los mecanismos, aunque por 
ser una forma de solucionar controver-
sias que se dan solo con la participación 
de las partes involucradas en el conflicto y 
sin participación de un tercero, tiene poca 
relevancia para el derecho, enfocándose la 
atención en los que sí tienen participación 
de alguien que facilita la comunicación o 
incluso que propone posibles soluciones.

Por su parte, la Ley de Justicia Alterna-
tiva del Estado de Chihuahua (2018) con-
templa como mecanismos alternativos de 
solución de controversias a la mediación, 
la conciliación y la justicia restaurativa, 
detallando a cada una de ellas, aunque 
por el enfoque del presente trabajo aludi-
remos solo a su artículo 6, en el que define 
al mecanismo de conciliación como aquel:
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por el cual los usuarios, de manera vo-
luntaria, acuden ante un facilitador, quien 
propicia la comunicación entre ellos, me-
diante propuestas o recomendaciones im-
parciales y equitativas, que les permitan 
llegar al acuerdo o convenio que ponga fin 
a la controversia de manera parcial o total.

CONCILIACIÓN EN MATERIA 
LABORAL

Previo a la reforma laboral de 2019, la Ley 
Federal del Trabajo (2012) señalaba que el 
procedimiento se iniciaba con la presen-
tación de la demanda, para que se pudiera 
establecer día y hora para la celebración 
de la audiencia de conciliación demanda 
y excepciones, y ofrecimiento y admisión 
de pruebas, considerando así al mecanis-
mo de conciliación como una de las par-
tes integrantes de la audiencia inicial del 
proceso.

Según lo señalado por Ramírez Juárez 
(2012), la etapa conciliatoria pretendía po-
der conciliar los intereses entre las partes, 
para que solo llegaran a juicio aquellos 
asuntos que contuvieran intereses que se 
consideraran irreconciliables. Para ello, 
también señala como características de 
esta etapa la comparecencia de las par-
tes y la intervención de la Junta de Con-
ciliación, entendiendo que se pretendían 
excluir los intereses de terceros como po-
dían ser los abogados o apoderados, para 
así conseguir el fin perseguido, que era el 

arreglo conciliatorio, mismo que se bus-
caría con la exhortación del tercero. En 
el texto, el autor indica que muchas veces 
esta etapa se seguía como un mero requisi-
to formal, pues las partes llegaban ya con 
la instrucción de los representantes para 
manifestar que no había conciliación.

Aunque la etapa de conciliación se mar-
caba como parte del proceso y fomentaba 
la comunicación entre las partes, para ob-
tener un acuerdo conciliatorio en la ley no 
se obligaba a que las transitaran por ella, 
pues según su artículo 876, se pasaba a la 
etapa de demanda y excepciones, además 
de cuando no se llegaba a acuerdo, cuando 
no concurrían a la conciliación, ya que se 
les tenía por inconformes. Sin embargo, 
existía la posibilidad de que las partes de 
común acuerdo solicitaran la suspensión 
de audiencia para fines de pláticas con-
ciliatorias, aunque esto se limitaba a una 
sola ocasión.

Posterior a la reforma, el artículo 684-B 
de la Ley Federal del Trabajo (2022) esta-
blece que “Antes de acudir a los Tribuna-
les, los trabajadores y patrones deberán 
asistir al Centro de Conciliación corres-
pondiente para solicitar el inicio del pro-
cedimiento de conciliación…” convirtien-
do así al mecanismo de conciliación en 
una etapa prejudicial de carácter obligato-
rio. Esto es así porque, a menos de que el 
caso concreto se ubique en alguno de los 
supuestos de excepción de la propia Ley, se 
requiere adjuntar la constancia expedida 
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por el organismo de conciliación que acre-
dite la conclusión del procedimiento de 
conciliación prejudicial sin acuerdo entre 
las partes, para poder presentar la deman-
da ante el tribunal de la materia.

El cambio de la autoridad competente 
para realizar la conciliación laboral, y el 
requisito de agotar obligatoriamente di-
cha instancia, aunque favorece la eficacia 
del mecanismo pues se realiza por inter-
mediarios capacitados para fomentar el 
diálogo entre las partes en conflicto, y en 
un ambiente más propicio, no es garantía 
de que se verifique. Esto ocurre porque al 
ser la voluntariedad uno de los principios 
rectores de los mecanismos alternativos 
de solución de controversias, existen su-
puestos que podrían llevar a la constancia 
de no acuerdo, y a la demanda correspon-
diente por la vía jurisdiccional. Y aunado 
a esto último, otro aspecto que puede vi-
ciar el éxito de la conciliación deriva de la 
propia legislación, en la cual se establecen 
algunos plazos dentro del procedimiento, 
de los cuales se hablará a continuación.

LOS TÉRMINOS OBLIGATORIOS EN 
LA ETAPA PREJUDICIAL LABORAL

En el entendido de que la presentación de 
la solicitud de conciliación, ante el Centro 
de Conciliación que corresponda, inte-
rrumpe los plazos de prescripción, es con-
gruente que se busque la celeridad en el 
procedimiento del mecanismo, y por ello 
se fijen plazos para su tramitación.

Algunos términos del artículo 684-E de 
la Ley Federal del Trabajo, pretenden que 
la autoridad correspondiente realice las 
acciones tendientes a la celebración de 
la audiencia de conciliación, como el es-
tablecido en el numeral I respecto a que 
la fecha de celebración de dicha audien-
cia deberá fijarse en los 15 días siguientes 
a la recepción de la solicitud. Aunque de 
presentarse la solicitud personalmente 
por ambas partes el término se reduce a 
5 días, o bien a solicitud de parte puede 
efectuarse la audiencia en el momento, 
esto de acuerdo con el numeral VI del mis-
mo precepto. En este mismo sentido, en el 
numeral IX se establece que cuando, tras 
notificarse debidamente, no comparezcan 
justificadamente una o ambas partes, la 
nueva fecha de audiencia se fijará en los 5 
días siguientes. Valga la aclaración de que 
no se establece un número de veces máxi-
mas en las que una o ambas partes puedan 
no comparecer justificadamente.

Hasta aquí, los tres plazos a los que he-
mos referido son justificados y no inter-
fieren en la comunicación de las partes 
durante la conciliación, pues únicamente 
se enfocan a la obligación de la autoridad 
de no prolongar más allá de lo necesario la 
celebración de la audiencia, lo que resulta 
benéfico y no contrario a la naturaleza o 
propósito de los MASC en lo general, o de 
la conciliación en lo particular.

En relación con a lo anterior, en el an-
tepenúltimo párrafo del mismo artículo 
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de la Ley, se da la posibilidad al solicitante 
de requerir que la audiencia se fije en los 
5 días hábiles siguientes a la presentación 
de la solicitud, en lugar de los 15 mencio-
nados; esto, siempre que sea él quien se 
encargue de entregar directamente a las 
personas citadas el citatorio que le propor-
cione el Centro de Conciliación. Entonces, 
si ambas partes se presentan a la audien-
cia, se logra el propósito de celeridad del 
procedimiento.

Por otra parte, en el mismo artículo, 
pero en el numeral VIII, se establece que 
de no llegarse a un acuerdo se tendrá por 
agotada la etapa, y se entregará incluso la 
constancia correspondiente. Sin embar-
go, se contempla también la posibilidad 
de que las partes, de común acuerdo, so-
liciten nueva audiencia, debiendo así fi-
jarse fecha para ello dentro de los 5 días 
siguientes.

A diferencia de los plazos mencionados 
antes, que procuraban que las partes tu-
vieran ese diálogo o plática conciliatoria 
para buscar un acuerdo que pudiera re-
sultar satisfactorio para ambas y que así 
terminara la controversia, en este caso 
vemos que se hace una imposición categó-
rica, durante el cual las partes podrán re-
flexionar sobre las propuestas de arreglo, 
ya que se condiciona a una nueva audien-
cia en 5 días, no tomando así en considera-
ción el interés de las partes. Aunque aquí, 
como aspecto positivo podemos resaltar 
que no se limita la posibilidad de solici-

tar nueva audiencia a una única ocasión 
(lo que podría implicar extender el plazo), 
pero siempre y cuando se acuda en la fe-
cha establecida y se haga nuevamente la 
petición de nueva fecha.

Finalmente, pero no menos importante, 
encontramos que en el artículo 684-D de 
la Ley se establece que el procedimiento 
de conciliación no debe de exceder de 45 
días naturales, siendo obligación de la au-
toridad conciliadora tomar las medidas ne-
cesarias para ajustarse a dicho plazo. Aquí 
hay dos aspectos a analizar; el primero está 
directamente relacionado con la naturale-
za de la conciliación, a la que hemos referi-
do dos párrafos arriba, relativa a permitir 
que las partes marquen el ritmo o contro-
len el proceso de solución del conflicto en 
el que están implicadas, y en el que solo 
ellas pueden conocer el tiempo necesario 
para resolverlo, pues se sabe que en mu-
chas ocasiones no solo hay intereses eco-
nómicos en juego, sino también aspectos 
emocionales (aunque no se pretenda re-
solverlos mediante este  mecanismo).

El segundo aspecto relevante en la re-
dacción del artículo, se vincula con la 
contemplación expresa de días naturales, 
siendo que en todos los plazos antes men-
cionados solamente se hacía referencia a 
días siguientes. De acuerdo con el artículo 
3 de la misma Ley, en su numeral V se en-
tiende como día hábil, ya que solo se con-
templan los días como naturales cuando 
expresamente se mencione que se tratan 
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de estos; situación que no se presenta en 
ninguno de los términos del artículo 684-
E, pero sí en el del 684-D. 

Entonces, el marco máximo para con-
cluir el proceso de conciliación prejudi-
cial laboral se computa en días naturales, 
pero el resto en días hábiles, pudiendo va-
riar entre un caso y otro la posibilidad de 
cumplir con los 45 días, según el importe 
de días feriados que se presenten en cada 
mes, así como los diversos supuestos con 
los que nos topemos en cuanto a las difi-
cultades de notificación y/o las inasisten-
cias justificadas por las partes cuando ya 
han sido notificadas.

Aún sin considerar los días inhábiles 
contemplados en la ley o calendario ofi-
cial, y los periodos vacacionales que pue-
den variar de un mes a otro, una cons-
tante que se establece en la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo (2018) y 
en la Ley de Procedimiento Administrati-
vo del Estado de Chihuahua (2021), en sus 
artículos 28 y 55, respectivamente, es que 
no se consideran días hábiles los sábados 
y domingos. 

Entonces, aun cuando solo excluyamos 
los sábados y domingos, cada mes tendría 
entre 20 y 23 días hábiles, y por ende, de 
los 45 días naturales contemplados en la 
Ley, nos encontraríamos, dependiendo del 
caso, con entre 31 y 33 días hábiles. Antes 
mencionamos que el plazo para fijar la au-
diencia de conciliación puede extenderse 
hasta 20 días, así como que es posible que 

alguna de las partes falte por causa justi-
ciada, en cuyo caso aumentaría en 5 días 
la fecha de inicio. Además, recordemos 
que ambas partes podrían encontrarse 
en audiencias distintas en dicho supues-
to, y que al no existir un número de veces 
máximo para justificar la no comparecen-
cia, podría ser en más de una ocasión.

En lo anterior se puede ver la existencia 
de un conflicto, pues de cumplirse categó-
ricamente el artículo 684-D, podría darse 
que ni siquiera se celebre la audiencia, por 
ocuparse los días hábiles existentes en los 
45 naturales para notificar, y de nuevas fe-
chas por no comparecencias justificadas; 
o peor aún, se podría obstaculizar el flujo 
de las pláticas conciliatorias al no poder 
concederse una nueva fecha de audiencia, 
por haberse agotado el término máximo 
del procedimiento de conciliación.

RESULTADOS

La propia Ley laboral, tanto en el artículo 
684-E como en el 684-F, señala que la au-
toridad conciliadora debe exhortar a las 
partes a que presenten fórmulas de arre-
glo, así como evaluar las solicitudes de los 
interesados para determinar la mejor ma-
nera para formular propuestas de arreglo, 
con soluciones justas y equitativas que 
considere pertinentes para poner fin a la 
controversia. Ya sea que las propuestas 
provengan de la autoridad o de las partes, 
se puede determinar que no hay posibili-
dad de conciliar; pero en caso de que sí la 
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haya, mencionamos que si lo desean pue-
den solicitar una nueva audiencia para re-
tomar la plática conciliatoria.

De acuerdo con Yarrington Morales 
(2022), que un conflicto laboral concluya 
a través de la conciliación está determina-
do por diversos factores extrajudiciales, 
como lo es el  emocional, que está vincu-
lado al contexto en que se dio el conflicto. 
Otro de estos factores es el económico, ya 
que puede darse que el trabajador cuente, 
o no cuente, con la posibilidad de sostener-
se durante el procedimiento judicial; o que 
prefiera acelerar la negociación. Por parte 
del patrón, se puede dar que según esté o 
no esté pagando al abogado por asunto, 
cuente o no con recursos suficientes, así 
como que valore el precedente que pueda 
sentar para la existencia de futuras recla-
maciones por parte de otros trabajadores. 
Aunado a ello, el autor también menciona 
aspectos ligados al propio procedimiento 
judicial, que influyen, como el acuerdo, 
respecto al cual qué tanto favorece o con-
viene a cada parte hacerlo, y en qué térmi-
nos, depende de las posibilidades reales de 
ganar en juicio, dejando así una oportuni-
dad legal de renegociar la ley laboral.

No obstante, el último aspecto lo toma-
ba en consideración cuando ya existía 
un proceso judicial de por medio, lo que 
en este caso no influiría, ya que la conci-
liación es prejudicial. Sin embargo, las 
manifestaciones que se hagan en la au-
diencia conciliatoria y los elementos que 

se aporten, aunque formalmente y por 
disposición del artículo 684-C no pueden 
constituir prueba o indicio en los proce-
dimientos judiciales, sí podrían dar una 
pauta de esa posibilidad futura de ganar 
en juicio, en caso de llegar a él.

Otro aspecto importante para conside-
rar, es que en el numeral VII del artículo 
684-E se dispone que el trabajador solici-
tante deberá acudir personalmente a la 
audiencia, pudiendo ser o no acompañado 
por una persona de confianza, incluso de 
un abogado, pero a quien no se le recono-
cerá como apoderado. Sin embargo, al re-
ferirse a la parte patronal, se establece la 
posibilidad de asistir personalmente o por 
conducto de representante.

Lo anterior es relevante en virtud de que 
es diferente el proceso de conciliación que 
se pueda llevar entre las partes de forma 
directa, por ejemplo en el caso de que sea 
un conflicto entre un trabajador y un pa-
trón persona física, que se encuentran 
presentes y con posibilidad de diálogo en 
el momento de la audiencia, de aquel que 
se pueda llevar en el caso de que la patro-
nal comparezca a través de un represen-
tante. Así, aunque en la mayoría de los 
casos se cuenta ya con ciertos parámetros 
o lineamientos sobre los cuales se puede 
negociar y por ende conciliar, podrá ha-
ber casos en los que lo que resulte de las 
propuestas hechas en la audiencia sean 
cuestiones que ni siquiera hubieran sido 
contempladas por la patronal, y que por 
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ello no se traiga la posibilidad de arreglar 
al respecto.

Existirán casos en que se requiera dife-
rir la plática conciliatoria por la cuestión 
recién mencionada de la intermediación 
del representante de la patronal y la nece-
sidad de consulta o autorización de la em-
presa, pero también podría darse el caso 
de que sea directamente el patrón persona 
física, o el trabajador, quién requiera de 
ese periodo de tiempo entre una audien-
cia y otra para reflexionar respecto a lo 
que se va a acordar, ya sea porque necesi-
ten verificar las finanzas o consultarlo con 
algún tercero, quien aunque formalmente 
no constituya parte de la audiencia, tenga 
alguna influencia sobre la decisión del in-
teresado.

Privar a las personas de esa posibilidad 
de solicitar una nueva audiencia, a razón 
de dar cumplimiento a los plazos, sería 
contrario a la propia naturaleza y propó-
sito del mecanismo. Esto podría provocar, 
o por un lado, que alguna de las partes se 
cerrara a llegar a un acuerdo conciliatorio 
por miedo a tomar una decisión errónea, y 
con ello truncar la solución del conflicto, 
que es el propósito que se persigue; o bien, 
por otro lado, le podría llevar a tomar una 
decisión apresurada de la que con poste-
rioridad se arrepienta, y que se podría in-
terpretar como una contravención al prin-
cipio de voluntariedad de los MASC, y con 
ello de la conciliación, por considerarse que 

el consentimiento fue coaccionado por la 
premura en la aceptación del acuerdo.

Lo anterior, en razón de que el artículo 11 
de la Ley de Justicia Alternativa del Estado 
de Chihuahua establece en su numeral I 
que la participación de los usuarios, y por 
tanto incluida la toma de decisión sobre 
llegar a un acuerdo o no, se debe realizar 
con su consentimiento y por decisión li-
bre, propia y auténtica.

Además, la premura en la toma de de-
cisión y el arrepentimiento de la misma 
podría influir en el incumplimiento del 
acuerdo, y a pesar de que en el numeral 
XIII del artículo 684-E de la Ley Federal del 
Trabajo se establece que una vez celebra-
do el convenio ante los Centros de Conci-
liación adquieren la condición de cosa juz-
gada, de no cumplirse de forma voluntaria 
implicaría la necesidad de iniciar procedi-
miento de ejecución de sentencia ante el 
Tribunal, lo que, aunque no es lo mismo 
que si se promoviera la demanda judicial, 
sí implicaría que se cargue de trabajo a los 
órganos jurisdiccionales y con ello el gasto 
de recursos económicos y la inversión de 
tiempo, que es en parte lo que se pretende 
evitar al resolver el conflicto extrajudicial-
mente, en virtud de la existencia de un sis-
tema de justicia que está colapsado. 

CONCLUSIONES

Los mecanismos alternativos de solución 
de controversias tienen una gran relevan-
cia en la actualidad, por la necesidad de 

Continúa...
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aligerar el sistema de justicia colapsado 
con la gran cantidad de asuntos con altos 
costos en los procesos judiciales, la rigidez 
de esto, y con ello las grandes inversiones 
de tiempo y desgaste emocional. Por esto, 
aunque con la reforma de 2019 en mate-
ria laboral se quitó a la conciliación como 
etapa del proceso ordinario, se le mantuvo 
como una etapa prejudicial que es obliga-
torio agotar, solo que no ante la propia au-
toridad que resolvía la controversia, como 
se hacía antes, sino por parte de los Cen-
tros de Conciliación, en donde es la autori-
dad conciliadora la que, al dedicarse a ello 
como una de sus principales funciones, 
cuenta con mejor preparación y condicio-
nes para llevar a cabo el procedimiento y 
que el mecanismo sea más eficaz.

Es común hablar del principio de econo-
mía procesal, y este no es extraño en los 
MASC, pues también se contempla la ne-
cesidad de abrevar el tiempo y los gastos a 
los usuarios; de ahí que sea comprensible 
que se hubiera intentado mantener la ce-
leridad en los procesos de conciliación la-
boral, imponiendo diversos términos a la 
autoridad conciliadora para notificar, fi-
jar las fechas de audiencia y agotar en ge-
neral esta etapa prejudicial. Lo anterior, si 
bien puede evitar la acumulación de asun-
tos y que lleve a colapsar igualmente esta 
vía de resolución de conflictos, también 
puede resultar perjudicial, pues con ello 
se han descuidado el principio de flexibi-
lidad y voluntariedad, pues cada asunto es 

diferente, y por lo tanto, el tiempo que se 
requiere para llegar a un acuerdo en uno y 
otro caso también varía.

Tomando en cuenta, además, la discre-
pancia que existe en la Ley Federal del Tra-
bajo con relación a contabilizar el plazo 
total del procedimiento en días naturales, 
pero los plazos para notificar y fijar nue-
vas audiencias en días hábiles, hace que 
en algunos casos sea imposible cumplir de 
forma simultánea con todos los términos 
establecidos.

Algunos términos contemplados en 
la Ley son necesarios por el principio de 
economía y para dar celeridad al proce-
dimiento, también por no afectar o ser 
intrusivos en el flujo del mecanismo con-
ciliatorio, ya que se enfocan a la actividad 
de la autoridad conciliadora y la pronti-
tud en el cumplimiento de sus funciones. 
Hay otros términos que, en vez de resultar 
benéficos, pueden ser perjudiciales para 
conseguir el propósito que se persigue con 
el mecanismo, pues pueden conllevar que 
el proceso conciliatorio no se pueda rea-
lizar en su totalidad, o bien, que sea inte-
rrumpido o apresurado para cumplir con 
los términos. En especial referimos aquí 
al plazo máximo de 45 días naturales para 
culminar la etapa prejudicial, pero pu-
diendo incluir la obligatoriedad en caso 
de solicitarse nueva fecha de audiencia de 
común acuerdo por las partes.

Se considera importante que se unifique 
el criterio de contabilización de los plazos 
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en días hábiles o naturales, para que no 
existan conflictos derivados de ello. Ade-
más, se resolvería en gran parte la pro-
blemática de la contradicción de los tér-
minos o plazos señalados y la naturaleza 
y propósito del mecanismo conciliatorio, 
si los preceptos que regulan dichos pla-
zos se incluyeran como normas taxativas, 
solo en cuanto al actuar de la autoridad, 
pero como preceptos meramente dispo-
sitivos en todos aquellos casos en los que 
las partes ya están involucradas. Esto da-
ría la posibilidad de que, por acuerdo de 
la voluntad de las partes, se dispusiera 
algo distinto a lo contemplado por la ley, 
dándoles así a los sujetos en conflicto el 
control de los tiempos en el proceso, pero 
manteniendo preceptos que regulen aque-
llos casos en los que no exista esa necesi-
dad de adaptación o flexibilización de los 
plazos, derivada de las circunstancias par-
ticulares del caso o de la falta de acuerdo 
de las partes.
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RESUMEN
Hace poco se realizó una reforma constitucional que buscaba crear una ley general que estableciera los 

principios y bases de justicia cívica e itinerante. Este proceso se llevó a cabo considerando el antecedente de 

que está en vigor un reglamento sobre justicia cívica en el municipio de Juárez, Chihuahua, y una ley estatal 

sobre esta materia. El propósito de esta investigación es señalar los elementos jurídicos indispensables para 

la conformación del proyecto de ley general, específicamente en lo que respecta al policía de proximidad y 

la figura del fiscal cívico.
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INTRODUCCIÓN

L
as transformaciones que ha generado la apli-
cación de los conceptos de justicia cívica y se-
guridad humana tienen como finalidad trans-
formar el esquema del sistema de justicia 
vigente en el Estado mexicano. Este proceso 

comenzó a partir del 2016, cuando derivado de foros de 
consulta sobre justicia cotidiana, se empezó a analizar el 
cambio de paradigma en la resolución de conflictos. Esto 
implica el rediseño del sistema en áreas como la admi-
nistrativa, civil, mercantil y laboral; así como la revisión 
de aquellos formalismos que antes dificultaban el acceso 
a la justicia en lugar de facilitarlo.

Esta idea ha reformulado el sistema de atención de con-
flictos, considerando que todos afectan a la convivencia 
social aunque no lleguen a constituir delitos, pero sí re-
percuten en el ámbito público desde diversos escenarios 
del ámbito privado. Por esta razón, desde el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública se 
ha propuesto un esquema de justicia cívica y justicia iti-
nerante.

Lo anterior implica buscar estructuras en las que la 
prevención de estas conductas sea primordial, lo cual se 
enmarca en el contexto de la llamada seguridad humana, 
que se convertirá en el eje central para el desarrollo de la 
justicia cívica y la policía de proximidad, ya que en ella 
se integran los factores que influyen en esta dinámica, 
los mismos van desde la percepción que tiene el indivi-
duo de su entorno hasta su realidad, en la que su salud, 
contexto ambiental, situación económica y seguridad 
tienen un impacto directo en su relación con la sociedad.

Analizándolo desde la perspectiva tradicional, vigente 
pero ahora inmersa en un nuevo modelo con bienestar 
central, analizar la justicia cívica, centrando el papel del 
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policía y del fiscal cívico, su impacto en la 
defensa de los derechos humanos y el rol 
de las corporaciones de seguridad.

El tipo de investigación que se realizó fue 
exploratorio. Metodológicamente se llevó 
a cabo una indagación directa en la nor-
mativa vigente en el Municipio de Juárez, 
contrastada con estudios de derecho ad-
ministrativo sancionador. Se encontró 
que es necesario adecuar el proceso para 
que no contravenga la Constitución, y se 
concluyó que la capacitación de las cor-
poraciones policiales debe dirigirse a un 
paradigma más amplio, jurídico y social.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Con la implementación de la justicia cí-
vica en el Municipio de Juárez emerge un 
nuevo modelo de abordaje de las faltas ad-
ministrativas. Provocando un cambio en 
las estructuras y prácticas existentes des-
de la atención inicial de los conflictos, lo 
que subraya la importancia de establecer 
una conexión entre la policía y la comu-
nidad.

Ante estos cambios se plantea la siguien-
te duda: ¿qué contenido lleva o qué se en-
tenderá con las figuras de justicia cívica, 
seguridad humana y policía de proximi-
dad? Esto implica contrastar la antigua 
percepción de seguridad con la búsqueda 
de la prevención de dichas conductas, lo 
que ocurre en la llamada seguridad huma-
na, que será el eje central para el desarro-

llo de la justicia cívica y la policía de proxi-
midad.

En el ámbito de la justicia cívica, se de-
ben analizar e integrar aquellos factores 
que influyen en los conflictos humanos, 
que incluyen la percepción del individuo 
de su entorno, su salud, ambiente, econo-
mía y seguridad. Esta última, entendida 
desde una perspectiva tradicional aún vi-
gente, pero inmersa en un nuevo modelo 
donde el bienestar es lo central.

Desde esta postura se define el término 
justicia cívica, que desarrollado por el Se-
cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública es el

conjunto de procedimientos e instru-
mentos de Buen Gobierno orientados a 
fomentar la Cultura de la Legalidad y a 
dar solución de forma pronta, transpa-
rente y expedita a conflictos comunita-
rios que genera la convivencia cotidia-
na en una sociedad democrática. Tiene 
como objetivo facilitar y mejorar la con-
vivencia en una comunidad y evitar que 
los conflictos escalen a conductas delic-
tivas o actos de violencia. (Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, 2020, p. 3)

Por otro lado, encontramos que en el ar-
tículo 4 fracción VII de la Ley de Justicia 
Cívica del Estado de Chihuahua, se le con-
cibe como 
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conjunto de procedimientos de buen go-
bierno que permiten atender de manera 
pronta, transparente y ágil los conflic-
tos cívicos, derivados de la convivencia 
cotidiana, para evitar su escalamiento y 
brindar una resolución pacífica a ellos. 

En este contexto, se contempla el desa-
rrollo de estrategias de seguridad que van 
más allá de la mera respuesta a la violen-
cia y que trascienden la necesidad de utili-
zar la fuerza coactiva del Estado. Por ello, 
es imperativo buscar otros modelos en los 
que sea posible emplear mecanismos al-
ternativos para la resolución de conflictos.

Para abordar este desafío, uno de los 
principales retos desde la creación nor-
mativa fue incorporar en el reglamento 
de justicia cívica del Municipio de Juárez 
el concepto de proximidad social. Éste se 
encuentra estipulado en el artículo 6, 
fracción XXXIX, que menciona “la vin-
culación de las instituciones de seguri-
dad pública con la sociedad, para generar 
confianza y cercanía”. Este hecho trajo 
consigo el rediseño de la labor de la poli-
cía preventiva, introduciendo el modelo 
de proximidad. Con ello, su trabajo en los 
municipios se vuelve crítico, lo que hace 
necesario fortalecer los vínculos comu-
nitarios entre los individuos. Este enlace 
obliga a replantear el papel del agente de 
policía en su comunidad y, sobre todo, de-
terminar qué conductas son permitidas 
dentro de estas comunidades.

La labor comunitaria es fundamental en 
poblaciones como Juárez, ya que la per-
cepción ciudadana ha sido mayormente 
negativa. Esto se evidencia en los resulta-
dos de la Encuesta Nacional de Victimiza-
ción y Percepción sobre Seguridad Pública 
2021, donde solo el 6.5 % de los participan-
tes considera efectivo el trabajo realizado 
por la policía municipal.

La implementación de la justicia cívica 
junto con el esquema de policía de proxi-
midad ha representado un desafío para 
los municipios, ya que reconfigura el pa-
pel que desempeñan estos órganos en la 
atención ciudadana al resolver conflictos 
entre particulares. En este contexto, el 
proceso de formación de dichos órganos 
resulta crucial, especialmente dada la in-
terrelación entre la policía de proximidad 
y la justicia cívica.

Es fundamental tener en cuenta que 
estas nuevas legislaciones tienen como 
finalidad propiciar un estado de derecho 
y bienestar en la sociedad, preservando la 
dignidad de la persona, garantizando las 
necesidades colectivas de sus habitantes 
mediante la adecuada prestación de los 
servicios públicos municipales, y salva-
guardando la seguridad y el orden público 
(Artículo 16, fracciones I, IV y VI del Regla-
mento de Juárez).
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PERTINENCIA DE LA 
INVESTIGACIÓN

La presente investigación resulta perti-
nente debido a la novedad que representa 
la implementación del modelo de justicia 
cívica en Juárez y otros municipios. Ade-
más, se debe analizar su relación con el es-
quema de policía de proximidad y evaluar 
lo ya implementado, con el fin de identifi-
car las áreas de oportunidad en la legisla-
ción examinada.

DESARROLLO

La presente investigación requiere com-
prender su concepción teórica dada la im-
portancia de los conceptos fundamentales 
en los que se basa. Primero, hay que enten-
der el término seguridad, que implica dis-
tintos elementos por su vertiente objetiva 
y subjetiva. Parafraseando a Peña Razo 
(2011), la seguridad tiene un impacto tanto 
en el individuo como en la sociedad. Par-
tiendo de esta perspectiva, surgen concep-
tos como la seguridad nacional, de la cual 
se deriva la seguridad pública. Esta última 
adquiere relevancia desde la proximidad 
de los individuos con ella.

En este contexto, se desarrollan otros 
términos fundamentales para construir 
la justicia cívica. Como base, identifica-
mos la seguridad ciudadana, que se centra 
en garantizar a los ciudadanos una serie 
de condiciones en las que se protejan sus 
derechos fundamentales. Esto incluye las 

ideas del desarrollo humano, lo que im-
plica un cambio en la concepción de la se-
guridad. Se hace hincapié en medidas que 
aseguren este bienestar de manera más 
amplia o con efectos más beneficiosos 
para la comunidad en su conjunto.

Ante esta situación, es patente que la 
prevención es fundamental. Por ello, las 
acciones se enfocan en abordar conflictos 
antes de que evolucionen hacia conductas 
antisociales o, más específicamente, deli-
tos. El tratamiento de la problemática se 
basa en las particularidades de los admi-
nistrados, y se toman medidas para me-
jorar la convivencia a través del análisis 
del perfil de riesgo. Esto incluye acciones 
como trabajar en favor de la comunidad. 
Según el Reglamento Orgánico del Muni-
cipio de Juárez, estas medidas pueden es-
tablecerse a través de otras dependencias, 
como la Dirección de Prevención Social, la 
Dirección General de Servicios Públicos y 
la Dirección de Parques y Jardines.

La función actual de la justicia cívica, en 
lugar de imponer sanciones, es crear nue-
vos paradigmas para promover el desarro-
llo de las relaciones humanas y la restau-
ración social. Con esto, se busca crear un 
entorno de seguridad humana.

Por su parte la justicia cívica, en lugar 
de imponer sanciones, busca crear nuevos 
paradigmas para promover el desarrollo 
de relaciones humanas y la restauración 
social, contribuyendo así a la seguridad 
humana, la cual según Peña Razo (2011) 
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“implica la protección de las personas, de 
las amenazas, sus derechos y su vida, es 
decir, ofrecer seguridad económica, ali-
mentaria, coma de salud, coma ambien-
tal, personal, comunitaria y política para 
alcanzar una estabilidad duradera o sus-
tentable” (p. 143).

Desde su planteamiento, el principal ob-
jetivo ha sido evitar que las conductas o 
conflictos escalen hacia hechos delictivos 
o comportamientos violentos, y operar 
como un mecanismo de despresurización 
y atención temprana en la sociedad. Por 
ello, el enfoque hacia el administrado se 
centra en el estudio de su perfil y, a partir 
de dicho análisis, se le pueden proporcio-
nar alternativas más allá del castigo o la 
sanción. Estas incluyen: orientación para 
el manejo de la ira, agresividad o violen-
cia; formación para el trabajo; orientación 
para combatir el alcoholismo y la adicción 
a las drogas; apoyo para la educación; y 
refugios o albergues. De esta manera, se 
abordan las causas que generan los con-
flictos, y ya no se limitan a la conducta 
misma. Sin embargo, esto no excluye la 
aplicación de sanciones, ya que persiste la 
necesidad de que los organismos coactivos 
del Estado cuenten con legitimidad social.

Ante esto, la reglamentación municipal 
establece medidas con el objetivo de que 
las personas infractoras realicen labores 
en favor de la comunidad, como se esti-
pula en el artículo 6, fracción XXX. Para 
llevar a cabo de manera oportuna el per-

fil de riesgo del infractor es necesario que 
las autoridades realicen una evaluación 
de amenazas psicosociales o tamizaje, en 
términos del artículo 6, fracción XX del 
reglamento municipal.

Además, a través de un catálogo de solu-
ciones alternativas reconocido en el men-
cionado artículo y su fracción VII, se bus-
ca proporcionar opciones que permitan 
abordar la situación de manera efectiva. 
Es importante la vinculación de los orga-
nismos de la sociedad civil, con el objetivo 
de instaurar programas para la atención 
del alcoholismo, la drogadicción y el esta-
blecimiento de albergues o refugios. Esto 
se hace para proporcionar una atención 
oportuna que, además, dignifique al indi-
viduo que desarrolla estas conductas an-
tisociales.

Uno de los ejes de la prevención son los 
cuerpos policiales, por ello es importante 
examinar cómo los percibe la sociedad. 
Una pauta es la definición de la Real Aca-
demia de la Lengua Española, la cual dice: 
“cuerpo encargado de velar por el mante-
nimiento del orden público y la seguridad 
de los ciudadanos, a las órdenes de las au-
toridades políticas” (Real Academia Espa-
ñola, 2024).

Se puede observar que el actuar policial 
se concibió en su origen como un ente re-
presivo. Sin embargo, a mediados del siglo 
XX comenzó a revertirse con la aparición 
de la policía comunitaria. En este enfoque 
se busca involucrar a la ciudadanía en los 
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procesos de seguridad, destacando la im-
portancia de establecer una relación de 
confianza dentro de la comunidad, par-
tiendo de la idea de que cualquier persona 
puede convertirse en un agente de policía.

Derivado de esta cercanía en la relación 
entre ciudadano y policía, y considerando 
que ésta es la primera autoridad en con-
tacto con el individuo en caso de conflicto 
o delito, se fortalece el principio preventi-
vo en relación con la comisión de estos úl-
timos. Por lo tanto, fue necesario cambiar 
la concepción de los cuerpos de policía 
municipal en México, especialmente en 
Juárez.

En este sentido en la expedición de la re-
glamentación de Justicia Cívica, Policía y 
Buen Gobierno del Municipio de Juárez se 
establecieron los siguientes criterios que 
deben cumplir los elementos policiales en 
su artículo 86 (ABROGADO):

con enfoque de proximidad, capacitados 
en medios alternativos de solución de 
controversias, darán atención temprana 
a los conflictos entre dos o más partes, 
aplicando la mediación en el lugar de los 
hechos, a efecto explorar la posibilidad 
de culminarse un conflicto mediante 
convenio. En este caso, el contenido del 
convenio será puesto a consideración de 
la jueza o juez cívico, y de considerarlo 
legal, lo aprobará y hará del conocimien-
to de las partes involucradas, su alcance, 

obligaciones contraídas y las consecuen-
cias de su incumplimiento.

Lo estipulado en el citado reglamento 
municipal tiene relación con los cambios 
conceptuales realizados en marzo del 2022 
al Sistema Nacional de Seguridad Publica:

EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA:
SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL AR-
TÍCULO 75 DE LA LEY GENERAL DEL 
SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA.
Artículo Único. - Se reforma la fracción 
III del artículo 75 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
para quedar como sigue:
Artículo 75.- Las Instituciones Policiales, 
para el mejor cumplimiento de sus obje-
tivos, desarrollarán, cuando menos, las 
siguientes funciones:
I. y II. ...
III. Proximidad social, como una acti-
vidad auxiliar a las funciones de pre-
vención, a través de la proactividad y la 
cooperación con otros actores sociales, 
bajo una política de comunicación y co-
laboración interna e interinstitucional 
que fortalezca la gobernabilidad local y 
promueva la mediación, como procedi-
miento voluntario para solucionar pa-
cíficamente conflictos derivados de mo-
lestias y problemáticas de la convivencia 
comunitaria que no constituyan delitos.
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Podemos observar que el municipio 
se adelantó a los cambios en cuanto a la 
proximidad social de los cuerpos policia-
les, aplicándolos en la práctica desde la 
expedición del reglamento en 2020. Coin-
cidiendo con las pautas del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública en 2020, en las que se consi-
dera necesario realizar un análisis de los 
perfiles de riesgo de los infractores, ya que 
la problemática social no se concibe con 
una finalidad represiva, sino con el objeti-
vo consagrado desde el mismo texto cons-
titucional de la reinserción social.

Para lograrlo, en las guías de implemen-
tación del modelo se están elaborando 
estrategias que permitan remitir a los 
infractores recurrentes a instituciones 
gubernamentales y organizaciones de la 
sociedad civil, donde se puedan atender 
sus necesidades y facilitar su reintegra-
ción a la comunidad. Cuyo rol se encuen-
tra estipulado en el artículo 98 de la Ley de 
Justicia Cívica de Chihuahua, en donde el 
legislador busca dejar un papel amplio de 
colaboración para atender los perfiles de 
riesgo.

En concordancia con lo anterior, el papel 
del policía adquiere nuevos roles, siendo 
uno de ellos la vital función de constituir-
se como agente acusador dentro del pro-
ceso de justicia cívica. Esta responsabili-
dad no debe tomarse a la ligera debido a la 
complejidad del concepto y la aplicación 

de la justicia cívica. Por tanto, afirmamos 
que un policía no debe asumir el papel por 
la carga de trabajo y su formación actual.

Es crucial destacar la importancia de la 
función del fiscal cívico, para lo cual se 
deben asignar policías exclusivamente 
dedicados a este papel o buscar personal 
no policial que desempeñe esta función 
dentro del tribunal. Además del agente 
policial, que es el principal eje del sistema 
de justicia cívica, existen otros participan-
tes relevantes, especialmente dentro de un 
modelo de justicia itinerante.

Se debe garantizar el acceso a la justicia 
de los posibles infractores, lo que ha lleva-
do a la formulación de un esquema proce-
sal que busca la imparcialidad del proceso 
y otorga al posible infractor la oportuni-
dad de defenderse en juicio. Aunque hay 
diversos actores dentro del proceso de jus-
ticia cívica, solo se analizan los ya mencio-
nados aquí.

Más adelante profundizaremos en el pa-
pel adicional que puede desempeñar un 
agente de policía, destacando la necesidad 
de su existencia, formación y especializa-
ción y la carga de trabajo excesiva que po-
dría recaer en un agente en activo.

EL ROL DEL FISCAL CÍVICO

Como punto de partida encontramos que 
en el artículo 6 fracción XXIII del regla-
mento municipal, se describe a los fiscales 
cívicos municipales como: “La servidora 
o servidor público encargado de ejercer 
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la acción persecutora contra las personas 
probables infractoras, para preservar la 
paz y tranquilidad social en el Municipio 
de Juárez, y defender sus intereses”.

Una de las figuras clave que permea en la 
función del policía de proximidad es la del 
fiscal cívico. El policía se encarga de des-
empeñar sus labores o trabajar en auxilio 
del fiscal cívico, lo que resulta primordial 
en el desarrollo de las audiencias. De ma-
nera enunciativa, pero no exhaustiva, se 
pueden mencionar funciones como:

• Ejercicio de la acción persecutora de 
faltas administrativas.

• Documentación e integración de infor-
me policial homologado.

• Obtención de certificados médicos y 
pruebas.

• Preservación de pruebas.
• Comparecencia en las audiencias pro-

gramadas.
• Argumentación y defensa en cada una 

de las etapas procesales.
• Promoción de recursos de resolucio-

nes emitidas por los juzgados cívicos.
• Entrevista con usuarios que deseen 

presentar quejas contra otra persona 
por una falta administrativa.

A continuación, se profundizará sobre 
algunos de los escenarios en el que se ex-
plica la participación del fiscal cívico.

Es el fiscal quien debe preparar o cons-
truir un caso de acusación contra un pro-

bable infractor y desde luego contar con 
elementos que habiliten la canalización 
de los administrados. En primer lugar, 
debe el fiscal tener pleno conocimiento de 
los elementos jurídicos y elementos fácti-
cos. Estos últimos provendrán del trabajo 
de campo del elemento policial. En este 
punto es que la capacitación del agente 
resulta trascendental aun en cuestiones 
jurídicas básicas.

Es responsabilidad del cargo y obliga-
ción constitucional del fiscal cívico reve-
lar la información, jurídica y fáctica, para 
que la defensa y el administrado conoz-
can de los hechos señalados, así como de 
lo que la ley interpreta como infracción a 
dicha conducta y su sanción. La suplencia 
de la queja no operará bajo ningún esque-
ma en procesos que implican la privación 
de la libertad de los administrados, por lo 
que la adecuación del hecho al tipo de la 
infracción debe ser razonada por un pe-
rito en derecho, mediante una operación 
mental de relación de elementos llamada 
subsunción. Se reitera la responsabilidad 
de llevar a cabo esta tarea.

El fiscal cívico debe acreditar los ele-
mentos de la infracción sin excepción y 
no dar nada por sentado. Existe una falsa 
creencia en el sistema cívico, debido a la 
brevedad del proceso, de que el fiscal pue-
de reservarse información o prescindir de 
formalidades esenciales del proceso. Pero 
hacerlo implica vulnerar la garantía del 
debido proceso y el acceso a la justicia, y 
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atentar contra la certeza jurídica de los 
ciudadanos de conocer con exactitud la 
conducta de la que se les acusa, la infrac-
ción imputa, la evidencia en su contra y la 
sanción correspondiente.

Uno de los retos en los procesos a este 
nivel es la postura que se tiene de que, al 
no advertirse que el probable infractor 
no ofrezca pruebas o no manifieste su 
inocencia, esto se interprete como algún 
tipo de consentimiento de los hechos y su 
reconocimiento de responsabilidad. Sin 
embargo, debe recordarse que el proba-
ble infractor se presumirá como inocente 
en todo momento, y solo se considerará 
responsable cuando el fiscal cívico haya 
acreditado los hechos y su participación 
en ellos, más allá de toda duda razonable.

Por lo tanto, es fundamental que el tra-
bajo del fiscal sea fundado, motivado y en-
caminado hacia una solución alternativa 
al conflicto, por ejemplo, la canalización 
para tratar problemas sociales como adic-
ciones o analfabetismo. En caso contrario, 
si existe una deficiencia en la labor del fis-
cal, así como del policía de proximidad, el 
juez no tendrá otra opción que absolver al 
probable infractor. Por tanto, el causante 
del indulto de un probable infractor o ad-
ministrado que “materialmente” cometió 
los hechos, pero cuya responsabilidad no 
fue acreditada, es exclusivamente el fiscal.

Con las deficiencias mencionadas, se ge-
nera impunidad y además se inhabilita al 
sistema para ofrecer tratamiento a las pro-

blemáticas que el administrado enfrenta y 
que inciden en la generación de conflictos 
que más tarde podrían derivar en delitos.

El hincapié se hace porque no existió 
quien desempeñara la figura del fiscal cí-
vico, sino que los policías cumplían sus 
funciones de manera accesoria, aunque 
únicamente en el reglamento del munici-
pio de Juárez existió dicha figura. Durante 
su primera etapa de implementación, los 
agentes de policía, al verse excedidos de la 
carga de trabajo, no consignaban ciudada-
nos por faltas administrativas a los juzga-
dos cívicos, sino que resolvían las disputas 
in situ.

Esto generó un ejercicio de solución de 
conflictos en su más amplia practicidad, 
sin procesos ni jueces cívicos ni de ba-
randilla de por medio. En otras palabras, 
Juárez presenció una objeción y oposición 
pública de los policías a trabajar de esa 
manera, a quienes por primera vez cues-
tionaban a fondo las detenciones y las 
faltas administrativas de quienes se les 
detenía. Durante casi seis meses, no hubo 
detenciones, salvo en los casos en que ine-
vitablemente decidían consignar por la 
falta de solución inmediata. No fue sino 
hasta octubre de 2021 que los primeros 
profesionistas empezaron a desempeñar 
esa función de fiscal cívico.

Lo trascendente de la figura del policía 
de proximidad es que, con el inicio del 
sistema de justicia cívica, los policías, con 
cédula profesional para ejercer como abo-
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gados operaban en campo y fungían como 
fiscales cívicos dentro del juzgado cívico. 
De esta manera, los elementos fácticos y 
jurídicos se concentraban en el policía de 
proximidad.

CONCLUSIONES

Concluyendo, el nuevo paradigma de jus-
ticia cívica y la perpetuación de la segu-
ridad humana dependen de que los poli-
cías de proximidad reciban capacitación 
con un enfoque restaurativo y se alejen 
del modelo sancionador, asignándoles ex-
clusivamente estas funciones, al menos 
de manera rotativa y no simultánea. Es 
crucial dignificar la profesión del policía 
mediante un aumento en su educación, 
mayores estándares para su ingreso y per-
manencia, así como su titulación en carre-
ras relacionadas con el derecho, políticas 
públicas, seguridad, psicología y trabajo 
social. Además, es necesario trabajar con 
las comunidades para mejorar las relacio-
nes con la policía, donde las organizacio-
nes de la sociedad civil tendrán un papel 
muy importante.
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RESUMEN
Este trabajo tiene como objetivo mostrar el derecho a la filosofía como lucha en México en el periodo 2008-

2022, a partir de la pregunta: ¿qué luchas han hecho nacer a la filosofía en el derecho constitucional a la edu-

cación en México en ese periodo? Para dar respuesta esta investigación cualitativo-descriptiva se apoya en el 

método hipotético deductivo, ya que parte del planteamiento del derecho a la filosofía como lucha siguiendo 

la Teoría de Bloch en conjunto con el neoconstitucionalismo; se valida mediante el testimonio escrito en 

defensa de la filosofía en México, primero para su incorporación a la Constitución mexicana y luego para 

mantenerse en ella, con el fin de proteger la dignidad humana; se recurre a la técnica documental consis-

tente en la revisión de bibliografía, hemerografía, legislación, declaraciones, boletines, informes, protestas, 

desplegados… y, en especial, el nacimiento del Observatorio Filosófico de México. Con esto se evidencia que 

el ser humano nace pensante, pero no es suficiente, por lo que se recurre a la educación tecnocrática que 

intenta robotizarlo, desde el ámbito educativo, en oposición a la educación tecnocrática; incluso reconocido 

constitucionalmente la lucha continúa contra las políticas educativas manipulantes.
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INTRODUCCIÓN

E
l nacimiento de los derechos humanos es 
explicable desde varias teorías. Según Car-
bonell el iusnaturalismo teológico sostiene 
que es Dios quien los otorga a las personas; 
el iusnaturalismo racionalista afirma que 

los derechos pertenecen al ser humano dotado de racio-
nalidad y capaz de fijarse metas en la vida; el positivismo 
jurídico asevera que los derechos existen cuando son re-
conocidos por normas jurídicas conforme pasa el tiem-
po (Carbonell, 2013).

Sin duda, el positivismo jurídico y el Estado de dere-
cho han prevalecido, pero no con la eficacia esperada. 
Las atrocidades derivadas de la Primera y, en especial, la 
Segunda Guerra Mundial motivaron a recuperar la vi-
sión iusnaturalista de los derechos humanos en forma 
universal; sin embargo, están avanzando en cuanto a 
“la naturaleza, pero no del género humano, sino de cada 
persona” (Laveaga, 2021).

El estudio que nos ocupa forma parte de la discusión 
de una investigación doctoral en Derecho. En ella, se re-
conoce el avance de la filosofía como derecho humano 
nato y positivo, porque el ser humano nace sintiente y 
pensante, y porque su positivización es necesaria para 
garantizarse; no obstante, para su eficacia se ha tenido 
que recurrir a la lucha permanente más allá de su inclu-
sión en/desde la educación y fuera de ella.

EL CONOCIMIENTO Y LA NATURALEZA HUMANA

El ser humano
Por tendencia natural de su inteligencia, no se conforma con hacer 

cosas ni con conocer la realidad de un modo superficial. Tiende a 

indagar las razones de su actuar, aun las más profundas, y el ser de 

las cosas, aun el más íntimo. (Hervada, 2000, p. 2)
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La filosofía “no es algo inaccesible por-
que es un tipo de conocimiento humano 
que como tal es posible de ser realizado 
por cualquier ser humano” (Castillo, 2013, 
p. 14).

La filosofía, en su forma más amplia, 
son saberes que organizan y orientan el 
conocimiento de la realidad y el sentido 
del obrar humano, o bien, una doctrina o 
una forma de pensar (rae, 2023) del ser hu-
mano. En este sentido, filosofar equivale a 
meditar (rae, 2023), es decir, pensar atenta 
y detenidamente sobre algo para formarse 
una opinión, dice la Real Academia Espa-
ñola.

Esta facultad de pensar para conocer 
y hacer es de naturaleza humana, pero 
la historia revela una separación de tipo 
sociopolítica y económica entre el cono-
cimiento teórico y el conocimiento prác-
tico. El amo usa la cabeza para reflexionar 
la naturaleza de las cosas por satisfacción 
intelectual y el esclavo usa la mano para 
poner en práctica el conocimiento teóri-
co en interés del amo (Wartofsky, 1987). 
Este sistema esclavista se reprodujo en 
el feudalismo mediante la relación señor 
feudal-siervo; en el sistema capitalista me-
diante la relación patrón-obrero; y en la 
actualidad se observa en la relación em-
presario-profesionista. 

Como parte de este engranaje segrega-
cionista, la filosofía, siendo la madre de 
las ciencias, con el paso del tiempo quedó 
reducida a una mera disciplina de un gru-

po selecto. No es filósofo el ser humano 
por sí, sino quien estudia filosofía. La fi-
losofía, similar al Derecho, aparece como 
algo ajeno a la población humana; o, en 
su caso, como un anexo de las disciplinas, 
como sucede con la filosofía del derecho 
en el Derecho.

Sin embargo, en el fondo, estamos frente 
al derecho a la filosofía (a filosofar) de na-
turaleza humana, que cada persona posee 
por su capacidad de pensar y desarrollar 
conocimientos teóricos y prácticos, mayo-
res a la memorización de la técnica pro-
movida para el mercado del trabajo y del 
consumo que limita la reflexión.

En este contexto, la filosofía es un dere-
cho inherente al ser humano y el Estado 
mexicano reconoce y ofrece mecanismos 
para garantizarlo en términos del artículo 
3.º de la Constitución General. No obstan-
te, es insuficiente para su efectividad en la 
realidad, por lo que se recurre a la lucha, 
tal como lo sostenemos desde la Teoría de 
Bloch.

HORIZONTE TEÓRICO

El nuevo constitucionalismo mexicano se 
caracteriza por el reconocimiento de dere-
chos humanos, acompañado de mecanis-
mos para su protección en forma progresi-
va. Es el caso de la inclusión de la filosofía 
en el derecho a la educación, previsto en 
el artículo 3 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (2019), que, 
en Derrida, según Martínez (2017), signi-
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fica hacer presente a la filosofía desde un 
enfoque profesional en los ambientes es-
colares y académicos, para separar a la po-
blación estudiantil de su pensar común, 
espontáneo, natural y cosificado.

Sin embargo, la actividad de filosofar no 
puede reducirse a la filosofía de un grupo 
de profesionistas. No basta educar con la 
filosofía de ellos. Se necesita dejar filoso-
far a cada persona tomando en cuenta 
que pensar es parte de la esencia humana 
y porque una persona “es fin y no medio” 
(Kant, 2007). En suma, debemos caminar 
más allá del derecho derridano de acceso 
a la filosofía.

Sin duda, estamos ante un derecho de 
primera generación, porque estos dere-
chos “fueron diseñados como una lucha 
de la sociedad civil contra el Estado” (De 
Sousa, 2002, p. 61) y porque implican “de-
jar hacer” a la persona. En el caso especí-
fico nos referimos no solo al derecho a la 
filosofía, sino también al derecho a filoso-
far, partiendo de la naturaleza humana. 
Si aquel derecho ha motivado tensiones, 
cuanto más lo será este último; por tanto, 
la lucha continuará no solo para conser-
var ese acceso a la filosofía en/desde la 
educación en la Constitución, sino tam-
bién para desarrollarla dentro y fuera de 
las aulas para la vida.

Para tal propósito proponemos revisar 
el derecho a la filosofía como lucha des-
de la Teoría Crítica de Bloch, quien niega 
que las personas sean libres e iguales por 

nacimiento, es decir, no hay derechos in-
natos; al contrario, todos los derechos son 
adquiridos o tienen que ser adquiridos no 
mediante lucha, sino luchas varias, pues 
la historia no muestra una naturaleza 
eterna del hombre, sino una transforma-
ción constante de ella (Bloch, 1980, p. 192), 
a partir de derechos que no son preexis-
tentes ni estáticos.

Según Bloch (1980), la propiedad no es 
un derecho privado, sino común, porque 
esa es la forma originaria para animales y 
para hombres en la horda primitiva donde 
“todo es común”. En esa lógica de libertad 
está el ser humano pensante, quien fue 
afectado por la llegada de la propiedad pri-
vada, derivada de la división del trabajo y 
de la disposición de las fuerzas ajenas de 
producción y de sus productos, amparada 
en agentes técnicos.

Este hecho produjo las clases antagóni-
cas del patrón y del proletariado con los 
intereses antagónicos del capital y del 
trabajo; el primero, para controlar el co-
nocimiento, y el segundo, para aplicarlo. 
No obstante, una vez que la clase trabaja-
dora adquiere conciencia de su situación 
opta por hacer efectivo su derecho natural 
revolucionario, para eliminar todas las re-
laciones en las que está alienado en mer-
cancía y que reducen sus derechos subjeti-
vos, como la filosofía, para la plusvalía. Es 
decir, la lucha por los derechos humanos 
surge de la conciencia de la contradicción 
en la realidad existente, con todas sus des-
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igualdades y opresiones, y la aspiración de 
un mundo más justo.

Si revisamos la historia de los derechos 
humanos reconocidos por el Estado con-
firmaremos que han resultado de las lu-
chas emprendidas por los sujetos involu-
crados para salir de la opresión y porque 
su naturaleza no es perpetua; incluso, ya 
reconocidos, las luchas continúan en lo 
social, en lo político, en lo económico y en 
los tribunales, para hacer efectivos esos 
derechos. Es decir, luchar por un derecho 
está inacabado.

En esta dirección la actividad de pensar, 
siendo esencia humana, fue monopoliza-
da por el amo, por el señor feudal, por el 
patrón; por su parte, la mayoría humana 
quedó limitada al género animal irracio-
nal de memorizar. Con el tiempo, la filo-
sofía se redujo a disciplina, la cual formó 
la élite profesional filosófica y se insertó 
como asignatura en los ambientes educa-
tivos para la población estudiantil.

Con ese engranaje en las escuelas, se ga-
rantizó el derecho de acceso de la filosofía 
para los filósofos en cuanto profesores en 
el aula y el derecho de acceso a la filoso-
fía para los estudiantes, no así el derecho 
a filosofar de estos últimos para la vida, 
considerando que los derechos humanos 
no son abstractos, sino concretos, porque 
están arraigados en la realidad de las per-
sonas y sus experiencias cotidianas no ne-
cesariamente coincidentes con el experto 
en filosofía; es decir, se trata de derechos 

que responden a las necesidades y aspira-
ciones de los seres humanos para una vida 
digna y plena (Bloch, 1980, pp. 78-79).

Bajo estos parámetros es oportuna la crí-
tica de Hegel al derecho natural, “porque 
considera que el hombre por el simple he-
cho de nacer no tiene derechos, sino que 
estos son resultado de una larga lucha en 
la que se van conquistando a través de la 
historia” (Vargas, 2012, p. 36), dada la natu-
raleza dinámica humana.

Los derechos no son otorgados por las 
autoridades o los sistemas de gobierno, 
sino que son conquistados por la lucha 
popular; son fruto de la movilización y la 
resistencia de las personas frente a las in-
justicias y las violaciones a su dignidad; es 
un proceso dialéctico, colectivo y solidario 
en el que las personas desafían y superan 
las condiciones opresivas, para alcanzar 
un estado de liberación y autodetermina-
ción (Bloch, 1980, pp. 100-145).

Ahora bien, la idea de lucha está familia-
rizada con el fenómeno de las violencias, 
pero en el caso que nos ocupa considera-
mos que se trata de una lucha pacífica de 
la clase filosófica frente al Estado mexica-
no en defensa del derecho a la filosofía, 
en su sentido más amplio, mediante el se-
guimiento de derechos constitucionales, 
como el de participación, el de reunión, el 
de asociación, el de expresión y el de peti-
ción.
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EL DERECHO A LA FILOSOFÍA COMO 
LUCHA

La filosofía ha sido un anexo en los planes 
de estudio, principalmente en la educa-
ción media superior (emS) y seguramente 
en los de la mayoría de las profesiones en 
México. Es decir, ha ocupado un espacio 
en el ámbito educativo y los estudiantes 
han conocido su existencia como un com-
plemento, dada su alienación. Sin duda, la 
escuela se encargó de transmitir informa-
ción e inculcar ideas para trabajar, pero 
no para descubrir significados (Madrigal, 
2020, p. 16) como si la filosofía resultase 
estéril. Y el gobierno aprovechó este con-
fort para intentar aniquilarla en 2008.

Ante esta realidad el gremio filosófico 
reaccionó en defensa de la filosofía, bus-
cando favorecer a la persona en la forma 
más amplia, principio de derechos huma-
nos que sería incorporado en junio de 2011 
en el párrafo segundo del artículo 1 de la 
Constitución General de nuestro país, por-
que “la filosofía es parte de todo ser huma-
no”, según Jaspers, citado por Echeverría 
(2020).

Adicionalmente, Madrigal afirma que 
“la filosofía es un bien público abierto a 
todos” (2020, p. 26) y “no una filosofía de 
academia, de torre de marfil y elitista, sino 
una filosofía que sirva para la vida” (Eche-
verría, 2020, p. 45). Por ende, es necesario 
que los saberes filosóficos se expandan 
más allá de las aulas escolares de México, 

según Saladino, citado por Camarillo 
(2020), porque

es una necesidad y un derecho de los 
niños, los adolescentes, los adultos y las 
personas de la tercera edad que debería 
ser ejercido en todos los niveles de la 
educación, en el hogar, en el espacio pú-
blico, en la política, en la cultura, en los 
sistemas de salud y de rehabilitación… 
en todos los ámbitos de la vida de las 
personas de manera específica. (Vargas, 
2012, p. 67)

En concreto,

desde el preescolar y primaria baja se 
sientan bases de pensar jugando; en pri-
maria alta y secundaria se indaga sobre 
el mundo en que están creciendo como 
personas; y en preparatoria se piensa 
lógica y éticamente sobre la ciudadanía 
que se quiere ser y tener (Cázares, 2020, 
p. 92);

En otras palabras, 

...los niños de un año distinguen accio-
nes con y sin intención; con tres años 
comprenden las reglas, desarrollan una 
ética básica de afecto y compasión; con-
forme crecen, evolucionan sus capacida-
des (Madrigal, 2020, p. 19).
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Es decir, la filosofía contribuye al “de-
sarrollo de una autonomía progresiva en 
hábitos, disposiciones y habilidades… de-
recho a expresar libremente su opinión 
en todos los asuntos que les afecten y la 
oportunidad de ser escuchados”, tal como 
lo previene la Convención sobre los Dere-
chos del Niño (1989). Para tal fin, Dewey, ci-
tado por Echeverría (2020), propone “una 
filosofía más mundana y un mundo más 
filosófico” (p. 58) desde la educación en la 
escuela, porque una persona es un fin, no 
un medio, en la construcción de su proyec-
to propio de vida.

Por lo anterior, el derecho a la filosofía 
representa varias luchas: lucha para ocu-
par un espacio en la escuela, lucha para 
que los estudiantes tengan acceso a ella, 
lucha para su reconocimiento constitu-
cional, lucha para tener presencia en la 
Constitución y en los planes de estudio. 
En suma, el proceso de lucha de 2008 a la 
fecha en México da cuenta de un derecho 
más amplio: el derecho a filosofar para la 
vida. Veamos los elementos coyunturales 
relevantes que pudieron ser motivo para 
luchar ante los tribunales, pero se optó 
por mecanismo alternos, según testifica el 
doctor en filosofía Gabriel Vargas Lozano 
(2012) y el Observatorio Filosófico de Mé-
xico (OFM) (2019):

• Acto de autoridad. El gobierno fede-
ral de México, a través de la Secretaría 
de Educación Pública (sep), publicó los 

acuerdos 442 y 444 en el Diario Oficial 
de la Federación del 26 de septiembre y 
21 de octubre de 2008, respectivamente, 
para eliminar el área de humanidades y 
las disciplinas filosóficas previstas en el 
modelo educativo, con el fin de adiestrar 
a los estudiantes para su incorporación 
al mercado laboral en congruencia con 
la tecnocracia y sin consulta previa.
• Acción de la comunidad filosófica. Di-
versas organizaciones profesionales 
hicieron efectivos sus derechos de reu-
nión, de asociación y de participación, y 
ejercieron su libertad de expresión para 
denunciar el acto violatorio del derecho 
constitucional a la educación huma-
nística mediante coloquios; la UNAM, 
en uso de su libertad, se deslindó de la 
reforma; y se constituyó el ofm el 18 de 
marzo de 2009.
Como parte de la libertad de expresión y 
del derecho de petición, el OFM publicó 
el primer Boletín y un documento titula-
do En defensa de la filosofía, cuyo resumen 
también fue publicado en el periódico La 
Jornada con resonancia en muchos otros 
medios. Y de modo formal, se llevaron a 
cabo varias reuniones con el subsecreta-
rio de ems, a quien, el OFM entregó una 
propuesta solicitando emitir un acuerdo 
para crear el campo disciplinar de hu-
manidades y de filosofía el 28 de abril de 
2009.

• Autoridad responsable. El 29 de abril 
de 2009, la Subsecretaría aceptó 
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crear el campo disciplinar “Huma-
nidades y Ciencias Sociales” con am-
plio debate o sin él.

• Comunidad filosófica. Considerando 
que la Reforma entraría en vigor en 
agosto de 2009, el ofm aceptó crear 
el campo disciplinar sin amplio de-
bate y precisó que se estaban inclu-
yendo dos campos diferentes.

• Autoridad responsable. El 23 de ju-
nio de 2009 se publicó el Acuerdo 
488 en el Diario Oficial de la Federa-
ción; pero dejó en libertad a las insti-
tuciones educativas y no lo cumplió.

• Comunidad filosófica. La reiterada 
acción de asociaciones y profesores 
organizados en el ofm y de apoyo 
internacional ayudó a retomar la 
defensa de las humanidades y de la 
filosofía para exigir el cumplimiento 
del Acuerdo 488.

• Autoridad responsable. El nuevo 
subsecretario informó que la sep no 
podía obligar a las instituciones edu-
cativas; lo que era falso en cuanto al 
75 % de las instituciones que depen-
dían de ella, aunque el 25 % también 
debía hacerlo. También insistió en 
sustituir el nombre de las asignatu-
ras.

• Comunidad filosófica. Toda la co-
munidad se organizó y se manifestó 
en contra de la decisión guberna-
mental. La autoridad cedió, pero la 
comunidad filosófica inició nuevas 

acciones y protestas: el 11 de ene-
ro de 2010 una delegación del ofm 
se entrevistó con el doctor Vernor 
Muñoz, relator especial de la onu; el 
ofm organizó el Coloquio Nacional 
sobre la Situación de la Filosofía en 
la ems y de él, se derivó el libro con 
ese título; la Comunidad Filosófica 
Nacional redactó documentos y de-
claraciones dirigidos a las autorida-
des, para la reivindicación de la filo-
sofía en la EMS.

• Autoridad responsable. No formuló 
respuesta directa.

• Comunidad filosófica. Insistió con 
otro documento publicado en La Jor-
nada del 08 de agosto de 2011.

• Autoridad responsable. El subsecre-
tario de ems llevó a cabo una reu-
nión con el ofm, pero insistieron en 
sus criterios de origen, como si los 
tres años de lucha no hubieran ser-
vido de nada.

• Comunidad filosófica. El 28 de oc-
tubre de 2011 la comunidad reivin-
dicó la enseñanza de la filosofía en 
la ems y formuló varias demandas a 
las autoridades: restituir el área de 
humanidades; considerar básicas y 
obligatorias las disciplinas filosófi-
cas; conservar los nombres clásicos 
de las asignaturas de filosofía; esta-
blecer criterios para que los profe-
sores que las dicten sean egresados 
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de Filosofía, Letras o Humanidades; 
entre otros.

• Tercero interesado. El 03 de noviem-
bre de 2011 la Comisión de Educa-
ción de la Cámara de Senadores re-
cibió al ofm y manifestó apoyo a sus 
reclamos.

• Autoridad responsable y Comuni-
dad filosófica. Entre el 14 y 16 de 
noviembre de 2011 la sep realizó el 
Foro Internacional sobre Competen-
cias Filosóficas en la EMS. Participó 
el ofm exigiendo respuesta a sus de-
mandas.

• Autoridad responsable. El 20 de fe-
brero de 2012 el subsecretario de 
ems reiteró su intención de dar cum-
plimiento.

• Comunidad filosófica. El ofm man-
tuvo su postura de denuncia ante la 
sep y retomó la intensa labor de aná-
lisis y difusión de la filosofía. Conti-
nuó con la lucha.

• Tercero interesado. El 18 de septiem-
bre de 2013 el Senado aprobó un 
punto de acuerdo sobre la incorpo-
ración de la enseñanza de la filoso-
fía.

• Comunidad filosófica. El 22 de no-
viembre de 2013 se realizó el II Colo-
quio del ofm en el Instituto de Inves-
tigaciones Filosóficas de la unam; 
los días 15, 16 y 17 de noviembre de 
2017, se realizó el Primer Coloquio 
Internacional sobre “El significado 

de la filosofía en la educación” y se 
celebró por primera vez en México 
el Día Mundial de la Filosofía en el 
Senado, y la Secretaría de Cultura de 
la Ciudad de México inició un pro-
grama denominado “La filosofía es 
un derecho de todos”; se llevó a cabo 
el I Encuentro de la Red Iberoameri-
cana de Filosofía los días 19 y 20 de 
abril de 2017 y de ahí nació la Decla-
ración de Salvador en favor de la Fi-
losofía; y se formuló la Declaración 
sobre la Filosofía en la Educación 
enviada a la Cuarta Transformación.

La lucha de diez años hizo posible la re-
forma constitucional del 15 de mayo de 
2019, en México, mediante la cual se adi-
cionaron por primera vez los conocimien-
tos y la enseñanza de la filosofía y de las 
humanidades en el derecho a la educación 
integral del estudiante:

Los planes y programas de estudio ten-
drán perspectiva de género y una orien-
tación integral, por lo que se incluirá el 
conocimiento de las ciencias y humanida-
des: la enseñanza de las matemáticas, la 
lectoescritura, la literacidad, la historia, 
la geografía, el civismo, la filosofía […] en-
tre otras. (cPeum, Art. 3, párr. 12)

El 04 de marzo de 2020 la comunidad 
filosófica participó en el Coloquio de la 
Nueva Escuela Mexicana y la Filosofía 
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para Niñas y Niños realizado en San Láza-
ro. Sin embargo, el plan de estudios para 
la emS, derivado de la Cuarta Transfor-
mación, excluyó a la filosofía; es decir, la 
lucha sigue porque “no se ha cumplido lo 
dispuesto en el artículo tercero de la Cons-
titución que establece que la filosofía y las 
humanidades son un derecho de todos los 
mexicanos” (Vargas, 2023).

A MANERA DE CIERRE

En general, se admite que los derechos 
humanos son inherentes a la persona y se 
positivizan para hacerse efectivos. En el 
caso de la filosofía, la facultad de pensar 
es inherente a la persona y existía como 
asignatura en la emS en México, pero los 
actos de autoridad de 2008, del gobier-
no federal, para eliminarla, motivaron la 
movilización de los filósofos mexicanos 
y extranjeros al grado de incorporar la fi-
losofía en el artículo 3 de la Constitución 
mexicana. Es evidente que se trató de un 
derecho como lucha por su positivización.

Ahora bien, esta lucha es novedosa por-
que no fue violenta ni jurisdiccional, sino 
de tipo administrativa y fundada en el 
consenso; para la defensa de la filosofía, 
los filósofos recurrieron, por un lado, a los 
derechos de reunión y de asociación para 
organizarse como comunidad filosófica 
en diferentes formas y, por otro, a los de-
rechos de petición y de participación para 
reclamarla como disciplina y derecho de 
los mexicanos.

Sin duda, la positivización del derecho 
de acceso a la filosofía representa un gran 
avance, pero la lucha sigue, porque, por 
una parte, pese a su reconocimiento, sub-
siste el intento de eliminarla; y por otra, 
porque se abre la posibilidad de extender 
este derecho al derecho a filosofar fuera 
de las aulas, pues la acción de filosofar 
no exige estar en la escuela y sí se puede 
hacer en las calles, en las colonias, en las 
familias, en las cárceles… en la vida coti-
diana para la vida. Por tanto, se sugiere ca-
minar hacia la socialización de la filosofía 
y la filosofización del ser humano, como 
ya lo vienen haciendo los filósofos en Mé-
xico.
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El presente ensayo tiene como objetivo analizar la creación de un fundamento teórico para un nuevo diseño 
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INTRODUCCIÓN

¿Es mejorable el texto constitucional mexicano 
e institucionalmente posible y viable esa mejo-
ra, a partir de su ordenación sistemática, bajo 
un nuevo diseño institucional y fundamento 
teórico basados en el control del poder y la res-

ponsabilidad política? En ese orden de ideas, si la progre-
sividad del texto constitucional es una alternativa viable 
y posible en términos teóricos, ¿qué contenidos nuevos 
requiere y qué desafíos afronta para la realización de su 
cambio institucional?

Con esas preguntas se pretende realizar un ejercicio 
lógico, coherente y metódico, que no pierda de vista la 
diversa gama de estudios y enfoques, pero que se con-
centre en la perspectiva de un nuevo diseño institucio-
nal de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, bajo los ejes conceptuales de control del po-
der y de responsabilidad política, considerando referen-
tes funcionales y políticos de otras Constituciones, como 
la española y la estadounidense.

En esa perspectiva, el presente ensayo tiene como ob-
jetivo principal plantear de manera enunciativa y no 
limitativa la necesidad de un fundamento teórico para 
un nuevo diseño de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en el marco de la plausibilidad 
de la investigación científica, particularmente desde la 
perspectiva del enfoque neoinstitucional y del modelo 
garantista.

I. EL DESAFÍO FUNDAMENTAL

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos de 1917 es un texto jurídico de una hechura histórica 
genuina, consecuencia de un proceso evolutivo que tiene 
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esencia continua en los diversos textos ju-
rídicos fundamentales y de la formación 
del Estado mexicano. En las versiones 
constitucionales de 1824 y de 1857 a 1917, 
principalmente —en las que se representa 
su ingeniería, la base jurídica constitucio-
nal y política hasta hoy—, predominan el 
pensamiento liberal, los derechos sociales 
y humanos y los ideales democráticos.

La Constitución también asimiló con-
ceptos de distintas facetas ideológicas 
de los siglos xix y xx; asimismo, el pacto 
social que le impone y le da legitimidad, 
consenso social y hegemonía política es 
producto, entre otros hechos históricos, 
de la Revolución de Independencia, de la 
Revolución de Ayutla y de la Revolución 
Mexicana; esta última se cristalizó en un 
texto normativo aprobado en el Congreso 
Constituyente de Querétaro. Se trata de 
un documento adelantado a su época por 
el universo de implicaciones sobre los de-
rechos sociales, enriquecido, además, por 
conceptos filosóficos de la Ilustración, la 
Constitución de Cádiz y el constituciona-
lismo de los Estados Unidos de América, 
entre otros documentos fundacionales.

No obstante, a todo ello la Constitución 
en tanto producto de un transcurso po-
lítico y proceso evolutivo, se ha converti-
do en un texto en ocasiones ininteligible, 
de una extrema complejidad jurídica y 
conceptual, técnicamente confuso, des-
ordenado, asistemático, incluso disímil 
en sus principios originarios. Se trata de 

un documento que durante su longevidad 
ha sido producto de caprichos sexenales, 
tanto en la traza de dos épocas continuas 
de autoritarismo mexicano (Badillo, 2017): 
el Porfiriato y el partido único, partido de 
Estado o partido del aparato estatal, como 
en las etapas transicionales, sobre todo a 
partir de los años 2000, 2012, 2018 y hasta 
nuestros días.

Ese texto jurídico imprescindible para la 
vida del Estado mexicano también ha sido 
impactado por la contingencia de decisio-
nes fundamentales en contextos sociales 
dicotómicos, procesos ideológicos inter-
mitentes, modas o clichés políticos, con-
ductas abusivas del alter ego de los legis-
ladores y víctimas de la sobrerregulación, 
al grado de incluir contenidos legales en 
su cuerpo normativo, lo que ha propiciado 
debilidades en su diseño jurídico e institu-
cional, así como extenuación en la certi-
dumbre institucional y la seguridad jurí-
dica de los gobernados.

Según estudios de la Cámara de Diputa-
dos federal, el texto original de la Consti-
tución Política de 1917, desde su entrada 
en vigor el 5 de febrero de ese año hasta 
el 24 de enero de 2024, tiene 770 modifi-
caciones y reformas, donde se incluyen: 
a) 754, por artículos del 1.o al 136; b) 9, por 
artículos transitorios; y c) 7, por artículos 
transitorios de reforma. Se trata de cam-
bios integrados en 256 decretos. Por poner 
un ejemplo, en lo que respecta al inciso 
a), se atestigua la tradición reformadora 
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mexicana en la que destaca el artículo 73 
constitucional, el cual ha sido reformado 
y modificado en 85 ocasiones (Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión de 
México, 2024).

En este ejercicio de reflexión es impor-
tante señalar otras conductas reformado-
ras del constitucionalismo iberoamerica-
no, como es el caso de España, que tiene 
una tradición antípoda y dicotómica en 
relación con la experiencia mexicana. En 
ese país de Europa Occidental la persisten-
cia por reformar la no tan longeva, por no 
decir joven, Constitución de 1978, es radi-
calmente opuesta a la mexicana. Este do-
cumento español ha sido modificado sola-
mente en dos ocasiones (Tajadura, 2018): 
en 1992 (Art. 13.2) y 2011 (Art. 135), a través 
del procedimiento ordinario.

En el mismo sentido, otro caso paradig-
mático que nos interesa, porque se en-
cuentra en el continente americano y por 
la influencia jurídica que tiene México de 
él, sobre todo por la máxima del sistema 
presidencial, el federalismo y la división 
de poderes, es la Constitución Política de 
los Estados Unidos de América de 1787. 
Un documento fundacional y longevo en 
todas sus letras, el cual ha tenido duran-
te 234 años de historia y de vida constitu-
cional solamente “27 enmiendas, 10 de las 
cuales ocurrieron en un mismo evento”, 
durante 1791 (Melgar, 2017, p. 524).

II. LA BÚSQUEDA DEL CAMBIO 
INSTITUCIONAL

En la realidad inmediata, la Constitución 
mexicana está en la mira de diversos ac-
tores políticos y sociales en México que 
reclaman nuevas decisiones fundamenta-
les, de las que habla Carl Schmitt (1961), 
y demandan otra correlación de factores 
reales de poder, en palabras de Ferdinand 
Lasalle (2016), así como la ponderación del 
texto político frente a la ampliación de su 
catálogo de derechos fundamentales, con 
lo que se intenta fortalecer las prerroga-
tivas para las personas y engrandecer un 
diseño de nuevos controles al ejercicio del 
poder político. Diversos actores también 
buscan implementar nuevas instituciones 
jurídicas que definan y den mayor certeza, 
tanto a los operadores del gobierno como 
a los demás poderes del Estado; incluso se 
habla de regular con nuevos tamices a los 
poderes fácticos, tanto económicos como 
medios de comunicación masiva.

El texto constitucional también está en 
la mira de innumerables grupos de poder 
político, doctrinarios del Derecho y de la 
ciencia política, estudiosos de la cultura 
y de las nuevas tecnologías, o de escuelas 
de pensamiento económico. Todos ellos 
consideran, ponderan y anhelan el mejo-
ramiento de la Constitución Política mexi-
cana desde el bagaje normativo, la técni-
ca jurídica y legislativa, la innovación de 
nuevos procesos políticos y su control, e 
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incluso para fortalecer o modificar el pac-
to social que le antecede.

Frente a esto es importante tomar en 
cuenta que la discusión sobre la modifi-
cación del texto constitucional de altos al-
cances y distintos grados de cambio insti-
tucional es longeva; tiene su origen en los 
años noventa del siglo pasado en México, 
como efecto de las reformas políticas y 
electorales de finales de los años setenta 
y sus impactos en los años ochenta y no-
venta, con la apertura y extensión de las 
libertades democráticas, principalmente.

Esa discusión se dio y se sigue dando 
desde varios puntos de vista o enfoques, 
como los que se presentan a continuación 
de manera enunciativa y no limitativa, 
en los cuales se han manifestado diversos 
grados de progresividad y complejidad 
(Instituto de Investigaciones Jurídicas de 
la unAm, 1999).

El de una nueva Constitución a través 
de un Congreso Constituyente, por parte 
de diversos actores políticos y sociales, así 
como de doctrinarios del Derecho y de la 
ciencia política.

a) El de una nueva constitucionalidad 
por medio de una reforma integral o 
proceso reformatorio establecido en el 
artículo 135 constitucional, que de igual 
manera es una posición que han mani-
festado diversos especialistas en el Dere-
cho y la ciencia política, así como acto-
res políticos.

b) A partir de un referéndum de gran-
des dimensiones. Este se ha considerado 
como una forma de legitimar los cam-
bios, desde una perspectiva de la demo-
cracia participativa que también ha sido 
propuesta de varios doctrinarios y acto-
res políticos.
c) El de la reordenación y consolidación 
del texto fundamental acompañado de 
una Ley de Desarrollo Constitucional. 
Esta propuesta fue realizada reciente-
mente en 2017 por el Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas (iiJ) de la Universidad 
Nacional Autónoma de México (unAm), y 
ha sido, incluso, impulsada en el Congre-
so mexicano, para incentivar la discu-
sión en el marco de las agendas legislati-
vas (Fix-Fierro y Valadés, 2017).

Hasta nuestros días estas son las ten-
dencias que buscan el cambio de la Cons-
titución Política desde una perspectiva 
novedosa e integral. Al respecto podemos 
afirmar que existen varias docenas de pro-
ductos académicos en las diferentes pers-
pectivas, que van desde las reflexiones pe-
riodísticas y políticas hasta trabajos con 
evidencia científica de académicos, espe-
cialistas y de prestigiosas instituciones de 
investigación en México.
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III. HACIA LA CONSTRUCCIÓN DE UN 
NUEVO ENFOQUE

En ese escenario de vicisitudes pondera-
mos en nuestra reflexión un enfoque dife-
renciado que busca desarrollar la perspec-
tiva de un nuevo texto constitucional, pero 
primero basado en premisas de un diseño 
que fortalezca el sistema de controles del 
poder político e instituya sólidamente el 
ámbito de la responsabilidad política de 
los agentes, personas o entes públicos gu-
bernamentales, para el cumplimiento del 
servicio público, con el que se vigoricen y 
alienten los esfuerzos hacia la prevención 
del daño que esos agentes gubernamenta-
les puedan hacerle al Estado.

Dicho de otra manera, se trata de pensar 
y desarrollar las premisas de un funda-
mento teórico bajo los ejes analíticos de 
control del poder, de la responsabilidad 
política y de otras categorías que se deri-
ven de estos, que nos permitan un mejor 
diseño y contenido para progresar en el 
cumplimiento y prevención del daño, e in-
cluso para remediar o reparar el daño oca-
sionado al Estado y sus instituciones en el 
ejercicio de la función pública.

En ese orden de ideas, asimilamos positi-
vamente la propuesta desarrollada por el 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
unAm, basada en la premisa de la reorde-
nación y consolidación del texto constitu-
cional, para valorar la inclusión de nuevos 
contenidos normativos e instituciones en 

el texto constitucional, y ponderar la via-
bilidad de una Ley de Desarrollo Constitu-
cional, como lo propone dicho Instituto.

En este esfuerzo reflexivo vale la pena 
aclarar que, por ahora, en el marco de 
las distintas propuestas para una nueva 
Constitución en México, no nos interesa 
la forma, método o proceso representati-
vo o participativo para legitimar el cam-
bio constitucional. Es decir, no tenemos 
mayor preocupación si una nueva Cons-
titución deba realizarse a través de la 
complejidad que representa un Congreso 
Constituyente o una reforma integral —
nueva constitucionalidad—, antecedida o 
no por un referéndum o consulta. Eso de-
berá valorarse cuando se concluya con las 
premisas teóricas del diseño y la posible 
formulación de los nuevos contenidos.

Así, la primera consideración es desa-
rrollar el fundamento teórico del diseño 
y tratar de comprender y sustanciar con 
la mayor profundidad posible los nue-
vos contenidos del cambio institucional 
y constitucional, basado este, como se 
ha mencionado, en los ejes analíticos de 
control del poder y la responsabilidad po-
lítica, para después juzgar, debatir o su-
gerir su modalidad de sometimiento a la 
dimensión de su legitimidad y hegemonía 
revestida del consenso social, parafrasean-
do a Antonio Gramsci, tanto participativo 
como representativo, o de ambos, como 
también se ha mencionado.
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En el mismo sentido, y con la finalidad 
de mirar más allá de las fronteras de Mé-
xico y de ponderar la genuina experiencia 
que nos proporciona el Derecho compa-
rado, es imperante subrayar que el caso 
mexicano frente a la Constitución españo-
la representa una experiencia antípoda y 
dicotómica respecto a la tradición refor-
madora, así como en los dispositivos de 
control parlamentario y responsabilidad 
política. También lo es frente a la Consti-
tución de los Estados Unidos de América, 
a pesar de que esta ha influido de manera 
determinante en el origen del sistema pre-
sidencial, el federalismo y la división de 
poderes en México desde 1824.

IV. COMPONENTES 
ARGUMENTATIVOS

El argumento central de nuestra reflexión 
está orientado en el mejoramiento del tex-
to constitucional mexicano: primero, por 
la necesidad de su ordenación sistemáti-
ca, y segundo, por la construcción de pre-
misas teóricas como base del diseño insti-
tucional, poniendo énfasis en la creación 
de instrumentos de control, instauración 
y perfeccionamiento de derechos funda-
mentales, en la flexibilidad de la división 
de poderes, capacidad decisional y res-
ponsabilidad, así como en la inclusión de 
nuevos contenidos o el fortalecimiento de 
los ya existentes.

En ese orden de ideas es imprescindible 
estudiar y analizar el texto de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para establecer, en el marco 
de la plausibilidad científica del Derecho 
constitucional y de la ciencia política, un 
fundamento teórico para un nuevo diseño 
institucional y constitucional, así como la 
viabilidad empírica del cambio institucio-
nal con base en lo siguiente:

a) Asumiendo la tendencia y las premi-
sas metodológicas y de técnica jurídica 
de reordenación del texto actual de la 
Constitución, y la creación de una Ley 
de Desarrollo Constitucional; ambas 
propuestas realizadas por el Instituto 
de Investigaciones Jurídicas de la unAm, 
como parte del nuevo diseño institu-
cional.

 Dicho trabajo depura y ordena los con-
tenidos del texto constitucional actual 
y extrae otros para incluirlos en una 
propuesta de Ley de Desarrollo Consti-
tucional.

b) Basándonos en ejes de trabajo y de or-
denamiento conceptual, tales como el 
control del poder político de los entes 
públicos y la responsabilidad política 
de los funcionarios gubernamentales 
y de otras categorías que se deriven de 
dichos conceptos.

c) Acompañándonos de la perspectiva de 
la elección racional en el contexto del 
neoinstitucionalismo y de las premi-
sas teóricas del modelo garantista, en 
las que se privilegia la racionalidad de 
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la conducta hacia el cumplimiento de 
los agentes públicos y la supremacía de 
los derechos fundamentales, respecti-
vamente.

d) Incentivando la creación de nuevos 
contenidos constitucionales e institu-
ciones que permitan un mayor control 
del poder político y el aseguramien-
to de la responsabilidad política en la 
función pública como base del diseño. 
Es decir, entre mejor diseño mayor 
cumplimiento y viceversa.

e) Estableciendo como referente interna-
cional la tradición constitucionalista 
reformadora antípoda de México y las 
equivalencias funcionales, en materia 
de control y responsabilidad, frente a 
los casos de España y los Estados Uni-
dos de América, considerando las dife-
rencias históricas y de contexto de esas 
naciones.

Todo ello bajo los ejes analíticos y pers-
pectivas basados en el cumplimiento del 
servicio público, la promoción del benefi-
cio, la prevención del daño o, en su caso, 
la remediación de este con base en lo si-
guiente:

• Analizar los enfoques sobre una nueva 
Constitución o constitucionalidad y con-
frontarlos con el del nuevo diseño insti-
tucional.

• Diagnosticar y hacer un balance de los 
dispositivos constitucionales con base 

en los desajustes, debilidades y faltantes 
en el diseño actual.

• Comparar equivalencias funcionales del 
texto mexicano, al menos respecto de las 
Constituciones española y estadouni-
dense.

• Desarrollar el fundamento teórico, ba-
sado en ejes de reordenamiento concep-
tual, para ponderar la ampliación del 
marco de los derechos fundamentales.

• Contrapesar la flexibilidad de la división 
del poder y el control parlamentario 
como base del nuevo diseño.

• Robustecer el control del poder con capa-
cidad funcional y el control de las diver-
sas modalidades de poder fáctico.

• Fortalecer la responsabilidad política en 
todos los entes públicos del Estado y los 
funcionarios del poder público.

Posteriormente establecer conjeturas 
fundamentales para asegurar la viabili-
dad de una nueva Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, bajo un 
fundamento teórico que explique y justifi-
que la innovación del nuevo diseño, como 
se ha dicho.

V. LA DISERTACIÓN Y LOS RETOS 
FUNDAMENTALES

Así, el desafío será la construcción del 
nuevo enfoque y responderá lo siguiente:

i. ¿Es mejorable el texto constitucional 
mexicano e institucionalmente po-
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sible y viable esa mejora, a partir de 
su ordenación sistemática, teniendo 
como ejes transversales el control del 
poder y la responsabilidad política, 
atendiendo equivalencias funciona-
les de otras Constituciones, como la 
española y la estadounidense, como 
base de un nuevo diseño institucio-
nal en términos teóricos en el sen-
tido de que hay en el ordenamiento 
jurídico vigente elementos que lo 
permiten?

ii. Si la progresividad del texto consti-
tucional es una alternativa viable en 
términos teóricos, porque parte de 
su ordenación sistemática es plau-
sible científicamente, a partir de un 
nuevo diseño basado en la transver-
salidad del control del poder y la 
responsabilidad política, que asume 
referentes empíricos de las Constitu-
ciones española y estadounidense, y 
mantiene cierta persistencia con la 
ingeniería jurídica actual, ¿qué con-
tenidos nuevos requiere y qué desa-
fíos afronta para la realización de su 
cambio institucional?

VI. LINEAMIENTOS TRANSVERSALES

En concordancia con lo anterior, la diser-
tación y los lineamientos de nuestra re-
flexión, consideramos el objeto del conoci-
miento del Derecho desde una perspectiva 
de principios y premisas del positivismo 
jurídico hasta el modelo garantista, en el 

entendido de que dicho objeto de estudio 
tiene un campo donde puede coexistir, in-
teractuar y confluir con otros campos de 
las ciencias sociales, como el de la ciencia 
política y el de la historia.

De igual manera, comparando equiva-
lencias funcionales o análogas con dis-
positivos normativos o instituciones ju-
rídicas de otros textos fundamentales, 
considerando las diferencias de contexto 
e historia. Teniendo como postulado em-
pírico la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, sus modificacio-
nes desde 1917 hasta 2023 y la propuesta 
de reordenación de ese texto realizado por 
el Instituto de Investigaciones Jurídicas de 
la unAm.

Asimismo, consideramos que en el 
ámbito de nuestra reflexión es menester 
una revisión del enfoque neoinstitucio-
nal, el constitucionalismo y el modelo ga-
rantista, para fundamentar premisas teó-
ricas sobre la perspectiva de los derechos 
fundamentales, el control parlamentario, 
la flexibilidad de los poderes del Estado, 
la responsabilidad política de los funcio-
narios públicos y el control de los poderes 
fácticos, considerado que los lineamien-
tos transversales de nuestro enfoque se 
orientan por:

1) Un criterio exploratorio, en el supuesto 
de que no existen estudios que plan-
teen un fundamento teórico para un 
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nuevo diseño de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

2) Un carácter descriptivo, porque preten-
de describir las debilidades y fortale-
zas del diseño constitucional e insti-
tucional actual, e incluso atestiguar la 
complejidad asistemática, la ausencia 
de criterios técnico-jurídicos y la je-
rarquía de dispositivos constituciona-
les frente a los legales en el mismo tex-
to, entre otras debilidades del diseño.

3) Un componente crítico y analítico, por-
que busca ponderar los resultados del 
estudio descriptivo y no limitarse a él.

4) Un análisis comparativo, porque se es-
tudiarán equivalencias funcionales de 
otros sistemas constitucionales, como 
el caso de las Constituciones española 
y estadounidense.

5) Un componente histórico, porque se ana-
lizarán documentos jurídicos, como 
la Constitución de 1917, sus modifica-
ciones hasta el año de conclusión de 
la investigación y, de manera general, 
los eventos más importantes que las 
hicieron posibles.

6) Un carácter propositivo, porque busca 
profundizar en el campo del Derecho 
y de la ciencia política, para aportar 
fundamentos teóricos del diseño para 
la investigación científica, así como 
lineamientos generales para la elabo-
ración de nuevos contenidos constitu-
cionales.

No obstante lo anterior también es pon-
derable realizar un análisis exegético, que 
analice los conceptos, las instituciones y 
las normas con criterios primordialmen-
te jurídicos con base en las decisiones y 
procesos políticos, y, en algunos casos, con 
base en la doctrina y la jurisprudencia.

Así, el diseño deberá resolver la relación 
entre el control político, atribuciones de 
los poderes y los derechos fundamentales, 
pero considerando las implicaciones de 
reforzamiento mutuo entre el control del 
poder y la responsabilidad políticos, bajo 
lo siguiente:

1. Prevención del daño, centrada en la 
desviación, por parte de los agentes 
públicos.

2. Remediación y rectificación del daño 
centrada en las extenuaciones y como 
efectos de la reingeniería del diseño 
constitucional e institucional.

3. Promoción del beneficio centrada en 
el cumplimiento de la función pública.

VII. CONCLUSIONES

En consecuencia, se plantean a conti-
nuación las conjeturas o suposiciones de 
nuestra reflexión:

Es posible y viable la mejora del texto 
constitucional mexicano en el marco 
de su reordenación y con base en un 
fundamento teórico que oriente un 
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nuevo diseño institucional consideran-
do lo siguiente:

a) La progresividad del texto constitucio-
nal en el sentido de que hay en el or-
den normativo actual elementos que 
lo permiten.

b) Transversalidad y desarrollo concep-
tual del control del poder político y de 
la responsabilidad política como ba-
ses del nuevo texto.

c) Compatibilidad y divergencias respecto 
a las equivalencias funcionales de los 
textos constitucionales de España y 
los Estados Unidos de América en la 
materia de control del poder y de res-
ponsabilidad política.

De igual manera, en el marco de un fun-
damento teórico para un nuevo diseño 
institucional de la Constitución Política, 
se requiere analizar los contenidos exis-
tentes y, en su caso, fortalecerlo, sobre 
todo en el ámbito de la responsabilidad 
política, el control político desde la pers-
pectiva parlamentaria, la flexibilidad de la 
división de poderes y la limitación de los 
poderes fácticos.

No obstante lo anterior también es im-
portante ponderar lo siguiente:

• Que antes de considerar la realización 
de una nueva Constitución en México, 
sea esta desde la perspectiva de una 
nueva constitucionalidad —reforma 
integral— o a través de un Congreso 

Constituyente, es menester la elabo-
ración de un fundamento teórico de 
diseño que la guíe.

• Que el cambio constitucional bajo las 
premisas de un nuevo diseño en el 
marco del control del poder, los dere-
chos fundamentales y la responsabi-
lidad política, es esencial para incen-
tivar conductas de cumplimiento del 
servicio público.

• Que la certeza y la seguridad jurídica 
del marco constitucional son compo-
nentes fundamentales para incentivar 
estructuras institucionales estables, 
legitimidad en el ejercicio público, cer-
tidumbre constitucional y monitoreo 
de los poderes del Estado, pero tam-
bién por parte de los gobernados.

• Que para incentivar la capacidad 
funcional y decisional de los acto-
res gubernamentales de los distintos 
órdenes y poderes de gobierno, es pon-
derable perfeccionar la sistematicidad 
y organización de las premisas deri-
vadas de los acuerdos fundamentales 
expresados en el pacto constitucional.

Por último, es recomendable un estudio 
en el marco de la plausibilidad científica, 
que desde el objeto del Derecho hasta la 
ciencia política establezca una nueva doc-
trina, en la que se analice el diseño actual 
de la Constitución Política mexicana en 
el marco de un fundamento teórico para 
un nuevo diseño institucional, antes de 
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cualquier intento de una nueva hechura 
del texto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.
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RESUMEN
El objetivo del presente trabajo es mostrar la salvaguarda constitucional de la integridad físico-psicológica 

de todo ser humano, partiendo de la siguiente interrogante: ¿cuál es la salvaguarda constitucional y legal 
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INTRODUCCIÓN

E
ste trabajo representa una aproximación so-
bre la salvaguarda constitucional y legal de 
la integridad de todo ser humano, pero con 
énfasis en las víctimas de violencia vicaria, 
cuyo problema social adquiere relevancia, 

en México, en 2022, como exigencia de movilizaciones 
de la sociedad.

Existen varias interrogantes comenzando por enten-
der la raíz de lo que es agresión, violencia y “vicaria”, 
pero la pregunta principal es: ¿cuál es la salvaguarda 
constitucional y legal para la mujer víctima de violencia 
vicaria?, incluso para las víctimas “secundarias” como 
los descendientes.

Para tal propósito esta investigación sigue una meto-
dología cualitativo-descriptiva. En primer lugar, se sitúa 
el concepto materia de análisis de violencia vicaria, la 
cual es una especie de violencia de género en el ambien-
te familiar, donde se aportan datos cuantitativos sobre 
la dimensión del problema derivados de la encuesta so-
bre violencia vicaria y revisión de literatura pertinente.

Acto seguido se realiza el planteamiento teórico-con-
ceptual consistente en los derechos humanos, propio del 
nuevo constitucionalismo originado en Europa y reto-
mado por México a partir de la reforma constitucional 
en materia de derechos humanos, en 2011, con la fina-
lidad de proteger la dignidad de las personas, como es 
el caso de la mujer. Todo esto mediante la técnica docu-
mental consistente en la revisión bibliográfica y lexigrá-
fica, para justificar la salvaguarda constitucional de la 
mujer en México.

Finalmente, mediante la revisión hemerográfica y lexi-
gráfica, se evidencia la regulación administrativa y, ex-
cepcionalmente penal, de la violencia vicaria en las en-
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tidades federativas de nuestro país, para 
la salvaguarda de la vida del ser humano, 
con énfasis en la de la mujer y demás víc-
timas de este tipo de violencia, resultando 
cuestionable la derogación de la prohibi-
ción de la privación de la vida en la norma 
constitucional.

DELIMITACIÓN DEL OBJETO DE 
ESTUDIO: VIOLENCIA VICARIA

La violencia se usa como un equivalente 
a la agresión, pero son diferentes. Según 
Boggon (2006), en términos de las teorías 
psicoanalíticas y perspectivas evolucionis-
tas, la agresión es una conducta instinti-
va mediante la cual se manifiesta la agre-
sividad; en contraste, la violencia es una 
construcción social de ejercicio del poder 
mediante el empleo de la fuerza para do-
minar a otro, que implica la relación su-
perior-inferior en función de roles, como 
padre-hijo, hombre-mujer.

Desde esta mirada las violencias con-
tra la mujer son construcciones sociales 
también llamadas sexistas, masculinas o 
de género, pero unificadas en el concepto 
“violencia contra las mujeres” por ser un 
término sencillo y claro para cualquier 
persona, porque visibiliza a las mujeres 
víctimas de la violencia; y porque es la ex-
presión con mayor consenso social, políti-
co y jurídico.

Sin embargo, hombre y mujer son cate-
gorías sexuales y, al ser tal, su origen es na-
tural; mientras que los géneros masculino 

y femenino son categorías sociales, es de-
cir, son construcciones enraizadas en las 
estructuras sociales. Es decir, el género es 
una construcción social, cultural e histó-
rica que se explica en relaciones de poder, 
el cual está íntimamente ligado a distintas 
formas de imposición social y cultural de 
normas, prácticas, valores y símbolos que 
delimitan pautas sociales (Arévalo et al., 
2018).

Bajo estos parámetros de construcción 
social emerge el concepto de violencia de 
género. Este tipo de violencia es ejercida 
por los hombres contra las mujeres, debi-
do a una relación íntima entre victimario 
y víctima; el primero (género masculino) 
busca mantener el control y el dominio 
sobre la segunda (género femenino) me-
diante conductas físicas, psicológicas o 
sociales en el ambiente familiar, laboral o 
doméstico (Casique y Ferreira, 2006).

Como se puede observar, no hay un solo 
tipo de violencia ni un solo tipo de violen-
cia de género, sino varias violencias que 
convergen, entre ellas la violencia vicaria 
en la familia, definida por Vaccaro citada 
por Gómez (2023) como “aquella violencia 
secundaria que afecta a una víctima prin-
cipal, que es la mujer, a través de la acción 
de ejercer un daño a terceros”; y para la 
Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, también citada por Gómez (2023), 
“es aquella en la que se utiliza a hijos, hi-
jas y personas significativas para la mujer, 
como medio para dañarlas o producirles 
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sufrimiento y que generalmente se produ-
ce cuando las víctimas deciden terminar 
una relación o denunciar la violencia ejer-
cida en su contra”.

La instrumentalización de las hijas(os) 
como objeto para maltratar y causar do-
lor a la madre no es un hecho nuevo ni 
reducido (dañar a la mujer dañando a ter-
ceros). Dada su presencia reiterada en las 
estructuras sociales y la demanda de la 
población, el legislador ha optado por su 
inclusión en la ley.

Escuchemos las voces de las mujeres víc-
timas, sin olvidar que hay más víctimas. 
De acuerdo con Seifert (2022), el Frente 
Nacional contra la Violencia Vicaria reali-
zó dos encuestas sobre el reconocimiento 
de la violencia vicaria en México, entre el 
15 de marzo y el 15 de abril de 2022 y, en 
mayo 2022: 7 de cada 10 mujeres manifes-
taron sufrir violencia. En el caso concreto 
que nos ocupa, tenemos:

El agresor, en 86 % de casos encuesta-
dos, amenaza con dañar a sus hijas(os); 
en 82 % ha negado la pensión alimenti-
cia; en 50 % tiene acceso a armas; en 18 
% pertenece al servicio público; en 58 % 
usa tráfico de influencias; en 67 % alarga 
el proceso legal; en 81 % tiene una ventaja 
económica; en 62 % simula actos jurídi-
cos o falsifica documentos; y 9 de 10 agre-
sores inician trámites contra la mujer.

En contraste, la mujer víctima en 50 % 
de los casos ha sido amenazada de muer-
te; en 59 % se vio obligada a salir de su 

domicilio familiar; solo en 30 % cuenta 
con recursos económicos adecuados y 
suficientes para enfrentar los procesos 
legales; en 57 % son denunciadas por vio-
lencia familiar; en 71 % también ha sufri-
do violencia institucional. En cuanto a los 
descendientes, en 81 % las hijas(os) son 
sustraídos; en 71 % sufrían violencia por 
el agresor; finalmente, el promedio para 
recuperar a las hijas(os) oscila entre un 
año o un año y medio.

JUSTIFICACIÓN TEÓRICO-CONCEP-
TUAL DE LA VIOLENCIA VICARIA

El neoconstitucionalismo se deriva de la 
tradición constitucional europea de los 
últimos cincuenta años (Santiago, 2008) 
y representa un cambio significativo en 
la concepción, interpretación y aplicación 
de la Constitución; si antes de 1945, a nivel 
mundial, o antes de 2011, en México, era 
un instrumento político, ahora es un ins-
trumento jurídico y dinámico para garan-
tizar los derechos y principios fundamen-
tales de la persona mediante mecanismos 
de control constitucional/convencional y 
la consolidación de un Poder Judicial inde-
pendiente y fortalecido.

Según Romero (2017), el neoconstitucio-
nalismo es un modelo integral que explica 
la transformación de la tradición formal 
del derecho a la Constitución como nor-
ma jurídica conformada por principios y 
valores, y de texto abierto para respaldar 
el Derecho, al Estado y sus actividades. Se 
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centra en la dignidad de la persona huma-
na y, para nuestros fines, en la mujer (y la 
niñez) como grupo vulnerable en México, 
quien históricamente ha sido víctima de 
estructuras patriarcales.

El nuevo papel de la Constitución des-
plaza el Estado de derecho por el Estado 
constitucional y democrático de derecho, 
incorpora nuevos derechos al sistema de 
principios como criterios rectores de las 
acciones en el ámbito público y privado, 
conserva el Principio de Supremacía Cons-
titucional, proporciona instrumentos de 
garantía para hacer valer los derechos 
humanos y otorga amplias facultades al 
juzgador para proteger mediante control 
difuso o convencional con la debida apor-
tación del legislador.

La cultura de paz, principios, valores y 
derechos humanos forma parte de este 
nuevo Estado constitucional de derecho 
para enfrentar la violencia en el tejido 
social en general y en la familia en par-
ticular. En el caso de la violencia vicaria 
importa considerar los principios cons-
titucionales de propersona, la igualdad 
sustantiva entre el hombre y la mujer, y el 
interés superior de la niñez en congruen-
cia con los bloques de legalidad, constitu-
cionalidad y convencionalidad.

Así que las instituciones destinadas a le-
gislar, así como las encargadas de la aten-
ción y acceso a la justicia, deben crear la 
legislación relativa a la violencia vicaria, 
o existiendo, se deben emitir las determi-

naciones, resoluciones y sentencias para 
garantizar los derechos humanos de las 
mujeres y el interés superior de la niñez.

SALVAGUARDA CONSTITUCIONAL 
CONTRA LA VIOLENCIA VICARIA EN 
MÉXICO

De acuerdo con la tesis 1a. CXXXVI/2017 
(10a.), de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (2017), el legislador de Puebla, al 
tipificar la violencia familiar en el artículo 
284 Bis del Código Penal del Estado, sope-
sa adecuadamente la integridad personal 
y la especial situación de vulnerabilidad 
de quienes conviven en relaciones afecti-
vamente significativas, y que el derecho 
penal debe ser la última respuesta —re-
curso— en un Estado democrático social 
de derecho como el nuestro, pero también 
reconoce que en el entorno familiar, aun 
siendo un ámbito de solidaridad y ayuda 
mutua, ocurren actos de violencia, parti-
cularmente contra quienes están en des-
ventaja por razones de sexo, género, dis-
capacidad, edad o padecen otras formas 
de opresión que también se manifiestan 
dentro de la familia.

Estos actos de violencia demandan la in-
tervención estatal en la forma de preten-
sión punitiva para la protección de bienes 
jurídicos, la prevención general y la espe-
cífica en la familia como un bien valioso, y 
las relaciones y arreglos que en ella se ge-
neran como un espacio de interés para el 
Estado, para emprender acciones protec-
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toras de la integridad de quienes conviven 
en ese ámbito.

Así, el Estado reconoce su responsabi-
lidad de intervenir en el espacio privado 
para garantizar el bienestar y la seguridad 
de las personas sujetas a su jurisdicción, 
para asegurar el derecho a una vida libre 
de violencia en la familia en cumplimien-
to del mandato constitucional y conven-
cional de protección y salvaguarda. Hasta 
aquí la tesis.

En esa tesitura, en términos de los artí-
culos 1, 4, 14, 40 y 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
para la salvaguarda constitucional de 
la vida e integridad de las mujeres (y los 
descendientes) frente al poder de los hom-
bres en Puebla, se legisla sobre violencia 
vicaria por la afectación de ella, deriva-
da del daño a terceros (descendientes) en 
congruencia con el sistema de derechos 
humanos de un Estado democrático de de-
recho, según el artículo 1 de la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia (2007) y el principio constitu-
cional del interés superior de la niñez.

REGULACIÓN LEGAL DE LA 
VIOLENCIA VICARIA EN MÉXICO

En 2020 la cndh recibió numerosas soli-
citudes de apoyo e intervención por parte 
de mujeres víctimas de violencia vicaria. 
En respuesta, las entidades federativas de 
México optaron por su regulación admi-
nistrativa (y excepcionalmente penal).

En 2022 se adicionó la violencia vicaria 
en la Ley de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia en Zacatecas; en 
el Código Penal para el Estado de Hidalgo; 
en la Ley de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia en Campeche; en 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia en Yucatán; en la Ley de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia en el Estado de México; en la Ley 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia en Baja California Sur; en la 
Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia en Sinaloa; en la Ley de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia en San Luis Potosí; y en 2023 en 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia en Morelos y en la Ley 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia en Colima. Nos limitaremos 
al caso del estado de Puebla.

De acuerdo con la fracción IV del artí-
culo 5 de la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la 
violencia de género es la violencia contra 
las mujeres, que consiste en “Cualquier ac-
ción u omisión, basada en su género, que 
les cause daño o sufrimiento psicológico, 
físico, patrimonial, económico, sexual o la 
muerte tanto en el ámbito privado como 
en el público”.

En la citada Ley, se advierte que hay va-
rios tipos de violencia. El artículo 6 desta-
ca la violencia psicológica (celos, insultos, 
humillaciones, indiferencia, infidelidad y 
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otros casos), violencia física, violencia pa-
trimonial (transformación, sustracción, 
destrucción, retención o distracción de 
valores), violencia económica (control del 
salario), violencia sexual y otras formas 
análogas que afecten la dignidad, integri-
dad o libertad de las mujeres.

Asimismo, a lo largo de la Ley se desta-
can varias modalidades, formas, manifes-
taciones o ámbitos en los que se presenta 
la violencia contra las mujeres: laboral y 
docente, en la comunidad, institucional, 
política, digital y mediática, feminicida y 
familiar.

La violencia familiar es un tipo particu-
lar de violencia que el artículo 7 de la Ley 
que nos ocupa define como

el acto abusivo de poder u omisión inten-
cional, dirigido a dominar, someter, con-
trolar, o agredir de manera física, verbal, 
psicológica, patrimonial, económica y 
sexual a las mujeres, dentro o fuera del 
domicilio familiar, cuya persona agreso-
ra tenga o haya tenido relación de paren-
tesco por consanguinidad o afinidad, de 
matrimonio, concubinato o mantengan 
o hayan mantenido una relación de he-
cho.

La particularidad de la violencia contra 
la mujer en la familia tiene que ver con lo 
siguiente: la mujer es víctima de violencia 
no solo en el exterior de la familia, sino en 
el interior de ella; no solo en una moda-

lidad de violencia, sino en una multiplici-
dad dentro del hogar (psicológica, física, 
sexual), lo cual explica la creación legis-
lativa para la diversidad de ámbitos, con 
énfasis en la familia.

La mencionada regulación de violencia 
familiar tiene alcance administrativo, la 
cual se extiende con esa misma naturale-
za a través de otras leyes, como la Ley de 
los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores y la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes a nivel fede-
ral, las cuales se replican en las entidades 
federativas.

Adicionalmente, existe el tipo penal de 
violencia familiar. En el artículo 343 Bis 
del Código Penal Federal, se lee:

Comete el delito de violencia familiar 
quien lleve a cabo actos o conductas de 
dominio, control o agresión física, psi-
cológica, patrimonial o económica, a al-
guna persona con la que se encuentre o 
haya estado unida por vínculo matrimo-
nial, de parentesco por consanguinidad, 
afinidad o civil, concubinato, o una rela-
ción de pareja dentro o fuera del domici-
lio familiar.

Asimismo, el artículo 284 Bis del Código 
Penal del Estado Libre y Soberano de Pue-
bla considera violencia familiar a

la agresión física, moral o patrimonial 
de manera individual o reiterada que se 
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ejercita en contra de un miembro de la 
familia por otro integrante de esta, con 
la afectación a la integridad física o psi-
cológica o de ambas, independientemen-
te de que puedan producir afectación or-
gánica.

Es evidente que el tipo penal no se redu-
ce a la protección de la mujer en la familia, 
pues busca salvaguardar la vida e integri-
dad de todos los integrantes de la fami-
lia, es decir, sanciona la violencia “contra 
cualquier integrante de la familia que se 
encuentre habitando en la misma casa de 
la víctima”.

Además de las medidas administrati-
vas y penales recientemente se agregó 
otro tipo de violencia contra la mujer en 
la familia de naturaleza administrativa. 
En la fracción IX del artículo 2 de la Ley 
de Prevención, Atención y Sanción de la 
Violencia Familiar para el Estado de Pue-
bla, el 03 de agosto de 2022, se incorporó 
la violencia vicaria consistente en “todo 
acto u omisión intencional, con el objeto 
de causar daño a la víctima a través del 
perjuicio, maltrato, descuido y/o manipu-
lación de las hijas y los hijos; así como el 
daño o menoscabo del vínculo filial con la 
víctima”, entendida por esta a la mujer, se-
gún la Ley para el Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia del Estado de 
Puebla (2007).

Se trata de una manifestación de violen-
cia por quien mantiene o mantuvo una 

relación afectiva o sentimental de pareja 
con la víctima, que por sí o por encargo 
utiliza a las hijas(os) de la víctima como 
instrumento para causarle daño. Incluso, 
se equipara a ese tipo de violencia “la que 
se realice hacia un ascendiente directo por 
consanguinidad o afinidad hasta el tercer 
grado, dependiente económico de la vícti-
ma, o un adulto mayor que se encuentre al 
cuidado de la víctima”.

Este tipo de violencia familiar contra la 
mujer literalmente se reitera en la frac-
ción VII del artículo 10 de la Ley para el 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado de Puebla (2007) y en 
la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños 
y Adolescentes del Estado de Puebla (2015). 
Por su parte, la fracción IV del artículo 291 
del Código Civil para el Estado Libre y So-
berano de Puebla agrega: “la autoridad 
competente podrá emitir los actos de pro-
tección y de urgente aplicación de manera 
precautoria o cautelar, en función del in-
terés superior de la víctima”, de acuerdo 
con la Ley para el Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia del Estado de 
Puebla (2007) y demás legislaciones apli-
cables.

CONCLUSIÓN

Este trabajo da cuenta de la violencia con-
tra la mujer en la familia en la modalidad 
de violencia vicaria. Se trata de una vio-
lencia que no recae directamente en la 
mujer víctima, sino en un tercero (con vín-
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culo principalmente familiar), pero que sí 
le genera una afectación de dolor y sufri-
miento. Si bien hemos hablado de muchos 
tipos y modalidades de violencia, lo cierto 
es que la violencia vicaria es la expresión 
más inhumana e impensable de la violen-
cia de género.

Se destacan las razones teórico-concep-
tuales desde el nuevo constitucionalismo, 
que reconoce los derechos humanos de las 
personas de modo progresivo y genera me-
canismos de protección, como en el caso 
de la violencia vicaria, lo cual justifica el 
avance en su regulación administrativa y, 
excepcionalmente penal, en las entidades 
federativas; no obstante, sigue resultando 
cuestionable la derogación de prohibir la 
privación de la vida en el artículo 14 de la 
norma constitucional mexicana de 1917, 
lo cual se deja pendiente para un debate 
más profundo.
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Judicial application of international human rights standards in Mexico

RESUMEN
El bloque de derechos humanos implica la positivización de normas, el reconocimiento de derechos y una 

interpretación adecuada por parte de los poderes estatales. En México, el respeto, protección, garantía y 

promoción de los derechos humanos parten de un mandato legal sustentado en la Constitución y el derecho 

internacional de los derechos humanos, que, junto con los Principios de Progresividad, Propersona y Subsi-

diariedad, suponen un escenario de interacción de fuentes de diverso origen que deben ser aplicadas por los 

jueces al momento de resolver. En la presente investigación se parte de la idea de que la labor judicial es cru-

cial para conducir la interacción de fuentes nacionales e internacionales, para, a través del reconocimien-

to y aplicación de los estándares, facilitar el reconocimiento y perfeccionamiento de los derechos. Como 

objetivo central se analizaron casos emblemáticos de la 9.ª a la 11.ª Épocas Judiciales, por lo que se refiere a 

la aplicación de fuentes internacionales en la resolución de casos, y así abstraer de manera deductiva los 

principios y métodos utilizados para la resolución de casos, a través de la aplicación de estándares interna-

cionales. Como resultados: a) se identificaron parámetros de aplicación al reconocimiento y caracterización 

de derechos humanos; y b) se identificó la conformación del bloque de derechos con la intervención subsi-

diaria del derecho internacional de los derechos humanos, a través de la resolución de casos concretos. De lo 

anterior, se dejó patente la relevancia adquirida por el Poder Judicial Federal en la interpretación progresiva 

del reconocimiento de los derechos humanos.
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Aplicación judicial en México de los estándares internacionales en derechos humanos
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ABSTRACT
The block of rights that implies respect for human rights implies 

the positivization of norms, the recognition of rights as well as an 

adequate interpretation by the State powers. In Mexico, the respect, 

protection, guarantee and promotion of human rights is based on 

a legal mandate supported by the Constitution and international 

human rights law, which together with the Principles of Progres-

sivity, Pro Person, and Subsidiarity, imply a scenario of interaction 

of sources of diverse origin that must be applied by judges at the 

time of ruling. This research is based on the idea that judicial work 

is crucial to conduct the interaction of national and international 

sources to facilitate the recognition and improvement of rights 

through the recognition and application of standards. As a central 

objective emblematic cases from the 9th to 11th Judicial Epochs were 

analyzed regarding the application of international sources in the 

resolution of cases, and thus deductively abstracting the principles 

and methods used for the resolution of cases through the applica-

tion of international standards. As results, a) parameters of applica-

tion to the recognition and characterization of human rights were 

identified; and b) the conformation of the block of rights with the 

subsidiary intervention of international human rights law through 

the resolution of concrete cases was identified. From the above, the 

relevance acquired by the Federal Judiciary in the progressive inter-

pretation of the recognition of human rights became evident.

Keywords: Case law; human rights; International human rights 

law; International standards.

INTRODUCCIÓN

D
esde hace varios años, México está 
viviendo un proceso de apertura en 
materia de derechos humanos. En este 
contexto, el ordenamiento jurídico na-
cional se ha visto enriquecido en la con-

formación del catálogo de derechos humanos en virtud 
de reformas constitucionales, armonizaciones normati-
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vas, recepción de fuentes internacionales 
y novedosas herramientas de argumen-
tación. A causa de lo anterior, el proceso 
de apertura jurídica no solo robustece el 
marco normativo, sino que también lleva 
aparejado el reto técnico del manejo sol-
vente de fuentes y criterios internaciona-
les en derechos humanos. Con lo anterior 
como referencia, en el presente trabajo se 
partió de la premisa de que los estándares 
internacionales fungen como elementos 
dinámicos y configuradores de los dere-
chos humanos. El trabajo fue documental 
y deductivo, donde se abordaron teorías, 
instrumentos internacionales y técnicas 
de interpretación relacionados con la in-
cidencia de los estándares internacionales 
en el reconocimiento y materialización de 
los derechos humanos mediante la juris-
prudencia mexicana correspondiente de 
la 9.a a la 11.a Época Judicial. El desarrollo 
de la investigación se sujetó a los siguien-
tes epígrafes: 1. Contexto de los derechos 
humanos en el sistema jurídico mexicano, 
2. Los derechos humanos como parte de 
un ordenamiento dinámico y de vocación 
universal, 3. El estándar internacional 
como parámetro de regularidad, 4. Algu-
nos referentes judiciales en la aplicación 
de estándares internacionales en materia 
de derechos humanos, para abordar los 
Resultados y discusión y las Conclusiones. 
Para efectos prácticos, en este trabajo se 
utilizaron indistintamente los conceptos 

de derechos humanos y derechos funda-
mentales.

1. CONTEXTO DE LOS DERECHOS HU-
MANOS EN EL SISTEMA JURÍDICO 
MEXICANO

Los derechos humanos tienen distintas di-
mensiones y una de ellas es la legal. Desde 
el ámbito jurídico podemos conceptuali-
zar los derechos humanos como

todas aquellas facultades, prerrogativas 
y libertades fundamentales que tiene 
una persona por el simple hecho de serlo, 
sin las cuales son se puede vivir como ser 
humano, y que además pueden llegar a 
reconocerse y garantizarse por el sistema 
normativo. (López Libreros, 2019, p. 17)

Conviene subrayar que las disposiciones 
y textos sobre derechos humanos, aunque 
esencialmente legales, también tienen 
un componente moral, y que, como tales, 
obligan a los estados con los individuos y 
la comunidad, así como frente a la propia 
sociedad internacional.

Como ha sido reconocido por la doctrina 
y la jurisprudencia, los derechos funda-
mentales gozan de cualidades subjetivas y 
objetivas. La primera, por lo que se refiere 
a conformar un derecho subjetivo oponi-
ble al Estado y a terceros, mientras que 
la segunda implica que los derechos hu-
manos son principios que orientan e ins-
piran al propio ordenamiento legal (1a./J. 
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43/2016 (10a.), 2016). Como principios, los 
derechos humanos se presentan como de-
claraciones fundamentales, abstractas, de 
redacción laxa, que deben interpretarse 
por el operador jurídico para materiali-
zarse en políticas públicas, normas jurídi-
cas y actos de autoridad. De esta manera, 
el derecho humano se materializa en dis-
posiciones específicas, reglas, que pueden 
incidir de manera directa en el goce del 
derecho y ejercicio de las prerrogativas 
que lo contienen.

En el caso de México, los derechos huma-
nos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales conforman 
un bloque normativo, que posteriormente 
se desarrolla en políticas, normas específi-
cas o actos de autoridad, cuya aplicación 
incide en un ámbito interno del Estado 
y otro externo. En el ámbito interno del 
Estado, los derechos humanos regulan e 
informan las relaciones de subordinación 
(Estado-particular) y las de coordinación 
(particular-particular); mientras que en 
el ámbito externo las normas de derechos 
humanos delimitan la interacción del 
Estado mexicano en el cumplimiento de 
obligaciones internacionales respecto de 
personas y otros sujetos de derecho inter-
nacional, como los Estados y organizacio-
nes internacionales.

En materia de derechos humanos, el ar-
tículo 1.° de la Carta Magna se erige como 
una pieza clave de la estructura jurídica 
estatal, ya que en esta disposición se esta-

blecen obligaciones a cargo del Estado y 
sus órganos, así como formas de cumplir-
las, y en todo ello se detecta un importante 
componente internacional: la remisión de 
tratados internacionales y la interpreta-
ción conforme de los actos (Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
1917). Baste recordar que los tratados en 
materia de derechos humanos son dere-
cho nacional al estar conforme a la Cons-
titución y haber cumplido con el proceso 
formal de creación, y que, a la vez, son 
fuentes de obligaciones internacionales 
(López Libreros, 2018). Por ende, en las 
obligaciones de reconocer y proteger los 
derechos humanos, el respeto de sus prin-
cipios (universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad), así como 
la forma de interpretar (propersona y con-
forme a tratados) (Carbonell y Salazar, 
2011; Ferrer Mac-Gregor, 2011), se ubica un 
referente internacional. En esta tesitura, 
y también ya establecido por la jurispru-
dencia, entre las fuentes interna y la inter-
nacional en derechos humanos no existe 
una relación de jerarquía.

No obstante lo anterior, no se puede des-
conocer el papel sustancial de la Constitu-
ción Política en la estructuración jurídica 
como piedra angular del sistema norma-
tivo, a la vez que punto de coordinación 
con la esfera internacional. Por ello, es 
que la recepción de fuentes y el perfeccio-
namiento del sistema jurídico nacional no 
puede hacerse en detrimento de las fuen-
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tes locales, lo que implica adoptar una 
postura teórica y práctica más cercana 
al monismo moderado en la que predo-
mine la subsidiariedad (Carozza, 2003). 
Más aún, conforme a la doctrina interna-
cional y como recientemente se resolvió 
por la Corte Interamericana de Derechos 
humanos en el asunto “Tzompaxtle Tecpi-
le y otros vs. México” (2022), el derecho 
nacional no puede justificar el incumpli-
miento del ordenamiento internacional 
(en el caso concreto, referente a la figura 
procesal del arraigo y prisión preventiva); 
sentencia que reitera la necesidad del con-
traste de las normas locales con el pará-
metro internacional.

En este sentido, el operador jurídico debe 
considerar que la norma internacional se 
ejecuta en el ámbito local y que, además, 
generar el contraste de las normas permite 
identificar la más progresiva hacia la pro-
tección de los derechos humanos. De esta 
forma, el repertorio de derechos humanos 
implica el manejo de fuentes jurídicas lo-
cales e internacionales, en las que operan 
principios, reglas y técnicas para recono-
cer de manera objetiva el Derecho y recla-
marlo ante la autoridad competente.

2. LOS DERECHOS HUMANOS COMO 
PARTE DE UN ORDENAMIENTO 
DINÁMICO Y DE VOCACIÓN 
UNIVERSAL

Los derechos humanos obedecen a la di-
námica de la sociedad, y, por ende, los ins-

trumentos que los contienen deben ser in-
terpretados como instrumentos vivos que 
faciliten el reconocimiento y goce de los 
derechos por las personas. No basta que 
la conjugación de la norma constitucional 
con el tratado genere un bloque normati-
vo de referencia para las autoridades, sino 
que debe ser una manifestación de aspi-
raciones sociales y valores de respeto a la 
dignidad de las personas, en un contexto y 
tiempo determinados. Por lo anterior, los 
tratados en la materia pueden entenderse

como principios normativos positiviza-
dos (hard law) que, a su vez, requieren 
desarrollo posterior para determinar 
su alcance y sentido efectivo; ese ajuste 
a la realidad y al momento histórico se 
puede dar a través de la interacción con 
otros instrumentos y fuentes internacio-
nales (soft law: declaraciones, principios, 
guías modelo, doctrina, entre muchos 
otros actos de naturaleza normativa di-
versa). (López Libreros, 2019, p. 72)

De tal suerte que la conjugación de la 
disposición constitucional, con el tratado 
y otros instrumentos internacionales, per-
mita que el derecho humano se identifi-
que y sea aplicable a la realidad.

Ahora bien, cabe preguntarse si los dere-
chos humanos, al ser productos históricos, 
¿pueden ser universales? Precisamente de-
rivada de esta cuestión de la universalidad 
y las especificidades culturales fue que la 
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propia Organización de las Naciones Uni-
das (onu) estableció en la Declaración y 
Programa de Acción de Viena, que si bien 
los derechos humanos son universales, in-
divisibles e interdependientes, siempre

debe tenerse en cuenta la importancia de 
las particularidades nacionales y regio-
nales, así como de los diversos patrimo-
nios históricos, culturales y religiosos, 
pero los Estados tienen el deber, sean 
cuales fueren sus sistemas políticos, 
económicos y culturales, de promover y 
proteger todos los derechos humanos y 
las libertades fundamentales. (onu, 1993)

De lo anterior se desprende que el lla-
mado es una aplicación del Principio de la 
Universalidad, sí, pero como una perspec-
tiva flexible y ajustable al entorno, que, en 
definitiva, permita al Estado respetar el 
derecho y aplicarlo conforme a su especi-
ficidad cultural. En este sentido es que el 
establecimiento de estándares internacio-
nales evidencia el proceso de diálogo con-
tinuo de todos los sectores de la sociedad 
(Mutua, 2016) y, en concreto, debe implicar 
un proceso que debe dejar patente la nece-
sidad de que los derechos respondan a la 
idiosincrasia, especificidad y necesidades 
de las personas en México.

3. EL ESTÁNDAR INTERNACIONAL 
COMO PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD

El grado de interdependencia y conexión 
del mundo implica nuevos retos para las 
comunidades, las organizaciones y las 
personas, ya que este fenómeno impacta 
directamente en cómo conducen sus rela-
ciones personales, sociales, económicas e 
institucionales. Con el desmembramiento 
de barreras, tanto físicas como culturales, 
lo que antes era considerado aceptable 
ahora puede significar una vulneración 
de derechos, y en esta escena de relacio-
nes los estándares se erigen como herra-
mientas flexibles (Casas, 2016, pp. 1-2) 
que conforman un “sistema de derechos 
en acción” (Serrano, 2013). Como fuentes 
normativas y criterios de interpretación, 
los estándares internacionales abonan la 
conformación de los conceptos de bloque 
y parámetro de regularidad constitucio-
nal, ya que, en todo caso, el operador ju-
rídico para actualizar el Derecho en un 
contexto tendrá que hacer la operación 
de contraste entre la disposición interna y 
la internacional, para lograr así la confor-
mación de la norma, aquella que, confor-
me al mandato constitucional, suponga la 
más beneficiosa para la persona.

Es importante tener en cuenta que una 
característica de los derechos humanos es 
que son obligatorios y, por lo tanto, justi-
ciables, con independencia de si se califi-
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can como civiles y políticos, de naturaleza 
social, o bien, de solidaridad. En este senti-
do, y especialmente por los derechos eco-
nómicos, sociales, culturales y ambienta-
les (deScA), los estándares internacionales 
resultan relevantes para determinar la 
aplicación en un contexto social determi-
nado (Abramovich y Courtis, 2004; Carbo-
nell y Ferrer Mac-Gregor, 2014).

Los estándares en derechos humanos 
son fuentes de derecho internacional. Se 
conforman en diversos procesos creativos 
que, por necesidad, deben de vincularle a 
una fuente primaria de derecho interna-
cional reconocida por el Estado mexicano, 
como pueden ser los tratados (Becerra Ra-
mírez, 2017). En el proceso de generación, 
los estándares internacionales pueden 
adoptar distintas formas como interpre-
tación autorizada del hard-law, por ejem-
plo, sentencias de cortes internacionales, 
declaraciones de organizaciones inter-
nacionales, directrices, observaciones o 
recomendaciones emitidas por órganos 
especializados, entre otras. Los estándares 
en materia de derechos humanos se pue-
den vincular como normas soft-law (Castro 
Novoa, 2014), bien como parámetros para 
alcanzar el derecho o, en su caso, como 
la evidencia de la gestación de un nuevo 
derecho. Como ya ha sido reconocido en 
jurisprudencia nacional, el estándar inter-
nacional se convierte en una fuente jurí-
dica de origen externo, que si bien puede 
no ser directamente obligatoria deviene 

“jurídicamente relevante” para reconocer 
la dimensión normativa del derecho en 
cuestión. Lo anterior implica que, una vez 
reconocido el estándar, este se vincula con 
la norma de la cual se deriva o, dicho de 
otra forma, la inaplicación de un estándar 
internacional en materia de derechos hu-
manos debe argumentarse sólidamente.

4. ALGUNOS REFERENTES JUDICIA-
LES EN LA APLICACIÓN DE ESTÁNDA-
RES INTERNACIONALES EN MATERIA 
DE DERECHOS HUMANOS

En el Estado mexicano el Poder Judicial 
juega un papel fundamental en el reco-
nocimiento y protección de los derechos 
humanos, bien a través de la solución de 
amparos, controversias y acciones de in-
constitucionalidad, así como por el con-
trol difuso que realizan los tribunales or-
dinarios. Mediante la jurisprudencia del 
Poder Judicial de la Federación se han ido 
recibiendo fuentes internacionales, méto-
dos y técnicas, que han favorecido el desa-
rrollo de los derechos humanos en el país. 
Situación que, además, se ha ido apunta-
lando con reformas constitucionales, ar-
monizaciones legislativas y algunas políti-
cas en cuyo contenido se puede identificar 
el tratamiento horizontal de los derechos 
humanos. De tal suerte que, en la práctica, 
es cada vez más común que los operadores 
jurídicos apliquen los estándares interna-
cionales en la fundamentación de sus ar-
gumentos y actos. A continuación, se re-
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fiere alguna jurisprudencia que evidencia 
el uso de estándares en la explicitación 
de un derecho, delimitación del conteni-
do mínimo, el reconocimiento de un de-
recho emergente, así como la ampliación 
de un derecho humano ya reconocido. Es 
importante recordar que los principales 
estándares se derivan de la participación 
de México en los sistemas universal e inte-
ramericano de derechos humanos.

El contenido de un derecho se puede 
explicitar a través de los estándares in-
ternacionales, como el caso del derecho 
humano a la vivienda digna (1a. CXLVI-
II/2014 (10a.), 2014). Con la tesis “Derecho 
fundamental a una vivienda digna y deco-
rosa. Su contenido a la luz de los tratados 
internacionales”, en la que se recurre a 
diversos instrumentos internacionales, se 
fija a nivel local la extensión del artículo 
4, párrafo séptimo constitucional en rela-
ción con el artículo 11, numeral 1, del Pac-
to Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; donde se determina 
que

se concluye que el derecho fundamental 
a una vivienda digna y decorosa, tiene 
las siguientes características: (a) debe 
garantizarse a todas las personas; (b) no 
debe interpretarse en un sentido restric-
tivo; (c) para que una vivienda se consi-
dere “adecuada” requiere contar con los 
elementos que garanticen un nivel míni-
mo de bienestar a quien la habite, esen-

cialmente, una infraestructura básica 
adecuada, que proteja de la humedad, la 
lluvia, el viento, así como riesgos estruc-
turales, con instalaciones sanitarias y de 
aseo, un espacio especial para preparar e 
ingerir los alimentos, espacio adecuado 
para el descanso, iluminación y ventila-
ción adecuadas, acceso al agua potable, 
electricidad, y drenaje; y, (d) los Estados 
deben adoptar una estrategia nacional 
de vivienda para alcanzar el objetivo 
establecido en el pacto internacional 
de referencia, así como tomar e imple-
mentar las medidas legislativas, admi-
nistrativas, presupuestarias y judiciales 
adecuadas para la realización plena de 
dicho derecho, dentro de las cuales está 
asegurar a la población recursos jurídi-
cos y mecanismos judiciales para que los 
gobernados puedan reclamar su incum-
plimiento, cuando las condiciones de las 
viviendas no sean adecuadas o sean in-
salubres.

El estándar internacional ayuda a de-
limitar el contenido mínimo del derecho 
humano y, con ello, establecer el margen 
en función al cual la autoridad puede 
restringirlo sin que implique una vulne-
ración o regresión. Por ejemplo, al tomar 
como base los instrumentos emitidos por 
la onu, interpretados en relación con el 
artículo 18 constitucional y normatividad 
nacional, por lo que toca a la modificación 
de calendarios para la comunicación tele-
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fónica de internos de centros de readap-
tación social con el exterior (PC.III.P. J/3 P 
(10a.), 2015). La jurisprudencia de referen-
cia tiene el rubro “Llamadas telefónicas. la 
modificación del calendario para que los 
internos de un Centro de Readaptación 
Social las realicen hacia el exterior dismi-
nuyendo el periodo en el que se podrán ve-
rificar, no transgrede el principio de pro-
gresividad y no regresión”.

Mediante el estándar también se puede 
reconocer un derecho emergente, como el 
derecho a la movilidad dentro de un dere-
cho a la ciudad (López Libreros, 2022). Así, 
a través de la tesis aislada con el rubro “Es-
tacionamiento público construido por un 
municipio. Para acreditar el interés legíti-
mo suspensional en el amparo promovido 
contra su demolición, el quejoso debe de-
mostrar tener una posición especial fren-
te al orden jurídico, a la luz del derecho a 
la movilidad cuya tutela pretende” (XXVI-
I.3o.63 A (10a.), 2018), en la resolución del 
asunto se citan estándares que dan forma 
a este derecho; en concreto, en

los artículos XIII de la Carta Mundial 
por el Derecho a la Ciudad y 7, numeral 
8, de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos Emergentes, se advierte 
que el derecho a la movilidad se defi-
nió como aquel de toda persona y de la 
colectividad, a disponer de un sistema 
integral de movilidad de calidad y acep-
table, suficiente y accesible que, en con-

diciones de igualdad y sostenibilidad, 
permita el efectivo desplazamiento de 
todas las personas en un territorio para 
la satisfacción de sus necesidades y ple-
no desarrollo.

A través del estándar, se puede ampliar 
un derecho humano, por ejemplo, a no 
ser privado de la vida (1a./J. 35/2023 (11a.), 
2023). Es el caso, como fue sentado por ju-
risprudencia, del Protocolo de Minnesota, 
que como instrumento internacional fija 
directrices para investigar exhaustiva y 
objetivamente las ejecuciones extrajudi-
ciales, el cual se considera como un docu-
mento no obligatorio, pero que es “jurídi-
camente relevante que ayuda al respeto y 
cumplimiento de derecho y obligaciones 
contenidos en el parámetro de regulari-
dad constitucional” y que, en definitiva, 
ayuda a “desarrollar, maximizar y poten-
cializar” el cumplimiento pleno diversos 
derechos humanos, entre ellos, del dere-
cho humano a no ser privado de la vida ar-
bitrariamente. Jurisprudencia que tiene el 
rubro “Protocolo de Minnesota. Contiene 
directrices para investigar efectivamente 
ejecuciones extrajudiciales”.

A través de los estándares internaciona-
les, se fija el contenido normativo de un 
derecho en cuanto a libertades, obligacio-
nes y naturaleza, como en el caso del dere-
cho humano al agua (1a./J. 78/2023 (11a.), 
2023). En una tesis jurisprudencial, la Pri-
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mera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación señaló que

[l]as “libertades” consisten en el derecho 
a mantener el acceso a un suministro de 
agua necesario para ejercerlo y a no ser 
objeto de injerencias arbitrarias, como 
no sufrir cortes arbitrarios en su sumi-
nistro o a no contaminar los recursos 
hídricos. En cambio, los “derechos” com-
prenden el acceso a un sistema de abas-
tecimiento y gestión del agua que ofrez-
ca a la población iguales oportunidades 
para disfrutarla. Además, –como se an-
ticipó– el agua debe recibir trato como 
bien social y cultural, y nunca funda-
mentalmente como un bien económico. 
Así, las obligaciones a las que ya se hizo 
mención tienden a garantizar el efectivo 
ejercicio y goce de este derecho humano.

Para lo anterior, se utilizaron estándares 
derivados de una observación general del 
Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de la onu en relación con el 
artículo 4 constitucional.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN

El trabajo realizado fue analítico, docu-
mental y deductivo, en el que el estudio de 
la doctrina, las fuentes internacionales y la 
jurisprudencia nacional permitió identifi-
car cómo, con la jurisprudencia del Poder 
Judicial de la Federación, se han recibido 
estándares internacionales en derechos 

humanos. Con la actividad jurispruden-
cial se deja patente que, en la dinámica de 
aplicación de las fuentes internacionales, 
como los tratados y sus interpretaciones 
autorizadas, se ha delimitado el contenido 
de derechos, sus características y su evo-
lución hacia mayores cotas de protección. 
Especialmente relevante resulta el papel 
de “lo internacional” en cuanto a las fuen-
tes, métodos y técnicas para perfeccionar 
los derechos humanos en México.

CONCLUSIONES

1. Las normas de derechos humanos, sean 
reconocidas por la Constitución o en tra-
tados, son distintas de los estándares in-
ternacionales; no obstante, en función de 
estos últimos, se puede reconocer y desa-
rrollar el sentido y alcance de los derechos 
humanos.

2. Los estándares internacionales gene-
ralmente se derivarán de normas soft-law 
y deben estar vinculados con instrumen-
tos hard-law, como los tratados en materia 
de derechos humanos.

3. Con los estándares internacionales se 
facilita el cumplimiento de contenido mí-
nimo del derecho humano dentro de un 
contexto social, económico e institucional 
determinado, o bien, reconocer el derecho, 
identificar el contenido del derecho, así 
como incluir técnicas de reconocimiento.

4. Los estándares internacionales per-
miten interpretar judicialmente cuál es el 
parámetro de regularidad constitucional 
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que conforma las normas constituciona-
les de derechos humanos y, con ello, abo-
nan a la justiciabilidad de los derechos.

5. A través de la resolución de casos 
concretos, vía mecanismos de protección 
constitucional, el Poder Judicial de la Fe-
deración, como parte del Estado mexica-
no, ha ido recibiendo los estándares inter-
nacionales en derechos humanos y, con 
ello, se ha abonado al perfeccionamiento 
del catálogo de derechos.
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EFECTO ECONÓMICO DE LA CERTIFICACIÓN DE IVA E IEPS EN EL 
SECTOR MAQUILADOR EN CIUDAD JUÁREZ

RESUMEN
El análisis del efecto económico derivado de las empresas certificadas en materia de IVA e IEPS en el sector 

maquilador en Ciudad Juárez tiene por objetivo analizar el efecto económico que conlleva el desarrollo de 

la inversión extranjera directa en la ciudad y las dificultades que enfrentan las empresas para certificarse o 

mantener su certificación, así como brevemente explora sus implicaciones fiscales. La metodología utilizada 

es cualitativa, se realizaron entrevistas a personas especializadas en el comercio exterior e internacional de 

empresas en la región, tales como un agente aduanal, un gerente de aduanas de una empresa maquiladora 

y un presidente corporativo socio, accionista principal de una empresa IMMEX con inversión en Ciudad 

Juárez. En conclusión, se determinó que, además de la certificación en IVA e IEPS, la cual permite un crédito 

fiscal para las empresas maquiladoras por el 100 % del IVA generado en importaciones temporales según el 

artículo 28 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, el principal atractivo para inversionistas extranjeros 

en México hoy es el salario mínimo, pues proporciona mano de obra barata.

Palabras clave: maquila, IVA, certificación, inversión, exportación.

Abstract
The analysis of the economic effect derived from companies certified in terms of VAT and IEPS in the maqui-

ladora sector in Ciudad Juárez, its objective is to analyze the economic effect of the development of foreign 

direct investment in the city and the difficulties that companies face to get certified or maintain their certi-

fication, as well as briefly explore its tax implications. The methodology used is qualitative, interviews were 

1 Profesor de tiempo completo de la Universidad Tecnológica de Ciudad Juárez. Actualmente doctorante en Investiga-
ción por parte de El Colegio de Chihuahua. Correo electrónico: alan_ruiz@utcj.edu.mx https://orcid.org/0000-0001-
9473-3368
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conducted with people specialized in foreign and international tra-

de of companies in the region, such as a customs agent, customs 

manager of a maquiladora company, and a corporate president 

partner, main shareholder of a company IMMEX with investment 

in Ciudad Juárez. In conclusion, it was determined that, in addi-

tion to the VAT and IEPS, that allows a tax credit for maquiladora 

companies for 100 % of the VAT generated in temporary imports 

according to art. 28 of the VAT law, the main attraction at present 

is actually the minimum wage that allows cheap labor for foreign 

investors.

Keyswords: maquila, VAT, certification, investment, exportation. 

INTRODUCCIÓN

C
on el fin de facilitar la operación financiera 
y atraer la inversión extranjera del sector 
maquilador en México, el gobierno mexi-
cano ofrece una serie de certificaciones 
en materia de Impuesto al Valor Agregado 

(IVA) e Impuesto Especial sobre Producción y Servicios 
(IEPS), las cuales son autorizadas en diferentes modali-
dades (A, AA, y AAA) dependiendo de las posibilidades 
de la empresa en cuanto a manejo de personal e inver-
sión en territorio nacional, así como diversos aspectos 
fiscales y normativos dependiendo de la modalidad a la 
que se desee aplicar. 

Las empresas que opten por certificarse tienen como 
principal beneficio un crédito fiscal del 100 % para las 
importaciones que se realicen bajo régimen temporal, 
aunque el artículo 28-A de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado menciona una vigencia de un año y que debe 
realizarse un pago anual; además, las empresas certifi-
cadas en el rubro A deben renovar anualmente su ins-
cripción en el esquema de certificación de empresas.
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Efecto económico de la certificación de IVA e IEPS en el sector maquilador en Ciudad Juárez

El IVA cubierto por la certificación no 
será acreditable en forma alguna, es de-
cir, no es un crédito que se pague poste-
riormente, sino que el IVA generado por la 
mercancía importada temporalmente se 
controla mediante el Sistema de Control 
de Cuentas, Créditos y Garantías (SCCCyG) 
mediante las disposiciones establecidas 
en el anexo 30 de las reglas generales de 
comercio exterior.

Además, como beneficio fiscal, la autori-
dad no considera como ingreso acumula-
ble este tipo de crédito, por lo que no será 
necesario que la empresa beneficiada se-
ñale en su declaración anual de impuestos 
un rubro especial donde se vea reflejado 
el ingreso del crédito para efectos de las 
disposiciones establecidas en la Ley del 
Impuesto sobre la Renta.

Este tipo de apoyo fiscal repercute direc-
tamente en las decisiones de empresarios 
extranjeros que buscan en México una 
oportunidad de hacer negocio invirtiendo 
en el país desde el régimen fiscal benefi-
cioso que les representa el sector maqui-
lador, sin embargo, no es sencillo acceder 
a las modalidades de certificación. En el 
presente artículo, expertos en el área opi-
nan sobre el desarrollo de las empresas 
que logran la certificación y vislumbran 
su futuro.

Existen diversas referencias publicadas 
en internet sobre los requisitos necesa-
rios para certificarse, pero cada vez es más 
complicado encontrar artículos o libros 

especializados que traten de profundizar 
en el tema y que conlleven el estudio de 
datos firmes que ayuden a comprender la 
efectividad de los programas de certifica-
ción en materia de IVA e I.E.PS. que exis-
ten en México, afortunadamente existen 
datos estadísticos que han auxiliado el 
presente estudio.

DESARROLLO

Se debe entender que la certificación en 
IVA e IEPS debe cumplir unos requisitos 
(Barrón et al., 2015) que aunque se han re-
ducido, no dejan de ser engorrosos para 
las empresas; además, no existe una línea 
de apoyo directo de auxilio entre el gobier-
no y las empresas que forman parte del 
programa Industria Manufacturera, Ma-
quiladora y de Servicios de Exportación 
(IMMEX) para facilitar la comunicación e 
integración de documentos en la manera 
en que la autoridad pide la entrega de los 
requisitos. 

Es importante señalar que para que una 
empresa en México aspire a solicitar su 
certificación en IVA e IEPS primeramente 
debe cumplir con los requisitos necesarios 
para obtener su registro en el programa 
IMMEX, en donde realmente comienza el 
largo camino para el logro de la certifica-
ción. Sin embargo, para el registro IMMEX 
la Secretaría de Economía, a diferencia 
del Servicio de Administración Tributaria 
(SAT), sí cuenta con servicio de atención 
personal a las empresas.
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Aclarados los puntos anteriores, a conti-
nuación se muestra una serie de análisis 
recabados con datos publicados tanto por 
la Secretaría de Economía como el SAT, 
con la intención de que sean auxiliares 
en el entendimiento del efecto económico 
que tiene el sector maquilador en Ciudad 
Juárez y su relación con los programas de 
fomento impulsados actualmente por el 
gobierno mexicano. 

La industria maquiladora en Ciudad 
Juárez ha sido desde sus inicios en 1965 la 
principal influencia económica en la so-
ciedad juarense, y es el eje productivo de 
la ciudad, de tal manera que la población 
de la ciudad fronteriza ha ido en aumento 
concomitantemente con el incremento de 
la inversión extranjera directa en el sector 
maquilador captado localmente (Cervera, 
2005).

La Secretaría de Economía en colabora-
ción con el Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (INEGI) reportaron un total 
de 320 empresas que cuentan con registro 
de programa IMMEX en Ciudad Juárez 
para el mes de julio de 2023, según la en-
cuesta mensual de la industria manufac-
turera que llevan a cabo estas dos institu-
ciones, cuya presentación tiene el carácter 
de obligatorio para cada maquiladora en 
la ciudad (Decreto IMMEX, 2006).

Por su parte, la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público (SHCP) mediante el SAT, 
hizo público que en el año 2023 un total 
de 3425 empresas están inscritas en el es-

quema de certificación de empresas (cer-
tificación en materia de IVA e IEPS), y de 
acuerdo con los datos del reporte mensual 
INEGI para julio 2023, actualmente en 
México se tienen registradas un total de 
6207 maquiladoras IMMEX. Las empresas 
certificadas en IVA e IEPS a nivel nacional 
representan un total de 55.17 %, contra un 
44.82 % que no cuenta con certificación 
alguna.

En cuanto a Ciudad Juárez, el registro 
de empresas IMMEX certificadas en IVA 
e IEPS asciende a 115 empresas, de las 
320 empresas IMMEX registradas en la 
Subdelegación Federal de la Secretaría 
de Economía. Considerando los tres tipos 
de certificación que ofrece el SAT (A, AA 
y AAA), esto representa un total de 36 % 
de empresas certificadas contra un 64 % 
que no se han certificado y mantienen sus 
establecimientos en la ciudad.

Asimismo, de las 115 empresas certifi-
cadas, 47 se encuentran inscritas en la 
modalidad A, 11 en la modalidad AA y 57 
en la modalidad AAA, dato que resulta in-
teresante dado que deja al descubierto la 
brecha entre las maquiladoras pequeñas 
y las grandes. Las maquiladoras medianas 
representan solamente el 9.57 %; por su 
parte, las pequeñas son un 40.87 % del to-
tal y finalmente las maquiladoras grandes 
un 49.57 %.
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Efecto económico de la certificación de IVA e IEPS en el sector maquilador en Ciudad Juárez

Tabla 1. Totalidad de empresas certificadas seg-
mentadas por rubro, empresas no certificadas y 

porcentaje relativo

Tipos de maquila-
doras en Ciudad 
Juárez con o sin 
certificación en 

IVA e IEPS (julio, 
2023)

Número de 
maquiladoras 

en Ciudad 
Juárez

Porcentaje 
relativo

Certificadas A 47 14.69 %

Certificadas AA 11 3.44 %

Certificadas AAA 57 17.81 %

IMMEX sin certifi-
cación

205 64.06 %

Total de maquila-
doras IMMEX

320 100 %

Fuente: Elaboración propia con datos publica-
dos del SAT, la Secretaría de Economía y el INEGI. 
Consulta: https://www.inegi.org.mx/temas/manu-

facturasexp/#herramientas

El 30 de diciembre de 2002, la entonces 
Secretaría de Comercio y Fomento Indus-
trial (SECOFI) publicó la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, 
Pequeña, y Mediana Empresa (LDCMPyM, 
2002), donde define a la microempresa 
como industria y servicios que tienen de 
0 a 10 empleados; pequeña empresa a la 
que cuenta de 11 a 50 empleados; mediana 
empresa aquella con 51 a 250 empleados 
en industria o 100 en servicios; y empresa 
grande a las que tienen 251 empleados o 
más en industria, o 101 empleados o más 
en servicios.

No obstante, para efectos de la inscrip-
ción en la certificación de empresas, esta 
categorización se basa en las reglas 7.1.2. y 
7.1.3 de las Reglas Generales de Comercio 

Exterior para 2023 (RGCE, 2022) en las que 
se requisita para ser acreedoras a la apro-
bación de la inscripción en el esquema de 
certificación en IVA e IEPS un mínimo de 
10 empleados para las A y 1000 trabaja-
dores para las AA o que puedan invertir 
en activo fijo para realizar sus procesos 
productivos o servicios superiores a cin-
cuenta millones de pesos. En tanto, para 
las empresas que intenten inscribirse en 
la modalidad AAA, les es requerido con-
tar con más de 2500 trabajadores o que 
su inversión en maquinaria y equipo para 
llevar a cabo sus operaciones de procesos 
productivos o servicios sea superior a cien 
millones de pesos. Todos los empleados 
de las tres modalidades deben de estar re-
gistrados ante el Instituto Mexicano del 
Seguro Social (IMSS) y cumplir con otros 
requisitos más entre operativos y fiscales. 

En este sentido, se puede constatar que 
si bien Juárez es la segunda ciudad a ni-
vel nacional que cuenta con maquilado-
ras IMMEX, solo detrás de Tijuana, es la 
primera generadora de empleos en el país 
derivados de las operaciones de maqui-
ladora (INEGI, 2023). Eso se explica dado 
el tamaño de las empresas maquiladoras 
instaladas en la ciudad y la gran demanda 
de mano de obra que exige el sector ma-
quilador.
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Tabla 2. Comparativa entre tipo de modalidad y 
aplicación relativa al número de empleados

Tipo de 
empresa / 

Modalidad
A AA AAA

Micro 0-10 
empleados No aplica No aplica

Pequeña 11-50 
empleados No aplica No aplica

Mediana 100-250 
empleados No aplica No aplica

Grande 251-999 
empleados

1000-2499 
empleados

2500+ em-
pleados

Fuente: Elaboración propia con datos de la 

LDCMPyM y las RGCE.

Es notable que el 64.06 % del total de 
maquilas instaladas en Ciudad Juárez no 
cuente con certificación, lo que en parte se 
debe a la dificultad percibida para hacer 
negocios en la ciudad, tal como lo comen-
ta el Sr. Jiwoong Scott Han, presidente cor-
porativo de Taeyoung Tape, quien expresa 
que el principal motivo por el cual decidió 
invertir en el país fue la mano de obra dis-
ponible en la ciudad; del 100 % de arneses 
que elabora la empresa a nivel mundial, 
el 80 % se elabora en México y más del 50 
% de esos mismos son producidos solo en 
Ciudad Juárez (Comunicación personal, 
marzo de 2021).2

Asimismo, el Sr. Scott argumenta, en 
comparación con México y China, que si 
bien no resulta muy claro establecerse 
en China, es mucho más rápido empezar 

2  Entrevista realizada en Ciudad Juárez, Chihuahua.

a operar en ese país; además subrayó: “Es 
muy complicado seguir las leyes mexi-
canas para poder establecer la empresa 
aquí, además de que se tardan mucho en 
constituirse y existen demasiados trámi-
tes burocráticos para obtener el programa 
IMMEX y la certificación en IVA e IEPS”.

En cuanto a la inversión extranjera di-
recta y su relación con la operación de la 
empresa IMMEX en México, el Sr. Scott 
detalló que nunca se hubiera podido es-
tablecer en México sin haber conseguido 
el programa IMMEX, el cual le permite 
importar sin pagar ciertos aranceles, y le 
sería mucho más beneficioso tener la cer-
tificación en IVA e IEPS, sin embargo, no 
ha logrado obtener el registro, por lo que 
considera que el pago del IVA a la impor-
tación temporal es el principal problema 
que ha tenido para hacer negocio en Mé-
xico.

Para el Sr. Scott el IVA al 16 % en México 
le resulta algo elevado, de hecho, sugiere 
que se reduzca a 10 % para equiparar a 
países como Corea del Sur y Vietnam, en 
donde también cuenta con inversiones. 
Sin embargo, México se ubica en el lugar 
69 de un listado de 136 países que cobran 
IVA a la importación, lo que no lo con-
vierte precisamente en un país caro para 
invertir, pero tampoco resulta de los más 
baratos.
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Efecto económico de la certificación de IVA e IEPS en el sector maquilador en Ciudad Juárez

Tabla 3. Cobro de IVA a la importación de países 
manufactureros

Lugar mundial en 
cobro de IVA

Países manufac-
tureros IVA general

45 Brasil 18 %

48 India 18 %

63 Pakistán 17 %

69 México 16 %

88 Sudáfrica 15 %

91 China 13 %

102 Filipinas 12 %

107 Indonesia 10 %

109 Corea del Sur 10 %

111 Malasia 10 %

114 Vietnam 10 %

126 Taiwán 5 %

Fuente: Elaboración propia con datos recupe-
rados de: https://datosmacro.expansion.com/

impuestos/iva

La perspectiva desde la posición de una 
agencia aduanal no queda muy alejada de 
la del Sr. Scott. La Lic. San Juana Rivera,3 
experta en comercio exterior, señala que 
a su parecer el programa IMMEX ha de-
jado de tener sentido dado que a partir de 
2014 obliga a las empresas registradas a 
pagar IVA, aunque al certificarse en IVA e 
IEPS no deben pagar dicho impuesto a la 
importación y en este caso no cree factible 
que se deba obligar a una empresa a ser 
IMMEX para poder acceder a la certifica-

3 Empresaria aduanal, directora general de la empre-
sa Impulsa Asesoría Jurídica y Comercio Exterior S. 
de R. L. de C. V.

ción (Comunicación personal, febrero de 
2023).4

Respecto a lo anterior, Rivera cuestiona 
cuál es el beneficio de tener un programa 
IMMEX si una empresa puede manejarse 
solamente con la certificación IVA e IEPS, 
además de que existen algunos otros be-
neficios de desgravación arancelaria que 
atraen inversión extranjera directa al país. 
Igualmente argumenta que no encuentra 
aún el beneficio para el gobierno mexi-
cano de establecer el pago obligatorio del 
IVA, y que desde su perspectiva la obliga-
ción de certificarse perjudica a empresas 
pequeñas y a aquellas que se encuentran 
en pleno crecimiento bajo el esquema IM-
MEX.

Y es que si se comparan los argumentos 
de Scott y Rivera sobre lo difícil que resul-
tan los trámites burocráticos según sus 
propias experiencias, se puede compren-
der el remate conclusivo de Rivera: “…las 
empresas que están en pleno crecimien-
to (que aplican a la certificación en IVA e 
IEPS) no tienen la capacidad económica 
para enfrentar el pago del IVA, pero a su 
vez no pueden aspirar a una certificación 
porque los requisitos para ser certificada 
son muy difíciles de alcanzar”.

En cambio, el Lic. Miguel Hernández,5 
desde la operación de la maquila acorde a 
su función como gerente de comercio ex-
terior de la empresa para la cual labora, 

4 Entrevista realizada en Ciudad Juárez, Chihuahua.
5 Supervisor de aduanas de empresa maquiladora en 

Ciudad Juárez.
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opina al contrario de Scott y Rivera. Obser-
va que la certificación del IVA representa 
un beneficio real, explica que al ingresar 
mercancías al país de manera temporal, el 
gobierno ofrece un crédito por la totalidad 
del IVA generado y solo es necesario llevar 
un buen control de inventario dentro de la 
compañía para no deber IVA al gobierno 
y seguir gozando de la preferencia fiscal 
(Comunicación personal, marzo de 2023).6

Aun así, reconoce que el beneficio del 
crédito de IVA a la importación tempo-
ral tiene sus riesgos cuando no existe un 
buen control del inventario de mercancía 
importada temporalmente y ese es el mo-
mento cuando la empresa puede presen-
tar situaciones críticas en sus inventarios 
que le generan “sobre descargos”. Los so-
bre descargos en los conceptos cotidianos 
del comercio exterior se refieren a las mer-
cancías que se declaran como exportadas 
ante la autoridad aduanera en repetidas 
ocasiones, a pesar de que en el control de 
inventarios se descarga un solo número 
de parte de la mercancía indiscriminada-
mente.

Hernández advierte que de cualquier 
manera el manejo de la certificación en 
IVA e IEPS es riesgoso para cualquier 
empresa que ya se encuentre certificada, 
puesto que si se llega a cancelar la certi-
ficación por cualquier motivo conforme a 
la RGCE 7.2.4, puede resultar en pérdidas 
cuantiosas para la empresa, ya que empe-

6 Entrevista realizada en Ciudad Juárez, Chihuahua.

zaría a pagar impuestos que no se tenían 
contemplados en los gastos de la misma; 
“empieza a ser una pérdida para la empre-
sa cayendo en un interés nulo”, causando 
por ende que la empresa cierre sus opera-
ciones en México.

CONCLUSIÓN

El atractivo en Ciudad Juárez para la in-
versión parece no encontrarse en los pro-
gramas de fomento a la exportación ni en 
los incentivos fiscales ofrecidos por el go-
bierno federal, en primer lugar porque los 
programas de fomento no son aplicables 
a todo tipo de empresa; asimismo, los pro-
gramas fiscales exigen requisitos que son 
difíciles de cumplir para los nuevos inver-
sionistas e incluso no solo para los inver-
sionistas extranjeros, sino también para 
los nacionales que buscan aprovechar los 
programas y las certificaciones para im-
portar temporalmente mercancías de otra 
parte del mundo y exportar producto ela-
borado en México.

La oportunidad que atrae a los inversio-
nistas en el país sin duda es la mano de 
obra barata. La obtención del programa 
IMMEX y el registro en el esquema de 
certificación de empresas son vistos como 
requisitos más allá de representar una 
oportunidad de negocio, aunado a esto, el 
inversionista termina desanimándose por 
la gran cantidad de trámites burocráticos 
y obligaciones que conlleva obtener estos 
“beneficios”, afortunadamente el salario 
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mínimo en México aún es competitivo a 
nivel mundial y sigue recibiendo empre-
sas con inversión extranjera para manu-
facturar en el país.

Adicionalmente, se puede considerar 
que el 64.06 % del total de las maquilas de 
Ciudad Juárez no cuentan con certifica-
ción, esto puede significar que es un trá-
mite complicado y quizá en gran parte de 
las empresas maquiladoras no existe inte-
rés de certificarse en IVA e IEPS por otros 
motivos, pese a lo atractivo que pueda re-
sultar obtener un crédito a la importación 
temporal por el 100 % de I.VA.

Tabla 4. Comparativa de salario mínimo mensual 
en USD de países manufactureros

Países Salario mínimo mensual paí-
ses manufactureros (USD)

India 57.59

Vietnam 80.62

Pakistán 131.20

Filipinas 146.80

Indonesia 174.23

Brasil 201.14

Sudáfrica 235.27

México 237.89

Tailandia 242.18

China 280.93

Taiwán 791.05

Corea del Sur 1488.81

Finalmente, se puede tener en cuenta 
para puntualizar que a pesar de la poca 
participación de las empresas manufactu-

reras en México para obtener su certifica-
ción en IVA e IEPS aunado a lo difícil del 
trámite burocrático, el país sigue mante-
niéndose como atractivo no solo por lo ya 
comentado del salario mínimo, sino tam-
bién por la cercanía con Estados Unidos, 
que en la mayoría de los casos representa 
el mercado meta de los productos que los 
inversionistas manufacturan en México. 
Estados Unidos es sin duda un gran imán 
para la atracción de inversión en México.

Mientras Estados Unidos demande pro-
ductos para su mercado consumista y 
mantenga su altísimo grado de produc-
ción, México podrá ser atractivo para la 
inversión, siempre y cuando mantenga su 
mano de obra barata. Sin embargo, deberá 
elaborar programas fiscales que resulten 
más atractivos, así como apoyar a la in-
dustria nacional, ya que si México sigue 
subiendo el salario mínimo lo único que 
lo mantendrá en el sector manufacturero 
es que la producción netamente mexicana 
sea muy alta y termine el país siendo al-
tamente competitivo a nivel mundial, no 
como manufacturero sino como provee-
dor de productos terminados.
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INTRODUCCIÓN

E
n la era de la tecnología y la globalización, el 
comercio internacional se ha convertido en 
un pilar fundamental de la economía mun-
dial. La clasificación arancelaria, un sistema 
aparentemente complejo pero esencial, des-

empeña un papel crítico en este contexto. Es el proce-
so mediante el cual se asigna una categoría específica 
a cada mercancía que cruza las fronteras, lo que tiene 
un impacto directo en la determinación de aranceles, 
impuestos y regulaciones que rigen su importación y 
exportación. En este artículo, exploraremos un caso de 
clasificación arancelaria que refleja la intersección en-
tre la tecnología avanzada y la normativa comercial: las 
máquinas impresoras 3D. Estas revolucionarias máqui-
nas de fabricación aditiva han alterado radicalmente 
la forma en que se conciben diseña y producen objetos 
tridimensionales. Su clasificación arancelaria no estuvo 
exenta de desafíos y complejidades, especialmente por 
los cambios derivados de la Séptima Enmienda del Siste-
ma Armonizado de Designación y Codificación de Mer-
cancías.

A lo largo de este documento, examinaremos la clasi-
ficación arancelaria de las máquinas 3D, identificando 
la fracción arancelaria correspondiente, el número de 
identificación comercial y las regulaciones y restriccio-
nes no arancelarias asociadas, respaldadas por el funda-
mento legal que incluye reglas generales, reglas comple-
mentarias y notas explicativas. También, analizaremos 
los cambios realizados en la Tarifa de los Impuestos Ge-
nerales de Importación y Exportación (TIGIE) de la Ley 
de los Impuestos Generales de Importación y Exporta-
ción, como resultado de la Séptima Enmienda.
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Este análisis completará una visión in-
tegral de la clasificación arancelaria en el 
contexto de las máquinas 3D, su influencia 
en el comercio internacional y la competi-
tividad de las empresas que operan en este 
campo en constante evolución. A medida 
que exploramos los desafíos, los impactos 
y las políticas arancelarias específicas, se 
revelará la necesidad de una comprensión 
precisa de la clasificación arancelaria y su 
evolución en la era de la innovación tec-
nológica.

Importancia de la clasificación arancelaria 
en el comercio exterior

La clasificación arancelaria desempeña 
un papel fundamental en el comercio ex-
terior y es de vital importancia por varias 
razones que se mencionan a continuación: 

• Determinación de impuestos y arance-
les: La clasificación arancelaria se utili-
za para asignar una categoría específica 
a cada mercancía, lo que a su vez deter-
mina el nivel de impuestos y aranceles 
que se deben pagar al importar o expor-
tar productos. Un error en la clasifica-
ción podría llevar a la subvaluación o 
sobrevaloración de los impuestos, lo 
que afectaría directamente los costos y 
la rentabilidad de las transacciones co-
merciales. 

• Cumplimiento de regulaciones y nor-
mativas: Cada mercancía tiene regu-
laciones y restricciones específicas re-

lacionadas con la salud, la seguridad, 
el medio ambiente y otros aspectos. La 
clasificación arancelaria permite iden-
tificar y aplicar las regulaciones ade-
cuadas a cada producto, garantizando 
que cumpla con los estándares necesa-
rios para su importación o exportación. 
Esto es fundamental para la protección 
de los consumidores y la integridad de 
los mercados. 

• Facilitación del comercio: La correcta 
clasificación arancelaria simplifica y 
agiliza los procesos aduaneros y logís-
ticos, ya que permite una identificación 
clara de la mercancía. Esto reduce retra-
sos en la liberación de productos en las 
aduanas y acelera la cadena de suminis-
tro, lo que a su vez minimiza costos de 
almacenamiento y transporte. 

• Negociación comercial internacional: 
Los acuerdos comerciales y tratados 
bilaterales o multilaterales a menudo 
se basan en las fracciones arancelarias. 
La clasificación adecuada puede abrir 
oportunidades para beneficiarse de 
acuerdos preferenciales que reducen 
o eliminan aranceles, lo que mejora la 
competitividad en los mercados inter-
nacionales. 

• Planificación estratégica y competitivi-
dad: Una correcta clasificación arance-
laria es esencial para la planificación 
estratégica de las empresas. Les permite 
comprender los costos involucrados en 
las operaciones de importación y expor-
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tación y tomar decisiones informadas 
sobre la rentabilidad y la competitivi-
dad en los mercados internacionales. 

• Transparencia y certidumbre: La clasi-
ficación arancelaria proporciona cer-
tidumbre a los actores del comercio 
exterior al establecer un marco legal 
y transparente. Esto promueve la con-
fianza en las transacciones comercia-
les internacionales y reduce los riesgos 
asociados con disputas aduaneras o li-
tigios. 

• Control y estadísticas aduaneras: Los go-
biernos utilizan la clasificación arance-
laria para llevar un registro preciso de 
las mercancías que entran y salen del 
país. Esto es crucial para la elaboración 
de políticas comerciales, la recaudación 
de ingresos fiscales y la toma de decisio-
nes económicas.

Objetivos del artículo
El objetivo de este trabajo es analizar la 
clasificación arancelaria de las máquinas 
impresoras 3D, identificando la fracción 
arancelaria correspondiente, el número 
de identificación comercial y las regu-
laciones y restricciones no arancelarias 
asociadas, respaldadas por el fundamento 
legal que incluye reglas generales, reglas 
complementarias y notas explicativas. 
Además, busca examinar los cambios rea-
lizados en la TIGIE como resultado de la 
Séptima Enmienda del Sistema Armoni-
zado, y comprender su impacto en la clasi-

ficación arancelaria de estas máquinas. El 
objetivo del trabajo es ofrecer una visión 
completa y actualizada de la clasificación 
arancelaria de las máquinas 3D y su rele-
vancia en el comercio internacional.

CLASIFICACIÓN ARANCELARIA DE 
MÁQUINAS IMPRESORAS 3D

Definición de máquinas impresoras 3D
Las máquinas 3D se refieren a dispositi-
vos tecnológicos capaces de realizar la 
fabricación aditiva, que es un proceso de 
creación de objetos tridimensionales me-
diante la deposición de material en capas 
sucesivas. A estas máquinas se les conoce 
como impresoras 3D o, más técnicamen-
te, fabricantes de aditivos. Funcionan me-
diante la interpretación de modelos tridi-
mensionales digitales y la creación física 
de un objeto al adicionar material, típica-
mente plástico, metal, cerámica o materia-
les compuestos, en capas sucesivas. Este 
proceso permite la producción de piezas 
personalizadas, prototipos, componentes 
de maquinaria, dispositivos médicos, jo-
yería y una variedad de otros productos. 
Además, han revolucionado numerosas 
industrias al agilizar el proceso de dise-
ño y producción, reducir costos, minimi-
zar el desperdicio de material y permitir 
la creación de objetos complejos que de 
otra manera serían difíciles o costosos de 
fabricar. Su versatilidad y aplicaciones se 
han expandido rápidamente en áreas que 
incluyen la medicina, la ingeniería, la ar-
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quitectura, la moda y la educación, entre 
otras.

Fracción arancelaria correspondiente: 
8485.20.01
Número de identificación comercial: 00
Aranceles

Importación: Exento
Exportación: Exento 

Regulaciones y restricciones no arance-
larias aplicables:

Permiso de la SEDENA, la acotación 
señala: “Únicamente para unir o se-
llar por compresión (machimbrar) 
partes plásticas moldeadas”. 

Fundamento legal
De acuerdo con Vargas (2012), las reglas 
generales son normas jurídicas que esta-
blecen los principios y procedimientos 
que rigen el sistema de clasificación de las 
mercancías. Pretenden garantizar la co-
rrecta y uniforme aplicación del Sistema 
Armonizado, incorporado en la Tarifa de 
la LIGIE. Las reglas generales forman par-
te del fundamento legal para una correcta 
clasificación arancelaria.

Con base en la Ley de los Impuestos Ge-
nerales de Importación y Exportación 
(2022):

Artículo 2o.- Las Reglas Generales y las 
Complementarias para la aplicación e 
interpretación de esta Ley, son las si-
guientes:

I. Reglas generales:
1. [...] la clasificación [en las partidas] 
está determinada legalmente por los 
textos de las partidas y de las Notas 
de Sección o de Capítulo.

El código que corresponde a las máqui-
nas 3D es “84.85 Máquinas para fabrica-
ción aditiva”, dentro de la Sección XVI y 
Capítulo 84. La nota 3 de la Sección XVI 
señala:

3. Salvo disposición en contrario, las 
combinaciones de máquinas de diferen-
tes clases destinadas a funcionar con-
juntamente y que formen un solo cuer-
po, así como las máquinas diseñadas 
para realizar dos o más funciones dife-
rentes, alternativas o complementarias, 
se clasifican según la función principal 
que caracterice al conjunto.

En este caso aplica la nota de sección 
porque traemos una maquina 3D y escá-
ner, considerando la función principal a 
la máquina aditiva. 

Además, la nota 10 del Capítulo 84 indi-
ca:

10. En la partida 84.85, la expresión fa-
bricación aditiva (también llamada im-
presión 3D) se refiere a la formación, 
sobre la base en un modelo digital, de 
objetos físicos mediante la adición y la 
deposición sucesiva de capas de materia 
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(por ejemplo: metal, plástico, cerámica), 
seguida de la consolidación y solidifica-
ción de la materia.

Adicionalmente, la regla general 6 pre-
cisa que la clasificación en la subpartida 
está determinada legalmente por el texto 
de la subpartida. En este caso se identifica 
el código “8485.20 Por depósito de plástico 
o caucho”.

Por su parte, las reglas complementa-
rias son reglas válidas únicamente para 
nuestro país y, como su nombre lo indica, 
complementan a las reglas generales en la 
aplicación de la tarifa respectiva.

II. Reglas Complementarias.
1ª Las Reglas Generales para la interpre-
tación de la Tarifa de esta Ley son igual-
mente válidas para establecer dentro de 
cada subpartida la fracción arancelaria 
aplicable.

Estas reglas establecen la estructura 
de la TIGIE, en este caso para el código 
“8485.20.01 Por depósito de plástico o cau-
cho”.

Además, la décima regla señala:

10ª Se establecerán números de identi-
ficación comercial (NICO) en los que se 
clasifican las mercancías en función de 
las fracciones arancelarias.

En el caso de las máquinas 3D se asigna 
el número“00 por depósito de plástico o 
caucho”.

Por último, las notas explicativas no co-
rresponden a la mercancía por tratarse de 
una partida modificada en la Séptima En-
mienda.

CAMBIOS EN LA TIGIE POR LA 
SÉPTIMA ENMIENDA

En el artículo 7 del Convenio del Sistema 
Armonizado se establece que una de las 
funciones del Comité Permanente sería la 
trabajar constantemente en mantener la 
nomenclatura al día y operar de forma efi-
ciente. En su primera sesión (1988) el Co-
mité acuerda que las recomendaciones de 
enmiendas al texto del Sistema Armoniza-
do se presentarán dentro de los periodos 
de cuatro a seis años (Sarabia, 2002).

Desde la primera enmienda del Sistema 
Armonizado de Designación y Codifica-
ción de Mercancías, que entró en vigor 
el 1 de julio de 1988, solo se contempló 
una partida que engloba máquinas para 
trabajar diferentes materiales: “84.77 Má-
quinas y aparatos para trabajar caucho o 
plástico o para fabricar productos de estas 
materias, no expresados ni comprendidos 
en otra parte de este Capítulo”. Igualmen-
te la subpartida residual correspondiente 
era “8477.80 Las demás máquinas y apa-
ratos”; la fracción arancelaria, “8477.80.99 
Los demás”; y el número de identificación 
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comercial a partir de la sexta enmienda, 
“99 los demás” (Ley del Impuesto General 
de Importación, 1988).

El motivo principal crear una frac-
ción arancelaria que permita identi-
ficar específicamente la maquinas 3D 
es que su intercambio comercial es su-
perior a los cien millones de dólares lo 
cual justifica la creación de una partida, 
subpartida, fracción arancelaria, número 
de identificación comercial y notas de 
capítulo que no dejen lugar a duda que 
la ubicación es correcta al igual que sus 
aranceles y regulaciones y restricciones 
no arancelarias aplicables (Ley de los Im-
puestos Generales de Importación y Ex-
portación, 2020).

METODOLOGÍA Y PROCESO DE 
CLASIFICACIÓN

La clasificación arancelaria en nuestro 
país se determina mediante la aplicación 
de la Ley de los Impuestos Generales de 
Importación y Exportación, la cual tiene 
los siguientes objetivos:

1. Definir la mercancía.
2. Determinar el arancel general aplica-

ble a la importación o exportación.
3. Determinar el arancel preferencial 

aplicable a la importación de acuerdo 
con los tratados internacionales de los 
cuales nuestro país forma parte.

4. Determinar el arancel aplicable a la 
importación de acuerdo con los diver-

sos Programas de Promoción Sectorial 
(PROSEC) para las empresas de manu-
factura.

5. Determinar las tasas preferenciales 
para la importación de mercancías 
por parte de las empresas autorizadas 
por la Secretaría de Economía para ser 
consumidas dentro de la franja y re-
gión fronteriza.

6. Coadyuvar con diversas autoridades 
proporcionando la base de codifica-
ción para la determinación y cumpli-
miento de las regulaciones y restric-
ciones no arancelarias en materia de 
salud pública, fitosanitaria, zoosanita-
ria, de seguridad nacional, entre otras, 
y normas oficiales mexicanas.

7. Para fines estadísticos (Cancino y Tre-
jo, 2015).

Es importante mencionar que para de-
terminar una correcta clasificación aran-
celaria se debe investigar las característi-
cas detalladas de la mercancía, lo que se 
conoce como “merceología de las mercan-
cías”, es decir, la disciplina que se ocupa 
del estudio de las mercancías. La merceo-
logía permite a los actores del comercio 
internacional contar con los elementos 
básicos e información suficiente para de-
terminar la identidad de las mercancías 
sujetas del intercambio comercial.  
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DISCUSIÓN DE CASOS PRÁCTICOS

Clasificar mercancías de manera precisa 
en el sistema arancelario puede presentar 
diversos desafíos, ya que involucra consi-
derar múltiples factores y detalles técni-
cos. Algunos de los desafíos comunes en la 
clasificación arancelaria son los siguien-
tes:

• Complejidad del sistema arancelario: 
Los sistemas arancelarios, como el 
Sistema Armonizado, son altamente 
detallados y pueden contener miles de 
subcategorías. Encontrar la fracción 
arancelaria correcta dentro de esta 
complejidad puede ser un desafío. 

• Cambios legales y enmiendas: Las le-
yes y regulaciones relacionadas con la 
clasificación arancelaria pueden cam-
biar con el tiempo debido a enmiendas 
o actualizaciones. Mantenerse al día 
con estos cambios es crucial para la 
clasificación precisa.

• Productos nuevos o innovadores: La 
aparición de nuevos productos o tec-
nologías, como las máquinas 3D, pue-
de no tener una clasificación específi-
ca en el sistema arancelario existente. 
Clasificar productos innovadores de 
manera adecuada puede ser un desa-
fío, y a menudo requiere interpreta-
ción y consulta con las autoridades 
aduaneras. 

• Ambigüedad en las descripciones: 
Algunas descripciones en el sistema 
arancelario pueden ser ambiguas o 
poco claras. Esto puede llevar a inter-
pretaciones erróneas y a la selección 
de una fracción arancelaria incorrec-
ta. 

• Productos multifuncionales: Algunos 
productos tienen múltiples funciones 
o usos, lo que dificulta determinar su 
clasificación. La elección de una frac-
ción arancelaria puede variar según 
el enfoque, lo que puede llevar a des-
acuerdos con las autoridades aduane-
ras. 

• Reglas de interpretación: Las reglas de 
interpretación establecidas en el sis-
tema arancelario, como las Reglas Ge-
nerales para la Interpretación, pueden 
ser complejas y requieren un profun-
do conocimiento para su aplicación 
correcta. 

• Consultas a las autoridades aduaneras: 
En algunos casos, es necesario consul-
tar a las autoridades aduaneras para 
obtener orientación sobre la clasifi-
cación de productos específicos. Este 
proceso puede ser demorado y generar 
incertidumbre. 

• Consecuencias financieras y legales: 
La clasificación errónea puede tener 
graves consecuencias financieras y le-
gales, como el pago incorrecto de aran-
celes o sanciones por incumplimiento. 
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Por lo tanto, la presión para clasificar 
correctamente es alta. 

• Diferencias en las interpretaciones: 
Las interpretaciones de la clasifica-
ción arancelaria pueden variar entre 
diferentes países y regiones, lo que 
complica aún más el proceso para las 
empresas que operan en mercados in-
ternacionales. 

• Necesidad de documentación detalla-
da: La clasificación arancelaria preci-
sa requiere documentación detallada 
sobre las características, composición 
y uso de la mercancía. Obtener esta 
información puede ser un desafío, es-
pecialmente si se trata de productos 
complejos. 

Enfrentar estos desafíos requiere una 
comprensión profunda del sistema aran-
celario, así como la capacidad de inter-
pretar y aplicar reglas y regulaciones de 
manera precisa. La consulta con expertos 
en clasificación arancelaria y la actualiza-
ción constante sobre cambios en la legis-
lación son importantes para abordar estos 
desafíos de manera efectiva.

CONSECUENCIAS DE LA CLASIFICA-
CIÓN ARANCELARIA

Implicaciones económicas y comerciales: 
ejemplos de países con políticas arancelarias 
específicas para máquinas 3D
Las políticas arancelarias específicas para 
máquinas 3D pueden variar de un país a 

otro, dependiendo de sus objetivos econó-
micos y regulaciones comerciales. A conti-
nuación, se presentan ejemplos de países 
con enfoques particulares en cuanto a las 
políticas arancelarias para máquinas 3D:

• En los Estados Unidos, la clasificación 
arancelaria de máquinas 3D puede va-
riar según su uso previsto. Por ejem-
plo, las máquinas 3D utilizadas para 
la producción de prototipos pueden 
tener una clasificación arancelaria es-
pecífica. Además, existen acuerdos de 
libre comercio que reducen o eliminan 
aranceles para máquinas 3D en países 
como Canadá y México, lo que promue-
ve el comercio de estas tecnologías en 
la región de América del Norte. 

• En la Unión Europea (UE), las políticas 
arancelarias para máquinas 3D tam-
bién pueden variar según su función. 
La UE promueve la innovación y la 
adopción de tecnologías avanzadas, 
por lo que algunas máquinas 3D pue-
den beneficiarse de aranceles reduci-
dos o exenciones en el marco de acuer-
dos comerciales. 

• China ha mostrado un gran interés en 
la adopción de tecnologías de impre-
sión 3D. El gobierno chino ha imple-
mentado políticas arancelarias que 
fomentan la producción y el uso de 
máquinas 3D en el país. Esto incluye 
la reducción de aranceles para compo-
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nentes y materiales relacionados con 
la impresión 3D. 

• Japón ha establecido políticas aran-
celarias favorables para las máquinas 
3D y los equipos relacionados, con el 
objetivo de impulsar la innovación y 
la adopción de esta tecnología en sec-
tores como la automoción y la fabrica-
ción. 

• Singapur es conocido por su política 
comercial abierta y su apoyo a la adop-
ción de tecnologías avanzadas. Las má-
quinas 3D y los equipos relacionados 
pueden beneficiarse de aranceles bajos 
o nulos en el mercado singapurense, lo 
que fomenta la inversión y el uso de es-
tas tecnologías en la región.

• Australia también ha implementado 
políticas arancelarias favorables para 
la importación de máquinas 3D y equi-
pos relacionados. Esto concuerda con 
los esfuerzos del país por promover la 
innovación y la tecnología avanzada 
en sus sectores industriales. 

Es importante destacar que las políticas 
arancelarias pueden cambiar con el tiem-
po y pueden variar según el tipo de máqui-
na 3D y su uso específico. Por lo tanto, es 
esencial que las empresas que operan en 
el comercio internacional estén al tanto 
de las políticas arancelarias específicas en 
cada país de interés y se mantengan ac-
tualizadas sobre cualquier cambio en las 

regulaciones relacionadas con las máqui-
nas 3D.

Recapitulación de hallazgos clave
La correcta clasificación arancelaria es 
muy importante en el comercio interna-
cional y la gestión aduanera. A continua-
ción, se destaca la importancia de la co-
rrecta clasificación arancelaria:

• Determinación de impuestos y aran-
celes: La clasificación arancelaria es el 
primer paso para determinar los im-
puestos y aranceles que deben pagar-
se al importar o exportar mercancías. 
Una clasificación incorrecta puede 
resultar en la subvaloración o sobreva-
loración de los aranceles, lo que afec-
taría significativamente los costos ope-
rativos de las empresas. 

• Cumplimiento de regulaciones y nor-
mativas: Cada mercancía está sujeta 
a regulaciones y restricciones espe-
cíficas relacionadas con la salud, la 
seguridad, el medio ambiente y otros 
aspectos. La correcta clasificación 
arancelaria es fundamental para ase-
gurar que las mercancías cumplan con 
las regulaciones requeridas en el país 
de destino. El incumplimiento puede 
dar lugar a sanciones y confiscación 
de mercancías. 

• Facilitación del comercio: La correc-
ta clasificación arancelaria agiliza los 
procesos aduaneros al proporcionar 
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una identificación clara de la mercan-
cía. Esto reduce retrasos en la libera-
ción de productos en las aduanas y 
acelera la cadena de suministro, mini-
mizando costos de almacenamiento y 
transporte.

• Aplicación de acuerdos comerciales: 
Los acuerdos de libre comercio y tra-
tados bilaterales a menudo se basan 
en la clasificación arancelaria de las 
mercancías. La correcta clasificación 
permite a las empresas aprovechar los 
beneficios de aranceles reducidos o 
eliminados en el marco de estos acuer-
dos, mejorando la competitividad en 
los mercados internacionales. 

• Planificación estratégica: La clasifica-
ción arancelaria influye en la planifi-
cación estratégica de las empresas, ya 
que afecta los costos y la rentabilidad 
de las operaciones de importación y 
exportación. Las empresas pueden to-
mar decisiones informadas sobre la 
viabilidad de operar en mercados es-
pecíficos y la gestión de la cadena de 
suministro.

• Transparencia y certidumbre: La co-
rrecta clasificación arancelaria esta-
blece un marco legal y transparente 
que fomenta la confianza en las tran-
sacciones comerciales internaciona-
les. Reduce los riesgos de disputas 
aduaneras y litigios al proporcionar 
una base sólida para las operaciones 
comerciales. 

• Control y estadísticas aduaneras: Los 
gobiernos utilizan la clasificación 
arancelaria para llevar un registro pre-
ciso de las mercancías que entran y 
salen del país. Esto es esencial para la 
elaboración de políticas comerciales, 
la recaudación de ingresos fiscales y la 
toma de decisiones económicas. 

• Competitividad internacional: La co-
rrecta clasificación arancelaria permi-
te a las empresas competir de manera 
efectiva en el mercado global al opti-
mizar costos y reducir la incertidum-
bre relacionada con los aranceles y re-
gulaciones.

Por lo anterior, la correcta clasificación 
arancelaria es fundamental para garanti-
zar una gestión eficiente y el cumplimien-
to en el comercio internacional. Propor-
ciona claridad, ahorro de costos y ventajas 
competitivas a las empresas que operan 
en un entorno cada vez más globalizado 
y regulado. Por lo tanto, es esencial para 
el éxito en el comercio internacional y la 
gestión de la cadena de suministro. 

Perspectivas para el futuro
Algunas perspectivas clave para el futuro 
en el contexto de la clasificación arance-
laria de máquinas 3D y los cambios en la 
TIGIE por la Séptima Enmienda son las si-
guientes:



152 UACJ - Anuario de derecho, comercio internacional, seguridad y políticas públicas Año 3, Número 3, 2024, 
No. de Reserva: 04-2022-101412422200-102

A N UA R I O  D E  D E R E C H O ,  C O M E R C I O  I N T E R N A C I O N A L , 
S E G U R I D A D  Y  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

• Tecnología en evolución constante: La 
tecnología de impresión 3D continúa 
evolucionando y diversificándose. En 
el futuro, es probable que aparezcan 
nuevos tipos de máquinas 3D con ca-
pacidades mejoradas y aplicaciones 
más amplias. Esto requerirá una adap-
tación constante de las clasificaciones 
arancelarias para reflejar estas inno-
vaciones. 

• Regulaciones ambientales y de soste-
nibilidad: A medida que la concien-
cia ambiental y la sostenibilidad se 
vuelven más importantes, es posible 
que surjan regulaciones y estándares 
específicos relacionados con la clasi-
ficación arancelaria de máquinas 3D, 
especialmente en lo que respecta a la 
gestión de residuos y el uso de materia-
les ecológicos. 

• Políticas comerciales y acuerdos inter-
nacionales: Las políticas comerciales y 
los acuerdos internacionales seguirán 
desempeñando un papel clave en la 
clasificación arancelaria de máquinas 
3D. Las empresas deberán estar atentas 
a cambios en las políticas comerciales 
y acuerdos bilaterales o multilaterales 
que puedan influir en la clasificación y 
los aranceles asociados. 

• Armonización y estandarización: 
Existe una tendencia hacia la armo-
nización y estandarización de las cla-
sificaciones arancelarias a nivel in-
ternacional. Esto podría simplificar el 

proceso de clasificación y hacer que 
sea más coherente a nivel global, aun-
que aún pueden existir diferencias en-
tre países. 

• Educación y capacitación: La demanda 
de expertos en clasificación arance-
laria seguirá creciendo a medida que 
las empresas busquen profesionales 
capacitados para garantizar una clasi-
ficación precisa. La educación y la ca-
pacitación en clasificación arancelaria 
serán fundamentales para abordar los 
desafíos futuros.

• Colaboración con las autoridades 
aduaneras: La colaboración continua 
con las autoridades aduaneras será 
esencial. A medida que las regulacio-
nes cambien y evolucionen, las empre-
sas deberán mantener una comunica-
ción estrecha con las autoridades para 
asegurarse de cumplir con las norma-
tivas vigentes. 

• Integración de la tecnología: La auto-
matización y la inteligencia artificial 
pueden desempeñar un papel en la cla-
sificación arancelaria del futuro. Las 
herramientas de software avanzadas 
podrían ayudar a agilizar el proceso y 
reducir el riesgo de errores en la clasi-
ficación. 

• Políticas de incentivos: Algunos go-
biernos pueden implementar políticas 
de incentivos específicos para la adop-
ción de tecnologías como las máqui-
nas 3D. Esto podría incluir aranceles 
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reducidos o exenciones como parte de 
iniciativas para promover la innova-
ción y la competitividad.

En última instancia, la clasificación 
arancelaria de máquinas 3D seguirá sien-
do un tema de interés en el comercio in-
ternacional a medida que la tecnología 
avance y las regulaciones se adapten. La 
adaptación constante y la comprensión 
de las políticas comerciales y las regula-
ciones específicas serán esenciales para el 
éxito en este entorno en constante evolu-
ción. Las empresas que puedan anticipar 
y adaptarse a estos cambios estarán mejor 
posicionadas para prosperar en el futuro.

CONCLUSIONES

• Importancia de la clasificación aran-
celaria: La clasificación arancelaria es 
un aspecto crítico del comercio inter-
nacional que afecta directamente a las 
empresas y gobiernos. La precisión en 
la clasificación arancelaria es esencial 
para evitar costos innecesarios y ga-
rantizar el cumplimiento de regulacio-
nes comerciales. 

• Evolución de la tecnología: La tecnolo-
gía de impresión 3D está en constante 
evolución, lo que plantea desafíos para 
la clasificación arancelaria. Los siste-
mas arancelarios existentes a menudo 
no están actualizados para abordar 
productos y tecnologías emergentes.

• Regulaciones y restricciones no aran-
celarias: Además de los aranceles, las 
regulaciones y restricciones no aran-
celarias desempeñan un papel impor-
tante en la clasificación arancelaria. 
Las empresas deben considerar nor-
mativas relacionadas con la seguridad, 
el medio ambiente y otros aspectos al 
importar o exportar máquinas 3D. 

• Impacto en la competitividad: La co-
rrecta clasificación arancelaria puede 
mejorar la competitividad de las em-
presas en los mercados internaciona-
les al aprovechar acuerdos comercia-
les preferenciales y reducir los costos 
de importación. 

• Desafíos y ambigüedad: Los desafíos 
comunes en la clasificación arancela-
ria incluyen la complejidad del siste-
ma arancelario, la ambigüedad en las 
descripciones y la interpretación de 
las reglas. La consulta con expertos 
y la cooperación con las autoridades 
aduaneras son esenciales para superar 
estos desafíos. 

• Actualización constante: Dado que 
las leyes y regulaciones cambian con 
el tiempo, es crucial que las empresas 
mantengan un proceso de actualiza-
ción constante en la clasificación aran-
celaria y se mantengan al tanto de las 
enmiendas y cambios legales. 

• Políticas arancelarias específicas: Va-
rios países han implementado políti-
cas arancelarias específicas para pro-
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mover la adopción de máquinas 3D y 
fomentar la innovación en este campo. 
Esto destaca la importancia de com-
prender las políticas comerciales de 
cada país de interés. 

• Perspectivas futuras: A medida que la 
tecnología de impresión 3D sigue evo-
lucionando, es probable que se requie-
ran más cambios en la clasificación 
arancelaria y las políticas comerciales. 
Las empresas deben estar preparadas 
para adaptarse a estos cambios. 

• Recomendaciones: Se recomienda a 
las empresas que operan en el comer-
cio internacional que se involucren en 
la capacitación constante sobre clasi-
ficación arancelaria, mantengan una 
comunicación estrecha con las autori-
dades aduaneras y estén al tanto de las 
políticas comerciales de los países en 
los que operan. 

• Conclusión general: La clasificación 
arancelaria de máquinas 3D es un com-
ponente fundamental en el comercio 
internacional y tiene un impacto signi-
ficativo en la economía global. La com-
prensión precisa de la clasificación 
arancelaria es esencial para el éxito en 
el comercio de estas tecnologías
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TASA DEL IEPS APLICABLE AL PAGO EXTEMPORÁNEO DE 
PEDIMENTOS CONSOLIDADOS DE HIDROCARBUROS

RESUMEN
Aquí se pretende profundizar una investigación basada en fundamentos legales que defina de una manera 

lógica y jurídica cuál es la tasa semanal aplicable del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios en el 

pago extemporáneo de pedimentos consolidados, ya que, en la práctica se han observado conductas irregu-

lares gracias a las facilidades que los validadores del Sistema Aduanero Mexicano permiten día a día en la 

operación aduanera.

La conducta consiste en que cuando por motivos de vigencia de permisos, caducidad de estos o estas can-

tidades agotadas en estos —por problemas ajenos a la agencia aduanal—, no se puede pagar el pedimento 

consolidado encargado de transmitir la información sobre la importación de combustibles como la gasolina 

de cualquier octanaje y el diésel se da posibilidad de elegir la tasa semanal del mencionado impuesto en un 

plazo de cinco semanas contabilizando como inicio la firma de validación del “previo”. Así se omite la de-

claración de cantidades estratosféricas de impuestos en moneda nacional a cambio de realizar el pago de la 

multa por presentación extemporánea equivalente a no más de cinco mil pesos mexicanos. Por lo anterior, 

se optó por realizar pruebas de validación basadas en cantidades de litros reales para determinar la magni-

tud de las posibles omisiones de contribuciones a favor del fisco. 

Palabras clave: IEPS, pago extemporáneo, pedimentos consolidados, hidrocarburos.
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ABSTRACT
The following document intends to deepen an investigation based 

on legal foundations that define logically and legally: What is the 

applicable weekly rate of the Special Tax on Production and Servi-

ces (IEPS, by its acronym in spanish) in the extemporaneous pay-

ment of consolidated pediments, since, in practice, irregular con-

ducts have been observed thanks to the facilities that the validators 

of the Mexican Customs System allow day by day in the customs 

operation.

The conduct consists in the fact that, when due to permit validity, 

expiration of the permits, or exhausted quantities, to mention some 

of the problems beyond the control of the customs agency, it is not 

possible to make the payment of the consolidated customs declara-

tion in charge of transmitting the information related to the impor-

tation of fuels such as gasoline of any octane rating and diesel.

Thus, gives the possibility of choosing the weekly rate of the mentio-

ned tax in a period of five weeks, counting the validation signature 

of the ‘previous’ as the beginning. Omitting the declaration of stra-

tospheric amounts of taxes in national currency in exchange for the 

payment of the fine for extemporaneous presentation equivalent to 

no more than five thousand Mexican pesos. Therefore, it was de-

cided to carry out validation tests based on real liter quantities to 

determine the magnitude of the possible omissions of contributions 

in favor of the tax authorities.

Keywords: IEPS, late payment, consolidated pediments, hydrocar-

bons.

INTRODUCCIÓN

L
a Licenciatura en Comercio Exterior, como 
muchas otras carreras universitarias, se con-
sidera relativamente nueva; aunque el in-
tercambio de bienes y servicios entre países 
existe hace ya bastantes años, en muy pocos 

lugares a nivel nacional se podía dedicar el tiempo al es-
tudio de esta rama de las ciencias jurídicas. En Ciudad 
Juárez, y sobre todo en agencias aduanales, gran parte 
del personal de más de veinte años en este ámbito son 
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personas que adquirieron los conocimien-
tos para realizar las funciones correspon-
dientes gracias a la experiencia, aunque 
sin duda alguna dominan la operación en 
el departamento de aduanas.

A partir de la firma del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte (TLCAN) 
en 1994 y la publicación de la Ley Aduane-
ra en 1995, surgió esta área de oportunidad 
para muchas personas que decidieron 
dedicarse a la mencionada actividad 
empresarial.

En este contexto, la conurbación trans-
fronteriza entre Ciudad Juárez y El Paso 
ofrece un importante caso de estudio, ya 
que es la segunda con mayor población y 
actividad económica a lo largo de la fron-
tera entre México y Estados Unidos. Por 
lo anterior, se producen una gran canti-
dad de intercambios transfronterizos de 
muy diversa índole. (Fuentes, 2022, p. 2)

Aunado a esto, la operación aduanera es 
tan extensa que complica que los tratados 
internacionales, las leyes, los reglamentos, 
las reglas, sumando anexos y manuales, ti-
pifiquen todas las conductas existentes en 
los diferentes regímenes y tráficos, y más 
aún con sus escenarios posibles. Es ahí 
cuando encontramos la problemática a 
resolver durante esta investigación. ¿Cuál 
es el fundamento para determinar la tasa 
semanal del IEPS aplicable a la diversidad 
de factores que imposibilitan el pago de 

pedimento consolidado en la semana pos-
terior a la importación?

PEDIMENTOS

Inicialmente, encontramos en el artícu-
lo 36 de la Ley Aduanera la obligación de 
transmitir en documento electrónico un 
pedimento de importación o exportación 
para quienes introduzcan o extraigan 
mercancías de territorio nacional, respec-
tivamente.

Para ello, debemos entender que el pe-
dimento es una declaración por exce-
lencia; informamos a las autoridades 
aduaneras todo lo relacionado con las 
mercancías que pretendemos importar 
o exportar: régimen aduanero al que se 
despachará, el destino de la mercancía, la 
aduana por la que ingresará y en la que se 
despachará, la modalidad de transporte, 
las contribuciones a pagar, datos del 
proveedor e importador o, en su defecto, 
del comprador o exportador, transportis-
ta, anexos y datos de la mercancía.

CLASIFICACIÓN DE PEDIMENTOS

Existen distintas maneras de clasificar los 
pedimentos, la más común es de acuerdo 
con el régimen al que se está destinando 
la mercancía. Pero además de la antes 
mencionada, podemos distinguir a los pe-
dimentos por temporalidad de pago y cla-
sificarlos en tres: definitivos, consolidados 
y virtuales.
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• Los definitivos son los pedimentos de 
pago instantáneo. Por regla general, las 
fechas de entrada y de pago siempre 
serán la misma.

• Los consolidados son de pago sema-
nal. Se cuenta con una semana para la 
importación de la mercancía, sin em-
bargo, también se tiene toda la semana 
posterior a la introducción para reali-
zar el pago de contribuciones y cum-
plimiento de regulaciones.

• Y por último, en los virtuales se tiene 
un mes para la introducción de la mer-
cancía y, posterior a ello, el pago del 
pedimento.

CONTRIBUCIONES AL 
COMERCIO EXTERIOR

Los vendedores de bienes y servicios que 
son contribuyentes ordinarios o los im-
portadores, aunque no sean contribu-
yentes ordinarios, no son otra cosa, en 
términos sustanciales, que agentes de 
recaudación del impuesto y como tales 
agentes de recaudación, quedan sujetos 
a la observancia de los requisitos forma-
les de cuyo exacto cumplimiento deriva 
la eficiencia recaudatoria del impuesto. 
(Guerrero y Govea, 2006, p. 33)

La manera de determinar las contribu-
ciones a pagar es mediante la fracción 
arancelaria. La tarifa de la Ley de los Im-
puestos Generales de Importación y de 
Exportación determinarán el impuesto y 

la tasa aplicable que se deberá pagar al im-
portar o exportar determinada mercancía.

El impuesto, en concreto el Impuesto Ge-
neral de Importación, es la contribución 
más importante de las pagadas por la 
introducción de mercancías a territorio 
nacional, pues se utiliza como instru-
mento “regulatorio”, aplicado en forma 
casuística en razón de la fracción aran-
celaria correspondiente. (Moreno, 2015, 
p. 564) 

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS (IEPS)

Para profundizar en la problemática en 
sí, primero debemos comprender qué es 
el Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios (IEPS): la carga tributaria de ca-
rácter recaudador que se aplica a sujetos 
que enajenen o importen productos tales 
como combustibles, bebidas alcohólicas 
y energizantes, cigarros, tabacos, plagui-
cidas y demás tipo de comida chatarra o 
con alto contenido de azúcar, esto en esen-
cia es una barrera arancelaria y de alguna 
manera regula o limitar su consumo. 

La importación de combustibles auto-
motrices y fósiles, en específico de gaso-
lina en sus distintos octanajes y el diésel, 
está tipificada en dos supuestos del artícu-
lo 2 de la Ley del Impuesto Especial sobre 
Producción y Servicios (1980), los cuales 
se mencionan a continuación:
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Artículo 2º.- Al valor de los actos o 
actividades que a continuación se se-
ñalan, se aplicarán las tasas y cuotas 
siguientes: 
En la enajenación o, en su caso, en la 
importación de los siguientes bienes: 

[…]
D) Combustibles automotrices:

Combustibles fó-
siles

Cuota Unidad de 
medida

a. Gasolina menor a 
91 octanos

5.9195 pesos por 
litro

b. Gasolina mayor o 
igual a 91 octanos

4.9987 pesos por 
litro

c. Diésel 6.5055 pesos por 
litro

[…]
H) Combustibles Fósiles2

Cuota Unidad de medida

3. Gasolinas y 
gasavión

15.6899 centavos por litro

5. Diésel 19.0383 centavos por litro

La peculiaridad que tiene este producto 
respecto a otros que pagan este impues-
to, es estos combustibles se consideran de 
mucha necesidad, por no decir que son in-
dispensables para múltiples labores.

De acuerdo con las cifras más actuali-
zadas de Pemex, entre enero y mayo de 
2022 se han consumido, en promedio, 1 

2 En este caso, se transcriben solamente los datos per-
tinentes.

millón 19 mil barriles diarios de combusti-
bles. De este monto, 655 mil 600 barriles 
corresponden a gasolinas, de los cuales 
81.9 por ciento son gasolina Magna y 18.1 
por ciento son Premium. (Usla, 2022)

A pesar de que la tasa aplicable se modi-
fica anualmente, debido a la importancia 
que adquieren estas mercancías en nues-
tro país y para dar mayor competitividad 
en la franja fronteriza norte, por el “mons-
truo” que tenemos como principal rival 
como lo es Estados Unidos, el gobierno 
mexicano optó por brindar un apoyo que 
suavice la disparidad que existe en los pre-
cios de estos hidrocarburos.

Este beneficio se le conoce como “estí-
mulo fiscal”, que es una “Ayuda económi-
ca otorgada por el Estado a una persona 
o colectivo, con el objeto de apoyarlos o 
fomentar su desarrollo económico o so-
cial ante una situación de desventaja o 
desigualdad” (Real Academia Española, s. 
f.). La ayuda brindada va a permitir que la 
tasa vaya siendo menor a la establecida 
anualmente en la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios ; sin em-
bargo, también va a provocar una varia-
ción semana tras semana y con ello nace 
la problemática, porque cuando por algu-
na u otra razón —vigencia o vencimiento 
de permisos, incongruencias entre la in-
formación que tiene el Servicio de Admi-
nistración Tributaria (SAT) y la que tiene 
la propia agencia— no podamos validar el 
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pedimento consolidado y hagamos el pago 
la semana posterior a la indicada, surgirá 
el cuestionamiento ¿cuál tasa será aplica-
ble para el cálculo de impuesto, la semana 
que ingresó el combustible o en la que se 
realizó la validación del pedimento?

¿Qué puede variar la tasa de pesos y 
centavos por litro?, pero solo en Ciudad 
Juárez, una empresa dedicada a la indus-
tria que importa semanalmente cientos 
de miles de litros entre los tres tipos de 
combustible: gasolina regular, premium y 
diésel.

Para darnos una idea de la magnitud de 
las posibles contribuciones omitidas, rea-
lizaremos un cálculo aproximado simu-
lando la operación del mes de agosto de 
2023. Las presentes tablas 1 y 2 consisten 
en un extracto del Diario Oficial de la Fe-
dereación del 11 de agosto de ese año que 
representa el estímulo aplicable para la 
semana del 12 al 18 de agosto, y, por consi-
guiente, la tasa aplicable para esa semana.

Tabla 1. Estímulo aplicable a los combustibles 
automotrices (11 de agosto de 2023)

Combustible Monto del estímu-
lo (pesos/litro)

Gasolina menor a 91 oc-
tanos

$3.1047

Gasolina mayor o igual a 
91 octanos y combustibles 

no fósiles

$1.6847

Diésel $2.7315

Fuente: Diario Oficial de la Federación.

Tabla 2. Cuotas aplicables a los combustibles au-
tomotrices (11 de agosto de 2023)

Combustible Cuota 
(pesos/litro)

Gasolina menor a 91 octanos $2.8148

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y 
combustibles no fósiles

$3.3140

Diésel $3.7740

Fuente: Diario Oficial de la Federación.

Mientras que las tablas 3 y 4 represen-
tan el extracto del Diario Oficial de la 
Federación del día 25 de agosto del 2023, 
donde se muestra el estímulo fiscal aplica-
ble para la semana del 26 de agosto al 1 de 
septiembre del mismo año y la tasa que se 
debe aplicar en esa semana.

Tabla 3. Estímulo aplicable a los combustibles 
automotrices (25 de agosto de 2023)

Combustible Monto del estímulo 
(pesos/litro)

Gasolina menor a 91 oc-
tanos

$2.9027

Gasolina mayor o igual 
a 91 octanos y combusti-

bles no fósiles

$1.8017

Diésel $2.9039

Fuente: Diario Oficial de la Federación.

Tabla 4. Cuotas aplicables a los combustibles au-
tomotrices (25 de agosto del 2023)

Combustible Cuota (pesos/litro)

Gasolina menor a 91 octanos $3.0168

Gasolina mayor o igual a 91 
octanos y combustibles no 

fósiles

$3.1970

Diésel $3.6016

Fuente: Diario Oficial de la Federación.
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En promedio, en la empresa local se 
reciben de entre 200 a 250 facturas por 
semana contabilizando los tres tipos de 
combustible, cada una con un aproxima-
do de 25,000 a 29,000 litros. Para motivos 
didácticos, cerraremos las cifras en las si-
guientes cantidades:

• 135 facturas de 27,800 litros correspon-
dientes a gasolina menor a 91 octanos, 
traducidos a 3 735 000 litros totales

• 80 facturas de 27 000 litros correspon-
dientes a gasolina mayor o igual a 01 
octanos, traducidos a 2 160 000 litros 
totales

• 20 facturas de 26 300 litros correspon-
dientes al diésel, traducidos a 526 000 
litros totales (Tabla 5).

La finalidad de establecer estas cantida-
des es hacer el cálculo de IEPS con cada 
una de las posibles tasas elegidas a aplicar.

RESULTADOS

A pesar de tener una tasa a favor, vemos 
una disparidad importante por tratarse 
de grandes cantidades de litros. Una vez 
abriendo el previo, nombre que recibe la 
validación del pedimento antes de que 
cruce la primera remesa, se cuenta con un 
mes adicional a la semana de cruce para 
pagarlo, después de ese mes y la semana en 
que cruza la mercancía, la patente aduanal 
se suspenderá hasta el pago. Mientras no 
transcurra ese mes, la agencia puede ope-
rar sin ningún problema, más que la mul-
ta por realizar el pago “extemporáneo”. La 
Real Academia Española (s. f.) define esta 
última palabra como: “Inadmisible por ha-
ber sido realizado o presentado fuera del 
plazo establecido”.

En ese plazo extemporáneo, se da opor-
tunidad al contribuyente o importador de 
elegir qué tasas tomar, puesto que los va-
lidadores más accesibles o flexibles arro-
jan la firma de validación con cualquiera 

Tabla 5. Operaciones en agosto de 2023
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Gasolina  
<91 a octanos 3 735 000 2.8148 3.0168 $ 10 513 278 $ 11 267 748 -754 470

Gasolina >91 
a octanos 2 160 000 3.3140 3.1970 $ 7 158 240 $ 6 905 520 252 720

Diésel 526 000 3.7740 3.6016 $ 1 985 124 $1 894 441.6 90 682.4

Fuente: Elaboración propia.
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de las tasas de ese mes. Siempre y cuando 
cumplan con el pago de la multa corres-
pondiente por la presentación fuera de 
plazo. El artículo 184 de la Ley Aduanera 
(1995) nos cita la mencionada infracción: 

Cometen las infracciones relacionadas 
con las obligaciones de transmitir y pre-
sentar, información y documentación, 
así́ como declaraciones, quienes: 

I. Omitan transmitir o presentar a las 
autoridades aduaneras en documento 
electrónico o digital, o en cualquier 
otro dispositivo tecnológico o medio 
electrónico que se establezca o lo ha-
gan en forma extemporánea, la infor-
mación que ampare las mercancías 
que introducen o extraen del territorio 
nacional sujetas a un régimen aduane-
ro, que transporten o que almacenen, 
entre otros, los datos, pedimentos, 
avisos, anexos, declaraciones, acuses, 
autorizaciones, a que se refieren los 
artículos 36 y 36-A de esta Ley y demás 
disposiciones jurídicas aplicables, en 
los casos en que la Ley imponga tales 
obligaciones.

La ventaja que se obtiene directamente 
del poder elegir la tasa es que la cantidad 
omitida en esos casos es lo correspondien-
te a un múltiplo exagerado de la multa a 
pagar por no cumplir con la obligación 
mencionada anteriormente. El artículo 

185 de la Ley Aduanera (1995) también nos 
detalla con exactitud el monto de la multa: 

Se aplicarán las siguientes multas a 
quienes cometan las infracciones rela-
cionadas con las obligaciones de presen-
tar documentación y declaraciones, así́ 
como de transmisión electrónica

Multa de $4,260.00 a $6,390.00, en 
caso de omisión a las mencionadas en 
las fracciones I y II. Las multas se re-
ducirán al 50% cuando la presentación 
sea extemporánea.  la información, 
previstas en el artículo 184 de esta Ley.

Apreciamos que la multa es infinita-
mente menor a la cantidad de impuestos 
omitidos eligiendo una de las posibles 
cuatro tasas de IEPS, incluso de no bene-
ficiar ninguna de ellas, tomar la tasa que 
originalmente le correspondía. Porque, al 
fin y al cabo, la multa por pago extempo-
ránea será siempre la misma y será míni-
ma. Mientras que los impuestos a pagar 
varían notablemente.

Aun y cuando estemos de acuerdo en 
facilitar el comercio exterior y erradicar 
todo tipo de obstáculos al comercio como 
los de procedimiento, “que dificultan el co-
mercio exterior. Actualmente, se conside-
ra que estos obstáculos representan más 
trabas al comercio que las tarifas y las 
medidas no arancelarias” (Nikiforovich y 
Victorovna, 2021, p. 76). Así, debemos es-
tar conscientes o poner más énfasis en si 
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estamos realizando estas prácticas como 
se debe.

CONCLUSIONES

Sugeriría lanzar un boletín informativo 
que regule el pago extemporáneo de pe-
dimentos consolidados de hidrocarburos 
y colocar candados hasta en el validador 
más flexible, para que así sea imposible 
validar con una tasa distinta a la que le co-
rresponde.

El pedimento debe ser pagado con las 
tasas aplicables a la semana posterior de 
la introducción de la mercancía a territo-
rio nacional (como le corresponde a cual-
quier pedimento consolidado), indepen-
dientemente de la fecha en que se realice 
dicho pago. Por lógica podemos deducir 
que el pedimento se debería de pagar en 
tal fecha y en esa misma debe hacerse el 
pago, o por lo menos con esa misma tasa. 
Adicionado a esto, y como en todos los ca-
sos posibles, es necesario pagar la multa 
correspondiente por la presentación ex-
temporánea.

Hacer una crítica al sistema aduanero 
mexicano y a la misma legislación me pa-
recería inaceptable por la única y sencilla 
razón de son muy pocos los importadores 
que realizan esta operación. En segundo 
lugar, la importación de hidrocarburos es 
una conducta muy específica y selectiva, 
y, por último, muy rara vez sucede que el 
pago no se realice en tiempo y forma, ya 
que se tiene una semana completa poste-

rior a la importación de la última remesa 
para realizarlo. 

Cabe resaltar que, con base en nuestra 
teoría, se puede caer muchas veces en este 
supuesto porque, al tratarse de pedimen-
to consolidado, la mercancía ya moduló y 
la autoridad no notará ninguna anomalía 
de no ser por poner en marcha alguna de 
sus facultades de comprobación postdes-
pacho.
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REFLEXIONES SOBRE LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON 
PERSPECTIVA DE GÉNERO EN EL AMPARO EN REVISIÓN 1284/2015

 

RESUMEN
Ante el escenario de violencia de género que se vive día con día en México, es importante conocer casos 

trascendentales que han obligado al Estado mexicano a crear leyes y protocolos de actuación que faciliten el 

desempeño de los órganos investigadores en la procuración de justicia y el respeto a los derechos humanos 

de las mujeres. Casos que han marcado a nuestro país, como es González y otras (Campo algodonero), y que 

han dejado como recomendaciones la creación de herramientas jurisdiccionales que ayuden a la erradica-

ción del fenómeno de violencia contra la mujer y que busquen la no repetición del delito. Los protocolos 

creados van dirigidos a la policías preventivas e investigadoras, ministerios públicos y juzgadores, es decir, a 

las autoridades intervinientes en la violencia contra las mujeres. Se trata de mecanismos que buscan preve-

nir, investigar, perseguir y sancionar los delitos en contra de las mujeres, cuya finalidad es terminar con la 

sistematización de la cultura del machismo, discriminación y desigualdad en la que viven miles de niñas y 

mujeres mexicanas. En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció un protocolo analí-

tico que sirve de guía para juzgar con perspectiva de género. Abarca un marco conceptual, un estudio sobre 

su incorporación y evolución en la administración de justicia. En la búsqueda incansable del cambio social 

mexicano y la lucha contra la impunidad, el reconocimiento de la diversidad, el combate contra la desigual-

dad y la erradicación de la violencia de género, es importante conocer el tema, comprenderlo y socializarlo 

para poder enfrentarlo. 

Palabras claves: Derechos humanos, juzgar, mujeres, feminicidio

1 Licenciada en Derecho por la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez (UACJ), cuenta con una maestría en Investi-
gación Criminal, Campus Internacional de Inteligencia y Pericia CIIP, Campus España. Desde 2018 es docente de la 
Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, en la Licenciatura de Seguridad y Políticas Públicas del Departamento de 
Ciencias Jurídicas. ORCID: 0009-0001-3213-0198. 

https://doi.org/10.20983/anuariocicj.2024.15 
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INTRODUCCIÓN

E
n la última década el sistema jurídico mexi-
cano se ha ido mejorando con la finalidad de 
que exista una estricta aplicación de los de-
rechos humanos por parte de las autorida-
des del Estado mexicano. De estos cambios, 

ahora todos los tribunales mexicanos, federales y locales 
deben juzgar con estricta aplicación de derechos huma-
nos, lo cual antes solo era una tarea que los tribunales 
federales del Poder Judicial de la Federación cuando ac-
tuaban como tribunales constitucionales. Estos cambios 
se derivaron a partir de la transcendental reforma cons-
titucional del 2011, de la cual se ha observado cómo se 
han ido modificando los criterios de los tribunales mexi-
canos y de manera relevante los criterios emitidos por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De los cambios trascendentales destaca el tema de juz-
gar con perspectiva de género, que cobrado gran impor-
tancia en el sistema de impartición de justicia, incluso la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha elaborado un 
Protocolo para juzgar con perspectiva de género,2 el cual 
establece la guía que debe de ser aplicada por los tribu-
nales mexicanos al momento de resolver controversias 
ventiladas ante ellos sobre temas de violencia contra las 
mujeres. La perspectiva de género no solo trasciende a 
partir de los cambios señalados en el párrafo anterior, 
sino que es la respuesta a una necesidad cultural que 
existe en nuestro país y la impunidad prevalente fren-
te a la violencia contra las mujeres desde muchas déca-
das atrás. México se ha caracterizado por ser uno de los 
países de Latinoamérica con una cultura patriarcal ba-
sada en la violencia contra las niñas y mujeres, ya que 

2 Suprema Corte de Justicia de la Nación (2015). Protocolo para juzgar con 
perspectiva de género, México, SCJN.
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la estadística señala que en 2023, del mes 
de enero al mes de julio, 500 mujeres fue-
ron víctimas de feminicidio en territorio 
mexicano,3 además de que la estadística 
de impunidad en el delito de feminicidio 
es alta, en la mayoría de los casos no se 
castiga al o responsables.

PROCURACIÓN DE JUSTICIA SIN 
PERSPECTIVA DE GÉNERO

Uno de los primeros casos resueltos en 
el sistema de impartición de justicia con 
perspectiva de género fue el juicio de am-
paro resuelto por la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, en 
el cual el principal problema fue la falta 
de conocimientos para investigar y juzgar 
con perspectiva de género, tanto de los 
agentes investigadores y de procuración 
de justicia, como de los juzgadores co-
rrespondientes que conocieron del juicio 
de origen. Específicamente, la sentencia 
emitida por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en el ampa-
ro en revisión 1284/2015.4

El tema resuelto por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
versaba sobre un caso en el que el día 28 
de octubre de 2012 aproximadamente a las 
03:00 horas, la víctima de nombre Karla 

3 Fuente: Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública 2023, Información sobre 
violencia contra las mujeres.

4 Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (2015). Amparo en revisión 1284/2015, María 
Esperanza Lucciotto López y Fernando Zahid Luc-
ciotto López. 

del Carmen Pontigo Lucciotto de 19 años, 
laboraba en un bar de San Luis Potosí, y 
ese día fue encontrada por sus compañe-
ros desangrándose en el suelo junto a una 
puerta de cristal destrozada. Karla presen-
taba múltiples heridas, por lo que al día 
siguiente de los hechos murió a causa de 
una lesión de arteria y vena femoral que le 
causó un choque hipovolémico.

En dicho caso, los órganos investigado-
res y criminalísticos no protegieron la 
escena del crimen en el momento en que 
ocurrieron los hechos o inmediatamente 
después de conocerlos, sino que fue días 
después cuando aseguraron el lugar, pero 
la escena ya había sido alterada. Aunado a 
esto, no se recolectó evidencia fotográfica, 
no se realizó la criminalística de campo 
correspondiente en la inspección ocular, 
recolección de huellas o indicios bioló-
gicos, huellas de pisadas, marcas o todos 
aquellos restos o vestigios que pudieron 
ayudar en la investigación y esclareci-
miento de los hechos delictivos.

De los pocos indicios recolectados, faltó 
la minuciosidad y pericia del cuidado de 
la evidencia, ya que en casos de homici-
dios es de vital importancia que la recogi-
da de muestras que se realice en la escena 
criminal se resguarde, selle e identifique 
mediante una cadena de custodia para su 
transporte y posterior análisis; lo anterior 
no se respetó en este caso, ya que se per-
dieron varias pruebas que pudieron ayu-
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dar a esclarecer si la víctima sufrió o no 
alguna agresión sexual.

De las declaraciones de la madre de la 
víctima, se desprendía que antes de su 
muerte sufrió acoso sexual/laboral por 
parte de su jefe de nombre “Ricardo”, pero 
esto nunca fue investigado por el ministe-
rio público o las policías investigadoras.

Asimismo, el Departamento de Crimi-
nalística de la Coordinación General de 
Servicios Periciales de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Guana-
juato concluyó que la evidencia no era su-
ficiente para poder llegar a una causa de 
muerte específica, es decir, si fue muerte 
accidental o provocada por alguien, y aun-
que la víctima presentaba lesiones en ros-
tro, cuello, área abdominal y genital, solo 
manifestaron que no se relacionaban con 
el impacto contra una superficie plana. 
Esto, toda vez que algunas lesiones provo-
cadas por chocar con una puerta de cristal 
pudieran haber sido lesiones en manos o 
rodillas, y en el rostro, como la frente y 
nariz, y no en los ojos, cuello, abdomen y 
genitales, como presentaba la víctima. 

De la escasa investigación realizada y 
ante la presión de la familia de la víctima, 
el 20 de agosto de 2013, la agente del Mi-
nisterio Público ejerció acción penal con-
tra “Ricardo”, jefe de Karla, presentándolo 
como probable responsable del delito de 
homicidio culposo.

 No obstante que el Ministerio Público 
judicializó la carpeta de investigación en 

contra del exjefe de Karla, este violó, tanto 
en perjuicio de Karla, como de sus fami-
liares, el derecho humano de acceso a la 
justicia de las víctimas contenido en el ar-
tículo 17 de la Constitución Política, ya que 
la acción penal se ejercitó después de las 
presiones de los familiares, de no haber 
sido así, quizá la carpeta de investigación 
hubiera permanecido en archivo tempo-
ral.

En el caso en discusión en la sentencia 
del amparo en revisión 1284/2015, la ver-
dad histórica no se logró, porque no se 
cumplió con la investigación e integración 
de la carpeta, ya que hasta hoy no se ha 
esclarecido lo que pasó la madrugada del 
28 de octubre de 2012 y cuáles fueron las 
causas de la muerte de Karla. Correspon-
de a la autoridad ministerial la conduc-
ción de la investigación y la coordinación 
de su policía y servicios periciales. En este 
caso, la actuación del Ministerio Público 
fue deficiente y omisa, pues no actuó con 
la debida diligencia para iniciar con las 
investigaciones de manera oportuna e in-
mediata; debido a esto, no se recolectó la 
suficiente evidencia que hubiera ayudado 
a dar con el o los responsables. 

El Ministerio Público no tomó las me-
didas necesarias para impedir que se 
destruyeran o alteraran los indicios que 
existieron en la escena del crimen, ade-
más de que no supervisó que se cumplie-
ran con los protocolos de aseguramiento 
y recolección de la prueba para su debida 
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preservación, procesamiento y análisis. 
Estas omisiones hicieron imposible que se 
esclarecieran los hechos, por lo que no se 
logró conocer la verdad de estos, carecien-
do de legalidad, pertinencia, suficiencia y 
contundencia en las diligencias previas y 
posteriores al conocimiento de la noticia 
del crimen.

ANÁLISIS DEL MARCO JURÍDICO DE 
LA PERSPECTIVA DE GÉNERO

La Constitución Política establece que la 
figura del Ministerio Público en México 
está obligada a actuar en estricto apego a 
los principios de legalidad, objetividad, efi-
ciencia, profesionalismo, honradez, pers-
pectiva de género y respeto a los derechos 
humanos. En la sentencia aquí analizada 
se señaló que dichos principios no se cum-
plieron, ya que a pesar de que las causas 
de la muerte y las lesiones que presentó la 
víctima no fueron concluyentes, el Minis-
terio Público decidió sin justificar, fundar 
y motivar que no habían sido provocadas 
por la intervención de una persona y que 
no se empleó violencia física, sino que 
fue un accidente debido a la omisión del 
dueño del establecimiento de no poner 
la suficiente luz o los letreros adecuados 
para señalar el medio escalón o la puerta 
de cristal con la que aparentemente había 
chocado la víctima y que fue el motivo de 
las lesiones que causaron su muerte; la 
conclusión fue que se trató de una muerte 
accidental.

La teoría del caso fue basada en que 
simplemente “Ricardo” no previó cuida-
do, omitió los riesgos en esa habitación 
particularmente, y no brindó seguridad a 
sus trabajadores, descartando completa-
mente que Karla fuese atacada. Esta deter-
minación, en criterio de la Primera Sala, 
descartó sin fundar y motivar la posible 
existencia de conductas de ataque, a pesar 
de los indicios sobre lesiones múltiples en 
el cuerpo de Karla.

Por lo anterior, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación deter-
minó que existió la falta de conocimientos 
para investigar y juzgar con perspectiva 
de género. Es importante señalar que en 
México esto muy común, y en ocasiones, 
se relacionan más con homicidios provo-
cados por aspectos del crimen organizado, 
que pasan por alto uno de los principios 
actuales en la impartición de justicia, la 
perspectiva de género.

Según la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la 
perspectiva de género es una visión cientí-
fica, analítica y política sobre las mujeres 
y los hombres, en la cual se propone eli-
minar las causas de la opresión de género, 
así como la desigualdad, la injusticia y la 
jerarquización de las personas basada en 
el género. Promueve la igualdad entre gé-
neros mediante la equidad, el adelanto y 
el bienestar de las mujeres; contribuye a 
construir una sociedad donde estas tengan 
el mismo valor, derechos y oportunidades 
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para acceder a los recursos económicos y 
a la representación política y social en los 
ámbitos de toma de decisiones.

La Ley General para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres conceptualiza la pers-
pectiva de género como la metodología y 
los mecanismos que permiten identificar, 
cuestionar y valorar la discriminación, 
desigualdad y exclusión de las mujeres, 
que se pretende justificar con base en las 
diferencias biológicas entre mujeres y 
hombres, así como las acciones que deben 
emprenderse para actuar sobre los facto-
res de género y crear las condiciones de 
cambio que permitan avanzar en la cons-
trucción de la igualdad de género.

Ambas leyes son claras en manifestar 
que existe actualmente una desigualdad 
en derechos en comparación de la mujer 
con el hombre. La violencia de género es 
tan grave y está tan arraigada en México 
que se tuvieron que crear leyes especiales 
para establecer que las mujeres están su-
friendo discriminación y violencia y que 
se deben crear políticas públicas para so-
lucionar el problema.

En este sentido, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación resol-
vió que, en el caso de la muerte de Karla, el 
Ministerio Público no investigó con pers-
pectiva de género, ya que no se acudió a 
protocolos, métodos criminalísticos y cri-
minológicos para comprobar la existencia 
de alguna situación de vulnerabilidad o 

violencia que haya sufrido la víctima an-
tes de su muerte.

Es importante señalar que en la senten-
cia de amparo en revisión 554/2013 de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación,5 que versa sobre otro fe-
minicidio, se resolvió que en los casos de 
muertes de mujeres se deben de cumplir 
los requisitos de investigación en cuanto 
a identificar las conductas que causaron 
la muerte de la mujer, proteger la escena 
del crimen, verificar la presencia o ausen-
cia de motivos o razones de género que 
originan o explican la muerte violenta, 
también se deberá de preservar eviden-
cias específicas para determinar si hubo 
violencia sexual, identificar posibles tes-
tigos, realizar autopsias por profesiona-
les competentes y se deberán realizar las 
periciales pertinentes para determinar si 
la víctima estaba inmersa en un contexto 
de violencia y lo más importante determi-
nar la causa, forma, lugar y momento de 
la muerte.

La corte es enfática en ambos casos en 
señalar que todo caso de muerte de mu-
jeres, incluidas aquellas que al parecer se 
hayan realizado por la delincuencia orga-
nizada, suicidio y algunos accidentes, de-
ben analizarse con perspectiva de género, 
para descartar si hubo o no razones de gé-

5 Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (2013). Amparo en revisión 554/2013 (de-
rivado de la solicitud de ejercicio de la facultad de 
atracción 56/2013), quejosa: Irinea Buendía Cortez 
(madre de Mariana Lima Buendía).
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nero en la muerte y para determinar final-
mente el motivo de esta. El incumplimien-
to de este requisito complica el acceso a la 
justicia de las mujeres por invisibilizar su 
situación particular en el orden social.

Es importante destacar que México fue 
el primer país en el mundo en tipificar el 
feminicidio, definiéndolo como la forma 
más extrema de violencia hacia las muje-
res, resultado de la violación de los dere-
chos humanos por conductas misóginas 
e impunidad que pueden culminar en el 
asesinato de una mujer.

El 14 de julio de 2012 se estableció el de-
lito de feminicidio en el Código Penal Fe-
deral, específicamente en el artículo 325, 
el cual establece lo siguiente: “Comete 
el delito de feminicidio quien prive de la 
vida a una mujer por razones de género”, 
este artículo también establece qué se en-
tiende por razones de género, cuando se 
encuentre en la víctima alguna evidencia 
de violencia sexual, antecedentes de vio-
lencia familiar, laboral o escolar, relación 
afectiva, sentimental o de confianza entre 
el victimario y la víctima, incomunicación 
de la víctima y exposición o exhibición del 
cuerpo de la víctima en un lugar público.

Por dichas razones, la Primera Sala de-
terminó que en el caso de Karla no fue 
analizado con perspectiva de género, para 
determinar si hubo o no razones de géne-
ro que causaran su muerte o tan siquiera 
para poder descartar esta hipótesis, ya que 
la víctima presentaba violencia sexual 

además que, según el relato de sus fami-
liares, Karla había sufrido acoso sexual y 
laboral por parte de su jefe “Ricardo”.

En este sentido, también es trascenden-
tal señalar que la Convención Belém Do 
Pará establece que los Estados parte de 
esta convención deben condenar todas 
las formas de violencia contra la mujer 
y adoptar, por todos los medios apropia-
dos y sin dilaciones, políticas orientadas a 
prevenir, sancionar y erradicar dicha vio-
lencia y establecer procedimientos legales 
justos y eficaces para la mujer que haya 
sido sometida a violencia, que incluyan, 
entre otros, medidas de protección, un 
juicio oportuno y el acceso efectivo a tales 
procedimientos.

También señala que toda mujer tiene de-
recho al reconocimiento, goce, ejercicio y 
protección de todos los derechos humanos 
y a las libertades consagradas por los ins-
trumentos regionales e internacionales 
sobre derechos humanos y que toda mu-
jer podrá ejercer libre y plenamente sus 
derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales y contará con la total 
protección de esos derechos consagrados 
en los instrumentos regionales e interna-
cionales sobre derechos humanos. Este 
instrumento obliga a las autoridades judi-
ciales a establecer procedimientos legales 
justos y eficaces en los casos de violencia 
contra las mujeres, entre los cuales, según 
lo establecido en su artículo 6, se encuen-
tra la discriminación.
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Por otra parte, el Comité para la Elimina-
ción de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW), establece el deber de eliminar 
las diferencias arbitrarias, injustas o des-
proporcionadas entre mujeres y hombres 
debido a su sexo o género, tanto en el acce-
so a la justicia como en los procesos y las 
resoluciones judiciales.

No se omite mencionar la sentencia de 
González y otras contra México, mejor 
conocida como Campo algodonero, en la 
que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos condenó al Estado mexicano 
por la falta de debida diligencia en las in-
vestigaciones relacionadas a la desapari-
ción y muerte de Claudia Ivette González, 
Esmeralda Herrera Monreal y Laura Bere-
nice Ramos Monárrez, mujeres encontra-
das muertas en un campo algodonero de 
Ciudad Juárez, y en la que a la fecha no se 
han castigado a los responsables.

A pesar de que la Corte Interamericana 
ordenó que en México se debe de investi-
gar con perspectiva de género, emprender 
líneas de investigación específicas respec-
to a violencia sexual, para lo cual se de-
ben involucrar las líneas de investigación 
sobre los patrones respectivos en la zona, 
proveer regularmente de información 
a los familiares de las víctimas sobre los 
avances en la investigación y darles pleno 
acceso a los expedientes, así como reali-
zarse por funcionarios altamente capa-
citados en casos similares y en atención 
a víctimas de discriminación y violencia 

por razón de género, queda claro que en el 
caso en particular no se realizó.

CONCLUSIONES

En conclusión, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, re-
solvió el amparo en revisión 1284/2015 de 
una manera ejemplar, cuyo fin es brindar-
le justicia a la víctima y crear precedentes 
para que no se repita una situación igual. 
Donde se busca garantizar los derechos 
que tienen las víctimas de coadyuvar en 
la investigación y de estar bien informa-
das, brindando con esto la posibilidad de 
inconformarse por estar en desacuerdo 
con los órganos investigadores o juris-
diccionales, la corte le da voz a Karla que 
lamentablemente ya no está para poder 
decir que fue lo que le sucedió. Esta sen-
tencia representa la lucha de las mujeres 
en México en contra de todos los tipos de 
violencia ejercidos en su contra, no solo la 
violencia que realizan los hombres sino 
también la que realizan las autoridades.

De los criterios que ha ido adoptando la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
así como de la normatividad nacional y 
tratados internacionales de los que el Es-
tado mexicano es parte, se puede despren-
der que en casos de asesinatos y actos vio-
lentos contra las mujeres, las autoridades 
investigadoras están obligadas a actuar en 
estricto apego a los principios de legali-
dad, objetividad, eficiencia, profesionalis-
mo, honradez, y sobre todo con perspec-
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tiva de género, esto es, se deben acudir a 
protocolos, métodos criminalísticos y cri-
minológicos para comprobar la existencia 
de alguna situación de vulnerabilidad o 
violencia que haya sufrido la víctima an-
tes de su muerte por cuestiones de género.

Las autoridades que imparten justicia en 
México tienen la responsabilidad de hacer 
valer las leyes y tratados internacionales 
y con esto otorgar una justicia real para 
aquellas víctimas que ya no tienen voz, y 
sobre todo, para evitar una revictimiza-
ción en los ofendidos. Juzgar con perspec-
tiva de género es una forma de garantizar 
a las mujeres el derecho a la igualdad y de 
convertir en realidad la búsqueda de solu-
ciones justas, para lograr que las mujeres 
puedan vivir libres de violencia.
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RESUMEN
En 2015 se revirtió la tendencia decreciente en la tasa de homicidios intencionales que había iniciado en 2011. 

Este fenómeno coincidió con la etapa final de implementación del Código Nacional de Procedimientos Pena-

les (CNPP), sustentado en la Reforma Constitucional de 2008. En este trabajo se propone que dicha reforma, 

el CNPP, así como la Reforma Constitucional en materia de Derechos Humanos de 2011 y de la Ley Nacional 

de Ejecución Penal (LNEP) de 2016, contribuyeron a crear incentivos perversos en el control y reducción 

del crimen, al propiciar una mayor impunidad y eliminar la continuidad de las políticas públicas contra el 

crimen y la violencia de las administraciones federales anteriores. El objetivo de este trabajo es probar la 

hipótesis de que la reducción en el número de prisioneros, generado por la legislación señalada, ha provo-

cado un incremento significativo en el índice de homicidios intencionales por cada 100 mil habitantes. La 

metodología usada consiste en estimar el efecto de los cambios en la población privada de la libertad (como 

variable explicativa) sobre la tasa de homicidios por cada 100 mil habitantes (como variable dependiente), 

en los logaritmos naturales, por MCO. En los resultados se obtuvo un coeficiente de -1.9897, que significa que, 

durante el periodo de estudio de 2010 a 2020, una reducción del 1 % en la población privada de la libertad 

provoca un aumento en 2 % de la tasa de homicidios intencionales. Conclusiones. Para tratar de replicar 

legislaciones, reformas y políticas en temas complejos, donde el comportamiento de las personas sea una 

variable relevante es necesario realizar las evaluaciones de impacto, como las que el CONEVAL señala ante 

la construcción de obras de infraestructura, o las que se realizan en programas sociales.
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INTRODUCCIÓN

E
l universalismo es la doctrina filosófica que 
afirma la existencia de principios universa-
les y verdaderos, por lo que todas las per-
sonas y grupos culturales deben admitirse 
como guía para sus conductas (Fingermann, 

2013). Este concepto es aceptado, seguido y promovido 
por comisiones regionales, organismos internacionales, 
organizaciones no gubernamentales y redes transnacio-
nales de derechos humanos. Estos actores impulsan la 
incorporación de las legislaciones internacionales sobre 
los derechos humanos en las nacionales, creyendo que 
hay un conjunto de políticas y derechos aplicables a to-
das las sociedades para lograr bienestar, dignidad y ser-
vicios básicos para todos sus habitantes. Suponen que 
existe una norma, o conjunto de derechos que se aplica 
a todos con efectos igualmente positivos y que su adop-
ción es un elemento fundamental para el desarrollo y 
el bienestar universal. Es un supuesto muy fuerte, y los 
actores mencionados no presentan evidencia empírica 
que apoye sus ideas y acciones. Su único argumento es 
adoptar o replicar las normas y legislaciones internacio-
nales, que en muchos casos atienden a realidades inexis-
tentes en México; y por lo tanto, la adopción de dichas 
legislaciones tiene un carácter dogmático y doctrinario.

En este trabajo se plantea la siguiente pregunta: ¿Las 
leyes en vigor a partir de 2008 para promover los dere-
chos humanos generan incentivos perversos e incenti-
van la comisión de actos de violencia y crímenes, agra-
vando el problema del crimen, en lugar de contribuir a 
su solución?

Actualmente, ni las leyes ni las políticas públicas pre-
sentan como objetivos explícitos, la reducción de las 
actividades criminales. Si bien la determinación y apli-
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cación de la política de seguridad depen-
den en gran medida de los intereses de 
diversos grupos y coyunturas nacionales, 
los cambios legislativos, a partir del 2008, 
responden más a una orientación interna-
cional asociada con el “universalismo” de 
los derechos humanos, de acuerdo con lo 
señalado en diversos documentos como 
las reformas constitucionales de 2008 y 
2011, el CNPP de 2014 y la Ley Nacional de 
Ejecución Penal (LNEP) de 2016, y dejan de 
lado el propósito de mejorar la seguridad 
en el país. 

El objetivo de este trabajo es probar la hi-
pótesis de que la reducción en el número 
de prisioneros, generado por la legislación 
señalada, ha provocado un incremento 
significativo en el índice de homicidios in-
tencionales por cada 100 mil habitantes.

 Para lograr ese objetivo, en la siguien-
te sección se presentan algunos de los de-
terminantes de la violencia señalados en 
la literatura. La tercera sección presenta 
el marco teórico utilizado. Este marco se 
aplica en la cuarta sección para analizar 
cómo el enfoque universalista de los de-
rechos humanos provoca la generación 
de incentivos perversos por su distan-
ciamiento con las diversas realidades en 
nuestro país. La quinta sección presenta 
datos del incremento de la violencia y el 
crimen que padece México desde el 2008, 
así como datos sobre pobreza y desigual-
dad. La sexta sección presenta la eviden-
cia empírica para probar la hipótesis de 

este trabajo. Usando los resultados encon-
trados, la siguiente sección compara las 
propuestas y efectos de las políticas públi-
cas de seguridad de las tres últimas admi-
nistraciones. La octava sección concluye.

DETERMINANTES DEL CRIMEN Y LA 
VIOLENCIA

Autores como Bonilla (2009) y Vilalta, et 
al. (2016) señalan múltiples factores que 
incluyen, entre otros, el lugar y el mo-
mento del crimen, factores sociales como 
educación, ingreso, edad, consumo de al-
cohol, desigualdad, presencia de pandillas 
y de los mismos niveles de violencia entre 
otros; factores políticos como guerrillas, 
guerras civiles, y rebeliones; crimen orga-
nizado, como narcotráfico, tráfico de per-
sonas, secuestros. Es importante señalar 
que los determinantes pueden tener efec-
tos positivos o negativos sobre las activi-
dades criminales. Hernández Brigas (2021) 
encuentra para algunos países de Améri-
ca Latina, al crimen organizado, la políti-
ca pública para enfrentarla, la pobreza, la 
desigualdad, el consumo de alcohol, la dis-
ponibilidad de armas, y otros como causas 
de violencia. Este autor añade dos elemen-
tos: la dimensión de la escala y la hetero-
geneidad del crimen en América Latina. 
Los determinantes del crimen cambian 
al estudiarlos desde diferentes niveles de 
agregación. De acuerdo con la literatura 
consultada, se observa que los niveles y 
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determinantes del crimen varían signifi-
cativamente en América Latina. 

Para el caso particular de México, Espi-
nosa et al. (2009) encuentran que el ingre-
so, la proporción de población urbana y la 
probabilidad de castigo son determinan-
tes de crimen total; mientras que el ingre-
so, la proporción de los hombres entre 15 
y 24 años y el nivel educativo son determi-
nantes de los crímenes violentos. En cuan-
to al crimen organizado, Alonso-Trabaco 
(2022) señala que la violencia ocurre en 
dos escenarios, uno entre las fuerzas del 
orden y los grupos criminales y otro entre 
grupos criminales, aunque también men-
ciona diversos factores, geopolíticos, polí-
ticos y económicos que han fortalecido a 
los grupos criminales, agregando así, com-
plejidad al problema. Laura Calderón et al. 
(2021) señalan como causas del crimen y 
la violencia, al aumento de las actividades 
de los grupos del narcotráfico, tanto por el 
volumen de drogas comerciadas como por 
la aparición de nuevas drogas sintéticas, 
lo que ha generado un mayor número de 
grupos criminales, una mayor competen-
cia entre estos y la diversificación de ac-
tividades ilícitas como la extorsión, el se-
cuestro y el tráfico de personas, violencia 
contra políticos, candidatos a puestos de 
elección pública y periodistas, entre otras. 

En este trabajo se postula que una inade-
cuada legislación contra el crimen tam-
bién puede convertirse en una causa de 
violencia, al incentivar las actividades cri-

minales, como en el caso de México, cuan-
do se adopta de fuentes internacionales 
de manera dogmática sin realizar ningún 
análisis de impacto.

MARCO TEÓRICO

Los actores señalados que promueven la 
adopción de legislaciones y acuerdos in-
ternacionales, actores comisiones regio-
nales, organismos internacionales, orga-
nizaciones no gubernamentales y redes 
transnacionales de derechos humanos ex-
plican implícitamente las acciones crimi-
nales desde las teorías sociológicas de la 
criminología radical, que sugiere que las 
leyes contra el crimen y sus mecanismos 
de aplicación son elementos para preser-
var la desigualdad de las clases sociales, y 
de la teoría de la subcultura que propone 
que el crimen es una respuesta a diversas 
tensiones sociales. Estos enfoques parecen 
sustentar también la política de seguridad 
del gobierno actual.

En este trabajo se utiliza la Economía 
del crimen, que es una teoría general que 
explica al crimen como una decisión ra-
cional entre los beneficios y los costos de 
emprender acciones ilícitas. Becker (1968) 
señala que los incentivos para delinquir 
están determinados por la probabilidad 
de recibir una sentencia P y por la seve-
ridad de la pena F, controlando por otros 
factores u como educación, edad, locali-
dad, creencias y otros. Reducciones en P 
y F, incentivan a los individuos a elevar 
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sus conductas criminales. Formalmente: 
C = f (P, F, u), donde C es la “oferta” de crí-
menes. En este modelo los criminales po-
tenciales observan los valores de P y F y 
deciden si cometer un crimen C y de que 
tipo, dadas las condiciones de u. Freeman 
(1999) y Fiorentini y Pelzman (1995) entre 
otros, incorporan el análisis del crimen 
organizado al enfoque económico. Este 
incluye múltiples funciones, conductas 
estratégicas y estructuras de las organiza-
ciones criminales. Las actividades pueden 
incluir, entre otras, la provisión de bienes 
y servicios ilícitos y acciones criminales, 
como drogas, tráfico de personas, violen-
cia, extorsiones, entre otros. La Economía 
del crimen propone que, en cualquier 
caso, la extracción de rentas es el motivo 
de acción de los grupos del crimen orga-
nizado. 

LAS LEYES A FAVOR DE LOS 
DERECHOS HUMANOS COMO CAUSA 
DEL INCREMENTO EN LA TASA DE 
HOMICIDIOS

Con la incorporación de los tratados y de la 
jurisdicción internacionales al marco ju-
rídico mexicano, se adoptan instituciones 
internacionales sin realizar análisis de los 
posibles comportamientos estratégicos 
de criminales y organizaciones delictivas, 
generados por dicha adopción, directa y 
dogmática, que se establece en el artículo 
1.° de la Constitución, el cual señala: “En 
los Estados Unidos Mexicanos todas las 

personas gozarán de los derechos huma-
nos reconocidos en esta Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, [...]”, así como 
en la Contradicción de Tesis 293/2011 de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
que afirma que “[...] las normas sobre de-
rechos humanos contenidas en Tratados 
Internacionales tienen rango constitucio-
nal”. Este marco legal, promueve que en 
otras leyes se generen los incentivos per-
versos que contribuyeron al incremento 
del crimen y la violencia. Así, Olvera (2019) 
señala que los propósitos inmediatos de la 
reforma penal eran restringir la prisión 
preventiva en delitos menores y buscar 
mecanismos para la solución de conflic-
tos y reducir la carga de trabajo al Poder 
Judicial. Desde el punto de vista de los cri-
minales, restringir la prisión preventiva y 
promover la liberación anticipada, entre 
otros, reduce los valores explicados ante-
riormente de P y F, señalados por Becker 
(1968), con lo que aumenta la impunidad y 
se generan incentivos perversos al promo-
ver la reducción artificial de personas pri-
vadas de libertad en 2014 a 2018. De acuer-
do con Hernández y Mondragón (2019), la 
Ley Nacional de Ejecución Penal (LNEP), y 
el nuevo sistema de justicia penal (reduc-
ción de la prisión preventiva) llevaron a 
una importante reducción en la población 
privada de la libertad entre 2012 y 2016. 
Por otra parte, el Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales (CNPP) crea incenti-



180 UACJ - Anuario de derecho, comercio internacional, seguridad y políticas públicas Año 3, Número 3, 2024, 
No. de Reserva: 04-2022-101412422200-102

A N UA R I O  D E  D E R E C H O ,  C O M E R C I O  I N T E R N A C I O N A L , 
S E G U R I D A D  Y  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

vos perversos al reducir la probabilidad de 
que los criminales reciban una sentencia, 
debido a la introducción de la figura de 
juez de control. Es importante enfatizar 
que la reducción de prisioneros a partir 
de 2015 fue artificial porque la reducción 
en el número de presos se debió a cambios 
en las leyes, no a reducciones en las tasas 
de criminalidad. Existen otros elementos 
que generan incentivos perversos, como 
las consecuencias de las “faltas” al debido 
proceso, que por un tema de espacio, no se 
discuten aquí, pero son materia para una 
futura investigación.

Este proceso de adopción de le-
gislaciones internacionales tam-
bién eliminó la continuidad de 
las políticas públicas contra el 
crimen y la violencia de las tres 
administraciones federales del 
periodo de análisis.

LOS DATOS

De las múltiples variables que muestran 
las actividades criminales, en este trabajo 
se utiliza la tasa de homicidios intencio-
nales por cada 100 mil habitantes para 
realizar el análisis empírico, debido a la 
importancia de esta variable y a que está 
relacionada con otras actividades crimi-
nales como el secuestro, el robo y la extor-
sión, entre otras. La dinámica de la tasa de 
homicidios a nivel nacional muestra dos 
periodos de incremento (2008 a 2011 y 2015 
a 2018), uno de reducción (2012 a 2014) y 

otro de estancamiento (2019 a 2020). Los 
factores sociales señalados anteriormente 
como determinantes del crimen, educa-
ción, ingreso, edad, consumo de alcohol, 
desigualdad, presencia de pandillas o fac-
tores políticos como guerrillas, guerras 
civiles, y rebeliones, etcétera, no tuvieron 
variaciones a escala nacional tan fuertes 
y en un periodo tan corto para explicar la 
trayectoria mostrada en la gráfica 1.

Gráfica 1. Homicidios intencionales. Tasa por 

cada 100 mil habitantes en México. 2005-2020

Fuente: Base de datos de Estadísticas de homici-
dios internacionales de la Oficina de las Naciones 

Unidas contra la Droga y el Delito.

Se descartan como causas del incremen-
to en la tasa de homicidios a partir de 2015 
aumentos en la pobreza y la desigualdad, 
tal como lo sugieren los activistas de los 
derechos humanos, el PND de 2018, así 
como diversos líderes de opinión políti-
cos, periodísticos y académicos. La grafi-
ca 2 muestra la trayectoria del Índice de 
Gini, que mide la desigualdad, y la gráfica 
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3 indica el porcentaje de la población en 
situación de pobreza.

Grafica 2.                                                 

 Grafica 3.

   
Fuente: Elaboración propia con datos del CONE-

VAL.

Ambos indicadores muestran una ten-
dencia decreciente en el periodo 2008 a 
2018. A partir de 2019, la desigualdad sigue 
decreciendo, aunque menor, mientras que 
la proporción de personas pobres aumen-
ta de manera importante. Las tendencias 
observadas en las gráficas 2 y 3, van en 
sentido contrario a la tendencia observa-
da en la gráfica 1 de aumento del crimen. 

Gráfica 4. Población nacional privada de la liber-

tad 2006 a 2022 (octubre)

 

Fuente: Elaboración propia con datos del Cua-
derno Mensual de Información Estadística Peni-

tenciaria Nacional. Varios números. Secretaría de 
Seguridad y Protección Ciudadana.

La causa del incremento en las tasas 
de homicidios a partir del año 2015, aquí 
propuesta, radica en la acelerada reduc-
ción de la población privada de la libertad 
hasta 2018, generada por las políticas pú-
blicas de seguridad adoptadas a partir de 
2013, con algún rezago, así como por los 
cambios a las legislaciones penales y de 
derechos humanos, realizados entre 2008 
y 2016. La gráfica 4 muestra un importan-
te crecimiento de la población privada de 
la libertad a partir de 2007, el inicio de 
la “guerra contra el crimen” hasta el año 
2014. A partir del 2015 la población de pri-
sioneros empezó a disminuir de manera 
artificial como se explicó anteriormente, 
hasta el 2018. A partir de la presente admi-
nistración la población encarcelada se in-
crementó nuevamente, pero con un efecto 
mucho menor en la reducción de la tasa 
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de homicidios al compararlo con el perio-
do 2011-2014.

EVIDENCIA EMPÍRICA

Grafica 5. Tasa de homicidios intencionales por 
cada 100 mil habitantes y la población privada de 

la libertad

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco 
Mundial y del Cuaderno Mensual de Información 
Estadística Penitenciaria Nacional. Secretaría de 

Seguridad y Protección Ciudadana.

La gráfica 5 presenta una función de 
causalidad entre la tasa de homicidios 
intencionales por cada 100 mil habitan-
tes (eje Y) y la población privada de la li-
bertad (eje X), es decir Y=f(X). Se observa 
una relación negativa. De acuerdo con 
Becker (1968), la reducción en la población 
privada de la libertad por los cambios en 
la legislación explicados en la sección IV, 
reduce los valores de P y F, elevando así 
los incentivos a delinquir. La relación de 
la gráfica 5 se estimó por MCO con los lo-
garitmos naturales de ambas variables, 
con la tasa de homicidios como variable 
dependiente y la población privada de la 

libertad como variable explicativa. Se ob-
tuvo un coeficiente de -1.9897, que signi-
fica que, durante el periodo de estudio de 
2010 a 2020, una reducción del 1 % en la 
población privada de la libertad provoca 
un aumento en 2 % (1.9897 %) de la tasa de 
homicidios intencionales, por el signo ne-

gativo, con un nivel de confianza 
del 99 %. La R2 ajustada indica que 
las variaciones en la población pri-
vada de la libertad explican el 75 
% de los cambios en la tasa de ho-
micidios, en el periodo de estudio. 
Esto significa que la reducción de 
la población privada de la libertad 
contribuyó a un incremento fuer-

te y significativo en la tasa de homicidios 
intencionales. Levitt (1996) encuentra re-
sultados similares entre estas dos varia-
bles. Al añadir la variable independiente 
con un año de rezago, se encuentra un 
efecto mayor, de -2.35 (-0.7379 mismo año) 
+(-1.6170 un año de rezago). Estos resulta-
dos son un promedio nacional, estimacio-
nes similares a nivel estatal o municipal, 
generarán resultados particulares para 
cada unidad de análisis. Es un tema para 
investigaciones futuras.

Es necesario señalar que no existe sesgo 
por endogeneidad (que Y también sea un 
determinante de X), porque el número de 
prisioneros en el periodo de estudio dismi-
nuye por una intervención de política, por 
cambios en la legislación, no por cambios 
en la tasa del crimen.
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La adopción de legislaciones 
internacionales y los incentivos perversos locales

Los efectos de las políticas públicas de 
seguridad de las tres últimas administra-
ciones

En diciembre de 2006, el gobierno del 
presidente Calderón dio a conocer la Ope-
ración Conjunta Michoacán, con lo que 
inició el periodo comúnmente conocido 
como “la guerra contra el narcotráfico”. 
Durante el 2007 esta política redujo la 
tasa de homicidios intencionales, pero a 
partir del 2008 se observa una inclinación 
creciente en esta variable que se extendió 
hasta el año 2011, a partir del 2012 la ten-
dencia se revierte y la tasa de homicidios 
decrece, lo que sugiere un cambio de la 
estrategia de los grupos criminales al ver 
reducidas sus capacidades bélicas y finan-
cieras y a los incentivos de percibir, en la 
política del gobierno federal, una amena-
za creíble en contra de sus acciones. La 
tendencia en la reducción de la tasa de 
homicidios se mantuvo hasta el 2014 y re-
tomó la trayectoria creciente a partir del 
2015 hasta el 2018. En este periodo, duran-
te la administración del presidente Peña, 
entraron en vigor la mayoría de las dife-
rentes leyes aquí analizadas, que en térmi-
nos generales, los criminales observaron 
como una reducción en la probabilidad de 
recibir una sentencia, debido a los cam-
bios en el nuevo sistema penal, como el 
juez de control, en los términos la prisión 
preventiva oficiosa y en las diferentes mo-
dalidades de liberación anticipada. A par-
tir del 2019, el presidente López Obrador 

presenta una nueva propuesta de política 
para mejorar la seguridad contenida en su 
Plan Nacional de Desarrollo, que contem-
pla una estrategia Nacional de Seguridad 
Pública, que incluye varios programas con 
ayudas monetarias directas a sus benefi-
ciarios, aunque es probable que los grupos 
delincuenciales paguen montos mayores 
a sus colaboradores y nada impide un 
comportamiento oportunista de los delin-
cuentes de obtener ingresos simultáneos 
de ambas fuentes. La estrategia también 
incluía otras medidas como la creación 
de la Guardia Nacional, que en general 
coinciden con los enfoques mencionados 
anteriormente, y que señalan que los cri-
minales y delincuentes son en realidad 
las víctimas de un sistema socioeconómi-
co, por lo tanto, se requieren políticas que 
atiendan las causas “estructurales” del 
crimen y la delincuencia. En los hechos, el 
presidente López Obrador retomó desde el 
inicio de su mandato la estrategia del pre-
sidente Calderón de enfrentar al crimen 
organizado con el ejército, la marina y 
la nueva Guardia Nacional y fue un poco 
más allá al ampliar las causas para prisión 
preventiva oficiosa, militarizar la Guardia 
Nacional, proponer una ley para usar a las 
fuerzas armadas en el combate al crimen 
hasta el 2028. Pero los resultados han sido 
distintos. De acuerdo a la Base de datos de 
Estadísticas Internacionales de Homici-
dios de la Oficina de las Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito, la tasa prome-
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dio de homicidios intencionales por 100 
mil habitantes durante el periodo del pre-
sidente Calderón fue de 17.75, el mismo in-
dicador durante el sexenio del presidente 
Peña fue de 21.28 y el promedio en lo que 
va de la administración presidente López 
Obrador ha sido 28.20 (periodo 2019 a 
2021).

CONCLUSIONES

En este trabajo se muestra la relación em-
pírica y estadísticamente significativa en-
tre la reducción artificial de la población 
privada de la libertad, ocasionada por la 
adopción dogmática del enfoque universa-
lista de los derechos humanos en diversas 
legislaciones nacionales, y el incremento 
en la tasa de homicidios intencionales por 
cada 100 mil habitantes, para el periodo de 
2010 a 2020. Para adoptar legislaciones in-
ternacionales que mejoren en realidad el 
bienestar social, es necesario conocer las 
respuestas estratégicas, de los afectados 
directa e indirectamente, así como la tem-
poralidad de sus realizaciones, para que 
las leyes en materia de derechos humanos 
mejoren el bienestar de la población y no 
generen incentivos perversos que eleven 
el crimen y la violencia. Este conocimien-
to se obtiene mediante las evaluaciones de 
impacto de diversa índole, como las am-
bientales, ante la construcción de obras 
de infraestructura, o las que se realizan en 
programas sociales. El CONEVAL tiene un 

guion claro y detallado para realizar estas 
evaluaciones.

La adopción dogmática de legislaciones 
internacionales ignora la existencia de 
instituciones informales, señaladas por 
North, Wallis y Weingast (2009). El clien-
telismo y el caciquismo son prácticas pro-
pias de México y que no se toman en cuen-
ta en las legislaciones internacionales, por 
lo que la conducta de los criminales y el 
desempeño de los cuerpos de seguridad 
y los organismos de administración de la 
justicia no son los mismos que en los paí-
ses desarrollados. También es importante 
señalar que la adopción de instituciones y 
políticas internacionales, en ciertos casos 
puede tener resultados positivos. Un ejem-
plo de una política pública internacional, 
que genera resultados positivos locales, 
objetivos y medibles es la vacunación. 
Pero para replicar legislaciones, reformas 
y políticas en temas más complejos, don-
de el comportamiento de las personas sea 
una variable relevante, es necesario reali-
zar las evaluaciones de impacto señaladas 
anteriormente. North et al. (2009) expli-
can cómo los intentos de replicar institu-
ciones internacionales localmente, pue-
den generar episodios de violencia.

Otra propuesta es ampliar la capacidad 
instalada para la administración de la jus-
ticia, juzgados y prisiones, para reducir el 
número de prisioneros sin condena y ge-
nerar amenazas creíbles a los criminales 
de que el Estado tiene la capacidad mate-
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La adopción de legislaciones 
internacionales y los incentivos perversos locales

rial de procesarlos y condenarlos. Adicio-
nalmente se propone revisar los acuerdos 
internacionales en derechos humanos a 
partir de indicadores objetivos, ajenos al 
actual enfoque dogmático.
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LA INTERVENCIÓN DE LAS FUERZAS ARMADAS EN 
PROBLEMÁTICAS DE SEGURIDAD INTERIOR COMO FACTOR 

SUBSIDIARIO DE UNA REVISIÓN /REFUNDACIÓN DE LA MEMORIA 
HISTÓRICA EN AMÉRICA LATINA

RESUMEN
En América Latina se escuchan con frecuencia argumentos que revisan lo sucedido en las dictaduras mili-

tares pasadas, creando nuevos relatos y reconstruyendo otra memoria histórica de la región, desestimando 

los derechos humanos y las políticas de género al mismo tiempo.

En el terreno de la seguridad estas nuevas cosmovisiones endurecen las posturas y promueven la interven-

ción militar en las problemáticas de seguridad interior. Ello incluye no solo los procesos típicamente crimi-

nales, como la declaración ecuatoriana de terrorismo al narcotráfico o el mass incarceration de El Salvador, 

sino también los movimientos migratorios (México), las movilizaciones populares (Argentina) o la construc-

ción de poder con base en milicias ilegales (Brasil).

En todos los casos hay convocatorias más o menos abiertas a una intervención de las Fuerzas Armadas, 

aunque en algunos casos (como en Argentina) la misma esté prohibida por ley. En el caso mexicano incluye 

la disolución de la Policía Federal (civil) y la creación de una Guardia Nacional (militar) bajo comando de la 

Secretaría de la Defensa Nacional. En Ecuador se trata del uso letal de la fuerza militar contra el terrorismo, 

en El Salvador el trabajo conjunto de policías y militares dentro de un repetido estado de excepción, en Brasil 

la promoción de un golpe de Estado en enero de 2023.

Estos comportamientos latinoamericanos obedecen a lógicas propias de la región, por procesos globales por 

la desglobalización/regionalización y el surgimiento de gobiernos fuertes, centralistas y decisorios, basados 

en un rol importante de las Fuerzas Armadas.

1 Presidente del Centro de Estudios en Estrategia y Políticas Públicas – CEEYPP, consultora especializada en geopolí-
tica, seguridad y estudios estratégicos, correo: norberto.emmerich@gmail.com, ORCID: 0000-0001-7903-3283 

https://doi.org/10.20983/anuariocicj.2024.17 
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Es necesario compatibilizar esta visión, desde el mundo pasando 

por la región hasta llegar a cada país tomado como caso de estudio 

para elaborar un paradigma de análisis de seguridad viable que en-

fatice la elaboración de políticas públicas democráticas, tolerantes 

y de proximidad.

Palabras clave: globalización, seguridad, fuerzas armadas, memo-

ria histórica, políticas públicas

OBJETIVO DE LA INVESTIGACIÓN

E
l involucramiento de las Fuerzas Armadas 
en problemáticas de seguridad interior en-
contró en los últimos años argumentos deri-
vados de una revisión profunda de la memo-
ria histórica de la región latinoamericana. 

Ello implicó una nueva versión amigable sobre las dic-
taduras militares de los años 70, un menosprecio a los 
derechos humanos y un refuerzo de la idea de libertad 
general por sobre la idea de libertad positiva.

Esta nueva memoria histórica se ha elaborado empí-
ricamente, basada en la emergencia de actores sociales 
reactivos y con discursos de ocasión sin preocupación 
filosófica. El escaso alcance estratégico de las políticas 
progresistas recientes, a pesar de algunos triunfos elec-
torales (Boric, Lula, Petro), ayudó al surgimiento de una 
expresión desesperada de las clases medias en retroceso 
expresada en fórmulas políticas eclécticas cargadas de 
misoginia cultural, ajuste fiscal y beligerancia social.

La necesidad de rehacer el tejido social fue suplantada 
por una utopía liberal que busca reimponer un supuesto 
orden social perdido basado en el orden, la justicia y la 
libertad.

El incremento (real y/o construido) de la inseguridad 
en toda la región, sin distinción de países y circunstan-
cias, consolidó la idea de instituciones policiales corrup-
tas e inútiles y avaló el reclamo por una mayor inter-
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La intervención de las fuerzas armadas en problemáticas de seguridad interior como factor subsidiario de 
una revisión /refundación de la memoria histórica en América Latina

vención militar, con fuerzas armadas y/o 
policiales. La argumentada omnipresen-
cia del crimen organizado y el narcotrá-
fico va erosionando la importancia de los 
delitos del fuero común y traslada paula-
tinamente la carga criminal hacia los deli-
tos del fuero federal, mientras las “nuevas 
amenazas” convierten a la seguridad y la 
defensa en un solo ámbito “evidente” de 
pertenencia institucional con unas fuer-
zas armadas que dicen poder enfrentar 
esas amenazas híbridas por venir.

En un mundo que se dirige hacia la 
desglobalización, la fragmentación y el 
desacople, los procesos de la región se 
acomodan al surgimiento de gobiernos 
centralistas, autoritarios y militaristas.

El trabajo busca presentar esta argu-
mentación en una lógica escalonada de 
procesos políticos desde lo general a lo 
particular, que permitan comprender las 
políticas de seguridad de cuatro países de 
la región tomados como caso testigo: Mé-
xico, Brasil, Ecuador, Argentina a partir de 
un rápido resumen del escenario mundial 
contemporáneo.

METODOLOGÍA

El trabajo se ceñirá al método deductivo, 
donde se expresará en relaciones inter-
nacionales y en seguridad ciudadana. En 
la situación internacional (lo general) se 
buscará exponer las argumentaciones so-
bre un mundo fragmentado con base en el 
concepto de desacople y las consecuencias 

de este sobre las políticas nacionales de la 
región latinoamericana. En la descripción 
de las problemáticas de seguridad ciuda-
dana en los países testigo se apelará a los 
conceptos propios de la teoría geopolítica 
de la seguridad.

El método de trabajo será la investiga-
ción documental y la aportación de datos 
secundarios para exponer la situación de 
seguridad en los países tomados como 
caso testigo.

RESULTADOS OBTENIDOS

1. El contexto internacional
Antes del brote de la pandemia mundial 
de la COVID-19, ya había claros signos de 
cambios en el comercio mundial. Con su 
fuerte estrategia interna del America First 
y el consecuente decoupling, entendido 
como el desacoplamiento y la repatriación 
de inversiones y procesos productivos, Es-
tados Unidos dio pasos hacia un escenario 
de incertidumbre (Emmerich, 2021). Este 
proceso de repatriación y migración pro-
ductiva no ha cesado, todo lo contrario.

Debido a las rivalidades geopolíticas de 
Estados Unidos con China, pero también 
al formato agresivo frente a la Unión Eu-
ropea, se agregaron nuevas fricciones e 
incertezas. Quedó entonces evidenciada 
la fragilidad de las cadenas globales e inte-
gradas de valor bajo las actuales condicio-
nes políticas (Lange, 2020).

Es un escenario que ha contribuido al de-
terioro del multilateralismo y al aumento 
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de la incertidumbre sobre las característi-
cas de un nuevo orden pos COVID-19, un 
contexto en el que Ian Bremmer ha plan-
teado la posibilidad de un mundo “G-Ze-
ro” o “cero-polar”, en el cual ningún país 
o alianza permanente de naciones puede 
asumir un liderazgo mundial. El analista 
geopolítico Ian Bremmer fue quien acu-
ñó este concepto, G-Zero, la idea de un 
mundo en el que abundan las grandes 
potencias con sus propios intereses y que 
compiten entre sí, pero donde ya no exis-
te un líder mundial claro. “Muchos países 
son ahora lo suficientemente fuertes para 
impedir que la comunidad internacional 
tome ninguna acción, pero ninguno tiene 
el músculo político y económico para re-
hacer el statu quo. Nadie conduce el auto-
bús”, escribió Bremmer en su libro Every 
Nation for Itself (Emmerich, 2022: 30).

Derivado de ello, la cooperación inter-
nacional se encuentra decreciendo, avi-
zorando nuevos conflictos económicos y 
una tendencia hacia el proteccionismo, 
lo que es posible observar principalmente 
en Estados Unidos y Europa (Rojas, 2020). 
Se trataría de un interregno, un punto de 
detención, un vacío geopolítico del orden 
mundial, lo que podría denominarse una 
recesión geopolítica “que no creo que dure 
para siempre, pero que sí por al menos 10 
años. Pero las consecuencias todavía no 
las conocemos, no sabemos cómo será el 
mundo post orden mundial americano” 
(Rojas, 2020).

El G-Zero es la prolongación de una era 
de incertidumbre que se traducirá en con-
flictos, proteccionismo y guerras, comer-
ciales y de las otras. No es un panorama 
sostenible y estará convocando a la nece-
sidad de algún liderazgo ordenador que 
opere en dirección a la consolidación de 
un orden mundial estable y pacífico (Em-
merich, 2022: 31). El conflicto Rusia-Ucra-
nia y las múltiples reverberancias locales 
(Níger, por ejemplo) dan acuse de ello.

Durante la pandemia estas angustias 
revelaron, lo siguen haciendo ahora, el re-
greso a la demanda de la función estatal, 
tanto para fortalecer los debilitados sis-
temas de salud pública como para que el 
presupuesto público sostenga a la estruc-
tura privada, financiera e industrial, como 
en los viejos tiempos.

El austericidio propio de los presupues-
tos públicos tiene su partida de nacimien-
to en la cultura del ajuste que se afianzó 
después de la crisis económica mundial 
del 2008. El regreso a la mano visible del 
Estado ha convertido a todos en socialde-
mócratas. Ese proceso de ajuste perpetuo 
expuso los costos de haber abandonado 
las enseñanzas de otras tragedias anterio-
res a la pandemia e igualmente brutales, 
pero de naturaleza diferente, como las dos 
grandes guerras del siglo XX (Cantelmi, 
2020).

Un futuro alternativo plantea también 
una crisis de la democracia liberal y del 
Estado de derecho que pueden convocar al 
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surgimiento de gobiernos más autocráti-
cos y poderes regionalizados, amparados 
en el fin de la globalización, de la interde-
pendencia y del ideario liberal. Algunos 
gobiernos buscarán obtener una centra-
lidad en la provisión de recursos básicos 
para poblaciones determinadas lo que su-
pone el retorno del poder al centro de la 
escena, una retirada del Derecho y de las 
normas restrictivas del ejercicio de la so-
beranía.

La pandemia es aprovechada para abrir 
un escenario en el cual las sociedades 
golpeadas por el látigo de la crisis sani-
taria consentirán la instauración de un 
Estado fuerte, omnipresente e intrusivo 
en la intimidad de los ciudadanos (Enrí-
quez Pérez, 2020: 64).

En América Latina y el Caribe es natural 
que haya una tendencia a preocuparse por 
el autoritarismo, especialmente por el pa-
sado que comparte la región. Por esto, las 
preocupaciones sobre los retrocesos pue-
den estar agudizadas (Chacón et al., 2020).

Incluso antes de la pandemia algunos 
gobiernos democráticos y electos por las 
urnas han demostrado que están dispues-
tos a usar mano dura frente a la sociedad 
civil, como han sido las respuestas de los 
gobiernos de Bolivia, Chile y Ecuador fren-
te a las manifestaciones sociales en 2019 
(Chacón et al., 2020). La región experimen-

ta una oleada general de retroceso demo-
crático.

2. Retroceso democrático
Estallidos sociales, caóticas transiciones 
de poder, polarización, corrupción, po-
líticas de mano dura, represión y violen-
cia. Inmersa en una tendencia decadente, 
la  democracia en América Latina sufrió 
un nuevo retroceso en 2022 y transita “un 
camino cada vez más oscuro hacia la au-
tocracia”, de acuerdo con las afirmaciones 
del último informe de la Unidad de Inteli-
gencia de The Economist (Sol Miguel, 2023).

Por su parte International IDEA afirma 
que: 

Durante las últimas cinco décadas, la 
proporción de democracias en América 
Latina y el Caribe ha crecido del 32 por 
ciento a un sorprendente 84 por cien-
to. La democracia alcanzó su apogeo en 
2006-2007, cuando Cuba era el único 
país autoritario de la región. Este ya no 
es el caso. Nicaragua y Venezuela se han 
convertido en regímenes autoritarios 
consolidados, y en 2021 Haití se deslizó 
hacia el autoritarismo y recientemente 
solicitó asistencia extranjera para so-
focar la violencia extrema de las pandi-
llas.  Las democracias establecidas tam-
bién han experimentado reveses, y los 
declives han sido especialmente severos 
en Brasil, El Salvador y Estados Unidos 
(IDEA, 2022).
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Hablando a nivel global, el Índice de 
Transformación BTI 2022, Comparación 
internacional de Gobernanza (CADAL, 
2022), sostiene algo similar: 

Una vez más, el BTI 2022 ha identificado 
un considerable retroceso en todo el mun-
do en lo que respecta a los procesos de 
transformación. Los principios rectores de 
la democracia y la economía de mercado 
se han visto sometidos a una intensa pre-
sión y están siendo cuestionados por las 
élites corruptas, el populismo antiliberal 
y el gobierno autoritario. Por primera vez, 
el Índice de Transformación incluye más 
Estados autoritarios que democráticos.

3. Militares en seguridad interior
Independientemente de las legislaciones 
de cada país, donde algunos permiten y 
otros no la participación de las Fuerzas 
Armadas en tareas de seguridad interior, 
la presión por una mayor injerencia de las 
Fuerzas Armadas para poner freno a las 
“nuevas amenazas” es creciente y cada vez 
más exitosa.

Ya en los años 90 del siglo pasado, Mary 
Kaldor se refirió a la nueva conceptuali-
zación de la guerra, a la que caracterizó 
“como una mezcla de guerra, crimen or-
ganizado y violencia masiva de Derechos 
Humanos” (Moutinho Fernandes, 2016: 
18). Ella elaboró un primer modelo gene-
ral al que denominó genéricamente como 
“nuevas guerras”.

Los conflictos contemporáneos han 
mostrado características no tradicionales 
que los hacen parecer similar a enfrenta-
mientos entre las fuerzas armadas de un 
Estado por un lado y amenazas híbridas 
por el otro (Leal, 2016: 11). Así se caracte-
riza genéricamente la situación de seguri-
dad en varios países latinoamericanos por 
parte de los actores relacionados.

El adjetivo “híbrido” se usó en el lengua-
je de expertos en defensa para nombrar 
un nuevo tipo de conflicto, diferenciado 
de la guerra convencional y de la irregular 
y que significaba el empleo simultáneo de 
ambas formas de lucha (Calduch Cervera, 
2012: 11). Giegerich sostiene que la “guerra 
híbrida estaba planeada para erosionar el 
poder de Estado” (Leal, 2016: 7).

La hibridez actual propia de las guerras 
es lo opuesto a las guerras convenciona-
les, no tanto por la hibridez en sí misma, 
sino por la falta de contención de esta, por 
el desbordamiento de la racionalidad an-
terior y la aparición de una racionalidad 
basada en la inferioridad y en la prioridad 
de los elementos no militares y la preemi-
nencia de los recursos humanos y socia-
les, en primer lugar, la legitimidad.

En la realidad regional encaja una con-
cepción donde “no hay declaraciones de 
guerra, pero tampoco es factible hablar 
de paz. Cada vez más la situación es de no 
paz, no guerra, una zona intermedia cada 
vez más conocida como gray zone” (Sán-
chez Herráez, 2016: 5). Se afirma que la 
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ambigüedad de la situación es calculada y 
merece una respuesta y posicionamiento 
claros por parte del gobierno y sus fuerzas 
armadas para evitar caer dentro de la mis-
ma zona gris.

Situaciones concretas de seguridad in-
terior en México, Ecuador, Brasil y Ar-
gentina encajan dentro de los escenarios 
de amenazas híbridas. Las problemáticas 
de la frontera norte ecuatoriana, la legiti-
midad de los carteles en ciertas zonas de 
México, la combinación de bolsonarismo, 
iglesias evangélicas y milicias paramilita-
res en Brasil, más el desborde de seguridad 
en algunas ciudades argentinas parecen 
justificar el concepto de amenazas híbri-
das. Supuestamente los problemas de se-
guridad interior tienen dos componentes 
novedosos: en primer lugar, el narcotrá-
fico es el actor principal, y en segundo, 
sus dimensiones son exuberantes. Ambas 
afirmaciones son incorrectas.

4. Casos testigo
En Ecuador, el gobierno y los medios de 
comunicación afirman que los carteles 
mexicanos se disputan el control de las 
rutas del narcotráfico en el país (Mella y 
Zerega, 2022), una injerencia que es sobre-
estimada.

La participación real de los carteles 
mexicanos es difícil de comprobar. Los 
grupos mexicanos necesitan socios y el 
armamento de alto calibre que llega a Los 
Choneros y Los Lobos, así como las cone-

xiones necesarias para mover la cocaí-
na que pasa por Ecuador, apuntan a una 
cooperación entre estas organizaciones 
criminales. El sitio especializado InSight 
Crime afirma que los recientes arrestos de 
ciudadanos mexicanos en Ecuador  con-
firmarían esas conexiones, pero no en la 
magnitud que sugieren las masacres en 
las prisiones (Dalby, 2021). Al igual que 
en Colombia y Venezuela, la huella mexi-
cana en Ecuador es difícil de determi-
nar. Otorgar este carácter trasnacional a 
las problemáticas de seguridad interior 
del país permite al gobierno etiquetar la 
transnacionalización del fenómeno y la 
recurrencia repetida al estatus de excep-
ción. En consecuencia, el gobierno de Gui-
llermo Lasso ordenó la intervención de los 
militares en la lucha contra el narcotráfi-
co (Mella, 2021), como los únicos capaces 
de enfrentar la naturaleza trasnacional y 
desmesurada del problema.

En México, el gobierno de Andrés Ma-
nuel López Obrador disolvió la Policía Na-
cional y creó la Guardia Nacional, incor-
porando miembros de la disuelta policía y 
mayoría de tropas militares bajo comando 
de la Secretaría de la Defensa Nacional, 
una militarización completa de la seguri-
dad interior. A punto de terminar su sexe-
nio el panorama de seguridad no deja de 
empeorar.

Ambos casos, México y Ecuador, mues-
tran la militarización de la seguridad in-
terior con malos antecedentes y malos re-
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sultados. Algo diferente sucede en Brasil y 
Argentina.

El gobierno de Bolsonaro asume la presi-
dencia con una cifra de 52 mil homicidios 
en 2018, la que desciende a 41 mil en 2022. 
Sin embargo, aumenta la violencia poli-
cial y las ejecuciones extrajudiciales. Su 
política de mano dura, impunidad policial 
y armas para todos produjo mejores indi-
cadores. Pero el fenómeno es mucho más 
complejo.

El bolsonarismo quedó fortalecido tras 
las elecciones que consagraron presiden-
te a Lula da Silva. En primer lugar, por la 
cantidad de votos obtenidos y su distri-
bución geográfica. Bolsonaro triunfó en 
el sur y centro de Brasil, en muchos casos 
con una diferencia importante. Ganó en 
San Pablo (55 %), Río de Janeiro (56.6 %), 
Paraná (62 %), Rio Grande do Sul (56 %), 
Mato Grosso (65 %), Santa Catarina (69 %) 
y otros estados. Más importante todavía, 
controla el Parlamento y la mayoría de los 
gobiernos estaduales (Emmerich, 2023: 5). 
Para entender este crecimiento hay que 
mencionar a las milicias.

Ya no se trata del crimen organizado ac-
tuando por fuera del Estado, sino que las 
milicias influyen en el carácter, la forma 
y la evolución del orden político, son inte-
grantes estructurales del poder. El soció-
logo Souza Alves lo dice con claridad: “no 
es un poder paralelo, es el propio Estado. 
Es una gobernanza criminal” (Emmerich, 
2023: 5). En Brasil no se trata simplemen-

te de una política de seguridad interior a 
puro gatillo sino de un proceso de gober-
nanza criminal.

En Argentina, un país donde los indi-
cadores de seguridad siguen mejorando 
mientras la percepción de inseguridad no 
deja de empeorar, la militarización de la 
seguridad está en boca de los candidatos 
que disputan la presidencia en las eleccio-
nes de octubre de 2023.

El candidato mejor posicionado es Javier 
Milei, un partidario de la utopía liberal de 
Robert Nozick, con una propuesta de se-
guridad cargada de “tolerancia cero”, baja 
de la edad de imputabilidad y mano dura. 
Muy cerca le sigue la segunda candidata, 
Patricia Bullrich, quien propuso cambiar 
la ley de seguridad interior y mandar los 
soldados a las calles de Rosario, la segunda 
ciudad del país (Infobae, 2023). Finalmen-
te, Milei ganó las elecciones y Bullrich es 
su ministra de seguridad.

CONCLUSIONES

Con militarización en México y Ecuador, 
gobernanza criminal en Brasil y mano 
dura en Argentina, la mayor presencia mi-
litar es demandada por la población, por 
los medios de comunicación y por los líde-
res políticos, todos con base en una sobre 
simplificación de las problemáticas de se-
guridad. 

El contexto internacional y el retroceso 
democrático obran como purgantes de la 
memoria histórica anclada en derechos, 
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participación y progreso, consignas que 
ahora son vistas como propias de los “zur-
dos” y los “corruptos”. Los apropiadores de 
la agenda de asuntos basan las decisiones 
en la anti-política, totalmente fuera del 
consenso y la negociación.

Azimov denunció en El culto de la igno-
rancia (1980) que una corriente anti-inte-
lectual creciente defiende la idea de que 
los problemas colectivos son fáciles de re-
solver y que los académicos, periodistas y 
expertos los complican, reivindicando la 
consigna de “no confíes en los expertos” 
más la falsa premisa de que democracia 
significa que “mi ignorancia vale tanto 
como tu saber”.

La búsqueda de una simplicidad des-
preocupada reclama soluciones urgentes 
para problemas complejos, sin importar 
cómo y desdeñando explicaciones. Es así 
que, frente a los derechos humanos, el au-
mento del gasto público y la solidaridad 
con los pobres, “nuevas experiencias se 
asientan y se construye una nueva me-
moria histórica, basada en el miedo, la 
desmovilización y la apatía. En términos 
de memoria histórica, aparece el ‘olvido’ 
(Emmerich, 2011)”. La idea de pertenencia 
a la nación como una comunidad imagi-
nada pierde sentido y prevalece la idea de 
Bremmer, Every nation for itself.
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¿POR QUÉ HAY MERCADOS DE COCAÍNA MÁS VIOLENTOS QUE 
OTROS?

RESUMEN
La violencia permea diversos ámbitos de los mercados de drogas, manifestándose de manera variable. Al-

gunos de estos mercados exhiben niveles de violencia más acentuados, incluso llegando a ser letales. Este 

estudio se enfoca en abordar una pregunta crucial: ¿Por qué ciertos mercados de cocaína manifiestan mayor 

violencia que otros? Para abordar esta cuestión, se investigan las raíces de la violencia asociada al uso de este 

mecanismo en mercados de cocaína, con énfasis en dos escenarios: ciudades latinoamericanas y europeas, 

cada una con dos mercados caracterizados por su alta incidencia de violencia. Los resultados obtenidos de-

muestran que la violencia en los mercados de cocaína es un fenómeno sumamente complejo, profundamen-

te influido por la fragmentación inherente a estos mercados, la presencia de organizaciones armadas y la 

forma de relacionarse de los actores. La carencia de una regulación estatal efectiva, junto con la corrupción 

imperante, también perpetúa los niveles elevados de violencia.

Palabras clave: narcotráfico, pacificación, violencia, mercados de drogas
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INTRODUCCIÓN

L
a violencia en los mercados de drogas es un 
fenómeno complejo y multifacético, cuya 
presencia varía significativamente entre dife-
rentes regiones y sustancias. Dentro de este 
contexto, los mercados de cocaína presentan 

un caso particularmente intrigante, mostrando patro-
nes de violencia que difieren sustancialmente de un 
lugar a otro. Este estudio busca explorar las dinámicas 
subyacentes de los mercados de cocaína, con un enfo-
que específico en las variaciones de la violencia entre 
ciudades latinoamericanas y europeas, cuestionando 
por qué algunos de estos mercados son más propensos a 
la violencia que otros.

A pesar de los numerosos estudios sobre narcotráfico 
y violencia relacionada con las drogas, existe un vacío 
significativo en la comprensión de las variaciones en 
los niveles de violencia en los mercados de cocaína. La 
mayoría de las investigaciones se han centrado en regio-
nes productoras y exportadoras como Latinoamérica, 
dejando un vacío en la comparación con mercados en 
naciones importadoras, especialmente en Europa. Este 
estudio se propone llenar esta brecha, proporcionando 
una comprensión más profunda de las fuerzas que con-
figuran la violencia en los mercados de cocaína y cómo 
estas varían entre diferentes contextos geográficos y 
culturales.

En respuesta a esta compleja problemática, la presen-
te investigación adopta un enfoque multidisciplinario, 
combinando métodos cuantitativos y cualitativos para 
examinar los factores sociales y económicos que influ-
yen en los niveles de violencia en los mercados de co-
caína. Se realiza una revisión exhaustiva de la literatura 
académica y un análisis detallado de datos recopilados de 
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varias ciudades con mercados de cocaína 
activos. El objetivo es identificar patrones 
y tendencias subyacentes que expliquen 
las disparidades en la violencia observada 
en estos mercados. Este enfoque permite 
no solo profundizar en la comprensión 
de las dinámicas internas de los merca-
dos de drogas, sino también contribuir al 
desarrollo de estrategias efectivas para la 
reducción de la violencia asociada.

DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 

El fenómeno de las muertes resultantes 
del narcotráfico (además de los problemas 
sociales y de salud asociados) ha sido obje-
to de análisis en diversas investigaciones 
(Beittel, 2018; Roberts y Chen, 2013). Estos 
estudios han concentrado su atención en 
examinar la manifestación de la violencia 
ocasionada por el tráfico de drogas en ciu-
dades de naciones productoras-exporta-
doras, como México y Colombia (Astorga 
y Shirk, 2016; Kenney, 2007), así como en 
urbes de países importadores de sustan-
cias, como Alemania (Paoli, 2004) y Espa-
ña (Cano, 2021; Fernández, 2018).

El enfoque del presente estudio recae en 
la cadena de valor comercial, específica-
mente en el comercio al detal o microtrá-
fico de cocaína y sus derivados (De León 
Beltrán et al., 2016). Esta fase en el proceso 
de producción y comercialización de las 
drogas se caracteriza por los siguientes 
subprocesos: ventas al detal, recolección 
de ganancias y promoción de la droga 

entre los clientes. Este tramo productivo 
tiende a ser sumamente violento, ya que 
los narcotraficantes deben protegerse de 
la policía y sus rivales, salvaguardando 
tres activos cruciales: la droga, el dinero y 
su personal. 

Gobiernos de naciones como Colombia, 
Ecuador y México destinan importantes 
sumas de su presupuesto público limita-
do para combatir el narcotráfico (Beittel, 
2018; Kenney, 2006), además de recibir 
asistencia por parte de los Estados Unidos 
y la Unión Europea en su lucha contra los 
problemas asociados a las drogas (Astorga 
y Shirk, 2010; Mejía, 2016). En tanto, los 
gobiernos europeos también canalizan 
considerables recursos públicos para en-
frentar las redes delictivas, a menudo con-
formadas por narcotraficantes provenien-
tes de estas naciones latinoamericanas 
(Chanona, 2015). A pesar de ello, el tráfico 
de drogas persiste sin reducirse, al igual 
que la cifra de homicidios.

Las tasas de homicidio en ciudades con 
mercados de drogas activos y dinámicos 
en Latinoamérica superan a las de Europa 
(Beittel, 2018). Este hecho se relaciona con 
la pacificación del mercado de drogas (Jac-
ques y Wright, 2008; Neocleous, 2016), que 
aparentemente ha resultado más efectiva 
en Europa que en América Latina. No obs-
tante, este aspecto aún no ha sido adecua-
damente investigado.

A partir de lo expuesto previamente, for-
mulamos la siguiente hipótesis: los mer-
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cados de cocaína en América Latina exhi-
ben niveles de violencia superiores a los 
mercados europeos. En consonancia con 
ello, planteamos la siguiente interrogante 
de investigación: ¿Cuáles son las causas 
subyacentes que generan diferencias en la 
intensidad de la violencia entre distintos 
mercados de cocaína?

ANCLAJE TEÓRICO-CONCEPTUAL

El anclaje teórico del presente estudio se 
fundamenta en seis desarrollos teóricos. 
Para el eje violencia se trabajará desde 
las Teorías de violencia (Galtung, 1998) y 
la violencia sistémica asociada a los mer-
cados de las drogas (Goldstein, 1985). Con 
respecto al eje de la pacificación se traba-
jará desde la perspectiva de pacificación 
(Galtung, 1975) y sobre la condición pací-
fica de cualquier mercado de bienes y ser-
vicios ilegal (Jacques y Wright, 2008, 2014).

En cuanto al eje de las prácticas violen-
tas se trabajará desde la perspectiva del 
código de la calle (Anderson, 1999) y el me-
canismo institucional que hay detrás de 
las sociabilidades, las normas y los casti-
gos (Glückler, 2005; Glückler y Lenz, 2016). 
Finalmente, para entender la conexión 
entre las cuatro ciudades estudiadas (dos 
continentes) se trabajará con el enfoque 
geopolítico expuesto por el profesor Em-
merich (2015).

METODOLOGÍA

Este estudio se enmarca en una inves-
tigación de naturaleza mixta. Al inicio, 
concebido como un enfoque cuantitativo, 
evolucionó hacia una metodología mixta 
tras una reconsideración de su enfoque 
y alcance, en vista de las interconexiones 
previstas. Este enfoque híbrido se justifi-
ca debido a que las técnicas y el proceso 
de análisis se acercan a los datos cuanti-
tativos desde una perspectiva descriptiva, 
al mismo tiempo que se aproximan a los 
enfoques cualitativos en términos de com-
prensión del fenómeno estudiado y de las 
relaciones que emergen en un mercado lo-
cal de cocaína.

El estudio se compone de dos fases. La 
primera busca confirmar la hipótesis de 
que los mercados de cocaína en América 
Latina son más propensos a la violencia en 
comparación con los mercados europeos. 
Para ello, se seleccionaron cuatro ciuda-
des: Pereira (CO), Ciudad Juárez (MX), Ma-
drid (SP) y Frankfurt (DE), basándose en 
criterios de inclusión que abarcaron: (1) 
la presencia de mercados internos conso-
lidados de cocaína; (2) la posición estraté-
gica de la ciudad en el comercio global de 
cocaína; (3) registros de homicidios vincu-
lados al tráfico de cocaína; y (4) conexio-
nes verificables entre las cuatro ciudades. 
En la segunda etapa, se exploraron las va-
riables más influyentes para explicar las 
disparidades en estos niveles de violencia.
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Se emplearon dos fuentes de datos. La 
primera involucró entrevistas semiestruc-
turadas con 56 individuos en las cuatro 
ciudades en estudio, seleccionados me-
diante muestreo por conveniencia y utili-
zando la técnica de bola de nieve (Parker 
et al., 2020); la segunda consistió en bases 
de datos abiertas públicas y oficiales, pro-
piedad de las fuerzas policiales locales, 
entidades gubernamentales y centros es-
tadísticos oficiales de las ciudades o países 
en cuestión.

MÉTODOS DE ANÁLISIS

Para poner a prueba la hipótesis sobre la 
mayor violencia en los mercados latinoa-
mericanos, se examinó la variable de ho-
micidio, centrándose en homicidios direc-
tamente relacionados con el narcotráfico. 
Esta distinción se estableció en colabora-
ción con expertos estadísticos de cada ciu-
dad estudiada. Para garantizar una com-
parabilidad adecuada, se calcularon tasas 
y se elaboró una serie temporal para re-
saltar las divergencias entre los distintos 
tipos de mercados.

Para identificar las causas subyacentes 
de la violencia, se recurrió a tres métodos 
de análisis: (1) se utilizó la variable de in-
teracciones violentas, obtenida a través de 
entrevistas. Se aplicó un análisis de redes 
sociales (ARS) para evaluar las situaciones 
en el mercado de cocaína que podrían ge-
nerar violencia y la tolerancia en aquellas 
que amenacen la estabilidad del negocio 

(Mastrobuoni y Patacchini, 2012; Morselli, 
2008); (2) se emplearon análisis de varian-
za (Cardinal y Aitken, 2006) y t-student 
(Kolaczyk, 2009) para comparar resulta-
dos entre distintos mercados.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN

Homicidios
En relación con las series temporales de 
homicidios en las ciudades estudiadas, se 
presenta la siguiente tendencia temporal 
(Figura 1). Es evidente que ciudades como 
Pereira y Ciudad Juárez muestran altos ni-
veles de violencia, mientras que Frankfurt 
y Madrid presentan tasas de homicidio 
considerablemente más bajas.

Una notable disparidad en la cantidad 
de casos entre las ciudades analizadas en 
el periodo de 2010 a 2022 es observable. 
Ciudad Juárez y Pereira han registrado el 
mayor número de homicidios, con totales 
de 13 957 y 1937, respectivamente. En con-
traste, Frankfurt reportó 743 homicidios y 
Madrid registró 215. Al comparar las tasas 
promedio de homicidio para este periodo 
de tiempo, se hace evidente que Ciudad 
Juárez presenta la tasa más alta (75.62 
homicidios por cada 100 mil habitantes), 
seguida de Pereira (31.82), Frankfurt (7.86) 
y Madrid (0.25) (Figura 1). Es patente que 
las ciudades latinoamericanas exhiben 
niveles significativamente más altos de 
homicidios en comparación con las ciuda-
des europeas estudiadas, validando así la 
hipótesis propuesta.
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ANÁLISIS DE REDES SOCIALES

Se identificaron siete tipos de actores que 
interactúan entre sí a través de medios 
violentos dentro de un mercado de cocaí-
na. Existe una distinción entre dos tipos 
que parecen ser similares. Los “DTO” ha-
cen referencia a grupos organizados que 
operan dentro de un mercado de cocaína; 
mientras que los “criminales” se refieren a 
individuos que, a pesar de ser delincuen-
tes, no forman parte de la estructura de 
un DTO, ya sea por su independencia, afi-
liación con otros grupos como pandillas 
o participación en mercados criminales 
alternativos, mientras coexisten en el mis-
mo territorio.

De manera crucial, todos los mercados 
de drogas funcionan a través de una red de 
actores interconectados. En este estudio, 
nos centramos en comprender la forma 

en que estos actores se conectan, particu-
larmente a través de la violencia. Nuestros 
hallazgos revelan que los mercados de 
cocaína latinoamericanos muestran una 
mayor prevalencia de interconexiones 
violentas entre los actores para llevar a 
cabo negocios (Figura 2). Por el contrario, 
aunque también existen enlaces sólidos 
entre los actores en el mercado europeo, 
la violencia tiende a ser menos frecuente y 
letal (Figura 2). El análisis de red y de su es-
tructura nos permite indicar que los mer-
cados latinoamericanos (NLM) establecen 
relaciones más violentas que en las redes 
de los mercados europeos (NEM), lo que 
aumenta las probabilidades de violencia 
letal. 

Continuando con el análisis de la red, se 
observaron diferencias significativas en-
tre las redes de mercados europeos (NEM) 
y las de mercados latinoamericanos 

Figura 1. Series de tiempo de los homicidios registrados en las ciudades, 2010-2022

 

Fuente: elaboración propia.
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(NLM). La media geométrica de la red en 
los mercados europeos fue de 2.303, mien-
tras que en los mercados latinoamerica-
nos fue de 4.000 (Tabla 1), casi el doble, lo 
que indica un mayor equilibrio o balance 
en las métricas de la red. Además, ambas 
mostraron una baja variabilidad con des-
viaciones estándar bajas: 0.919 para NEM 
y 1.100 para NLM (Tabla 1).

En términos de la estructura de la red, 
NEM presentó un grado medio de 40.667 
y una densidad de grafo de 2.491, mien-
tras que NLM mostró un grado medio de 
106.667 y una densidad de 4.425 (Tabla 
1). Estos resultados indican que en NEM 
hay menos conexiones violentas entre 
los actores en comparación con NLM. Al 
analizar el coeficiente de agrupamiento 
(clustering), encontramos que NEM tiene 
un valor menor (0.583) en comparación 
con NLM (0.829) (Tabla 1), lo que sugiere 

que en ambas redes existe una tendencia 
a formar grupos, pero en NLM estos gru-
pos son más grandes y se conectan de ma-
nera más densa que en NEM. Además, la 
longitud media de la red es mayor en NEM 
(1.111) en comparación con NLM (0.888) 
(Tabla 1), lo que sugiere que los contactos 
violentos entre actores podrían propagar-
se más rápidamente en NLM que en NEM.

Tabla 1. Métricas descriptivas de las redes

Estadístico NEM NLM 

Media geométrica de los pesos 2.303 4.262 

Desvación estándar de los pesos 0.924 0.915 

Grado medio 40.667 106.667 

Grado medio con Pesos 2.491 4.425 

Diámetro 4.000 4.000 

Statistical inference 1.000 1.000 

Coeficiente de clustering 0.583 0.829 

Longitud media de camino 1.111 0.888 

Fuente: elaboración propia.

Figura 2. interacción violenta de los actores por cada tipo de red

 

Fuente: elaboración propia.
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TOLERANCIA FRENTE A 
SITUACIONES QUE COMPROMETEN 
LA ESTABILIDAD DEL NEGOCIO

Encontramos que los actores que operan 
en el mercado de cocaína en cada ciudad 
tienen diferentes niveles de tolerancia 
ante situaciones que amenazan la estabi-
lidad del negocio de drogas. Clasificamos 
estas situaciones en dos categorías: las 
primeras involucran circunstancias in-
directas al proceso de comercialización 
y monetización presentes en el territorio 
afectado por el mercado de drogas (II) (Fi-
gura 3). Las segundas abordan situaciones 
relacionadas directa y exclusivamente 

con el proceso de comercialización y mo-
netización de la cocaína (LI) (Figura 3).

Identificaron y clasificaron 17 situacio-
nes II. Se observó que en Latinoamérica 
existe una menor tolerancia hacia estas 
situaciones en comparación con los mer-
cados de cocaína en Europa. En otras pa-
labras, cuando alguna de las situaciones 
enlistadas en la Figura 3 se presenta en un 
mercado de cocaína, los actores involucra-
dos en dicho mercado tienden a recurrir 
a la violencia letal como medio para con-
trarrestar o evitar la ocurrencia de dichas 
situaciones.

En cuanto a las LI, se clasificaron 16 si-
tuaciones. En el contexto de Latinoaméri-

Figura 3. Variables de situaciones indirectas (II) y situaciones directas (LI), clasificadas según fenómenos de 
violencia y según proceso productivo

Fuente: elaboración propia.
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ca, se observó una menor tolerancia hacia 
los errores que puedan surgir en un mer-
cado de cocaína. Las 16 situaciones de LI 
evaluadas mostraron puntuaciones más 
altas en Latinoamérica que en Europa. 
Estos resultados indican que cuando un 
individuo comete alguno de estos errores, 
existe una mayor probabilidad de que su 
vida esté en riesgo en un mercado latinoa-
mericano en comparación con uno euro-
peo.

En el análisis de situaciones de tipo II, 
encontramos resultados que respaldan la 
noción de que existen diferencias entre 
los mercados, evidenciando diferencias 
significativas en los niveles de tolerancia 
hacia el uso de violencia letal en activida-
des indirectas que impactan la estabilidad 
del mercado de cocaína en ciudades lati-
noamericanas y europeas (p < 0.05). La es-

timación de la diferencia de medias (0.739) 
revela una disparidad notoria entre las 
dos muestras analizadas (Figura 4). Estos 
hallazgos resaltan la importancia de com-
prender las variaciones regionales en la 
respuesta ante situaciones que amenazan 
el negocio del narcotráfico y subrayan la 
necesidad de abordar de manera diferen-
ciada los desafíos de la violencia en estos 
dos contextos distintos (Figura 4).

Respecto a las situaciones de tipo LI, 
confirmamos la hipótesis alternativa que 
sostiene que existen diferencias en las 
condiciones que generan violencia letal (p 
< 0.05). La estimación de la diferencia de 
medias fue de 0.330, indicando que en La-
tinoamérica hay menor tolerancia que en 
Europa frente a las situaciones evaluadas 
(Figura 5).

Figura 4. Valores individuales LA y EU. Prueba T e IC de dos muestras

 

Fuente: elaboración propia.



207

A N UA R I O  D E  D E R E C H O ,  C O M E R C I O  I N T E R N A C I O N A L , 
S E G U R I D A D  Y  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

¿Por qué hay mercados de cocaína más violentos que otros?

Estos resultados revelan que las motiva-
ciones y causas subyacentes de los asesi-
natos en los mercados de cocaína difieren 
de manera sustancial entre las regiones 
latinoamericanas y europeas. En particu-
lar, se observa que en Latinoamérica, los 
actores muestran menor tolerancia hacia 
las situaciones de II y LI, lo que se traduce 
en una mayor propensión a emplear casti-
gos letales hacia aquellos que no cumplen 
con las condiciones establecidas en los te-
rritorios de comercio de cocaína.

CONCLUSIONES 

Las conclusiones extraídas del estudio 
profundizan en la comprensión de la 
violencia presente en los mercados de 
cocaína en América Latina (LA) en com-
paración con los mercados de la Unión 
Europea (EU). A través de un análisis meti-

culoso, se ha revelado que las variaciones 
en la violencia no son aleatorias, sino que 
están profundamente influenciadas por 
una combinación de factores estructura-
les. Estos hallazgos no solo proporcionan 
una comprensión más matizada de las 
dinámicas de violencia en los mercados 
de drogas, sino que también destacan la 
importancia de abordajes específicos y 
contextualizados para combatir la violen-
cia en estas áreas. Con esto, la presente in-
vestigación contribuye significativamente 
a llenar el vacío existente en la compren-
sión de las complejidades de los mercados 
de cocaína, ofreciendo una base sólida 
para futuras políticas y estrategias enfo-
cadas en la reducción de la violencia.

Los resultados obtenidos demuestran 
que las diferencias en los niveles de vio-
lencia entre los mercados de cocaína en 
América Latina y Europa son significati-

Figura 5. Valores individuales LA y EU. ANOVA de un solo factor
 

 
Fuente: elaboración propia.
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vas y no pueden atribuirse únicamente a 
la ilegalidad de la actividad o a la protec-
ción de activos valiosos. La identidad so-
cial delictiva y los valores intrínsecos en 
las interacciones entre narcotraficantes 
y otros actores del mercado son factores 
cruciales. Por ejemplo, en América Latina, 
las estructuras jerárquicas basadas en la 
violencia como medio de control son más 
predominantes que en Europa, donde se 
observa un enfoque más organizativo y 
menos dependiente de la capacidad de 
ser violento. Estas diferencias subrayan la 
importancia de un análisis regionalizado 
y contextualizado al abordar la violencia 
en los mercados de drogas, proporcionan-
do insumos valiosos para políticas espe-
cíficas destinadas a prevenir y mitigar la 
violencia en contextos caracterizados por 
el tráfico de cocaína.

Los resultados de esta investigación re-
velan patrones claros en las motivaciones 
y métodos utilizados por bandas y grupos 
criminales para activar la violencia letal 
en los mercados de cocaína en América 
Latina. Para contrarrestar estas tenden-
cias, es imperativo que las políticas públi-
cas se centren en desmantelar los factores 
que fomentan esta violencia. Esto incluye 
el fortalecimiento de las instituciones de 
justicia y seguridad para desincentivar la 
impunidad, la inversión en programas de 
desarrollo comunitario que ofrezcan al-
ternativas legítimas de empleo y progreso, 
y la implementación de iniciativas educa-

tivas que aborden las raíces sociales de la 
violencia. Asimismo, es vital fomentar la 
cooperación regional e internacional para 
enfrentar las redes trasnacionales del nar-
cotráfico. Estas medidas, basadas en un 
profundo entendimiento de las causas de 
la violencia en los mercados de cocaína, 
pueden conducir a una reducción signi-
ficativa de la violencia letal y mejorar la 
seguridad y estabilidad en las ciudades 
afectadas.
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RESUMEN
La presencia de grupos delictivos armados en la sierra de Coyuca de Catalán, Gro., data de más de 10 años, 

lo cual ha significado un proceso de involución social y productiva de los productores de mezcal en este 

territorio. La presente investigación analiza el proceso disruptivo que dichos grupos delictivos infringieron 
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ABSTRACT
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the absence of efficient institutional mechanisms that guarantee 

the right of internally displaced persons by violence to a dignified, 

safe, and peaceful life. It is concluded that the absence or failure of 

the State of law in territories controlled by criminal armed groups 

leads to processes of social and productive involution of peasant 

and producer sectors that over time built an important socioecono-

mic profile.

Keywords: Criminal groups, Zihuaquio, mezcal, Guerrero.

INTRODUCCIÓN

E
n años recientes, en el Ejido y localidad del 
mismo nombre, Zihuaquio, localizado en la 
sierra de Coyuca de Catalán, Guerrero, se 
gestó la presencia de un grupo armado per-
teneciente al Cártel de Jalisco Nueva Gene-

ración (CJNG). A principios del año 2020 la localidad de 
Zihuaquio fue sitiada y amenazada por dicho grupo de-
lictivo, lo que obligó al desplazamiento interno forzado 
de aproximadamente 550 personas (80 familias) (Comi-
sión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos 
Humanos, A. C. [CMDPDH], 2021), las cuales tuvieron 
que dejar de forma abrupta su patrimonio (tierras, gana-
do, viviendas) y la actividad económica más importante: 
la producción agavera para mezcal. El desplazamiento 
interno forzado ocurre cuando:

personas o grupo de personas son forzadas u obligadas 
a escaper o huir de su hogar o de su lugar de residencia 
habitual, en particular como resultado o para evitar los 
efectos de conflictos armados, situaciones de violencia 
generalizada, violaciones de derechos humanos o ca-
tástrofes naturales o provocadas por el ser humano, 
sin cruzar una frontera estatal internacionalmanente 
reconocida (CMDPDH, 2021).
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Por otra parte, la actividad mezcalera 
en México se ha estudiado desde distintas 
perspectivas: productiva: ZizumboVilla-
rreal et al. (2013); Gallardo Valdez (2020); 
Martínez Jiménez et al. (2019); Antonio 
Bautista et al. (2015); Montes Vázquez 
(2014); Pérez Hernández et al. (2016); in-
dustrial: Rodríguez García y Ortiz Zavala 
(2022); Vera Gozález et al. (2018); Ortiz Pa-
niagua y Juárez Ambriz (2013); como parte 
del patrimonio sociocultural: Hernández 
López (2018); Sánchez Jiménez et al. (2020). 
Sobre la producción de agave mezcal en 
Guerrero: Barrientos Rivera et al. (2020); 
Macedonio Guevara (2015); Martin et al. 
(2011); Huerta Zavala et al. (2019); Alon-
so Rivera (2007); Sánchez Jiménez (2017); 
y Muñoz Flores et al. (2014), entre otros. 
No obstante, estudios recientes sobre la 
producción mezcalera en México relacio-
nados con la criminalidad son escasos; el 
trabajo de Hernández Ortiz (2019) de algu-
na forma se acerca a esta problemática so-
cial, mediante su estudio de la producción 
de enervantes en distintas localidades de 
la sierra de Guerrerro, tanto de Coyuca de 
Catalán como de otros municipios colin-
dantes, los cuales conforman la franja te-
rritorial serrana2. 

2 Coahuayutla de José María Izazaga, Unión de Isido-
ro Montes de Oca, Zihuatanejo de Azueta, Coyuca 
de Catalán, Petatlán, Zirándaro de los Chávez, Aju-
chitlán del Progreso, San Miguel Totolapan, Técpan 
de Galeana, Atoyac de Álvarez, General Eliodoro 
Castillo, Eduardo Neri, Leonardo Bravo, Coyuca de 
Benítez y Chilpancingo.

En ese marco, la mayor parte de los tra-
bajos sobre la actividad mezcalera en Gue-
rrero se analizan desde una perspectiva 
económica productiva, no así, repetimos, 
desde un enfoque de la criminalidad terri-
torial. Precisamente, el presente trabajo 
tiene como objetivo analizar el proceso 
disruptivo económico social que infringió 
a las familias productoras de mezcal del 
Ejido de Zihuaquio la violenta presencia 
del grupo armado antes citado, durante 
el periodo 2020-2022. En cuanto a la me-
todología empleada, dado el contexto de 
violencia e inseguridad durante los años 
de estudio en la sierra, se optó por la pro-
puesta de la autoetnografía, la cual permi-
te un acercamiento a la investigación, la 
descripción y el análisis de la experiencia 
personal, y con ello poder entender y con-
textualizar la experiencia cultural (Ellis y 
Bochner, 2019). 

Se seleccionó esta perspectiva metodoló-
gica para fortalecer y soportar la investi-
gación social en regiones de conflicto so-
cial. En este sentido, Ellis y Bochner (2019) 
destacan que este método, la autoetno-
grafía, es a la vez proceso y producto; por 
consiguiente, nuestro acercamiento a la 
población de estudio para cumplir el ob-
jetivo de la investigación consistió en cua-
tro puntos. El primero de ellos es una des-
cripción general de la observación directa 
del investigador sobre la nueva dinámica 
de vida de las familias desplazadas de Zi-
huaquio, lo cual aporta elementos para la 



214 UACJ - Anuario de derecho, comercio internacional, seguridad y políticas públicas Año 3, Número 3, 2024, 
No. de Reserva: 04-2022-101412422200-102

A N UA R I O  D E  D E R E C H O ,  C O M E R C I O  I N T E R N A C I O N A L , 
S E G U R I D A D  Y  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

reflexión de la problemática. El segundo 
son las pláticas directas con familias des-
plazadas. El tercero son los testimonios de 
personas conocidas en la población que 
los acogió. Finalmente, el cuarto punto es 
la información recopilada de notas perio-
dísticas y bibliográficas.

ZONA DE ESTUDIO

El Ejido y localidad de Zihuaquio, Guerre-
ro, se ubica en las coordenadas 1011333 
longuitud; 180342 Latitud y 1,109 Altitud. 
Colinda al Norte con el municipio de Zi-
rándaro de los Chávez y al Sur con el mu-
nicipio de Zihuatanejo de Azueta. Cuenta 
con una superficie total de 25 mil 779.8 
hectáreas; 7 mil 203 se encuentran parce-
ladas y 18 mil 913.4 son de uso común; des-
de el año 2002 se contabilizaron 295 ejida-
tarios (Registro Agrario Nacional, 2022). 
Según el Censo General de Población y 
Vivienda 2010, en la localidad de Zihua-
quio se tenía una población total de 242 
habitantes (124 hombres y 118 mujeres), 46 
viviendas particulares ocupadas y 5 des-
ocupadas (Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía [INEGI], 2010). Después, el 
Censo de 2020 reportó una población de 
120 personas (60 hombres y 60 mujeres) 
(INEGI, 2020); sin embargo, dicha cifra 
es poco creible debido al desplazamiento 
forzado de la totalidad de las familias de 
esta localidad en enero de 2020. Excepto 
las variables de longuitud, latitud y al-
titud de Zihuaquio, el resto de variables 

aparecen en el último censo como n/d (no 
disponible). Se comprende la ausencia de 
información, porque durante la etapa del 
levantamiento del Censo 2020 fue imposi-
ble para personas desconocidas o de algu-
na dependencia gubernamental subir a la 
sierra.

Por otra parte, no existen registros ofi-
ciales por parte de alguna dependencia 
gubernamental sobre la producción anual 
de mezcal del ejido de Zihuaquio; se cono-
ce su producción por medio de notas pe-
riodísticas y trabajos de investigación. A 
nivel estatal en Guerrero se producen 1.7 
millones de litros de mezcal, elaborados 
por aproximadamente 900 productores 
(Kirchmayr et al., 2014, citado en Huerta 
Zavala et al., 2019:3). Dos de las principa-
les especies de agave silvestre de donde se 
extrae la materia prima son Angustifolia 
Haw y Agave Cupreata. De acuerdo con un 
estudio, las regiones Norte, Centro y Tie-
rra Caliente (en la que se ubica el ejido de 
Zihuaquio) son las que cuentan con mayo-
res superficies óptimas y subóptimas para 
la producción del mezcal de agave Angus-
tifolia Haw, además de ser las de mayor 
tradición mezcalera (Huerta Zavala et al., 
2019). 

En el ejido de Zihuaquio la producción 
de mezcal deviene del agave silvestre Cu-
preata. La Asociación de Productores de 
Mezcal de la Sierra de Guerrero SPR de 
RI, cuenta en su padrón 107 socios de va-
rios ejidos, incluyendo los de Zihuaquio. 
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Tan solo en este ejido (previo al desplaza-
miento forzado de las familias) existían 72 
vinatas, en las que se producían 390 mil 
litros de mezcal anual; entre marzo y julio 
cada vinata producía de 500 a 750 litros 
de mezcal. Una vez embotellado para su 
comercialización mediante la marca “El 
Guache”, el litro se vendía a nivel local en-
tre 200 y 350 pesos; a nivel nacional en un 
poco más de 600 pesos, y en el extranjero 
se llegó a cotizar a 47 dólares por botella 
de 750 ml (Quadratín Guerrero, 2014).

IMÁGENES DEL DESPLAZAMIENTO 
INTERNO FORZADO

Nos avisaron que nos iban a caer en la 
noche. Toda la noche no pudimos dor-
mir con la preocupación de que en cual-
quier momento nos cayeran. Ellos traen 
buenas armas, y nosotros qué, sí, sí tene-
mos también, pero no tan potentes como 
la de ellos. Bueno, así estuvimos en vela 
y nomás amaneciendo nos empezaron 
a disparar desde los cerros que están 
alrededor del pueblo. Todos corrimos 
pa’dentro de las casas y solo un viejito, 
el de mayor edad del pueblo, se quedó 
sentado en su silla fuera de su casa y allí 
lo alcanzó un balazo y murió. (Habitante 
de Zihuaquio, conversación  realizada en 
Vallecitos de Zaragoza, Gro. Comunica-
ción personal, 12 de abril de 2020).

Figura 1. Ejido de Zihuaquio y anexos

Fuente: Registro Agrario Nacional, 2022.
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Comentan los desplazados de Zihuaquio 
que el acoso y la balacera del grupo delic-
tivo sobre sus viviendas permaneció así 
hasta el mediodía. Por radio portátil pidie-
ron ayuda a la policía estatal y al ejército 
para que los auxiliara y resguardara en su 
salida. En consecuencia, comenzaron a or-
ganizarse para salir del pueblo3. Tomaron 
únicamente algo de ropa, algunos enseres 
domésticos y prepararon la salida hacia la 
localidad de Vallecitos de Zaragoza4, del 
municipio de Zihuatanejo de Azueta. Los 

3 “Huyen 266 habitantes de Zihuaquio por la violen-
cia”, La Jornada, 1 de febrero de 2020. https://www.
jornada.com.mx/ultimas/estados/2020/02/01/car-
teles-se-disputan-ese-pueblo-de-guerrero-7863.html

4 “Vallecitos, un pueblo fantasma en Guerrero”. ht-
tps://www.elsoldechilpancingo.mx/2019/12/06/va-
llecitos-un-pueblo-fantasma-en-guerrero/

habitantes de Vallecitos de Zaragoza me-
ses antes también habían sido forzados a 
salir de su localidad, esto por integrantes 
del CJNG en su lucha contra la Familia 
Michoacana. Ante la urgente salida de Zi-
huaquio, quedaron abandonadas miles de 
cabezas de ganado, sus vinatas (infraes-
tructura donde se elabora el mezcal), sus 
parcelas y animales de traspatio.

CAMBIOS DE VIDA Y ACTIVIDADES 
SOCIOECONÓMICAS DERIVADAS DEL 
DESPLAZAMIENTO FORZADO

La intempestiva llegada de los habitantes 
de Zihuaquio al poblado de Vallecitos de 
Zaragoza, (lugar que los acogió dada su 

Foto 1.  Llegada de los despla-
zados de Zihuaquio a Valleci-
tos de Zaragoza, Gro., enero 

2020. Fuente:  fotografías pro-
porcionadas por desplazados 

de Zihuaquio, abril 2020.

Foto 2.  Llegada de los desplazados de Zihuaquio a Vallecitos de Zarago-
za, Gro., enero 2020. Fuente:  fotografías proporcionadas por desplaza-

dos de Zihuaquio, abril 2020.
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cercanía con la cabecera municipal de 
Zihuatanejo), impuso nuevas dinámicas, 
tanto para los primeros como para los ha-
bitantes de la segunda localidad,  quienes 
no abandonaron el pueblo. 

Es muy dificil vivir así, no se acostum-
bra uno. Sí, aquí estamos ahora un poco 
más tranquilos en este pueblo, pero a mí 
me robaron esos malandros más de 100 
cabezas de ganado; me quedé sin nada, 
¿qué me quedó?, hasta las casas nos que-
maron. (Habitante de Zihuaquio, conver-
sación realizada en Vallecitos de Zarago-
za, Guerrero. Comunicación personal, 25 
de mayo de 2020).

La primera parada de los desplazados 
de Zihuaquio fue en la cancha municipal 
de Vallecitos de Zaragoza; en los primeros 
días allí durmieron en colchonetas que 
les proporcionó el gobierno estatal. Pos-
teriormente se fueron acomodando en vi-
viendas vacías, que fueron abandonadas 
por los habitantes de Vallecitos también 
a causa de la violencia provocada por los 
enfrentamientos entre el CJNG y la Fami-
lia Michoacana entre noviembre y diciem-
bre de 2019. Dada la precariedad material 
y económica de los desplazdos de Zihua-
quio, el gobierno del estado de Guerrero 
comenzó a proporcionarles despensas ali-
mentarias bimestralmente.

Del contigente de desplazados, otros de-
cidieron no quedarse en Vallecitos y to-

maron nuevos destinos: Estados Unidos, 
los municipios de Zihuatanejo, Petatlán 
(región Costa Grande), así como Chilapa 
y Olinalá (región Montaña) (CMDPDH, 
2021). Si bien la presencia de los zihua-
quenses en Vallecitos de Zaragoza no re-
presentó problema alguno durante su 
llegada y ocupación de viviendas desocu-
padas, ello no significó que estos fueran de 
inmediato incorporados al tejido social y 
a la dinámica de los pocos habitantes de 
Vallecitos, ¿por qué?, porque aún perma-
necían tensiones sociales provocadas por 
la disputa del territorio entre integran-
tes de los grupos Cártel de Jalisco Nueva 
Generación y la Familia Michoacana. Di-
cho de otro modo, se asumía (por parte de 
ciertas familias de Vallecitos) que entablar 
díalogos de confianza y camaradería con 
los de Zihuaquio, equivalía a meterse en 
problemas con los victimarios de estos; 
entonces, subsistía un ambiente de des-
confianza entre ambas poblaciones. 

No obstante lo anterior, la llegada de los 
habitantes de Zihuaquio a Vallecitos de 
Zaragoza inyectó a esta última localidad 
cierta dinámica social y económica, per-
dida por el éxodo forzado también de sus 
habitantes, la cual ya era considerada un 
“pueblo fantasma”. En la tabla 1 se expone 
el tipo de empleos que comenzaron a reali-
zar las personas desplazadas de Zihuaquio 
en Vallecitos de Zaragoza.
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Tabla 1. Empleos de los pobladores de Zihuaquio 
en Vallecitos de Zaragoza, Gro.

Tipo de 
empleo

Características Tipo de 
población

Venta de 
pan

Proceso de aprendiza-
je; venta de pan casa 
por casa y en calles

Mujeres 
jóvenes y 
adultas

Activida-
des gana-

deras

Trabajos relativos al 
cuidado y pastoreo de 

ganado vacuno

Jóvenes de 
17-18 años 

en adelante 
y hombres 

adultos

Venta de 
agua pota-

ble

Distribución y venta 
de agua potable en 

camioneta, casa por 
casa 

Jóvenes 
mayores de 
17-18 años

Tiendas de 
abarrotes

Empleados en tiendas 
de abarrotes

Mujeres 
jóvenes 

mayores de 
18 años

Fuente: observación directa en Vallecitos de 
Zaragoza, Gro., julio de 2021.

Mediante estos empleos, decenas de fa-
milias desplazadas de Zihuaquio y acogi-
das en Vallecitos de Zaragoza pudieron 
sobrevivir. Durante la segunda mitad del 
año 2021 comenzaron a organizarse, y res-
guardados por militares y policías estata-
les, regresaron a su localidad únicamente 
a cosechar el agave, el cual trajeron a Va-
llecitos para la elaboración del mezcal. 

Saquearon nuestras casas, se llevaron 
casi todo: refrigeradores, equipos, rope-
ros, y no conforme con eso hasta nos las 
quemaron. También se robaron equipo 
y herramientas que utilizamos en las vi-
natas. El maguey que ya habíamos cose-
chado también se lo llevaron. Por eso le 

pedimos ayuda al gobierno, que nos ayu-
dara a recuperar algo, nosotros lo único 
que queremos es trabajar, que nos dejen 
trabajar con nuestros magueyes, porque 
eso es lo que sabemos hacer desde nues-
tros abuelos. Antes de que nos atacaran 
los armados, nosotros sacábamos nues-
tro mezcal hacia Tierra Caliente y se ven-
día muy bien. (Habitante de Zihuaquio, 
conversación realizada en Vallecitos de 
Zaragoza, Gro.Comunicación personal, 
16 de marzo de 2020).
Dejamos nuestras tierras allá. Aquí no 
hay trabajo. No nos sentimos en confian-
za trabajar en cualquier lado, por fuera, 
porque usted sabe, los problemas de 
aquí de Valles son los mismos de allá, así 
de fácil. Entonces, para andar desvalaga-
dos está un poco duro pues, y nosotros 
lo que sabemos hacer es mezcal y aquí 
no hay vinatas, así que pues necesita-
mos conseguir recursos, dinero más que 
nada. Todo se nos está acabando ¿y cuán-
to tiempo podemos tardar así? No pasa 
ni un año que ya no tenemos nada. Yo 
digo que eso es muy incómodo, y por eso 
digo que si se nos apoya en tres meses en 
nuestro pueblo, en tres meses sacamos 
para un año para comer, y así de fácil, 
porque vé, unos trabajan como peones, 
otros de medieros, los que son patrones, 
y como quiera el dinero allá lo juntamos 
del mezcal. (Habitante de Zihuaquio, 
conversación realizada en Vallecitos de 
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Zaragoza, Gro. Comunicación personal, 
25 de mayo de 2020).

CONCLUSIONES

El desplazamiento forzado de los habitan-
tes de Zihuaquio en la sierra de Coyuca de 
Catalán, en Guerrero, no es un caso excep-
cional de un problema local focalizado, 
sino que representa desde hace más de 
una década los vacíos del Estado mexi-
cano en gran parte del territorio nacio-
nal, vacíos que vienen ocupando diversos 
grupos delictivos de células y cárteles del 
narcotráfico. En el caso del estado de Gue-
rrero, en cientos de pueblos rurales es una 
constante la violacióm sistemática de sus 
derechos humanos, sociales y económi-
cos, sin que que existan hasta el momento 
soluciones de fondo por parte del Estado 
mexicano. 

La principal solución del gobierno ante 
esta problemática, ha consistido en dispo-
ner de más elementos militares y policia-
cos en las principales cabeceras o localida-
des, solo como una estrategia de disuación 
del crimen y la violencia. Pero con dicha 
estrategia se ignora que los problemas son 
de carácter estructural, es decir, debilidad 
institucional, corrupción de la justicia y el 
poder militar, poderes locales y estatales 
secuestrados por el crimen organizado, 
falta de opciones laborales y una pérdi-
da creciente de atención gubernamental 
en la prestación de servicios elementales, 
como salud y educación.

Los daños económicos, sociales y cultu-
rales infrigidos a los habitantes de Zihua-
quio no provienen de un solo victimario, 
sino dos: el grupo delictivo y el propio 
Estado mexicano; el primero representa 
la dimensión visible del crimen organi-
zado, como lo señala Buscaglia (2014), y 
el segundo muestra por la indiferencia o 
ausencia de las instituciones del Estado en 
el territorio nacional, pero principalmen-
te en aquellos lugares más apartados de 
los centros urbanos importantes. ¿Cómo 
se recupera un patrimonio perdido, cons-
truido por varias generaciones de los habi-
tantes de Zihuaquio? ¿El Estado mexicano 
debería restituir material y económica-
mente  lo perdido, no solo a estas familias, 
sino al conjunto de localidades de la sierra 
de Guerrero y de otras entidades, que tam-
bién han perdido todo en su salida forzada 
de sus territorios? 

El desplazamiento forzado para los ha-
bitantes de Zihuaquio representó una in-
volución económica, social y cultural, y 
aún no se sabe cuánto tiempo tardarán 
en recuperarse. A nivel nacional e incluso 
internacional, el mezcal de Zihuaquio ha 
sido valorado ampliamente, y detrás de 
su producción existen decenas de fami-
lias que dependen de este; ellas le otorgan 
identidad, además de constituir un factor 
importante de desarrollo económico lo-
cal-regional.
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